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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrió, además, el señor Ministro de Hacienda.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 58ª y 59ª, ordinarias; en 17 y 18 de enero del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



--Véanse en los Anexos las actas aprobadas.
)-------------------(
El señor ROMERO (Presidente).- Antes de la Cuenta, debo señalar que el libro “Reformas Constitucionales 2005. Historia y Tramitación”, que Sus Señorías tienen a su disposición ha sido una iniciativa de la Mesa y fruto del valioso trabajo de los abogados del Área Legislativa del Senado y del personal de la Biblioteca del Congreso Nacional.



La Corporación, como los señores Senadores muy bien lo saben, fue protagonista de la reforma más fundamental realizada a la Constitución de 1980. 



Por ello, nos ha parecido de la mayor importancia dejar reflejado el aporte del Senado en este texto, que pretende servir de guía para la comprensión y estudio sistematizado de las normas fundamentales. En él aparece toda la historia legislativa de tales enmiendas a la Carta.
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).-Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas.
Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual inicia un proyecto de ley que autoriza para otorgar la garantía del Estado al financiamiento de la obra pública “Puente Bicentenario de Chiloé” (boletín N° 4.102-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas y a la de Hacienda, en su caso.
Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha tomado conocimiento del rechazo por parte del Senado a algunas de las enmiendas propuestas al proyecto que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (boletín Nº 3.825-11) (Véase en los Anexos, documento 2), a la vez que comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

El señor ROMERO (Presidente).- Quiero hacer presente que los miembros de la Comisión Mixta acaban de iniciar su trabajo y que esperamos contar en el curso de esta sesión con el informe respectivo, aun cuando sea verbal.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Con el segundo oficio, la Cámara de Diputados informa que dio su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas (boletín N° 4.044-09).



--Queda para tabla.

El señor ROMERO (Presidente).- A insinuación del Senador señor Sabag, solicito, en forma extraordinaria, el acuerdo de la Sala para colocar el referido informe en la tabla de hoy.

El señor SABAG.- Es muy simple y de fácil despacho, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es.



Si le parece a la Sala, procederemos en esos términos.



--Así se acuerda.


El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Con el tercer oficio, la Cámara de Diputados  informa que dio su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción”, adoptada por la Asamblea General de la ONU en Nueva York, el 31 de octubre de 2003, y firmada por Chile el 11 de diciembre del mismo año (boletín N° 3.974-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el cuarto comunica que prestó su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre Cooperación Financiera”, suscrito en Santiago el 4 de julio de 2005 (boletín N° 4.010-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con el quinto informa que ha dado su aprobación al proyecto que introduce modificaciones al artículo 2° transitorio de la ley N° 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega un nuevo artículo transitorio (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 4.095-05) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a las Comisiones de Minería y Energía y de Hacienda, unidas.

El señor ROMERO (Presidente).- Por tratarse de una iniciativa con "discusión inmediata", esperamos que las Comisiones unidas, que están autorizadas para sesionar paralelamente con la Sala, evacuen en el transcurso de la tarde el informe respectivo, con el objeto de someterlo a debate y votación.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, ¿significa eso que las Comisiones de Minería y de Hacienda trabajarían unidas?

El señor ROMERO (Presidente).- Así es, señor Senador.

El señor OMINAMI.- Entonces, para entender bien, debería hacérseles extensiva la autorización de la Sala para discutir esta materia y rendir informe verbal oportunamente.

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, señor Senador.



Continúa la Cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Oficio del señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del  Senador señor Horvath, relativo a la utilización y distribución de los recursos para la modernización de la vía férrea que une las ciudades de Santiago y Puerto Montt.



--Queda a disposición de los señores Senadores.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual propone a la Sala recabar el acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados a fin de archivar las siguientes iniciativas, en segundo trámite constitucional:



1) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, con el objeto de eliminar el trámite de la insinuación para las donaciones entre vivos (boletín N° 1.739-07);



2) Proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal en materia de libertad provisional concediendo facultades especiales a los jueces del crimen, al momento de otorgar este beneficio, para su cumplimiento (boletín Nº 3.080-07); 



3) Proyecto de ley que restablece la facultad del Servicio Nacional de Menores para hacerse parte en los procesos por pedofilia (boletín N° 3.271-18), y 



4) Proyecto que modifica el artículo 60 de la ley Nº 18.045 y el Título V del Código Penal (boletín N° 3.292-07).



--Se accede.

Informes



Nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de derechos de la infancia y de la adolescencia (boletín Nº 3.792-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial (boletín Nº 3.788-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (boletín Nº 3.626-07) (Véase en los Anexos, documento 8). 



Segundo informe de la Comisión de Economía recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre competencia desleal (boletín N° 3.356-03) (Véase en los Anexos, documento 9). 



De la Comisión de Salud, recaído en la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (boletín Nº 1.993-11) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Quedan para tabla.
El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.
V. ORDEN DEL DÍA
DERECHO A ASISTENCIA EN ACTOS DE VOTACIÓN

A PERSONAS DISCAPACITADAS

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, con el propósito de reconocer el derecho a asistencia, en el acto de votar, a las personas que padecen de discapacidad, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3504-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 5ª, en 13 de octubre de 2004.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 61ª, en 8 de marzo de 2006.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El propósito principal de la iniciativa es reconocer a las personas con discapacidad el derecho a ser asistidas en el momento de votar.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió y aprobó sólo en general el proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Cantero, Larraín y Núñez) en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El texto que Sus Señorías van a debatir se transcribe en el primer informe de la Comisión.



Cabe indicar que esta iniciativa tiene carácter orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación los votos conformes de 27 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la iniciativa que se somete a la consideración de la Sala corresponde a una moción presentada por un grupo de Diputados que recoge una inquietud derivada de un trabajo que la Cámara Baja hizo en torno de la discapacidad.



Entre las conclusiones a que se llegó hay una relacionada con las mayores facilidades que se deben otorgar a las personas que, por razones de incapacidad, no pueden votar.



A raíz de ello, la Cámara de Diputados elaboró, aprobó y  despachó la iniciativa de ley sometida a consideración de la Sala.



El fundamento que conocimos en la Comisión de Gobierno tiene que ver con el cumplimiento de ciertos principios constitucionales que buscan promover el derecho de las personas a participar con igualdad en la vida nacional. Éste es un principio clave tanto en las bases de la institucionalidad como en las propias garantías constitucionales, donde se consagra la igualdad ante la ley. 



Con relación al ejercicio del derecho a sufragio -que es personal, igualitario y secreto-, se persigue que, en su proyección concreta, todos los ciudadanos se encuentren en pie de igualdad.



Por lo tanto, el proyecto pretende, según los fundamentos de la moción, “remover los obstáculos que afectan a aproximadamente un millón y medio de personas relegadas a no poder manifestar su opción ciudadana por la ausencia de medidas que faciliten su ejercicio,”.



De esa manera se desea eliminar una serie de barreras, arquitectónicas o de otro tipo, que hoy constituyen un obstáculo para que el derecho a voto se ejerza en debida forma.



En tal sentido, se propone modificar la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en particular en el aspecto que he indicado.



En cuanto a los conceptos generales, se plantea cambiar las normas relativas a las excepciones que en la actualidad permiten a los electores no videntes o inválidos obviar ciertas prohibiciones y formalidades para ejercer su derecho a sufragio.



La primera enmienda tiene que ver con el lenguaje. La expresión “los electores no videntes o inválidos” se sustituye por “las personas con discapacidad”, que es la forma genérica utilizada, no sólo en Chile, sino también en el ámbito internacional, para referirse a quienes se hallan en esa situación.



Tocante a sus contenidos concretos, la iniciativa tiene por objeto fundamental posibilitar que las personas con discapacidad sean asistidas por un tercero en el momento de votar y, de modo específico, junto a la propia urna, de manera que puedan manifestar su opción, libre y soberanamente, en la elección de que se trate.



Al efecto, la enmienda introducida al inciso tercero del artículo 61 de la ley citada reconoce a los discapacitados el derecho a ser acompañados hasta la mesa receptora por otra persona y los faculta para optar por ser asistidos en el acto de votar. Es decir, podrán señalar que necesitan de un tercero, no sólo para ingresar o incorporarse al lugar donde les corresponde votar, sino también para expresar su preferencia. 



La disposición propuesta agrega: “La discapacidad se acreditará con la credencial o certificado de inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad.”.



A continuación, se incorpora otra norma que complementa el punto y fija algunas prohibiciones tendientes a evitar que se coarte ese derecho.



En seguida, se reemplaza el inciso segundo del artículo 64. El nuevo texto consigna que el elector entrará en la cámara secreta por un tiempo determinado. Sin embargo, las personas con discapacidad podrán emplear un lapso razonable. Y, como excepción, se establece que los electores discapacitados o enfermos que no puedan ingresar a la cámara podrán votar fuera de ella si de otro modo no les fuera posible ejercer su derecho a sufragio y que, en tal circunstancia, el presidente de la mesa respectiva procurará siempre mantener el secreto de la votación respecto de terceras personas.



Más adelante, se faculta al presidente de la mesa para doblar y cerrar con el sello adhesivo el voto, fuera de la cámara secreta, en caso de que el discapacitado no haya sido asistido y no lo pueda hacer por sí mismo, debiendo resguardar, por cierto, la reserva del voto.



Otra modificación tiene que ver con las atribuciones de la fuerza encargada del orden público. En ella se consigna la obligación de los funcionarios pertinentes de velar para que las personas con discapacidad y sus asistentes accedan con facilidad al local de votación.



Además, se sanciona a quienes obstaculicen o dificulten maliciosamente el ejercicio del derecho a sufragio de ciudadano discapacitado.



Por último, se contempla un cambio en el lenguaje, del mismo orden del introducido en otras normas del proyecto. En el inciso primero del artículo 137 de la ley, se sustituye la frase “salvo que se tratare de un elector inválido o no vidente” por “salvo que se trate de discapacitados asistidos.”.



Cuando recibimos la iniciativa en la Comisión, la estudiamos y, para formarnos un juicio, procedimos a invitar a diversos personeros con el objeto de que nos informaran sobre la materia. Concurrieron el Director del Servicio Electoral, señor Juan Ignacio García; el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil, en representación del Gobierno, y el señor Hugo Herrera, profesor de Derecho Constitucional en Valparaíso, para conocer los alcances de la normativa en ese campo.



Las opiniones que nos entregaron dichos personeros fueron, básicamente, las siguientes.



El Director del Servicio Electoral manifestó que en diversas legislaciones comparadas en el mundo se busca facilitar, de distintas maneras, el ejercicio del derecho a sufragio a las personas con discapacidad y que, por tanto, el proyecto apuntaba en la dirección correcta. No obstante, formuló varias observaciones.



Primero, señaló que las discapacidades a que alude el texto no corresponden a las de carácter general que pueda tener alguna persona para desarrollar funciones laborales o de otra índole, que son distintas de las que imposibilitan o dificultan el ejercicio específico del derecho a sufragio. Por consiguiente,  sugirió circunscribir la iniciativa a estas últimas. 



Por igual razón, observó que lo dispuesto en el sentido de que las personas con discapacidad deberán acreditar esa condición con un certificado del Registro respectivo, ciertamente, no es relevante. Hemos sido informados de que la cifra de inscritos en él fluctúa entre 70 mil y 80 mil, de un universo muchísimo mayor, y que no todos ellos presentan algún tipo de discapacidad que les impida ejercer el derecho a sufragio.



En consecuencia, en la eventualidad de que el proyecto se apruebe en general, ese punto deberá ser corregido y precisado en el segundo informe,  a fin de aclarar el alcance de la disposición.



Segundo, advirtió que la norma que obliga al asistente a estar inscrito en los registros electorales para acompañar a votar a la persona discapacitada significa que ese hecho habrá de acreditarse con un certificado extendido por el Servicio Electoral -no basta la simple exhibición de la tarjeta electoral-, en circunstancias de que lo importante es la ayuda que se preste al discapacitado para que ejerza su derecho a sufragio y no tanto la calidad que revista el asistente.



En fin, planteó además otras observaciones menores.



En una línea parecida se pronunció el señor Subsecretario del Interior, quien hizo presente el mismo problema indicado respecto de la acreditación de la discapacidad. Agregó que no compartía la fórmula consignada en la iniciativa y sugirió buscar otra más adecuada. 



Respecto de la forma como puede ser asistida la persona con discapacidad, indicó que para acceder a la mesa receptora podrían fijarse incluso criterios más flexibles -como el de que la mera apariencia sea un antecedente suficiente para autorizar que la acompañe un tercero-, pero que en el acto de votar las autoridades de la mesa deberían decidir el procedimiento más adecuado.



Un tema que también levantó dicho Subsecretario -y parece bastante atendible- es el hecho de que quien asista a la persona con discapacidad no sea alguien de su confianza, porque se corre el riesgo de que desee influir en ella.



Al efecto, sugirió que la asistencia fuera prestada por el propio delegado electoral. Es decir, por alguien investido de autoridad y juramentado, a fin de resguardar el secreto del voto del discapacitado, para que, si inevitablemente llega a tener conocimiento de él,  reciba las debidas sanciones en caso de que infrinja su deber; o sea, alguien que esté comprometido a mantener la privacidad del acto.



Finalmente, quiero consignar la opinión del ya descrito profesor de Derecho Constitucional, quien, junto con manifestarse de acuerdo en varios de los planteamientos que aquí se han señalado, se refirió a una materia de discusión, de reserva de constitucionalidad, que me parece importante señalar.



Puntualizó que una de las características centrales del derecho a sufragio a nivel constitucional -como sabemos y ya lo mencioné-, no sólo en Chile, sino en el mundo entero, es el secreto. Hizo presente que la idea de que una persona asista a otra -sea de su confianza o una autoridad- y por esa vía pueda enterarse del voto rompe un principio fundamental y que, por lo tanto, por tratarse de una clara conflagración contra una norma de nuestro Derecho Constitucional, si se quiere actuar en consonancia con éste, debería efectuarse una reforma a la Carta para los efectos de permitir que el afectado por discapacidad sea asistido al momento de votar, lo cual -como señalé- es parte esencial de esta iniciativa de ley.



Por cierto, lo anterior mereció mucho debate en la Comisión. Quizás más que un afán de respeto a la Ley Suprema y del secreto de la votación, aquí lo que está en juego es algo todavía más básico: la posibilidad de que el ciudadano ejerza su derecho a sufragio. En consecuencia, al ampliar, extender y facilitar la votación a personas que de otra manera a lo mejor no lo podrían hacer, estamos asegurando algo esencial: que se pueda votar. Eso es lo que procura el proyecto, y la Comisión lo recogió como lo más sustantivo.



Lógicamente, también se trata de asegurar el secreto del voto de la mejor forma posible. Y, quizás, en ese sentido, más que la asistencia de alguien de confianza del discapacitado -como propone el proyecto-, sería mejor que lo hiciera una autoridad debidamente investida y juramentada, de modo que si finalmente se rompe el secreto lo sea sólo ante una persona que no vaya a intervenir y que, además, tenga compromisos con el Estado, para asegurar el secreto de la opción por la que se pronuncia el ciudadano minusválido.



Se han hecho presentes algunos matices. Por ejemplo, uno del Senador señor Cantero, quien puso mucho énfasis en la necesidad de incorporar elementos tecnológicos, de manera de asegurar que éstos puedan facilitar el voto de los discapacitados sin demasiada intervención de personas externas.



Además, el Honorable señor Núñez hizo presente la necesidad de incorporar parte de esos elementos respecto de las discapacidades, sobre todo para asegurar que tales personas sean consideradas así sólo para esa finalidad y que el hecho de serlo no constituya un obstáculo para ejercer su derecho. Es decir, que la legislación en proyecto no vaya más allá de lo que se desea.



Por lo anterior, la Comisión aceptó en forma unánime el proyecto y recomienda a la Sala su aprobación en general. Creemos que es un paso adelante para facilitar el ejercicio de un derecho a un sector de la población que no es menor desde el punto de vista cuantitativo y que, por la Constitución y también por la naturaleza, tiene todo el derecho a expresar sus opciones con absoluta libertad y seguridad en materia de ideologías políticas.



Por otro lado, pensamos que hay que asumir el problema constitucional planteado. No obstante, creemos que no se está alterando, modificando o eliminando el ejercicio esencial del derecho a sufragio, sino que, por el contrario, se está permitiendo, y que una eventual violación del secreto podría ser perfectamente acotada, de manera que no represente una verdadera violación de él, y que en ningún caso ello pudiera significar para el discapacitado una suerte de presión que le impida emitir su preferencia libremente o sufrir alguna consecuencia por el hecho de manifestarse en un sentido u otro.



Por todas estas consideraciones, y teniendo presente que es importante introducir modificaciones muy sustanciales al proyecto, creemos conveniente aprobarlo en general,  dejando para la discusión particular las observaciones y cambios que puedan justificar precisiones en el sentido dado a conocer.



Por lo demás, esta materia es de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, porque muchas de las modificaciones que se requieren tienen que ver con atribuciones de autoridades u otras similares. Por lo tanto, es importante que la esferas oficiales participen y actúen legislativamente, como manifestó el Subsecretario señor Correa en nombre del Gobierno.



Es cierto que hay cambios. Pero esperamos que, por tratarse de una cuestión ajena a los conflictos político-ideológicos y que tiene una magnitud y dimensión humana de otra envergadura, no habrá problema para que estas consideraciones sean asumidas por las nuevas autoridades. Estamos seguros de que así va a ser.



Por este motivo, la Comisión votó a favor del proyecto y propone a la Sala que lo apruebe en general, para luego abrir un espacio de debate en particular, donde puedan presentarse las proposiciones que corrijan y perfeccionen esta iniciativa, cuya finalidad es extremadamente valiosa y positiva.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, he escuchado con especial interés la relación del señor Presidente de la Comisión de Gobierno acerca de un proyecto cuya existencia -debo confesarlo- ignoraba.



Es una materia de singular relevancia, respecto de la cual he tenido oportunidad de intervenir desde hace muchos años. Soy presidente de una corporación privada sin fines de lucro de protección a la discapacidad y, por lo tanto, en mi vida me ha tocado desarrollar durante bastante tiempo una labor de penetración de lo que significa la discapacidad en nuestro medio social, partiendo de una base que, estoy cierto, los señores Senadores no ignoran.



En Chile, el problema de la discapacidad tiene una proyección enorme. Los estudios determinan que en el país existen 2 millones de discapacitados de la más diversa índole. Por ejemplo, aquellos con déficit mental superan los 800 mil; pero también hay una cantidad inmensa con limitaciones físicas, muchos de ellos atendidos por las corporaciones hoy existentes. El Estado ha venido preocupándose en el último tiempo de lo que significa y entraña la proyección de un problema de tanta magnitud, como es el abordado de alguna manera en el proyecto. Y digo “de alguna manera” porque, evidentemente, la moción que dio origen a esta iniciativa de tanto interés fue presentada por algunos señores Diputados que vieron la conveniencia de proponer el ejercicio del derecho a voto de los discapacitados.



Naturalmente, luego de la relación entregada por el señor Presidente de la Comisión de Gobierno, surgen diversas dudas.



Por ejemplo,  ¿a qué discapacitados y a qué orden de éstos se refiere el proyecto? Porque existe una parte importante de ellos que adolece de un déficit mental fuerte y, en consecuencia, es relativamente incapaz, y en algunos casos, en lo absoluto.



El Congreso Nacional ha tenido la oportunidad de preocuparse de esta materia en muchas ocasiones anteriores. Por ejemplo, cuando se sometió a la consideración del Senado lo relativo a la declaración de interdicción de los discapacitados. Como  Sus Señorías recordarán, antaño la cuestión estaba sometida a las normas del Código Civil de 1857, las cuales exigían que los discapacitados fueran declarados interdictos al igual que los deficientes mentales, concepto que hoy en día ha desaparecido en el orden de las relaciones que rigen la materia.



Hago esta advertencia, no con el propósito de que se considere una suerte de erudición sobre el particular, sino porque, si bien en principio parece muy razonable la propuesta de la Comisión de Gobierno en el sentido de aprobar la idea de legislar, es indudable  la necesidad de que un proyecto de esta naturaleza -comparto las inquietudes planteadas por el señor Presidente del organismo técnico- sea objeto de una cantidad enorme de indicaciones.



Desde luego, observo a primera vista que en la iniciativa, por ejemplo, no existe distinción alguna entre los diferentes tipos de discapacidades hoy día existentes en la realidad nacional y mundial. No cabe duda de que al pretender que los discapacitados ejerciten el derecho a voto deberá partirse por los que se encuentran dotados de nivel y coeficiente intelectuales suficientes para ser considerados sujetos de derecho y, además de revestir tal calidad, no estén impedidos de ejercer sus obligaciones civiles. Pero si se encuentran imposibilitados de tal ejercicio, uno podrá pensar, con legítimo fundamento, que también deberán estarlo para practicar un derecho como el de sufragio y adquirir la calidad de ciudadano. 



Sin embargo, visualizo que esas materias no están reguladas en el proyecto en análisis.



Me parece que la iniciativa en sí es digna de ser acogida en su idea de legislar. Por lo tanto, yo no tendría ningún inconveniente en manifestar mi aprobación, por cuanto es indiscutiblemente útil en lo que significa la proyección de un asunto de tanta relevancia. 



Pero no cabe la menor duda de que el Honorable Senado deberá, por intermedio de la Comisión respectiva, analizar en profundidad la justificación de contar con un plazo importante para los efectos de considerar hipotéticamente la presentación de indicaciones. 



Lamento advertir que en un campo de tal índole -siempre de mi especial preocupación- no podré intervenir, pues ésta es mi última misión en el Honorable Senado. Pero, obviamente, me pongo a disposición de la Comisión respectiva -porque es una materia que conozco-, a objeto de poder entregar mi modesta cooperación en una ley de incuestionable relevancia y que está llamada a dar un trascendente paso en el reconocimiento de derechos a personas desguarnecidas en el orden de la realidad nacional durante muchos años, además de representar una demostración del interés del Congreso al entregar una iniciativa semejante. 



Termino diciendo que encuentro muy trascendente la proposición de aprobar la idea de legislar. Pero pienso que el plazo que habrá de concederse en tal hipótesis deberá ser muy importante para discutir en detalle las modificaciones que habrá que introducirle.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra. 

El señor PARRA.- Señor Presidente, comparto plenamente las expresiones recién vertidas por el Senador señor Silva. 



Quiero hacer una muy breve referencia a la duda de constitucionalidad planteada respecto de la iniciativa. 



Efectivamente el artículo 15 de la Carta Fundamental establece las características que debe cumplir el sistema electoral; y una de ellas es asegurar el secreto del sufragio. 



A mi juicio, el proyecto sobre el que ahora nos pronunciaremos no vulnera lo secreto del voto. Opuesto a lo secreto está, naturalmente, lo público. La votación del discapacitado no es abierta o pública ni está destinada a ser conocida por todo el mundo, como si se tratara de un sufragio emitido a viva voz; mantiene el carácter privado. 



El derecho que se establece en la iniciativa es el de asistencia de una persona determinada para que el ciudadano discapacitado pueda realizar el acto de sufragar. Entonces, el problema podría salvarse estableciendo el deber y la responsabilidad de esa persona de resguardar el secreto, sancionándola drásticamente si lo vulnera y si expone a ese ciudadano limitado a cualquier tipo de acto -inimaginable, por lo demás- de castigo o represión por la manifestación de su voluntad. 



Creo, en consecuencia, que la duda de constitucionalidad puede ser fácilmente superada y que los méritos del proyecto aconsejan su aprobación. 

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Si le pareciera a la Sala, podríamos dar por aprobada en general la iniciativa. 



Se necesitan 27 votos. Por lo tanto, se tocarán los timbres para llamar a los señores Senadores. 



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, quiero señalar que los Senadores del Partido Por la Democracia aprobaremos con mucho agrado la iniciativa de ley.



Además, debo destacar que en la iniciativa en análisis -así como en otras relativas a distintos temas sociales- se reemplaza el término “inválidos” por “personas con discapacidad”, lo cual es importante desde el punto de vista social y, también -por qué no expresarlo-, del psicológico. Es decir, con esta legislación nos ponemos a la altura de lo que ya se aprobó en la Organización de las Naciones Unidas. De tal forma que Chile sigue avanzando en la modernización de sus leyes.



En consecuencia, podemos señalar que continuamos caminando de manera positiva, porque hay un cambio cultural en muchas materias, fundamentalmente en el aspecto legislativo. Y el Senado ha transitado en esa dirección, buscando la equiparación de oportunidades, las cuales no interfieren, sino que, por el contrario, abren la posibilidad para que las personas minusválidas se expresen en el ámbito de sus deberes ciudadanos. 



Por eso, felicito a los autores de la iniciativa, que también tiene el mérito -hay que señalarlo en el Senado, porque existe una opinión muy simplista de nuestras funciones- de haber logrado la participación en forma importante de Parlamentarios de diferentes bancadas. 



Por lo tanto, anuncio que los votos del Honorable señor Flores y del Senador que habla se sumarán a la inmensa mayoría -espero que exista unanimidad- que aprobará el proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Se está llamando a varios señores Senadores que se encuentran en Comisiones, quienes fueron autorizados para ese efecto por la Sala. 



En este momento se hallan presentes 23 señores Senadores. 



En consecuencia, propongo lo siguiente: votar el proyecto una vez que tengamos quórum, porque vamos a tener posteriormente que tratar lo del tabaco y lo del royalty. Mientras tanto podríamos iniciar las despedidas de los señores Senadores presentes.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, le había pedido tratar el proyecto relativo al Código de Aguas, que es muy simple. No requiere más que un par de minutos. Luego podríamos proceder a la despedida de los señores Senadores que se van. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, y de acuerdo a la solicitud del Honorable señor Sabag, el señor Secretario haría la relación de dicha iniciativa. Es muy simple, tengo entendido.

El señor SABAG.- Sí.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, se procedería a votar cuando se alcanzara el quórum, y después trataríamos el asunto relativo a las aguas subterráneas. También quedaría abierta la posibilidad de iniciar las despedidas.



¿Están de acuerdo, Sus Señorías?

El señor SABAG.- Sí, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- En este momento se ha completado el quórum necesario.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa de ley.


--Se aprueba en general el proyecto (30 votos afirmativos), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional requerido, y se fija el 11 de abril, a las 12, como plazo para presentar indicaciones. 
MAYOR PLAZO PARA REGULARIZACIÓN DE DERECHOS

DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS.

INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ROMERO (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas (boletín N° 4044-09) (Véase en los Anexos, documento 11). 

--Los antecedentes sobre el proyecto (4044-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 51ª, en 20 de diciembre de 2005.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 59ª, en 18 de enero de 2006.


Informes de Comisión:


Obras Públicas, sesión 56ª, en 4 de enero de 2006.


Hacienda, sesión 56ª, en 4 de enero de 2006.


Mixta, sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.


Discusión:



Sesiones 53ª, en 21 de diciembre de 2005 (se aplaza su discusión); 56ª, en 4 de enero de 2006 (se aprueba en general y particular).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo por parte de la Cámara de Diputados de la enmienda introducida por el Senado en el segundo trámite constitucional.



La proposición de la Comisión Mixta, entre otras materias, clarifica que la difusión radial no sólo se refiere a las solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, sino también a todas las peticiones que deba conocer y resolver la Dirección General de Aguas; flexibiliza los registros contemplados para que los Comités de Agua Potable Rural puedan regularizar la propiedad de los inmuebles donde se ubican las captaciones de aguas subterráneas, y amplía en doce meses, desde el 17 de diciembre de 2005 hasta el 16 de diciembre de 2006, el plazo para que los referidos Comités puedan presentar las solicitudes de constitución de derecho de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas.



La Comisión Mixta adoptó sus acuerdos por la unanimidad de sus miembros presentes.



Cabe señalar que la Cámara de Diputados aprobó en sesión de hoy la proposición de dicho organismo.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, ante la divergencia que se produjo con respecto a este proyecto, la Comisión Mixta, en el ánimo de dar mayores facilidades a los Comités de Agua Potable Rural, acordó agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 6º transitorio de la ley 20.017:



“Para la presentación de las solicitudes que se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior.” –es decir, acompañar los títulos de dominio de la propiedad- “No obstante, para los efectos de la constitución del respectivo derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, se deberán acompañar los antecedentes indicados en dicha disposición. Los antecedentes que acrediten la propiedad del inmueble a nombre del respectivo Comité, o la autorización de su dueño, o de los organismos señalados en el Nº 2 del artículo anterior, deberán acompañarse a más tardar dentro del plazo de dos años, contado desde el ingreso de la respectiva solicitud. Si no se acompañan dentro del plazo señalado, dicha solicitud será denegada.”. O sea, los interesados podrán presentar la solicitud respectiva dentro del plazo que fija la ley y para acompañar los antecedentes dispondrán de dos años.



El inciso segundo señala: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, si el inmueble donde se encuentra la obra de captación de aguas subterráneas pertenece a una comunidad de propietarios, a una municipalidad o es de propiedad indígena, para constituir el derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior.”.



Todo ello se hace con el fin de dar las mayores facilidades posibles a los Comités de Agua Potable Rural, porque su objetivo es el bien social.



Por su parte, el artículo 2º del proyecto establece: “Otórgase un nuevo plazo de seis meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas a que se refiere el artículo 4º transitorio de la ley Nº 20.017.



“Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de junio de 2006.” (Esto dice relación a los pozos profundos de los particulares).



“Tratándose de las solicitudes a que se refiere el artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017,” –es decir, los Comités de Agua Potable Rural- “otórgase un nuevo plazo de doce meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas. Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de diciembre de 2006.”. 



En suma, los Comités de Agua Potable Rural tendrán un año más de plazo. En el caso de los particulares, en cambio, éste vence en junio próximo.



Por último, cabe señalar que hasta la fecha se han presentado más de 45 mil solicitudes de saneamiento; pero la iniciativa aclara que sólo deben inscribirse los pozos profundos, no las aguas de puntera o las norias. Ello, por supuesto, va a terminar con las solicitudes masivas.



Señor Presidente, la Comisión Mixta adoptó sus acuerdos por la unanimidad de sus miembros presentes; la Cámara de Diputados aprobó la proposición, y esperamos que el Senado también proceda de la misma forma en esta oportunidad.

El señor ROMERO (Presidente).- Se hallan inscritos los Honorables señores Horvath y Moreno.

El señor PIZARRO.- Votemos, señor Presidente.

El señor MORENO.- Que se vote primero y después se hace uso de la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- Sus Señorías se habían anotado con anterioridad para intervenir.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, los Comités debemos asistir a una reunión para tratar un tema interno.



Por eso, sugiero que nos pronunciemos acerca del proyecto y que luego intervengan los inscritos.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, no voy a renunciar a hacer uso de la palabra. Sin embargo, estoy llano a que se proceda a realizar la votación y a, en seguida, intervenir brevemente, dadas la magnitud y características de la iniciativa.



Si no está de acuerdo con mi proposición, puedo continuar.

El señor MORENO.- Comparto el criterio.

El señor PIZARRO.- ¡Eso es!

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el informe.



--Por unanimidad, se aprueba el informe de la Comisión Mixta.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, sólo complementaré lo señalado acerca del proyecto, dada su relevancia. Y quiero llamar la atención sobre la situación de las aguas subterráneas en el país. 



Los sistemas acuíferos subterráneos se renuevan en períodos de doscientos años o más. Por lo tanto, en la medida en que haya mucha presión para obtener derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas estaremos hipotecando el acceso a ellos hacia el futuro. 



Hasta ahora la Dirección General de Aguas ha recibido cerca de 45 mil solicitudes para regularizar pozos profundos, los cuales se han ido profundizando en el tiempo para acceder a estas aguas que son un bien cada vez más escaso y más valorado, ya no sólo en Chile, sino a nivel global.



Se ha buscado una fórmula para facilitar a los Comités de Agua Potable Rural la regularización de tales derechos. Asimismo, se perfeccionó el sistema de comunicación radial como complemento de la información legal, a fin de que las personas puedan oponerse o difundir la solicitud  del derecho de aprovechamiento de las aguas, según sea el caso. Porque a la fecha las comunicaciones de carácter legal se realizan a través del Diario Oficial o de un periódico de circulación nacional, a los cuales los pobladores aislados o rurales nunca tienen acceso.



Considerando esos antecedentes, hemos concurrido a aprobar el proyecto. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, comparto en absoluto el propósito que enuncia la iniciativa que hemos aprobado en trámite de Comisión Mixta. Pero deseo hacer la siguiente reflexión.



El Código de Aguas demoró nueve años en ser modificado por el Parlamento. Ello, entre otras razones –no la única-, porque si bien en nuestra legislación y en los usos y prácticas que imperaban en la agricultura y que posteriormente tuvieron un efecto urbano, desde el punto de vista del abastecimiento de agua en las ciudades, existía cierto criterio acerca de las aguas superficiales, en el hecho había un gran desconocimiento y -yo diría- un vacío legal respecto de las subterráneas.



El señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra planteó una inquietud de carácter técnico que hemos escuchado mucho, pero que hasta el momento no tiene sustento, cual es que los acuíferos ubicados en las cuencas, de acuerdo con las características orográficas que presenta nuestro país, estarían evidenciando síntomas de agotamiento. 



Técnicamente, mantengo una discrepancia en ese punto, la cual nace de la siguiente reflexión.



Nuestro país se encuentra en la pendiente de la cordillera de los Andes hacia el mar. No se halla ante una planicie como en los casos de Argentina, Paraguay, Brasil y otros países, sino que su inclinación es distinta. Incluso, basta medir la cota a nivel del mar y todos nuestros ríos, sin excepción, corren de este a oeste, con algunas desviaciones, muy menores, en algunos tramos. ¿Qué significa ese hecho? Que lo que vemos en la superficie, como montañas y valles, también existe debajo de ella. Y en distintos sitios hay una cantidad importante de estanques, cavernas y, probablemente, tranques naturales de los cuales no se tiene conocimiento cabal.



De pocos lugares hidrográficos se dispone evidencia. Uno de ellos es la laguna de San Vicente de Tagua Tagua, donde se ha ido probando empíricamente cómo baja en la medida en que se extrae agua en otras partes. Pero de otros –es el caso concreto del valle del Aconcagua, con uno de los grandes caudales, posiblemente, y donde el río se ha dividido en diversas secciones- se desconoce qué hay realmente debajo.



Aquí es donde viene la pugna que ha llevado hasta a situaciones de interregno en la Dirección de Aguas o la Dirección de Obras Hidráulicas, dado que el derecho de las personas a aprovechar el recurso en su propio predio o a explotar su propia noria –la diferencia entre pozo y noria radica sólo en la profundidad que se excava- es muchas veces cuestionado. Y durante un largo período la Dirección de Aguas postergaba el otorgamiento de las concesiones habiéndose ya construido el pozo, habiéndose invertido 20 a 30 millones de pesos en ello y habiéndose aforado. Y decía: “Por falta de antecedentes técnicos, no doy el permiso”.



Entonces, se suscitó una duda –afortunadamente, es algo que se ha ido despejando-, que fue planteada en el Colegio de Ingenieros y en distintos foros, respecto de cuál era la licitud con que la autoridad estaba actuando en un ámbito que no conocía y donde mediaban factores de discriminación objetivos que podían prestarse para interpretaciones de otro orden.



Por lo tanto, cuando se planteó lo relativo a los Comités de Agua Potable Rural, surgió un temor que en el mismo Senado fue denunciado por algunos de los que estamos haciendo uso de la palabra. 



Las grandes empresas concesionarias comenzaron a reclamar los territorios de esas entidades y, ante la falta de escrituras o del conocimiento de la situación, más de alguna fue despojada del derecho que le asistía. 



Al preguntar sobre la causa de la negativa a empalmar con ESSBIO o con otra de las grandes empresas en que capitales extranjeros controlan hoy la distribución del agua potable rural, la respuesta ha sido muy sencilla: las cooperativas o los comités cobran menos de la mitad de la tarifa. Tan simple como eso. Todo el mundo sabía que a aquel que quedaba conectado a una de las grandes empresas o bajo su tuición le iba a subir tarde o temprano su boleta.



No quiero homologar el asunto a la cuestión de las contribuciones territoriales -veo aquí al señor Ministro de Hacienda-, respecto de la cual existe un gran debate acerca de la información que es indispensable recabar para que la gente sepa lo que está ocurriendo.



En el caso del agua potable rural o de los sistemas de pequeños agricultores, la situación que he expuesto se hallaba absolutamente presente.



Por lo tanto, el proyecto importa un avance menor, porque lo que se requiere, al igual que lo hecho en el Código de Aguas para las aguas de superficie, es legislar definitivamente respecto de lo que significa el uso y aprovechamiento de las subterráneas.



¿Por qué digo que, técnicamente, mantengo una discrepancia? Porque parto de un principio muy simple, cual es observar lo que acaece en cerros de la misma Quinta Región que se estima que carecen del recurso y son áridos y hasta presentan vegetación esclerófila. ¿Y qué sucede? Su constitución es de tal naturaleza que son esponjas acumuladoras de agua durante un tiempo, la cual van entregando gradualmente, incluso en épocas de sequía, sin perjuicio de depositar mucha de ella en grandes cuencas subterráneas que hoy se desconocen.



Chile ha desplegado un esfuerzo enorme a lo largo de su historia para construir grandes tranques. Me precio de que se haya logrado –y con mucho agrado lo digo-, después de una batalla de 30 años -¡30 años!-, la construcción de Convento Viejo en la Región que represento. Mas esas grandes represas operan sobre un principio: llenarse de agua y utilización de ésta ya sea en riego o en generación hidroeléctrica. ¿Y qué ocurre? Abajo, cuando llueve, como el país presenta una pendiente, opera el mismo principio que arriba. Esas cuencas, esos tranques, esas cavernas se llenan del recurso y deben ser explotadas.



A ese convencimiento se llegó desde el punto de vista internacional, en especial cuando se llevaron a cabo exploraciones en áreas del Medio Oriente -sobre todo en Arabia Saudita-, donde existían aguas que se denominaron “petrificadas”, por siglos acumuladas abajo y nunca utilizadas. Hoy se cuenta con una técnica precisamente para extraerlas y usarlas.



Por lo tanto, ¿en qué concluyo, señor Presidente? En que no se debe temer a recurrir al agua subterránea.



Y el argumento de que el acuífero puede hallarse agotado, salvo alguna escasa excepción, no es valedero. Sé que ello entra en conflicto con los titulares de acciones sobre el agua superficial, pero no media un correlato exacto, en la mayoría de los ríos nacionales, entre esos derechos y lo que está sucediendo en el agua subterránea, con contadísimas salvedades, desde la perspectiva técnica.



En consecuencia, deseo subrayar la necesidad de que se avance en el estudio y se legisle. Existe información técnica calificada a nivel internacional. Y también hoy en Chile, afortunadamente, hemos empezado a tomar conciencia de que el agua subterránea es un bien nacional de uso público, la cual, no obstante hallarse localizada dentro de una propiedad exclusiva, ofrece la posibilidad de prestar otros servicios. Ello se refiere, sobre todo, al caso del pequeño propietario o del pequeño agricultor, que son los que muchas veces carecen de escrituras, de títulos, y son despojados por aquellos que disponen de un mayor acceso a la información, o a fuentes jurídicas, o a estudios de abogados que les permiten adquirir derechos que no se encuentran tan legítimamente constituidos.



Por esa razón, señor Presidente, no sólo doy el apoyo que se requiere, sino que también llamo a que aquí se inicie un estudio a fondo y se dicte una legislación definitiva sobre el uso del agua subterránea en el país.



Nada más.

El señor ROMERO (Presidente).- Me encuentro muy de acuerdo, Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención la intervención del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, pero debo consignar, lamentablemente, que la geografía de Chile no es igual en todas partes. 



En efecto, lo que se ha señalado es válido prácticamente desde donde empiezan los valles centrales, pero no para gran parte del norte, donde los valles transversales, por cierto, presentan una situación distinta y los acuíferos tienden a agotarse. A diferencia de los del centro y del sur, eso es lo que sucede con los del centro-norte y los del norte.



Y se dispone de estudios muy concretos que resultan preocupantes. Uno de ellos, en el caso del valle de Copiapó, por ejemplo –se trata de un análisis muy acucioso-, plantea que, por el solo hecho de hallarse ocupando una empresa 600 metros cúbicos por segundo, adquiridos a muy bajo precio, la posibilidad de que esos acuíferos se agoten es muy grande.



No se ha investigado en el norte, por desgracia, cómo funcionan las llamadas “aguas subterráneas” o las fósiles, cómo lo hace todo el sistema hídrico debajo de la capa terrestre, en particular cuando tales reservas tienden a hundirse en forma muy rápida y prácticamente desembocan en el mar sin aparecer en la superficie de la tierra.



Es ese fenómeno el que genera los desiertos.



Hay agua también en el desierto del Sahara; pero lamentablemente, por las condiciones geológicas del norte de África, se va al fondo del Mediterráneo.



Lo mismo ocurre en el norte de Chile. Por tanto, la realización de estudios exhaustivos sobre los recursos hídricos de que disponemos es mucho más urgente allí, pues las posibilidades agrícolas de los valles nortinos son muy grandes, particularmente al interior de la Segunda Región y en la Tercera y la Primera.



Por alguna razón tenemos disputas con Bolivia por caudales de ríos pequeños, pero muy importantes, ya que son los que afloran en una zona donde el agua tiende a desaparecer por evaporación o por escurrimiento.



Lo que quiero decir es que, por desgracia, hay acuíferos que se están agotando y, pese a los estudios realizados, no pueden reemplazarse con facilidad.



Por eso lo de Pascua Lama. El proyecto pertinente ha generado dificultades porque los acuíferos del valle del Huasco, teóricamente y con cierta razón, en el hecho se surten de los glaciares -pequeños, pero glaciares al fin y al cabo- ubicados en la alta cordillera, que son los únicos existentes en la zona. No hay ningún estudio que muestre cómo, por esta situación, la explotación minera podría afectar al referido valle.



Eso es altamente preocupante, ya que se requieren estudios muy diversos. Desgraciadamente, no existe una instancia estatal o pública a la que podamos recurrir para recibir información precisa acerca del comportamiento de dichas aguas.



Hago esta observación porque se trata de un tema muy de fondo vinculado con la posibilidad de desarrollar nuevas alternativas hídricas, particularmente para el norte y el centro-norte del país.

El señor ROMERO (Presidente).- Si ningún señor Senador desea hacer uso de la palabra, pasaremos a otro asunto.



El proyecto ya fue votado y aprobado.
-------------
El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, dado que ésta es la última oportunidad que tendré para hablar en el período legislativo que se cierra, quiero manifestar el beneplácito y la alegría que nos provoca ver cómo se implementa el proceso de modernización del Senado. 



Deseo expresar a la Mesa -a los señores Presidente y Vicepresidente-, a la comisión creada al efecto y a los profesionales y técnicos que trabajaron en el proyecto mis felicitaciones por el sistema informático que hoy tenemos sobre nuestros escritorios, donde se ha incorporado tecnología de alto nivel que permite aprovechar de manera significativa los recursos.



Considero esencial valorar ese tipo de esfuerzos.



Por lo tanto, en nombre de la Sala de Senadores de Renovación Nacional y en el mío propio, hago llegar a la Mesa nuestras felicitaciones muy sinceras por tan inmenso aporte a la modernización del trabajo legislativo.

El señor ROMERO (Presidente).- Muchas gracias por sus palabras, señor Senador.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- Acaba de llegar a la Mesa un certificado de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, recaído en el proyecto que introduce modificaciones al artículo 2° transitorio de la ley N° 20.026 y agrega a ésta un nuevo artículo transitorio, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 4095-05) (Véase en los Anexos, documento 12)


Se incorpora a la Cuenta, queda para tabla y lo trataremos en seguida.
MODIFICACIONES A LEY SOBRE IMPUESTO ESPECÍFICO

A RENTA DE ACTIVIDAD MINERA

El señor ROMERO (Presidente).- Proyecto de la Cámara de Diputados, originado en mensaje, que introduce modificaciones al artículo 2° transitorio de la ley N° 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega a ésta un nuevo artículo transitorio, con certificado de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4095-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.


Informe de Comisión:


Hacienda y Minería y Energía, unidas (certificado), sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Como señaló el señor Presidente, esta iniciativa tiene calificación de “discusión inmediata”.



Sus objetivos principales son:



-Establecer un crédito tributario para los socios de una empresa explotadora minera receptora de inversión extranjera que se encuentren protegidos por el artículo 7º del decreto ley Nº 600, de 1974, y que se entiendan exentos del impuesto específico a la actividad minera.



-Consagrar un nuevo régimen transitorio de tributación a la actividad minera, al que puedan optar los inversionistas foráneos acogidos al decreto ley Nº 600, de 1974, en materia de depreciación acelerada.



Las Comisiones de Minería y de Hacienda, unidas, aprobaron en general y en particular el proyecto de ley por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Boeninger, García, Núñez, Ominami, Orpis, Páez y Prokurica), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el señor Presidente de las Comisiones unidas para entregar un informe verbal.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, ésta es una iniciativa muy específica, que busca clarificar dos tipos de situaciones que no quedaron bien resueltas en el proyecto que el Congreso Nacional aprobó en su momento y que se conoció como “de royalty”. Para ser rigurosos, se trata de la ley que estableció un impuesto específico a la gran minería.



La iniciativa en análisis procura resolver, a través de dos artículos transitorios, un problema interpretativo respecto de la aplicación de las normas de invariabilidad tributaria establecidas en el decreto ley 600, y más concretamente, operacionalizar el pago de la exención a que tienen derecho las empresas acogidas previamente a las referidas normas.



Ése es el primer aspecto.



La segunda parte tiene que ver con la clarificación de las disposiciones sobre depreciación acelerada.



Ese derecho estaba consagrado en nuestra legislación. Posteriormente, fue enmendado en el proyecto sobre evasión tributaria. Y aquí se trata más bien de prevenir el riesgo existente en cuanto a que, por aplicación de las normas sobre depreciación acelerada, se produzca una pérdida fiscal extremadamente cuantiosa, cercana a los 270 millones de dólares.



A fin de prevenir ese riesgo, la iniciativa establece un incentivo que permite imputar, para los efectos del pago del impuesto a las utilidades de las empresas, lo pagado por concepto de intereses respecto de su deuda, en los términos definidos, por lo demás, en el proyecto sobre evasión tributaria.



Éstos son los dos aspectos básicos que la iniciativa busca esclarecer.



El segundo de ellos -la clarificación relativa a la depreciación acelerada- tiene un costo fiscal estimado en alrededor de 37 millones de dólares, lo cual queda altamente compensado ante el riesgo de una pérdida fiscal cercana a los 270 millones de dólares, como informó el Ministerio de Hacienda.



El proyecto fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no quiero ahondar en la exposición de los temas que aborda la iniciativa, la cual persigue dos objetivos bien delimitados. Uno, precaver ante una realidad que no se previó cuando se dictó la Ley del Royalty, en relación con empresas que tienen diferentes dueños y están acogidas a distintos sistemas del decreto ley Nº 600, donde unas pueden arrastrar a las otras; entonces, se quiso clarificar esta situación por ley. Y el segundo, el incentivo de que hizo mención el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Quiero, sí, hacer una prevención que me planteó el Honorable señor Cantero y que yo comparto.



Ésta no es la mejor forma de legislar. Y ya hemos tenido problemas con otros proyectos de ley, donde Hacienda, lamentablemente, en las cifras y en los términos, nos ha fallado.



De nuevo vamos a hacer fe en una iniciativa de por sí compleja y que puede provocar efectos que después dan motivo a críticas al Parlamento por medio de la prensa.



Sin embargo -reitero-, haremos fe en que este proyecto ha sido bien estudiado. Las materias tributarias generalmente tienen consecuencias colaterales de mucha extensión. Esperamos que no suceda lo mismo que con la Ley de Rentas II, que ha generado en estos días una explosión de reclamos y problemas bastante serios en relación con los reavalúos de los bienes raíces.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, aun cuando originalmente estuvimos en contra del royalty minero, éste se halla aprobado.



Creo que la apuesta hecha respecto de los incentivos para que las empresas se sometieran a este nuevo sistema a la larga no se tradujo en que todas ellas se integraran, por lo cual hemos tenido que legislar hoy día para estos efectos.



Opino que es importante cerrar los capítulos, pero dejando establecido que constituye un mal precedente legislar para casos particulares.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.

El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).-Sí, Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, quiero expresar mi desagrado por la forma como se está abordando esta temática.



Me parece que no existe ninguna urgencia que haga una diferencia de un par de días.



Estas materias, por su importancia, deben ser legisladas con detención. Sin embargo, ni siquiera hemos tenido la oportunidad de leer el contenido del informe.



El Gobierno del Presidente Lagos ha perseverado en esta práctica francamente nociva. Estimo que constituye una falta de respeto al Parlamento.



El Congreso Nacional debería reflexionar sobre esta forma de proceder, porque pagamos costos muy caros.



Respecto de la Ley de Rentas II, a la que aquí se ha hecho referencia, hemos visto cómo se imputa responsabilidad al Parlamento. No obstante, cuando escuchamos los informes sobre el trabajo realizado en estos días, verificamos que en definitiva es el Ejecutivo el que no entrega toda la información pertinente. Y eso induce a error.



Asimismo, quiero expresar mi molestia porque, respecto de la iniciativa en debate, es demasiada la improvisación o la actitud compartimentada. Hemos procedido como en la "ley del salame", sacando soluciones cada vez que se van presentando los problemas.



Hasta hoy no sabemos cuál es la intención del Gobierno en cuanto a cómo se distribuirán los recursos. Entonces, el Congreso Nacional gira cheques en blanco, lo que a mi juicio no resulta adecuado para una buena técnica legislativa.



Por lo tanto, manifiesto mi molestia y mi desagrado por el hecho de que se legisle de esta manera. Y no considero apropiado que tengamos a la vista, no un informe, sino un certificado donde se nos dice que las cosas se han hecho bien. Esto a mí no me consta.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (17 votos por la afirmativa, 3 por la negativa y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Ávila, Boeninger, Cordero, Fernández, Flores, Matthei, Moreno, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Parra, Prokurica, Romero, Vega y Viera-Gallo.



Votaron por la negativa los señores Canessa, Martínez y Zurita.



Se abstuvo el señor Cantero.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- Consulto a los miembros de la Comisión de Salud si se emitió el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco.

El señor VIERA-GALLO.- La Comisión Mixta terminó su trabajo, pero no hay un informe escrito.



Me parece prudente que esta materia sea estudiada por el próximo Senado, salvo que el señor Presidente quiera que yo dé un informe verbal y eso baste a Sus Señorías.



Procedamos como la Sala prefiera.

El señor MORENO.- ¡Siempre han sido muy buenos sus informes, Honorable colega!

El señor VIERA-GALLO.- Pero ignoro qué prefieren los señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- Dadas la capacidad, calidad e investidura del Honorable señor Viera-Gallo, sugiero escuchar un informe verbal de Su Señoría, quien siempre es transparente en su accionar. Ello, sin perjuicio de contar posteriormente con el informe de la Comisión Mixta.



Si le parece a  la Sala, así se procederá.

El señor VIERA-GALLO.- De acuerdo, si la Honorable señora Matthei me puede complementar.

La señora MATTHEI.- Cómo no.

El señor ROMERO (Presidente).- La señora Senadora de todas maneras lo complementará. No le quepa la menor duda.



En consecuencia, se procederá en la forma planteada.
MODIFICACIÓN DE LEY Nº 19.419 EN CUANTO A PUBLICIDAD Y 
CONSUMO DEL TABACO. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ROMERO (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la ley Nº 19.419 en cuanto a publicidad y consumo del tabaco.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3825-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 41ª, en 5 de abril de 2005.


En tercer trámite, sesión 59ª, en 18 de enero de 2006.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 60ª, en 7 de marzo de 2006.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 1ª, en 7 de junio de 2005.


Salud (segundo), sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.


Salud (complementario de segundo), sesión 38ª, en 4 de octubre de 2005.


Salud (tercer trámite), sesión 59ª, en 18 de enero de 2006.


Mixta, sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.


Discusión:



Sesiones 4ª, en 8 de junio de 2005 (se aprueba en general); 33ª, en 7 de septiembre de 2005 (queda pendiente se discusión particular); 36ª, en 14 de septiembre de 2005 (vuelve a Comisión); 39ª, en 5 de octubre de 2005 (se aprueba en particular); 60ª, en 7 de marzo de 2006 (pasa a Comisión Mixta).
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, los principales aspectos que resolvió la Comisión Mixta fueron los siguientes.



Sobre la publicidad, se acogió la norma del Senado. Es decir, ella queda absolutamente prohibida, salvo en los recintos internos donde se vendan productos hechos con tabaco, caso en el cual podrá haber un aviso de dos metros por uno, con el 60 por ciento del espacio destinado a advertir sobre el daño que provoca el consumo. Asimismo, se dispone que en el exterior de los lugares donde se expendan tales productos, para informar al público de esta circunstancia, habrá una señal con características reglamentadas por el Ministerio de Salud, a fin de que no constituya publicidad.



La publicidad transfronteriza quedó reducida a lo que nosotros podemos controlar; o sea, medios de comunicación chilenos que emiten señales al extranjero, o bien, páginas de Internet "punto cl".



Con relación a la publicidad encubierta en el cine, televisión o teatro, se rechazó la norma respectiva, pues se consideró que, si bien existe buena voluntad para avanzar en esa dirección, sólo hay una experiencia en el mundo: la de India. No existe suficiente experiencia legislativa. Entonces, sopesando por una parte la libertad de expresión y de creación artística, y por otra, la necesidad de cuidar la salud, al final nos inclinamos por la primera.



Respecto del perímetro de prohibición de venta de cigarrillos en lugares cercanos a colegios, se estableció una distancia de cien metros, tal como lo había dispuesto el Senado.



En otras normas, menores, se llegó a la solución propuesta por el Senado. Por ejemplo, en lo concerniente a los lugares donde queda prohibido fumar y bajo qué condiciones.



Por último, tocante al sistema de fiscalización -tema bastante delicado-, se acordó que la autoridad sanitaria y Carabineros puedan denunciar las contravenciones a la ley ante el juzgado de policía local o el juez de letras correspondiente, según una cifra determinada por la magnitud e importancia de la infracción. En todo caso, no es necesario el pago de la multa para llegar al tribunal. El producto de ellas es de beneficio fiscal, no del sector donde se cursa el parte.



Ésos son los principales aspectos del informe.



En general, en la Comisión Mixta primó más bien el criterio del Senado, aunque se acogieron algunos planteamientos de la Cámara de Diputados.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Muy completa su información, señor Senador.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.-  Nada tengo que agregar, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Muy bien.



Entonces, si le parece a la Sala...

El señor NÚÑEZ.- ¿Puedo hacer una pregunta, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Por supuesto, Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- ¿Podremos fumar en nuestras oficinas?

El señor ROMERO (Presidente).- Siempre que lo haga muy callada y silenciosamente.

El señor NÚÑEZ.- ¿No seremos objeto de ningún tipo de persecución, multa?

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Recele de todo el mundo que pase por su oficina…!

El señor NÚÑEZ.- O sea, podremos fumar en nuestras oficinas.

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Pero recele de la gente que lo rodea…!

El señor NÚÑEZ.- ¡Por cierto!



Pero, independiente de aquello, quiero saber si podré fumar en mi oficina.

El señor VIERA-GALLO.- En su oficina, sí.

El señor NÚÑEZ.- Porque la verdad es que el texto aprobado en general no permitía hacerlo.

El señor ROMERO (Presidente).- En su oficina, sí.

El señor NÚÑEZ.- Muchas gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.-  Señor Presidente, a ese respecto prevaleció el criterio del Senado. 



Por ejemplo, si durante este tiempo hubiera regido la norma aprobada, ¡no habríamos tenido Ministro de Hacienda…!



Así que se podrá fumar en las oficinas particulares y, obviamente, en las áreas abiertas, al aire libre.

El señor ROMERO (Presidente).- El Senador Viera-Gallo quiere complementar su intervención.

El señor VIERA-GALLO.- El señor Secretario me advierte que la disposición relativa al establecimiento del sistema de fiscalización requiere quórum especial, porque modifica la competencia de tribunales.



Por lo tanto, corresponde que, si no existe el quórum exigido...

El señor ROMERO (Presidente).- Estamos tocando los timbres.



Ahora hay número suficiente de Senadores.



En consecuencia, si le parece a la Sala, se aprobará el informe de la Comisión Mixta.



--Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 31 señores Senadores.

---------------
El señor HOFFMANN (Secretario).- Ha llegado a la Mesa una moción suscrita por los Senadores señores Romero, Larraín, Andrés Zaldívar y Gazmuri con la que inician un proyecto de acuerdo sobre modificación del Estatuto del Personal de la Biblioteca del Congreso Nacional (Véase en los Anexos, documento 13).

El señor ROMERO (Presidente).- Se incluye en la Cuenta y pasa a la Comisión de……………….(PENDIENTE)
VI. INCIDENTES
PETICIÓN DE OFICIO

El señor HOFFMANN (Secretario).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor ROMERO (Presidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

---------------


--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Director Nacional de Vialidad, solicitándoles fondos para PREVENCIÓN DE CORROSIÓN  DE PUENTES EN REGIÓN DE AISÉN. 

---------------
DESPEDIDA DE SENADORES AL TÉRMINO DE SU MANDATO

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, al dejar el Senado e intervenir por última vez en este Hemiciclo, me encuentro ante la incómoda situación de tener tantas cosas que decir, mientras se agolpan los recuerdos y las sensaciones del tiempo transcurrido, más la imperiosa exigencia de articular un discurso coherente en pocos minutos.



En toda despedida, como siguiendo un impulso natural, uno se refiere más al pasado que al futuro, aunque, al reconstruir el cúmulo de experiencias vividas -en este caso, políticas-, fatalmente no se pueden obviar las lecciones para lo que ha de venir.



Lo primero que ha vuelto a mi mente en este tiempo es el discurso parlamentario que me tocó pronunciar con ocasión de la instalación de la Cámara de Diputados en 1990. Se encuentran presentes aquí algunos de los en esa época miembros de ella. Eran días inciertos. El edificio del Congreso, como imagen de nuestra democracia, estaba inconcluso. Entonces afirmé, con más esperanza que certeza, que la democracia resurgía en Chile fortalecida y más sabia luego de las convulsiones sociales y políticas que terminaron por socavar sus cimientos. Dije que nos asistía "la convicción que Chile sólo es posible con todos sus habitantes"; que todos habíamos aprendido de los años de intolerancia, confrontación y exclusión, y que de la conducta de los Parlamentarios dependía, en buena medida, el futuro del país.



Han pasado 16 años y tres Presidentes de la República se han sucedido en La Moneda desde aquel momento. Y esa esperanza se ha visto felizmente confirmada. En vez de enfrascarnos en una espiral de mutuas recriminaciones o en vanos intentos por volver al pasado reciente o remoto, hemos sabido encontrar un camino original de desarrollo, combinando en forma virtuosa crecimiento económico, desarrollo humano, expansión de libertades y derechos, con metas significativas de disminución de la pobreza.



Mirado en perspectiva el llamado "proceso de transición a la democracia", podemos afirmar, sin falsa modestia, que hemos tenido éxito como nación. Lo digo en plural -me importa mucho dejar esto en claro-, porque ello no ha sido tarea exclusiva de quienes han sido Presidentes de la República -sin restarles, por cierto, su innegable contribución al éxito-, sino obra colectiva de toda una sociedad: de quienes crean riqueza, de los trabajadores, de aquellos que sirven a la comunicación y a la educación, y de los generadores del conocimiento.



Cabe destacar, también, el papel de las demás autoridades del Estado; entre ellas, el de los propios Parlamentarios, en nuestra triple función de legislar, fiscalizar y cumplir tareas propiamente políticas. Todos, más allá de las fallas y limitaciones humanas, hemos actuado con sentido de bien común.



Podría referirme a la evolución de nuestras Fuerzas Armadas, o al cambio operado con la instalación de los gobiernos regionales y la democratización de los municipios, o a la transformación de la Judicatura, o a la modernización de la Administración Pública. Sin embargo, en esta ocasión quiero subrayar un hecho que considero vital para la sanidad democrática del país: la transformación vivida por las fuerzas políticas, en su forma de pensar y en su forma de actuar, al compás del afianzamiento en toda la sociedad de los principios y valores democráticos. Lo hago con el propósito de resaltar el valor insustituible de la política, porque he llegado al convencimiento, después de conocer las experiencias de diversos países, de que la clave actual para alcanzar el desarrollo de una nación es la existencia de un sistema político legítimo y eficiente. Las fallas de la gobernabilidad redundan, fatalmente, en la desconfianza y el desánimo popular, y desalientan el ahorro y la inversión.



Por eso, cuando se critica la política, siempre debe hacerse con el propósito de mejorar su calidad, porque se está tocando un aspecto clave y sensible de la sociedad.



Dicho lo anterior, voy directamente al punto.



En estos años, la Concertación, y en particular las fuerzas de inspiración socialista o socialdemócrata, ha aprendido a conocer y aplicar las reglas de la economía de mercado; ha buscado la mejor forma de insertar al país en la globalización; ha conducido, con responsabilidad y éxito, el desarrollo económico de Chile. Ello ha ido acompañado de una adhesión sincera al ideario democrático. 



Las Izquierdas siempre se debaten entre el esfuerzo por un análisis objetivo de los procesos sociales en que les toca actuar y la apelación a la voluntad para luchar contra las injusticias. La historia ha demostrado, con lecciones trágicas, que no hay atajos para alcanzar el cielo; sabemos que cualquier forma más avanzada de organización social nace y se desarrolla en el seno de la sociedad existente, la que cumple su ciclo histórico sólo cuando ha agotado sus posibilidades de progreso. 



Las utopías pueden ser un impulso para la acción; incluso, indispensables, pero jamás constituir un programa político específico.



Se podrá debatir cuanto se quiera sobre la manera más adecuada de lograr el crecimiento y el bienestar para todos, pero no es factible prescindir de las reglas de la economía moderna, bajo pena de caer en la demagogia o el populismo, males tan recurrentes en las sociedades inmaduras, donde se mezclan la impaciencia de las masas empobrecidas con la confusión ideológica de las elites.



En Chile hemos salido de ese círculo vicioso. La Izquierda ha aprendido de sus errores y se ha liberado de sus fantasmas. 



Por su parte, la Democracia Cristiana no ha estado ausente de este proceso de reencuentro con la realidad. Al superar la tensión entre el comunitarismo y la economía social de mercado, ha retomado el camino de la colaboración política, dejando atrás el sueño del camino propio. Ha podido, así, volver a cumplir un imprescindible papel articulador del sistema político desde su ubicación en el campo progresista, conforme a sus mejores tradiciones y a su origen. Además, ha sabido ser un canal amplio y religiosamente neutro para el compromiso social y político de quienes adhieren al humanismo cristiano como filosofía nacida de las reflexiones de Maritain, Mounier y Don Sturzo.



Natural resulta, entonces, la convergencia de la Democracia Cristiana con los partidos que tienen como referente a la Internacional Socialista, proceso de encuentro que se ve avalado, igualmente, por el común compromiso vivido en la lucha por el restablecimiento de la democracia en nuestro país. Existe un acervo cultural y político compartido, que sirve de base y sustento a la Concertación y explica la adhesión que la ciudadanía le ha brindado por tantos años, más allá de los partidos que la componen. La Concertación ha sido más que una alianza política: ha sido un hecho social, por sobre las diferencias doctrinarias de los ciudadanos que la integran.



A su vez, la Derecha, en su plural expresión social y política, ha ido dejando atrás una visión autoritaria de la sociedad y del Estado, y ha redescubierto el compromiso social. Ha comprendido que la visión portaliana de la estabilidad política y del equilibrio social no se puede alcanzar sin reconocer los derechos de todos. Este proceso de modernización ha sido impulsado por su adhesión a la economía de mercado. En Occidente, ésta, al desarrollarse, provoca una progresiva disolución de las tradicionales jerarquías del privilegio; la libertad de emprender presupone, en la cultura occidental, el concepto de individuo y de ciudadano, con sus correspondientes derechos, alterando la concepción ancestral del orden social. Simultáneamente, la Derecha se ha abierto al drama de los más pobres y, siguiendo los derroteros del llamado "conservantismo compasivo", ha multiplicado su acción social y política entre ellos.



Esta transformación de las mentalidades políticas se encuentra en pleno desarrollo en nuestro país. No es un proceso acabado. No puede serlo en la medida en que nos toca vivir en una etapa histórica que ha puesto en cuestión los paradigmas básicos de la primera modernidad, aquella nacida del siglo de las luces. Es el tiempo de la crisis de la razón utópica y de la razón instrumental, que animaron los grandes procesos de liberación de las últimas dos centurias. Quienes vivimos en el período de la Guerra Fría y luego hemos iniciado el camino hacia la llamada “sociedad del conocimiento” tenemos pocas certezas, salvo el valor universal de los derechos humanos como mínimo común ético capaz de orientar el actuar colectivo.



Por eso, sería absurdo, por abrupto y arbitrario, poner término al proceso de renovación política que viven todas las fuerzas políticas y culturales del país, apelando a identidades antiguas y del pasado. Vivimos en el cambio, y la renovación es una exigencia histórica, sobre todo cuando vuelven a resurgir la filosofía política y la ética social con sus preguntas clásicas sobre el buen gobierno y la justa convivencia.



El proceso de cambio vivido por las corrientes políticas chilenas no borra las diferencias que existen entre ellas, pero ha modificado, sí, la percepción que se tiene de ellas. Hoy día son asumidas como parte insustituible del proceso democrático de deliberación ciudadana. Sin embargo, todas esas fuerzas políticas están llamadas a buscar nuevas claves para comprender la realidad que viene.



Hace varias décadas Ortega y Gasset, hablando ante el Parlamento chileno, abogó por una nueva “política de ideas”, alejada del pragmatismo y de los escapismos ideológicos. Sostuvo que para ello era indispensable crear un dinámico polo capaz de generar nueva cultura. Ésa sigue siendo, entre nosotros, una tarea pendiente.



La transformación política ha tenido y tiene en el Parlamento un escenario privilegiado. Aquí se han debatido y votado las nuevas leyes de la República; aquí se ha ido concordando el límite entre lo permitido, lo prohibido y las conductas que el Estado incentiva; aquí se han producido los cambios constitucionales y políticos, las nuevas normas del derecho de familia y del trabajo, el estatuto de las libertades, los principios fundamentales del nuevo esquema económico, la reforma de la justicia, la salud y la educación, por citar algunos tópicos relevantes de estos años.



Hoy los chilenos podemos mirar con más confianza y certeza el futuro.



Por cierto, quedan muchos problemas pendientes y surgen nuevos desafíos provenientes de nuestra propia realidad, en permanente evolución, y de una globalización cargada de oportunidades y amenazas, que ha acercado a las diferentes civilizaciones y a naciones con distintos niveles de desarrollo. El mundo, hoy día, es cada vez más uno solo y de su suerte todos somos responsables.



Dentro de pocos días, luego de una limpia contienda electoral, se iniciará un nuevo Gobierno, encabezado, por primera vez, por una mujer, y se instalará otro Parlamento. El país aguarda con esperanza el ejercicio de las nuevas autoridades. Otras voces se harán escuchar en este Hemiciclo. En todas las bancadas habrá nuevos protagonistas, cada cual con su propio estilo y óptica para abordar los problemas del país.



Lo importante es que esta institución -el Senado de la República- siga siendo un lugar privilegiado de reflexión y diálogo, de estudio y compromiso con el bien del país, indiferente a las presiones indebidas y a los alegatos irresponsables. No olvidemos nunca que la democracia y la amistad cívica que la sustenta son una conquista permanente y no un dato inamovible de la realidad. ¿No es acaso cierto que en muchos países de América del Sur, luego de los límites evidentes de los sistemas democráticos surgidos después del período de dictaduras, la gobernabilidad democrática es frágil?



Me alejo del Senado no por voluntad propia ni por decisión ciudadana. Al hacerlo manifiesto mi gratitud al Partido Por la Democracia y, en especial, al Partido Socialista, y a los ciudadanos de la Región del Biobío por haberme dado la oportunidad de llegar, primero, a la Cámara de Diputados, y luego, al Senado, y haber podido vivir esta experiencia tan notable de la transición a la democracia chilena.



Agradezco a todos los señores Senadores por la convivencia de estos años, y les aseguro que he aprendido mucho de su experiencia y conocimientos.



Agradezco también a los funcionarios de la Corporación por su colaboración eficiente y abnegada, especialmente a quienes se han desempeñado en las Comisiones de Constitución, de Derechos Humanos, de Salud y de Medio Ambiente.



Señor Presidente, concluye así una etapa importante de mi vida. Sin embargo, he aprendido que, por interesante que sea el pasado que se va, siempre es más apasionante el tiempo que viene.



Muchas gracias a todos por lo vivido en estos años. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Muchas gracias, señor Senador.



¡Se ha despedido como llegó: en forma brillante!



Tiene la palabra el Honorable señor Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, al término de dos períodos senatoriales, voy a hacer una breve reflexión con miras al futuro.



Con respecto a los hechos que han ocurrido, por cierto ellos ya están grabados en la historia de Chile y en la del Senado.



Son numerosos los temas que podrían abordarse en cualquier evaluación de los logros alcanzados por el país y por esta Corporación desde 1990 y de las grandes tareas pendientes: modernización del aparato del Estado; perfeccionamiento institucional; reimpulso a la regionalización; reducción de la desigualdad; desafíos en educación, defensa, innovación tecnológica, competitividad nacional, entre muchos otros.



Sin embargo, me centraré brevemente sólo en algunos que tocan de modo más cercano a la Cámara Alta.



En primer lugar, a la luz de nuestra experiencia histórica, pienso en su papel y sus potencialidades para prestigiar la actividad política. Todos los sectores debemos redoblar los esfuerzos a ese respecto. 



Desde esta perspectiva, en el gran balance, creo justo afirmar que durante estos últimos 16 años ha sido un innegable aporte al prestigio de la política la capacidad de convivencia del Senado. El recíproco conocimiento ha sido fructífero y pacificador de las animosidades del pasado. Eso debe valorarse y preservarse a todo evento.



Ciertamente, esa experiencia no se circunscribe sólo a mi caso. Y un fruto de ello es que, en ese período, más del 90 por ciento de los proyectos se aprobaron por unanimidad o se llegó a acuerdos aceptables para todas las partes, lo cual contrasta positivamente con la experiencia de otros países. Y eso indica, igualmente, que Chile no sólo es exitoso por su modelo económico, sino también porque su sistema político se ajusta flexiblemente a la realidad y ha probado su eficiencia.



Precisamente, para conservar ese capital inestimable, estimo que el país en general y el Senado en particular deben precaverse contra el riesgo de la demagogia y del populismo en el futuro. Los éxitos alcanzados por Chile en los últimos años se explican por haber sabido evitar caer en esa pendiente.

También el Senado ha sido y es una instancia privilegiada para contrarrestar tal riesgo, por la ponderación con que ha abordado materias muy complejas y controvertidas.



Así, desde la perspectiva del perfeccionamiento institucional, la Cámara Alta fue determinante para que hace pocos meses coronáramos con éxito un largo esfuerzo de consenso en torno a muchas y profundas reformas constitucionales. Las diversas modificaciones aprobadas muestran,  en lo fundamental, voluntad común de buscar y encontrar acuerdos. Las trágicas divisiones del pasado no se hallan hoy presentes y debemos estar siempre atentos a que jamás resurjan.



El Senado ofrece, además, otras posibilidades. Debe erigirse como la instancia por excelencia del debate público de los grandes temas nacionales. No hay otro órgano que ofrezca mejores condiciones para ello. La discusión en los medios de comunicación, con toda la inmensa importancia que reviste, no basta para suplirlo.



Esta opción que el Senado ofrece resulta necesaria, pues se advierte cierta inquietante tendencia a la disminución de las voces en el análisis público de los temas duros y complejos.



A ese mismo respecto, conviene recordar que la Cámara Alta tiene una función constitucionalmente asignada, que hasta ahora ha sido muy poco utilizada: la de ser un alto órgano de consejo y asesoría al Presidente de la República. En las escasas ocasiones en que ha sido requerida para ello, siempre ha dejado de lado la pugna partidista, para procurar entregar la más elevada visión común del Estado. Así lo ha hecho, por ejemplo, en materias de seguridad pública e internacionales.



Esa función debería ampliarse mucho más, porque contribuye a la cohesión y a la estabilidad nacionales, y resulta tanto o más valiosa en un esquema de fuerte presidencialismo como el que nos rige.



El Senado de Chile es una institución admirable, que tiene un merecido relieve en nuestra historia. Pertenecer a él ha sido un honor. Aquí se manifiesta con especial abundancia el factor esencial de un sistema democrático: el entendimiento cívico, o amistad cívica, como lo señalan otros. El Senado ha dado innumerables pruebas de que ello es posible.



En lo personal, permítaseme expresar aquí mi más profundo agradecimiento a todos los sectores, sin excepción, por la colaboración y el apoyo que invariablemente recibí en diversas iniciativas en que participé con propósitos de bien nacional o de la Región que he tenido el honor de representar. Más allá de las legítimas discrepancias, en el trabajo senatorial encontré siempre comprensión, estímulo y voluntad de llegar a acuerdos en esos planos. 



Mi reconocimiento al Partido Unión Demócrata Independiente por haberme permitido estar en el Senado y contribuir al desarrollo de Magallanes.



Asimismo, quiero expresar mi gratitud a todo el personal de Secretaría, administrativo y de servicios por su valiosa y permanente colaboración para el trabajo parlamentario.



Lo que he vivido en el Senado durante estos años me hace sentir optimista respecto del futuro del país y de su desarrollo democrático.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, señores Senadores:



Siendo ésta la última sesión de la presente legislatura a la que asisten los Senadores institucionales dispuestos por la Constitución de 1980 -vigente al 11 de marzo de 1998, fecha en que inicié esta función-, deseo expresar que el haber tenido el honor de ser parte de la Cámara Alta durante ocho años ha significado, no sólo adquirir un conocimiento más directo de las personas que lo integran, sino también recibir un enorme caudal de visiones e ideas orientadas a buscar el mejor camino para Chile.



En esta Corporación los Senadores institucionales, la mayoría de las veces, cumplimos con el importantísimo papel de establecer entre la Oposición y el Gobierno equilibrios que han hecho posibles las transiciones y los cambios sin situaciones extremas, contribuyendo así a la estabilidad del sistema democrático chileno. Este papel de equilibrio ha tenido un rol clave en la estabilidad de las normas que han dado seguridad jurídica a las inversiones y a los criterios para emprender nuevas actividades productivas en el país. Esto ha posibilitado el progreso permanente sin tensionar los extremos, lo que, sin que se haya dicho, ha significado avalar consensos cuyos efectos fundamentales han sido hacer paulatino el avance del perfeccionamiento de nuestra institucionalidad. Esta característica ha sido uno de los elementos de prestigio que han identificado a la vida política nacional en estos años.



Frente al futuro, me atrevo a plantear dos ideas y formular una proposición.



La primera, la necesaria difusión del verdadero rol del Senado en la estructura del Poder Legislativo y su función principal de ser la Cámara revisora que corrige y acerca las posiciones de proyectos de ley que, hechos a veces con mucha prisa, producen desaciertos y desconcierto en la ciudadanía.



Para esto, sin duda que la presencia en la opinión pública del Senado como Cámara debe ser fundamental para cambiar la percepción que la ciudadanía tiene sobre la clase política. 
La imagen que se proyecta debiera ser la preocupación fundamental en los próximos años, como un factor principal de prestigio de la función política que aquí se ejecuta.



Por otro lado, pienso que esta Alta Cámara debe estar más involucrada y ser parte del proyecto país que se hace necesario establecer para el futuro.



Como un gran lugar de reflexión, las ideas y el compromiso con este diseño debieran originarse en el mismo trabajo de construcción y armado de las leyes, oportunidad única que tiene el Poder Legislativo para ser parte de ese diseño país, asumiendo un rol más activo y directo con el Poder Ejecutivo. Pienso que cada iniciativa de ley que se apruebe debe dejar una idea que se vaya agregando para estructurar este proyecto, de manera que la suma de ellas sea una parte importante para visualizar el Chile que andamos buscando y que necesitamos.



Distinguidos señores Senadores han definido a esta Corporación como el lugar de la unión. Pero creo que estamos muy lejos de alcanzarla. Arrastramos clamores, odios y procesos de venganza sobre sucesos acaecidos 36 años atrás, quedando la sensación, por la aplicación parcial, incompleta e incluso inconstitucional, a veces, de leyes, códigos y procedimientos que sólo han beneficiado a un grupo, castigando a una minoría de chilenos que se sienten realmente perseguidos y discriminados.



La unión es un tema político que requiere soluciones políticas. Ya no es posible sostener que debe ser la justicia la que ha de buscar la solución, porque, en este camino, la más dañada de todas las instituciones ha sido la majestad de la propia justicia.



Si el conflicto es político, la solución también debe serlo. Y, en este sentido, echo de menos que, junto con aprobar la enmienda constitucional que modificó profundamente la Carta de 1980, no se hubiera abordado de lleno la solución política al conflicto político que aún permanece sobre nosotros como una sombra.



Como Senador, contribuí efectivamente a buscar esta solución al reunirme con las autoridades conductoras de grupos religiosos y laicos, e incluso con grandes empresarios, sin que lograra éxito.



Me parece que el Senado tiene la enorme tarea de abordar con decisión la solución política que cierre esta brecha que -digámoslo francamente- dificulta en el fondo de muchos corazones la unidad nacional.



Señor Presidente, señores Senadores, el contacto personal con ustedes ha significado para mí haber obtenido una extraordinaria riqueza humana. Y doy gracias por ello.



Cumplo en este acto 50 años de servicio público, dedicado a Chile, coronado con el alto honor de haber sido el último miembro de la Junta de Gobierno -donde también tuve la oportunidad de legislar-, y ahora, uno de los últimos en el grupo de Senadores institucionales que hoy ingresan a las páginas de la historia de Chile.



Quiero expresar un especial agradecimiento a todos los directivos de la administración de esta Corporación, especialmente al señor Secretario del Senado y a todas las personas que le colaboran, incluyendo auxiliares y funcionarios menores. A todos ellos les doy las gracias por su trato especialmente deferente hacia mi persona. Les deseo a todos éxito y felicidades para las nuevas actividades que realizarán. Y a todos los señores Senadores, un gran abrazo y un especial reconocimiento.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cordero.

El señor CORDERO.- “Partir c’est mourir un peu”. Un purismo literario francés: “Partir es morir un poco”. Pero también hay un adagio nuestro que dice: “A quien se muda, Dios lo ayuda”.



Señor Presidente, con estos principios me voy. Me voy contento y me voy triste.



Me voy contento porque, hace algún tiempo ya, el Consejo de Seguridad Nacional, por unanimidad, me eligió como Senador de la República. Las más altas autoridades del país votaron. Dos de ellas se encuentran acá.



¡Gracias, Presidente Frei! ¡Gracias, Presidente del Senado!



Creo que hice lo que pude. Me faltó mucho por realizar. Pero estos ocho años me permitieron conocer gente, a ustedes. Ésa es la riqueza. Incluso me dieron la oportunidad de intervenir en una elección popular. Me fue bien: ¡gané! ¡Pero el sistema binominal no me permitió ser elegido...!



¡Dios sabe lo que hace!



Este momento que ustedes me otorgan es para despedirme. Para decir al señor Secretario del Senado y al personal que lo secunda que me voy muy agradecido de todos: profesionales, ascensoristas y cocineros, quienes sufrieron con esas dietas con que los médicos me martirizan tanto. 



¡Cómo no me voy a acordar -y toda la vida lo haré- de don Manuel, quien ya jubiló! Todos los martes me medía la glicemia, el colesterol, y me tomaba la presión arterial.



¡Dejo aquí parte de mi vida!



Quiero finalizar diciéndoles que en estos ocho años no envejecí: ¡Crecí con ustedes!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Canessa.

El señor CANESSA.- Señor Presidente, señores Senadores:



Después de haber cumplido un período en el Senado de la República, agradezco muy sinceramente la oportunidad que se me brinda de despedirme al terminar mi labor. De esta forma se cierra casi con seguridad mi vida activa en las tareas públicas, ya que pienso dedicar el tiempo que me resta a desarrollar actividades privadas.



Me queda la satisfacción de haber cumplido más de sesenta años al servicio de la República.



Mi existencia transcurrió mayoritariamente al servicio del Ejército de Chile, institución que me acogió cuando yo todavía era un niño. Me formó moral, intelectual y físicamente para poder servir al país.



En este sentido, mi paso por el Senado, en cumplimiento de normas constitucionales y legales vigentes, representó una etapa de la más alta significación que me haya correspondido vivir. Es un período que me honra y me llena de satisfacción al habérseme dado la oportunidad de aumentar mis experiencias y modestos conocimientos frente a nuevas visiones, respecto de las cuales sólo tenía la información teórica que entregan los libros, especialmente la historia, y enriquecerme en el conocimiento de las variadas y valiosas personalidades que lo constituyen.



Al respecto, es oportuno expresar mis agradecimientos a la Cámara Alta por haberme acogido en forma tan generosa; a mis colegas Senadores, por la comprensión y, al mismo tiempo, por la paciencia con que aceptaron cualquier error u omisión de mi parte que pudiese haber provocado más de alguna molestia, no deseada por mí.



Mi gratitud a todo el personal del Senado de los distintos niveles y categorías, siempre tan dispuesto a ayudar en el éxito de la tarea común.



Sólo me resta formular mis más sinceros votos por el éxito y la felicidad de todos, Senadores y funcionarios, quienes forman parte de esta Corporación, y desear que esta rama legislativa siga cumpliendo cada día con mayor éxito su histórica misión en beneficio de la patria.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, señores Senadores:

 

En mi vida he tenido la oportunidad de ejercer numerosos cargos. Pero debo reconocer, con mucha humildad, que cooperar como Senador de la República junto a ustedes en el perfeccionamiento de la institucionalidad del Estado, sin lugar a dudas, ha sido el más complejo. El desafío intelectual multifacético que él conlleva; la autonomía y la libertad en la decisión de lo que estimamos conveniente, en función de nuestras libertades y valores, es una experiencia que marca indeleblemente a mi persona, una vez más, al servicio de mi patria y de su pueblo, que respeto y admiro.



Mi experiencia durante estos ocho años me señala que nada resulta más difícil que actuar bajo una libertad tan amplia, como la que se entrega a un Senador institucional, pues ello obliga a trazar el camino por sí mismo, interpretando las sensibilidades ciudadanas o institucionales y haciendo un aporte muy personal a la patria.



El haber realizado mi carrera profesional en la Fuerza Aérea de Chile me dio la sensibilidad y la orientación para intervenir en la mayoría de los temas de Estado que se tratan en esta Corporación. Allí aprendí a distinguir lo estratégico de lo coyuntural; lo permanente de lo pasajero. De esa tan importante fuente, muy tecnológica, pude discernir y adoptar difíciles decisiones, estando en juego valores, principios y bienes públicos que muchas veces entran en conflicto y cuya solución requiere un juicio político superior.



Por eso, en esta ocasión también deseo enviar un afectuoso saludo de reconocimiento a todos mis camaradas aviadores chilenos, ciudadanos también de nuestra patria, y muy especialmente a mi Institución, tan respetada por todos: la Fuerza Aérea.



Asimismo, en este período he reconfirmado mi convicción de que la política constituye una de las actividades más nobles de la sociedad humana, por cuanto es una entrega a los demás que supone capacidad para integrarse en sus problemas, conocimiento para sopesar las opciones y sus consecuencias, y corazón para percibir el sentimiento profundo de aquellos a quienes pretendemos otorgar una legítima ayuda.



En este Hemiciclo he reconocido el valor de los servidores públicos chilenos, más allá de nuestras legítimas diferencias políticas en una democracia. He apreciado en cada uno de mis Honorables colegas, en quienes reconozco amigos que perdurarán por muchos años, integridad para actuar y gran profesionalismo. Tenemos una labor en común: ennoblecer la política, perfeccionar la relación cívica, la tolerancia y el respeto a las opiniones de los demás, para hacer un Chile mejor y en paz.



Estar aquí es un privilegio que impone una alta responsabilidad. Son muchas las lecciones que he podido extraer durante estos años en el Senado. Ellas, sin duda, me serán de gran utilidad en el futuro.



Desde que inicié mis funciones como Senador institucional, ingresaron al Congreso aproximadamente 1.900 proyectos y, luego de pasar por un complejo proceso legislativo, 537 se convirtieron en leyes de la República. En buena parte de ese proceso nos ha correspondido realizar profundos análisis y estudios a fin de obtener conclusiones y opiniones fundamentadas que resultan básicas para optar por una mejor alternativa que beneficie a los chilenos, los cuales finalmente son los destinatarios de nuestro trabajo.



Tuve el privilegio de poder compatibilizar dos de las más grandes inquietudes profesionales de mi vida. Por un lado, pude aplicar mis conocimientos relacionados con el tema del espacio -que en su infinitud y complejidad ha sido mi motivación desde niño- en la Comisión de Medio Ambiente, especialmente en el análisis de los proyectos sobre capa de ozono, bosque nativo, prohibición de ingreso de desechos nucleares, productos transgénicos, certificaciones medioambientales, etcétera. A ello se suma la organización de seminarios sobre Ordenamiento Territorial, Política Aeronáutica para el Siglo XXI, Universidad Internacional del Espacio y muchos otros, que fueron valiosos aportes para mi trabajo legislativo.



Otro gran tema de mi vida ha sido la formación y capacitación de personas. Esto lo desarrollé prácticamente durante mi carrera en la Fuerza Aérea de Chile, y en el Senado pude expresarlo y aplicarlo en la Comisión de Educación. Al respecto, generalizo proyectos que modificaron significativamente la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, tanto a nivel básico como superior; los aportes en materia de concursabilidad de los directores de establecimientos educacionales o en la de financiamiento de la educación superior; las leyes sobre creación artística y censura cinematográfica, y numerosas iniciativas que implicaron aumento de aporte fiscal a la educación chilena y que hoy se expresan en el Presupuesto de la Nación.



Desde siempre he tenido la opinión de que la grandeza de las civilizaciones se sustenta en su capacidad intelectual y cultural. Y ése fue el fundamento de mi aporte en educación. Estoy convencido de que los jóvenes del presente, a través de su intelectualidad, convertirán a Chile en el primer país desarrollado de América Latina. Y nosotros habremos sido, desde esta Corporación, un eslabón en ese anhelado objetivo.



Señor Presidente, me parece que el rol del Senado y los grandes acuerdos políticos que han surgido de sus debates deben continuar en la etapa que se inicia. Tienen que estar orientados al consenso en elementos comunes que, como nación, pretendemos conservar y que son los valores que fundamentan nuestra soberanía. Ellos constituyen, en definitiva, la esencia de la patria por la que nos sacrificamos lealmente y proyectamos al futuro desde nuestra historia.



Agradezco a todos ustedes. 



Ya que lo manifestó el Honorable señor Cordero, doy las gracias al ex Presidente Frei y al Presidente del Senado por haber participado en mi nombramiento como Senador institucional. 



Del mismo modo, agradezco a todos los que ejercieron como Presidentes de esta Corporación, quienes actuaron siempre con rectitud y ecuanimidad.



En forma muy especial, expreso mi reconocimiento a todos los funcionarios de esta Alta Cámara, a su Secretario, a cada uno de los secretarios y secretarias, y al personal que realiza una labor profesional seria, respetuosa, en las Comisiones y en los Comités, y a los servidores de los diversos estamentos sobre los cuales se sustenta esta organización. Todos ustedes nos han hecho posible esta compleja tarea. 



No puedo dejar de reconocer al personal de la Biblioteca del Congreso Nacional, un modelo no sólo en el país, sino a nivel regional. Con muchos de ellos he gestado una relación de afecto.



Miro el futuro con optimismo, sintiéndome parte de un gran equipo, de una clase política valiosa. Sé que debemos perfeccionar el sistema, pero aquí está una buena parte de la potencialidad para avanzar hacia un Chile superior.



Al cerrar esta etapa de mi vida en el Senado, me siento en paz y con fuerza. En paz, porque he dado lo mejor de mis energías, conocimientos y sentimientos para colaborar en la dictación de leyes adecuadas para un Estado moderno. Con fuerza, por la convicción de ser un hombre favorecido por Dios al haber nacido en este maravilloso territorio, y un ciudadano privilegiado, por haber servido en dos instituciones de excelencia nacional: la Fuerza Aérea y el Senado.



Esa paz y esa fuerza también nacen de mi familia, a la cual del mismo modo doy infinitas gracias por su paciencia y por su cariño. En particular, a mi querida esposa.



Muchas gracias a todos ustedes, señores Senadores.



Muchas gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, mis primeras expresiones son para dar excusas, pues debería haberme preparado más para intervenir. Señalo esto después de haber escuchado a tantos de mis camaradas, colegas Senadores, hablar de sus experiencias durante su paso por la Cámara Alta.



Voy a tratar más bien de hablar desde dentro de mí.



Tengo una historia pública –Sus Señorías la conocen- de muchos años. Comencé mi vida parlamentaria seguramente siendo uno de los Senadores más jóvenes, allá por 1973. Pero antes de incorporarme a la Cámara Alta, donde he aprendido tanto, tuve también una relación muy estrecha con el Congreso, y en particular con esta Corporación, como Subsecretario de Hacienda y Ministro de Hacienda y de Economía. Siempre encontré aquí una forma para realizarme en mi vida, en mi vocación de servicio público.



Hago un recuerdo de esta etapa de mi vida porque, por supuesto, está marcada por eso que me llevó a estar al servicio de mi país.



Y a través de largo tiempo, a pesar de haber tenido muchas veces confrontaciones marcadas por la pasión y por diferencias profundas entre nosotros, nunca he guardado -y siempre he tratado de no guardarlo- rencor con nadie. En el convencimiento de mi vocación democrática, en todo momento he intentado  estar abierto a hallar en la discrepancia una manera de alcanzar encuentros.



He creído y creo que el pluralismo y el respeto a las ideas ajenas resultan fundamentales para la convivencia de una nación. Considero que el respeto a las opiniones muchas veces lo enriquece a uno y no lo debilita. Estoy convencido de algo que aprendí desde muy joven: cada uno de nosotros posee sólo parte de la verdad. El gran mérito de alguien que se encuentra en el servicio público radica en su capacidad para tomar esa verdad, que está también en el otro, e intentar hacerla realidad en la vida de cada cual.



He procurado, en mi convencimiento, practicar en el Senado la amistad cívica. En ella me formé, gracias a quien fue uno de los rectores de mis pensamientos e ideas: Jacques Maritain. No la tomé como una frase, sino como una conducta de vida.



Se los digo con sinceridad, Honorables colegas: mi permanencia aquí durante tantos años me ha forjado profundamente como persona. Y aun cuando debo irme, lo hago con dolor. Tengo sentimientos encontrados. Me habría encantado continuar en esta Corporación, la cual siempre ha prestigiado mucho a Chile.



Al momento de recorrer la historia del Senado en que me ha tocado participar, recuerdo a personas de diferentes pensamientos. Podría citar a muchos: hombres de Izquierda, de Derecha, de Centro, de cualquier pensamiento. 



Cuando observo que se desvaloriza  la política y se ataca muchas veces a quienes formamos parte del Parlamento, me duele, porque -lo he dicho en varias oportunidades- mucha gente que ha pasado por esta Alta Cámara ha dado todo en su vida. No se ha enriquecido. A mi juicio, se trata de una de las cosas que más nos caracterizan. Y en la política chilena tenemos que seguir profundizando eso, para que ojalá se inserte en la convicción de todos.



Por aquí han pasado hombres y mujeres que dieron una vida entera, que sacrificaron sus intereses personales y que se entregaron al bien de su país sin distinción, cualquiera que haya sido su partido político.



Es factible recordar a personas de diferente pensamiento (no puedo mencionarlas a todas). Por ejemplo, a don Jorge Alessandri; a don Francisco Bulnes, quien fue un ejemplo de servicio a Chile, aunque desde una perspectiva distinta de la nuestra. También, a quien fuera Presidente del Senado, don Salvador Allende: pudimos haber discrepado profundamente, pero dio un ejemplo de servicio a su patria. Además, a don Eduardo Frei Montalva, a don Luis Bossay Leiva. Y podríamos seguir mencionando muchos nombres de gente ejemplar y que para mí y para muchos de nosotros ha sido un norte hacia el cual hemos querido caminar.



Dentro de esa vocación de servicio público, he intentado entregar en el Senado, y a través de él a la nación, todo lo que he podido tener para tratar de lograr la mejor legislación, así como he puesto todo mi esfuerzo por alcanzar consensos y acuerdos.



Creo sinceramente que algo que ha caracterizado a Chile, sobre todo después del retorno a la democracia, es la capacidad de obtener entendimientos, lo que puedo señalar en mi calidad de ex Presidente del Senado. Durante los seis años que presidí la Corporación en el cargo con que ustedes me honraron -y que está inserto, por supuesto, dentro de la parte más importante de mi gestión en la Cámara Alta-, siempre tuve la colaboración de todos los sectores para lograr acuerdos y avanzar en ellos.



Pienso que esa experiencia la hemos tenido todos quienes hemos desempeñado esa función durante estos 16 años. En mi opinión, es algo que no hay que perder de vista y que debe seguir profundizándose.



Creo que las democracias modernas y maduras son las de los acuerdos, y no sólo aquellas que se expresan por las simples mayorías. Mientras mayor es el consenso, más fuertes son las raíces y los cimientos que se van colocando para construir el país en el cual deseamos vivir.



Sinceramente, quiero dar gracias a Dios –insisto en ello- por haber estado con ustedes. Ahora pasaré a otra posición, que no figuraba en mis cálculos. Pueden creerme: no la he perseguido. Y la asumo en la convicción de que uno nunca puede renunciar al servicio público.



He tenido el honor de que la primera mujer elegida Presidenta de la República en nuestra patria me designara para el cargo en el cual deberé desempeñarme a contar del 11 de marzo próximo.



Ello me va a permitir seguir estando con ustedes. Por tanto, mi dolor se hace más llevadero. Espero que me puedan soportar tal como lo hicieron durante todo este tiempo.



Vamos a trabajar juntos. Y ojalá reciba la colaboración de todos para la labor que debemos realizar. Espero tener las puertas abiertas, sin excepción ni discriminación de ninguna especie.



Quiero pedir perdón a aquellos a quienes en algún momento pude haber ofendido con mis actos, o cuando no atendí a alguien como correspondía, debiendo hacerlo. No creo que haya estado en mi voluntad provocar daño a nadie. Por el contrario, estaría arrepentido si así lo hubiera sido.



Debo decir también a cada uno de los funcionarios del Senado, al señor Secretario, al señor Prosecretario, a los oficiales de Sala y de Comisiones, con quienes compartí día a día, que vamos a seguir encontrándonos. Y aprovecho de darles las gracias, porque han hecho llevadera nuestra labor y funciones.



Gracias a ustedes, muchas veces he tenido la posibilidad de soñar. Y deseo seguir soñando con la construcción del país que siempre he deseado para la generalidad de los chilenos. La tarea aún no está concluida y requiere más esfuerzos de todos.



Por eso, junto con decirles adiós y señalarles que regresaré en otra condición, quiero expresar a cada uno que siento por ustedes amistad y cariño.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, dejo el Senado por segunda vez. La primera no alcance a despedirme, porque se interrumpió el régimen constitucional y ni siquiera tuve la posibilidad de retirar mis objetos personales de la oficina que ocupaba en Santiago.



Fui elegido cuando recién cumplía 35 años. Sin ánimo de disputarle el cetro a nadie, creo haber sido el Senador más joven que ha llegado a esta Corporación. Por eso, con ocasión de las reformas constitucionales, luchamos con tanta fuerza para que la edad de 40 años requerida para ser electo Senador fuera rebajada a 35, no por un asunto personal, sino por la madurez que mucha gente demuestra hoy y porque, probablemente, está mejor preparada de lo que lo estuvimos nosotros en su momento.



Dejo hoy esta Corporación por propia voluntad. Puse a disposición de mi partido la posibilidad de no postular nuevamente, dados los problemas que se avizoraban dentro de la alianza. Yo era partidario de buscar un acuerdo que, aunque pasase por mi persona, diera lugar a una concordancia dentro del esquema político que nosotros hemos defendido. Y eso ocurrió sin que existiese de mi parte o de mi familia conocimiento alguno del episodio que posteriormente viví y que ya está superado. Y no había una relación causa-efecto entre una decisión y la otra.



Por lo tanto, pude enfrentar con absoluta tranquilidad lo que la Divina Providencia me envió como prueba. Y debo dar gracias porque el asunto ya fue superado.



Pero el tema no es personal. No es mi ánimo ventilar eso aquí, sino que, desde el punto de vista político, quiero señalar lo que estaba en juego en todo este esquema.



En el Senado tuve la oportunidad de participar en seis Comisiones. Cuando hice la lista, yo mismo me sorprendí. Integré la de Agricultura durante ocho años y la presidí en distintas ocasiones. Fui Presidente de la de Educación por dos años. Formé parte de la Comisión de Medio Ambiente. Integré la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, donde para mí –debo reconocerlo como ingeniero agrónomo y economista- constituía casi un agrado discutir con abogados que poseían una formación jurídica muy sólida y hacer presente la voz de quienes veíamos la realidad de una forma no tan estructurada en el espíritu jurídico. Y trabajamos intensamente. Posteriormente, participé en la Comisión Especial que el Senado constituyó para analizar los tratados de libre comercio, muy en particular los celebrados con la Unión Europea y Estados Unidos. También formé parte de la Comisión -funcionó un tiempo pero no pudo prosperar- encargada de la reforma de las instituciones del Estado, la cual alcanzó a realizar algunos trabajos, los cuales, por desgracia, quedaron incompletos.



El Senado donde participé al principio era muy distinto del actual. Probablemente, junto con el Honorable señor Andrés Zaldívar somos los últimos que tuvimos el privilegio de ser Senadores durante la vigencia de la Constitución del año 25 y posteriormente, con la vuelta a la democracia. No quedan otros en la Corporación.



En la primera etapa nos tocó vivir una confrontación enorme en la sociedad chilena -¡enorme!-, difícil de describir para la gente joven de hoy, que no ha vivido esos períodos y que esperamos sinceramente que no regresen.



En el Senado se ha trabajado dentro de un esquema marcado por las reglas del juego de la Constitución del 80, contra  las cuales luchamos. Sin embargo, incluso en el texto actual que hoy día nos ha hecho llegar el Presidente del Senado –lo que agradezco-, han quedado dos materias que se han de abordar inevitablemente en el futuro. ¿Para qué? Para consolidar el sistema democrático chileno.



La primera es la reforma del proceso electoral, sobre todo del sistema binominal. La segunda -a mi juicio, es más importante que la anterior- se refiere a la modificación de los altos quórums exigidos por la Carta del 80 y que las actuales enmiendas ni siquiera pudieron alterar, al otorgar a quienes constituyen minoría el derecho a cogobernar plenamente con la mayoría.



Sé que es un tema polémico, discutible. No es mi ánimo señalar esto al momento de despedirme. Pero faltaría a mi propia ética si silenciase que, en el futuro que vislumbro, esos dos temas no serán abordados.



Con el Senador señor Adolfo Zaldívar presentamos dos proyectos: uno relativo a la modificación de los quórums, que quedará pendiente para el nuevo período legislativo, y otro -en conjunto con el Honorable señor Andrés Zaldívar- sobre reforma del sistema binominal, donde proponemos un mecanismo más gradual que el vigente.



El segundo tema grueso que quiero abordar aquí es el siguiente.



Yo soy muy amante de mi patria. Desde muy joven me tocó participar en procesos tan profundos como transformar la vida del agro chileno y generar el paso desde un sistema feudal a otro distinto. Creo que, más allá de las polémicas que eso genere o de las opiniones -muy legítimas- que se expresen, nadie podrá dudar de que el haber eliminado en el país el inquilinaje, el latifundio, cambió la realidad de nuestra sociedad.



¿Qué percibo hacia el futuro? Veo que Chile progresa. Y me siento contento y orgulloso de ello. Pero tampoco podría silenciar mi voz ante la tensión creciente que provoca lo que se está construyendo: el esquema económico-social en el cual nos desenvolvemos origina una situación de distancia y de diferencia enormes entre la gran masa de la población y los sectores que disfrutan con mayor holgura del crecimiento económico.



Ése es un tema que aflora en los deudores habitacionales; aflora en la educación; aflora en la salud; aflora en el acceso a los créditos; aflora, ya no sólo en los sectores de la pequeña agricultura, sino también en los de la agricultura en general, los que se van sintiendo excluidos de lo que significa el progreso.



En consecuencia, en adelante dedicaré parte de mi esfuerzo a estudiar cómo podemos, sin destruir lo positivo que existe, corregir el modelo y rectificar lo que hoy constituyen sus elementos esenciales.



La Democracia Cristiana, a la cual he representado en este Parlamento en las dos oportunidades en que fui elegido -con la primera mayoría- como Senador, ha hecho un enorme esfuerzo por defender  el centro político progresista de la nación. 



En la última elección presidencial, uno de los mayores desafíos que se enfrentaron fue el de que la candidatura de la Alianza por Chile pretendió irrumpir en el centro político chileno. Tuvimos éxito en nuestra defensa de que no era lo mismo una visión -legítima- de Derecha que la sustentada por la Democracia Cristiana en la Concertación. 



Ése es un elemento que marca, tanto desde el punto de vista valórico como desde el de la construcción de las instituciones hacia el futuro, las correcciones que se deben efectuar en el modelo económico.



No es casualidad que ya seis Gobiernos en la región hayan optado por caminos populistas. No es un hecho fortuito, sino el reflejo de que algo está sucediendo en dichas sociedades. Y la nuestra, no obstante  que tiene características distintas, no estará ausente, si no repara las injusticias que existen, de volver en algún instante a situaciones cuya repetición no quisiéramos.



Señor Presidente, deseo terminar con palabras de optimismo y alegría; con gratitud hacia todas las personas con quienes compartimos este período. 



Se cierra una etapa de la vida, pero se abre otra. 



Por lo tanto, quiero dar las gracias a todos los miembros del Parlamento. Aquí siempre me sentí cómodo y grato, pese a las diferencias que teníamos o a las disputas o discrepancias que sosteníamos.



Obviamente, gracias a la ciudadanía de la Sexta Región, a la cual he tenido el honor de representar en el Senado. Ahí tuvieron la bondad de elegirme en dos ocasiones, con mayorías que ni siquiera yo mismo esperaba.



Deseo agradecer también a los funcionarios; a los periodistas; a la gente que tuvo tanta consideración, a veces, con la forma en que nos desenvolvíamos. 



Y, sobre todo, quiero dar las gracias a Dios. Yo soy una persona creyente. No lo escondo. Tampoco hago ostentación de ello; pero estoy convencido de que en la vida, mientras uno tenga la posibilidad de contribuir y hacer algo por el bien de otros, está en la obligación, cualquiera que sea el lugar donde se encuentre, de desarrollar su energía.



Por eso, me despido ahora de este Senado -recuerdo que no pude hacerlo en 1973- con el optimismo y la alegría de ver que mi país progresa. Pero hay que colaborar a que ese progreso se afiance con justicia y con equidad.



Muchas gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bombal.

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, culminan treinta años de mi vida en el servicio público, dieciséis de ellos en el Congreso Nacional, y en particular, ocho en este Senado, del cual esta tarde me despido. Y quiero hacerlo, en forma muy breve, expresando mis sentimientos de profunda gratitud.



Gratitud, en primer lugar, para con quienes me eligieron. Procuré cumplir con fidelidad y lealtad el mandato que me confirieron en las urnas en repetidas ocasiones.



Gratitud hacia mi Partido, la Unión Demócrata Independiente, por la confianza y el privilegio  con que me honró al permitirme ser un representante de su ideario, de sus principios y de sus postulados en el Congreso Nacional, y especialmente en el Senado.



Gratitud hacia cada uno de ustedes, señoras y señores Senadores, y también hacia aquellos señores Diputados que en su oportunidad me acompañaron en la otra rama legislativa. De todos aprendí mucho. Y lo agradezco. Las mejores enseñanzas en mi vida pública las recogí de cada uno de ustedes, sea que sustentaran o no mis ideales. Me enseñaron, por ejemplo, sobre lo que es, no digo la confrontación, sino el compartir tareas desde distintos ángulos.



Expreso mi gratitud a mi querido amigo Senador Andrés Zaldívar, con quien conformamos la Mesa de esta Alta Corporación, en un tiempo en que no estuvieron ausentes la adversidad, la dificultad y momentos que no es el caso recordar, pero que para toda la Corporación fueron muy intensos.



Manifiesto a cada funcionaria y funcionario de la Cámara Alta mi especial reconocimiento por su inmenso e inconmensurable trabajo. Ustedes son -lo he dicho más de una vez- quienes dan continuidad a esta Institución. Nosotros, los Parlamentarios, estamos de paso en ella.



Agradezco igualmente a quienes nos acompañaron, ya en el plano más cercano, con su asesoría, con su apoyo administrativo, con su inteligencia, haciendo que la labor que realizábamos fuera fecunda.



A todos; a usted, señor Presidente, como asimismo al resto de la Mesa, muchas, muchas gracias por haberme permitido servir a mis semejantes desde este lugar tan único y sobresaliente en la vida de la República.



Para mí ha sido un honor muy grande haber formado parte del Senado. Manifiesto, por ello, mi infinita gratitud. Y, en especial, doy gracias a Dios por habérmelo permitido.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ROMERO (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, con un sentimiento muy especial de todos nosotros.



--Se levantó a las 18:50.

Manuel Ocaña Vergara,




Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 58ª, ORDINARIA, EN MARTES 17 DE ENERO DE 2.006



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Stange, Valdés, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, la señora Ministra de Educación, doña Marigen Hornkohl y la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, doña Pilar Armanet.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones quincuagésima cuarta, especial, y quincuagésima quinta, ordinaria, ambas de 3 de enero de 2006, que no han sido observadas.



Asimismo, el acta de la sesión quincuagésima sexta, ordinaria, de 4 de enero de 2006, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Siete de su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, informa que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (Boletín Nº 2.725-12).



-- Se toma conocimiento, y se manda remitir el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia (Boletín Nº 2.815-05).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el tercero, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que penaliza las conductas constitutivas de genocidio y los crímenes de lesa humanidad y de guerra (Boletín N° 3.493-07).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el cuarto, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (Boletín Nº 3.937-06).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que regula el lobby (Boletín N° 3.407-07), y



2) Proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el ultimo, retira la urgencia que hiciera presente respecto de la proposición para proveer una vacante de Ministro de Corte Suprema, correspondiente al Boletín N° S 838-05.



-- Queda retirada la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De su Excelencia el Presidente de la República, por medio del cual, en virtud de lo dispuesto en el número 6) del artículo 53 de la Carta Fundamental, recaba el acuerdo del Senado para ausentarse del país durante el día 22 de enero próximo, para asistir a la transmisión de mando presidencial en la ciudad de La Paz, República de Bolivia. 



Agrega que, durante su ausencia, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don Francisco Vidal Salinas.



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, por medio del cual comunica que ha sido aceptada la renuncia presentada por el señor Eugenio Valenzuela Somarriva como Ministro de ese Tribunal, a contar del 1° de febrero del año en curso, y agrega que, en virtud de lo dispuesto en la letra b) del artículo 92 y Disposición Décimocuarta Transitoria de la Carta Fundamental, corresponde designar a su reemplazante por el término que le restaba para completar su período.



-- Se toma conocimiento.



Uno de la Honorable Cámara de Diputados, por medio del cual informa que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 92, letra b), y la disposición Décimocuarta Transitoria de la Constitución Política de la República, en sesión de esta fecha acordó proponer al Senado al señor Marcelo Enrique Venegas Palacios para que sea designado como Ministro del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el objeto de llenar la vacante producida por la renuncia del Ministro señor Eugenio Valenzuela Somarriva.



-- Pasa a Comités.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre la procedencia que la Contraloría Regional de La Araucanía, una vez instruido un sumario, modifique tal decisión determinando que éste sea realizado por el Servicio afectado, y sobre el estado de la investigación de las irregularidades a que alude el informe N° 9/2005, de dicha Contraloría Regional.



Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los gastos efectuados en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas, durante el año 2005, por la Secretaría de Estado a su cargo y sus organismos dependientes.



Dos del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Parra, sobre la posibilidad de enviar a trámite legislativo una iniciativa que recoja las ideas contenidas en una moción, de que es autor, sobre Colegios Profesionales, que fuera declarada inadmisible por corresponder a materias propias de la iniciativa legal exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, sobre participación de representantes de los distintos credos en los actos, ceremonias y eventos de carácter público-estatal que requieran asistencia religiosa.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante los cuales contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los gastos efectuados en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas, durante el año 2005, por la Secretaría de Estado a su cargo y sus organismos dependientes.



De la señora Ministra de Educación, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre la posibilidad de dotar de un gimnasio al Liceo Rural Las Quemas, de la comuna de Puerto Montt.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre la forma en que la Secretaría de Estado a su cargo interpreta la normativa que permite regularizar títulos de dominio.



Del señor Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la participación que corresponde a la Institución a su cargo en los sumarios administrativos que realiza la Dirección General de Aeronaútica Civil.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre las políticas que aplica el Servicio a su cargo para proteger los derechos y deberes de sus funcionarios.



Del señor Director del Trabajo, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre fiscalización al Departamento de Educación de la Ilustre Municipalidad de Tierra Amarilla, para conocer estado de pago de los descuentos realizados a las remuneraciones de sus dependientes.



De la Directora Nacional del Instituto de Normalización Previsional, mediante el cual responde dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre estado de tramitación de una postulación a los beneficios de la ley N° 19.980. 



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, relativo a la producción nacional de madera para reemplazar los durmientes instalados en las líneas férreas ubicadas desde la VIII Región hacia el sur del país.



Del señor Intendente de la Región de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre autorizaciones para salidas específicas de vehículos estatales el día 11 de diciembre de 2005.



Del señor Gobernador Provincial de Cautín, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre autorizaciones para salidas específicas de vehículos estatales el día 11 de diciembre de 2005.



Del señor Director de Vialidad de la Región del Bío Bío, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, sobre el estado de tramitación del proyecto para asfaltar el camino El Carmen-Trehualemu-Castañal, en la VIII Región.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanismo de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre la situación que afecta a los integrantes del Comité Habitacional El Sueño de Todos, de la comuna de Curacautín. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, suscrito el 17 de febrero de 2004 (Boletín N° 3.908-10).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones (Boletín Nº 2.950-07).



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada (Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales (Boletín N° 4.009-13).



-- Quedan para tabla. 

Mociones



Del Honorable Senador señor Romero, con la que inicia un proyecto de ley que permite al Senado conocer las calificaciones de los miembros del Poder Judicial, cuando ejerza la facultad contenida en el artículo 53, número 9), de la Constitución Política (Boletín N° 4.070-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor García, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objeto de establecer la existencia obligatoria en cada Cámara de una Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (Boletín N° 4.073-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Honorable Senador señor García, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el procedimiento que rige la Cuenta Pública del Contralor General de la República (Boletín N° 4.074-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

o o o



Durante la sesión, se agrega a la Cuenta el siguiente asunto:



Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (Boletín Nº 2.943-13), con las enmiendas que indica.



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyectos de Acuerdo



De los Honorables Senadores señores Cantero, Cordero, Frei (don Eduardo), Horvath, Orpis, Prokurica, Vásquez y Vega, mediante el cual solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República disponer un Estudio de Impacto Ambiental y de los efectos en los servicios que presta la aviación comercial, que no pueden ser resueltos por el Aeropuerto de Pudahuel, en forma previa al cierre y cambio de uso de suelo del Aeropuerto de Cerrillos (Boletín N° S 839-12).



De los Honorables Senadores señores Cantero, Coloma, García, Gazmuri, Horvath, Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Sabag y Vega, por medio del cual se solicita al Presidente de la República adoptar las medidas necesarias para crear una instancia bilateral con la República Argentina para solucionar los problemas que enfrentan los transportistas chilenos en su tránsito por ella (Boletín N° S 840-12).



-- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Suprimir la sesión ordinaria del día 1 de marzo próximo, reemplazándola por una sesión extraordinaria que se celebrará el día miércoles 8 del mismo mes.



2) Tratar en la sesión de hoy, con informe oral, y como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley N° 120, de 1960, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 2.815-05).



3) Eximir del trámite de Comisión, sin que ello constituya precedente, y tratar hoy, como si fuera de Fácil Despacho, la proposición de la Honorable Cámara de Diputados para designar como Ministro del Excelentísimo Tribunal Constitucional al señor Marcelo Enrique Venegas Palacios, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 92, letra b) y en la Disposición Décimocuarta Transitoria de la Constitución Política de la República.



4) Considerar, como si fuera de Fácil Despacho, el asunto que figura con el número 3 en el Orden del Día, esto es, la proposición de Su Excelencia el Presidente de la República para designar a la señora Margarita Errázuriz Ossa y a los señores Rodrigo Jordán Fuchs y Fernando Montes Matte, como integrantes del Consejo que Administra el Fondo Mixto de Apoyo Social, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (Boletín N° S 833-05). Con la urgencia del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



5) Retirar del Orden del Día de la presente sesión, y enviar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para un nuevo informe, las iniciativas signadas con los números 4 y 5, a saber:



a) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero, Espina, Horvath, Prokurica y Ríos, en primer trámite constitucional, que establece normas especiales para el enjuiciamiento de los delitos que indica (Boletín N° 4.026-07).


b) Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, en primer trámite constitucional, sobre protección de los derechos de la infancia y de la adolescencia (Boletín N° 3.792-07).



6) Tratar, en el segundo lugar del Orden del Día, el proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami; señora Frei (doña Carmen) y señores Ruiz-Esquide y Páez, y de los ex Senadores señores Díaz y Hormazábal, en primer trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletines números 3.682-07 y 1.737-07, refundidos).



7) Retirar de la Tabla la iniciativa signada con el número 9, esto es, el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, en primer trámite constitucional, sobre prevención de la contaminación electromagnética, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (Boletín N° 3.150-12), y remitirla a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para que sea informada por este órgano técnico.



8) Despachar, a más tardar mañana, la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República por medio de la cual recaba el acuerdo del Senado para ausentarse del país durante el día 22 de Enero en curso, con el objeto de asistir a la transmisión de mando presidencial en la ciudad de La Paz, República de Bolivia.

________________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien realiza una precisión respecto del acuerdo de Comités signado con el número 5.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de Hacienda, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia, con nuevo primer informe de la Comisión de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de Hacienda, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia, con nuevo primer informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 2.815-05, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



El señor Secretario General manifiesta que en sesión 40ª, ordinaria, de 11 de octubre de 2005, la Corporación remitió la iniciativa de ley a la Comisión de Hacienda para un nuevo primer informe, acordando esta Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Ominami y Sabag, devolverla a la Sala, en los mismos términos en que fuera despachada en el primer informe.

 

Agrega que la Comisión de Hacienda, en su primer informe, deja constancia que discutió la iniciativa de ley en general y en particular a la vez, por tratarse originalmente de aquéllas de artículo único, en virtud de lo preceptuado por el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Hacienda, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su primer informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley y Ominami, y 2 abstenciones, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Espina. En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas modificaciones al proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, producto de una indicación sustitutiva formulada por el Ejecutivo, la que fue aprobada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami, proponiendo, en consecuencia, la aprobación de la siguiente iniciativa de ley

PROYECTO DE LEY:

 

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 13 del Decreto con Fuerza de Ley N° 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia S.A., cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 152, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:

 

1) Reemplázase en el numeral 1.-, la frase “Banco Nacional de Sangre”, por “Fondo Nacional de Salud”.

 

2) Deróganse los numerales 2, 5 y 11, modificándose la numeración correlativa subsiguiente y sustitúyese el actual numeral 9, que pasa a ser 7, por el siguiente:

 

“7.- Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez 15%”.

 

3) Reemplázanse los guarismos previstos en los siguientes numerales, de la siguiente forma:

 

En el numeral 1.-, “2,5” por “3,0”; en el actual numeral 3.-, que pasa a ser 2.-, “2,5%” por “6,0”; los actuales numerales 4.- y 6.-, que pasan a ser 3.- y 4.-, “10%” por “12%”; en el actual numeral 7.-, que pasa a ser 5.-, “2%” por “8%”; en el actual numeral 8.-, que pasa a ser 6.-, “15,5%” por “20%”; en el actual numeral 10., que pasa a ser 8.-,“1%” por “2%”; en el actual numeral 12.-, que pasa a ser 9.-, “3%” por “5%”; en el actual numeral 13.- que pasa a ser 10.-, “6%” por “10%”; y en el actual numeral 14, que pasa a ser 11, “6%”, por “7%”.

 

4) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

 

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes, en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

 

Artículo 2°.- Modifícase el inciso primero del artículo 6° de la Ley N° 18.568, que establece normas sobre Lotería de Concepción, del siguiente modo:

 

1) Suprímense las siguientes referencias: “-Fundación Graciela Letelier de Ibáñez – CEMA CHILE 3,0%” y “Corporación de Ayuda al Menor – CORDAM 3,0%”.

 

2) Reemplázanse los guarismos “2,0%” por “4,0%” y “4,0%” por “5,0”, correspondientes a Cruz Roja de Chile y al Servicio de Salud, Concepción-Arauco para el Hospital "Guillermo Grant Benavente", respectivamente.

 

Asimismo, sustitúyese el guarismo “3,0%”, correspondiente a la Corporación Nacional de Protección a la Ancianidad - CONAPRAN y a la Corporación de Ayuda al Niño Limitado –COANIL, por “4,5%”, respectivamente.

 

3) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

 

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

 

Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.".

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Ominami, Horvath, Martínez, Coloma y Boeninger, y señoras Frei (doña Carmen) y Matthei.

- - -



El Honorable Senador señor Martínez, durante su intervención deja constancia que no se le han escuchado, en la forma que corresponde, sus planteamientos a CEMA-Chile.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Ominami, Presidente de la Comisión de Hacienda, señala que la Fundación CEMA-Chile fue invitada a la Comisión para que diera cuenta de las actividades que desarrolla, pero no concurrió.

- - -



La Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), durante su intervención, deja constancia que CEMA-Chile fue creada por su madre, la señora María Ruiz-Tagle de Frei, convirtiéndose en una entidad que benefició a un sinnúmero de mujeres de nuestro país.

- - -



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular, por 21 votos a favor, 8 en contra y 7 abstenciones.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Aburto, Boeninger, Foxley, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Horvath, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Páez, Parra, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señores Arancibia, Canessa, Cariola, Cordero, Martínez, Romero, Stange y Zurita.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Cantero, Coloma, Espina, García, Orpis, Prokurica y Vega.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

________________

Solicitud de S. E. el Presidente de la República, mediante la cual somete al acuerdo del Senado la designación como integrantes del Consejo que administra el Fondo Mixto de Apoyo Social a la señora Margarita Errázuriz Ossa y a los señores 

Rodrigo Jordán Fuchs y Fernando Montes Matte



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la Solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités.



El señor Secretario General señala que se trata de la Solicitud de S. E. el Presidente de la República, mediante la cual somete al acuerdo del Senado la designación como integrantes del Consejo que administra el Fondo Mixto de Apoyo Social a la señora Margarita Errázuriz Ossa y a los señores Rodrigo Jordán Fuchs y Fernando Montes Matte, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín Nº S 833-05, para cuyo despacho el Primer Mandatario hizo presente la urgencia a que alude el inciso segundo del número 5), del artículo 53 de la Constitución Política de la República.



Previene el señor Secretario General que la Solicitud de S. E. el Presidente de la República requiere, para su aprobación, del voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, de conformidad con lo preceptuado por la ley Nº 19.885.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Cantero, Cariola y Larraín, concordó en que los candidatos propuestos por S. E. el Presidente de la República al Consejo que administra el Fondo Mixto de Apoyo Social reúnen las exigencias profesionales y de idoneidad para el desempeño de sus funciones.

 

El señor Secretario General expresa que en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006, el Comité Partido Radical Socialdemócrata, solicitó el aplazamiento de la consideración de este asunto.



El señor Presidente pone en votación la Solicitud de S. E. el Presidente de la República, la que resulta aprobada por 36 votos a favor, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo establecido en la ley Nº 19.885.



El señor Presidente manifiesta que, en consecuencia, han sido designados como integrantes del Consejo que administra el Fondo Mixto de Apoyo Social la señora Margarita Errázuriz Ossa y los señores Rodrigo Jordán Fuchs y Fernando Montes Matte.

____________

Proposición de la Honorable Cámara de Diputados para designar al señor Marcelo Enrique Venegas Palacios como Ministro del Tribunal Constitucional, de acuerdo a lo establecido en el artículo 92 de la Constitución Política de la República, en concordancia con la Disposición Décimocuarta Transitoria de la misma Carta 

Fundamental



El señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 92 de la Constitución Política de la República, en relación con la Disposición Décimocuarta Transitoria de la misma Carta Fundamental, pone en votación la proposición de la Honorable Cámara de Diputados para designar como miembro del Tribunal Constitucional al señor Marcelo Enrique Venegas Palacios.



El señor Secretario General señala que la proposición efectuada por la Honorable Cámara de Diputados requiere, para ser aprobada, del voto favorable de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.



En votación la proposición de la Honorable Cámara de Diputados, es aprobada por 36 votos a favor, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo preceptuado por la letra b) del artículo 92 de la Carta Fundamental.



El señor Presidente expresa que ha sido designado, como Ministro del Tribunal Constitucional, el señor Marcelo Enrique Venegas Palacios.

___________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, con segundo informe e informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, informe de la Comisión de Hacienda y Certificado de la Comisión de Educación, 

Cultura, Ciencia y Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, con segundo informe e informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, informe de la Comisión de Hacienda y Certificado de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, correspondiente al Boletín Nº 3.224-04, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Previene el señor Secretario General que los correspondientes informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y el informe de la Comisión de Hacienda dejan constancia que los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 22, 28, 29, 40 y 53, permanentes, y el artículo 5º transitorio deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 19 número 11.º y 38 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en particular, se encuentran en las actas correspondientes a las sesiones 48ª, ordinaria, de 13 de diciembre de 2005; 50ª, ordinaria, de 14 de diciembre de 2005; 51ª, ordinaria, de 20 de diciembre de 2005; 52ª, extraordinaria y 53ª, ordinaria, de 21 de diciembre de 2005; 55ª, ordinaria, de 3 de enero de 2006 y 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006.



El señor Secretario General expresa que en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006, quedó pendiente la discusión en particular de la iniciativa de ley.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación y para que pueda hacer uso de la palabra, en esta sesión, respecto del proyecto de ley en análisis.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre el inciso primero del artículo 42 de la iniciativa de ley, que fue aprobada por unanimidad y respecto de la cual el Honorable Senador señor Larraín ha solicitado votación separada.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín y Martínez.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre el inciso primero del artículo 42, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El señor Presidente concede la palabra a la señora Ministra de Educación, quien, en cuanto al inciso segundo del artículo 42, recuerda que en una sesión anterior fue rechazada por la Sala la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología a su respecto, por lo que estima que el texto aprobado en general por el Senado quedaría vigente.



Seguidamente, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Núñez y Boeninger, quienes sugieren enmendar la redacción del texto del inciso segundo del artículo 42 aprobado en general, eliminando las palabras “La opción por”, de manera que el referido inciso preceptúe: “La acreditación de programas de postgrado será voluntaria”.



El señor Presidente pone en votación el texto del inciso segundo del artículo 42 aprobado en general, con la enmienda que se ha propuesto y resulta aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Inmediatamente, el señor Secretario General indica que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en cuanto al inciso primero del artículo 44, que fue aprobada por unanimidad, respecto de la cual el Honorable Senador señor Larraín ha solicitado votación separada.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Boeninger y Vega, la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación y los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Vásquez.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien sugiere fusionar los incisos primero y segundo del artículo 44, con la siguiente redacción:



“Artículo 44.- La acreditación de programas de postgrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III. En todo caso, si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.”.



El señor Secretario General recuerda que la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre el inciso segundo del artículo 44, fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra.



Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación el primer párrafo contenido en la sugerencia precedentemente citada, resultando aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



En seguida, el señor Presidente pone en votación la segunda parte de la mencionada proposición, obteniéndose el siguiente resultado: 16 votos a favor y 16 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Boeninger, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Ruiz de Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Aburto, Canessa, Cariola, Chadwick, Cordero, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis, Prokurica, Stange, Vega y Zurita.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien le informa que se encuentra pareado, por lo que debe eliminarse su voto.



El señor Presidente expresa que otro señor Senador le ha manifestado que también está pareado, de manera que debe ser eliminado ese voto.



El señor Presidente le concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, el que insiste en la proposición que formulara respecto de la segunda parte del texto de los incisos primero y segundo del artículo 44, fusionados.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Parra.



El señor Presidente consulta a la Sala en orden a dar por aprobada la segunda parte de la proposición que formulara el Honorable Senador señor Larraín, relativa a los incisos primero y segundo del artículo 44, fusionados.



La Sala otorga su asentimiento unánime a la referida proposición.



Luego, el señor Secretario General indica que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología relativa al inciso quinto, nuevo, que se agrega al artículo 44 del proyecto de ley, respecto de la cual el Honorable Senador señor Larraín ha solicitado votación separada.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín y Parra. 



El señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien retira su petición de votación separada.



En consecuencia, expresa el señor Presidente, queda aprobado el inciso quinto, nuevo, del artículo 44, en los términos propuestos por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



En seguida, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología relativa al inciso sexto, nuevo, que se agrega al artículo 44, respecto de la cual el Honorable Senador señor Larraín ha solicitado votación separada.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Boeninger, Parra y Muñoz Barra.



Cerrado el debate, el señor Presidente, en atención a las opiniones emitidas por los señores Senadores que han intervenido, propone a la Sala aprobar este inciso, efectuándole una modificación en el sentido de que la presentación del recurso correspondiente será ante el Consejo Superior de Educación.



La Sala otorga su acuerdo unánime a la mencionada proposición.



Inmediatamente, el señor Secretario General manifiesta que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología relativa a la frase que se agrega al inciso primero del artículo 48 de la iniciativa de ley, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Parra y Viera-Gallo, señora Matthei y señores Boeninger, Muñoz Barra, la señora Ministra de Educación, los Honorables Senadores señores Larraín, Vega, Silva y Martínez.

- - -



El Honorable Senador señor Martínez, durante su intervención, deja constancia que hace expresa reserva de constitucionalidad acerca de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento relativa al inciso primero del artículo 48 del proyecto de ley.

- - -



Cerrado el debate el señor Presidente, teniendo en consideración la sugerencia formulada en cuanto a la redacción de las últimas frases del inciso primero del artículo 48 del proyecto de ley, propone a la Sala aprobarlas con el siguiente texto: “ así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado; y a la individualización de sus socios y directivos.”.



Consultada la Sala, se aprueba la mencionada redacción, con el voto en contra del Honorable Senador señor Martínez.



A continuación, el señor Secretario General señala que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Hacienda respecto de la letra b) del artículo 50, que fue aprobada por 3 votos a favor y uno en contra.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Hacienda, es aprobada por 18 votos a favor, 6 en contra y un pareo del Honorable Senador señor Cariola.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cordero, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Núñez, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Vega, Viera-Gallo y Zurita.



Votan en contra los Honorables Senadores señores Gazmuri, Muñoz Barra, Naranjo, Parra, Silva y Vásquez.



En seguida, el señor Secretario General expresa que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología acerca del número 6 del artículo 53 del proyecto de ley, que fue aprobado por 2 votos a favor y uno en contra, y a cuyo respecto el Honorable Senador señor Larraín ha solicitado votación separada. Esta disposición tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Muñoz Barra, Viera-Gallo y Boeninger, señora Matthei y señores Parra, Martínez, Ruiz-Esquide y Vega.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto del número 6 del artículo 53 de la iniciativa de ley, se obtiene el siguiente resultado: 13 votos a favor y 12 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero, Foxley, Gazmuri, Horvath, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Prokurica, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Chadwick, Fernández, García, Larraín, Martínez, Orpis y Vega.



El señor Presidente señala que, en consecuencia, el número 6 del artículo 53 del proyecto de ley queda rechazado por no reunir el quórum orgánico constitucional requerido.



El señor Presidente concede la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei.



Luego, el señor Secretario General manifiesta que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología respecto de los números 10, 13 y 26 del artículo 53, que fueron aprobados por 3 votos a favor, un voto en contra y una abstención, disposiciones que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



El señor Secretario General explica que los referidos números agregan, en los artículos 53, 63 y 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, como inciso tercero, nuevo, el siguiente:



“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de una determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución.”.



En discusión, hacen uso de la palabra la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación y los Honorables Senadores señores Larraín, Boeninger, Muñoz Barra y Viera-Gallo.

- - -



El señor Presidente saluda a los alumnos y a la directora de la escuela de la Isla Toto, Región de Aysén, que se encuentran en las tribunas.

- - -



El Honorable Senador señor Viera-Gallo, durante su intervención, manifiesta que el Ministerio de Educación debería tener la facultad de cerrar una sede, pero no una carrera, en consideración a que esto último implicaría lesionar el principio de autonomía de cada universidad, por lo que sugiere al señor Presidente que se vote separadamente la palabra “carreras”.



Sobre el particular, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señor Boeninger y señora Matthei, a la señora Ministra de Educación y al Honorable Senador señor Larraín.



Seguidamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Viera-Gallo.



Luego, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Boeninger.

- - -



Cerrado el debate, el señor Presidente, de conformidad a las expresiones de diversos señores Senadores, pone en votación el número 10 del artículo 53 del proyecto de ley, en lo que respecta a la facultad del Ministerio de Educación de revocar el reconocimiento oficial de una sede universitaria, obteniéndose el siguiente resultado: 19 votos a favor, 7 en contra y 2 abstenciones.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Boeninger, Cantero, Chadwick, Flores, Foxley, Gazmuri, Horvath, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Prokurica, Ruiz-Esquide, Silva, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Fernández, García, Martínez, Orpis y Romero.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Larraín y Vega.



El señor Presidente indica que se ha rechazado la facultad del Ministerio de Educación de revocar el reconocimiento oficial de una sede universitaria, por no reunirse el quórum de ley orgánica constitucional requerido.



El señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Larraín.



Inmediatamente, el señor Presidente pone en votación el número 10 del artículo 53 del proyecto de ley, en lo tocante a la facultad del Ministerio de Educación de revocar el reconocimiento oficial de una carrera universitaria, obteniéndose el siguiente resultado: 14 votos en contra y 11 a favor.



Votan en contra los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis, Prokurica, Romero y Vega.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Cantero, Flores, Foxley, Gazmuri, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Ruiz-Esquide, Silva y Vásquez.



El señor Presidente señala que se ha desechado la facultad del Ministerio de Educación de revocar el reconocimiento oficial de una carrera universitaria, por no reunirse el quórum de ley orgánica constitucional requerido y, en consecuencia, atendida la expresión de voluntad de la Sala, queda rechazado el número 10 del artículo 53 de la iniciativa de ley.



En seguida, el señor Presidente propone a la Sala dar por rechazados los números 13 y 26 del artículo 53 del proyecto de ley, con la misma votación precedentemente consignada.



La Sala acuerda dar por rechazados los números 13 y 26 del artículo 53 de la iniciativa legal, con la votación indicada.



A continuación, el señor Secretario General expresa que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología que elimina el artículo 2º transitorio, la que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 abstenciones.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien retira su voto en contrario a la proposición de la Comisión.



Cerrado el debate y puesta en votación la referida proposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Inmediatamente, el señor Secretario General indica que cabe ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sobre el reemplazo del artículo 4º transitorio, que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra.



En discusión, hace uso de la palabra la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, quien hace mención de un acuerdo adoptado por la Sala, en cuanto que la expresión “los criterios” debe ser reemplazada por “las pautas”.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión con el cambio de redacción pertinente, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.

- - -



El señor Presidente informa que ha terminado el Orden del Día y solicita el asentimiento de la Corporación para prorrogarlo hasta el despacho del proyecto de ley en discusión.



La Sala otorga el asentimiento para prorrogar el Orden del Día.

- - -



Luego, el señor Secretario General manifiesta que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología que elimina el artículo 6º transitorio, que fue aprobada por 4 votos a favor y un voto en contra.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien retira su voto contrario a la proposición de la Comisión.



Cerrado el debate y puesta en votación la referida proposición, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



En seguida, el señor Secretario General manifiesta que corresponde votar el texto del artículo 22 del proyecto de ley aprobado en general, decisión que quedó pendiente en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006. Esta disposición tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



En discusión, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín.



El señor Presidente cierra el debate y pone en votación el texto aprobado en general, señalando que la Secretaría deberá adecuar su redacción, de conformidad a los acuerdos anteriormente adoptados por la Sala, en cuanto que la institución de educación superior afectada podrá apelar ante el Consejo Superior de Educación.



La Corporación aprueba el texto del artículo 22 aprobado en general, con la prevención expresada por el señor Presidente, por 27 votos a favor, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Inmediatamente, el señor Secretario General señala que corresponde votar la indicación relativa a la sustitución del artículo 40, renovada por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bombal, Cariola, Chadwick, Coloma, Larraín, Novoa, Orpis y Stange, decisión que quedó pendiente en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006. Esta disposición tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



El señor Secretario General da lectura a la referida indicación, cuyo tenor es el siguiente:



“Artículo 40.- En forma previa a la aplicación de la sanción, se notificará a la afectada de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos.



De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de treinta días para resolver. La parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.



Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio de la sancionada, dentro del término de diez contado desde la notificación de la resolución respectiva.”.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Viera-Gallo y Larraín y señora Matthei.



El señor Presidente cierra el debate y pone en votación la referida indicación, señalando que la Secretaría deberá adecuar su redacción, de conformidad a los acuerdos anteriormente adoptados por la Sala, en cuanto que de la resolución que imponga una sanción se podrá apelar ante el Consejo Superior de Educación.



La Corporación aprueba el texto de la indicación, con la prevención expresada por el señor Presidente, por 27 votos a favor, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Capítulo I

Del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior

Título I

Normas Generales


Artículo 1º.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, que comprenderá las siguientes funciones: 



a) De información, que tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema y la información pública.

 

     b) De licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que se realizará en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.



c) De acreditación institucional, que consistirá en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos, como su aplicación y resultados.



d) De acreditación de carreras o programas, que consistirá en el proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por las respectivas comunidades académicas y profesionales.



Artículo 2º.- El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, corresponde al Consejo Superior de Educación o al Ministerio de Educación si procediere, en conformidad con las normas de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.

Capítulo II

De las funciones de acreditación institucional y de acreditación de carreras y programas

Título I

De la Comisión Nacional de Acreditación

Párrafo 1º 

De la Comisión

 

Artículo 3º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante la Comisión, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.

 

La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación




Artículo 4º.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:



a) Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá;

 


b) Tres académicos universitarios, que en su conjunto y de acuerdo a su experiencia y grados académicos, sean representativos de los ámbitos de gestión institucional, docencia de pregrado y formación de postgrado, incluyendo, en este último caso, al nivel de doctorado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;



c) Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1°, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;



d) Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;



e) Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;



f) Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT;



g) Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes;




h) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por las Federaciones de Estudiantes en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, e



i) El Secretario Ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.




Los integrantes de la Comisión señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y g), durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la ley. 




Los miembros de la Comisión no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación.




Las vacantes que se produzcan serán llenadas dentro de los 30 días siguientes de producida la vacancia, siguiendo el mismo procedimiento indicado precedentemente. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado. Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior.




La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras b), c), d), e), f) y g) un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.




Para sesionar, la Comisión requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los integrantes presentes. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, dos sesiones al mes.



Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.

 

Asimismo, serán incompatibles aquellas actividades de los miembros de la Comisión que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior sujetas a los procesos de Acreditación regulados en la presente ley. Esta incompatibilidad subsistirá hasta seis meses después de haber cesado en sus funciones en la Comisión.

 

Del mismo modo, será incompatible el cargo de miembro de la Comisión con la participación en una agencia acreditadora, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella.

 

Todo miembro de la Comisión respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho que le reste imparcialidad deberá informarlo de inmediato al Secretario de la Comisión, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades cuando éstas concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes de la Comisión, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.

 

Anualmente, los miembros de la Comisión deberán hacer una declaración de intereses, sin perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.

 

Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido.

 

Los miembros de la Comisión respecto de los cuales se haya verificado alguna de las incompatibilidades antes descritas sin que se hubieren inhabilitado como corresponda serán suspendidos en su cargo y no podrán cumplir funciones similares en la Comisión por un período de 5 años.

 

Las inhabilidades descritas en los incisos precedentes serán aplicables también a los miembros de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.

 

Los miembros de la Comisión, así como los miembros de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos, deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley.




Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 4 unidades tributarias mensuales con un máximo de 25 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.




Artículo 5º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:



a) Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, en cuya verificación haya participado.



b) Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias encargadas de la acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidad en el área de la salud, y supervigilar su funcionamiento;



c) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de postgrado de las universidades autónomas, en el caso previsto en el artículo 40;



d) Pronunciarse, en el área de la salud, sobre la acreditación de los programas de postgrado y programas de especialidad de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 40 de la presente ley;

 

e) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo;

 

f) Dar respuesta a los requerimientos efectuados por el Ministerio de Educación, y

 

g) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.




Artículo 6º.- Serán atribuciones de la Comisión:



a) Designar al Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;



b) Disponer la creación de comités consultivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;



c) Conocer de los reclamos que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado;



d) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;



e) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;



f) Percibir los montos de los aranceles que se cobrarán con conformidad con el artículo 11;



g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de las tareas o funciones que le encomiende la ley;



h) Establecer su reglamento interno de funcionamiento;



i) Aplicar las sanciones que establece la ley, y



j) Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.

Párrafo 2º

De la estructura interna y funcionamiento de la Comisión



Artículo 7º.- Existirá un Secretario Ejecutivo, que será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole, además, desempeñar las siguientes funciones:

 

a) Ejercer las funciones de administración del personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión;

 

b) Coordinar el trabajo de los comités ejecutivos;

 

c) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y

 

d) Contratar personal para la Secretaría Ejecutiva, a honorarios o a contrata, cuando el cumplimiento de las funciones de la Comisión así lo requiera.

 

Artículo 8º.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, dirigida por el Secretario Ejecutivo, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.

 

El personal de la Secretaría Administrativa de la Comisión, incluido su Secretario Ejecutivo, se regirá por la legislación común.

 

Artículo 9º.- La Comisión dispondrá la creación de a lo menos 3 comités consultivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado.

 

Tales comités consultivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités consultivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.

 

Cada comité consultivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función, pudiendo ser removidos de manera anticipada, mediante resolución fundada de la Comisión.

 

Los integrantes de los comités consultivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.

 

Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité consultivo.

 

En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.

Párrafo 3º

Del Patrimonio

 

Artículo 10.- El patrimonio de la Comisión estará formado por:

 

a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;

 

b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;

 

c) Los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras;

 

d) Los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas y frutos  provenientes de éstos;

 

e) Los ingresos que perciba por prestación de servicios, y

 

f) Las donaciones que se le hagan, las que estarán  exentas del trámite de insinuación y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Estos aportes estarán exento de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza.

 

La Comisión tendrá uso, goce y disposición de los bienes muebles e inmuebles que les sean destinados para su buen funcionamiento.

 

Artículo 11.- Anualmente, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.

 

En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.
TÍTULO II

De la acreditación institucional




Artículo 12.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos podrán someterse a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.



La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución Política de la República y las leyes. 



Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación institucional, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.

 

Artículo 13.- El desarrollo de los procesos de acreditación institucional deberá, en todo caso, considerar las siguientes etapas:

 

a) Autoevaluación interna. Consiste en un proceso analítico que consulta diferentes fuentes, tanto internas como externas a la institución, que, identificando los mecanismos de autorregulación existentes y las fortalezas y debilidades de la institución con relación a ellos, busca verificar el cumplimiento oportuno y satisfactorio de los objetivos y propósitos definidos en su misión y fines institucionales.

 

b) Evaluación externa. Consiste en un proceso tendiente a certificar que la institución  cuenta con las condiciones necesarias para asegurar un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados, a partir de la evaluación de las políticas y mecanismos de autorregulación vigentes en ella.

 

c) Pronunciamiento de la Comisión. Consiste en el juicio emitido por la Comisión en base a la ponderación de los antecedentes recabados, mediante el cual se determina acreditar o no acreditar a la institución, en virtud de la existencia y nivel de desarrollo de sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad.

 

En todo caso, en el proceso de acreditación institucional, las instituciones deberán facilitar la participación de las organizaciones estudiantiles y de funcionarios en autoevaluación, garantizándoles, además, el pleno acceso a toda la información que se genere en las etapas de la evaluación externa y en el pronunciamiento de la Comisión.

 

El reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos específicos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional.



Artículo 14.- La acreditación institucional se realizará en funciones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior. Las entidades que se presenten al proceso deberán acreditarse siempre en los ámbitos de docencia de pregrado y gestión institucional.



Adicionalmente, las instituciones podrán optar por la acreditación de otras áreas, tales como la investigación, la docencia de postgrado, y la vinculación con el medio.



Un reglamento de la Comisión de Acreditación determinará  el contenido de cada una de las áreas y los elementos que serán objeto de evaluación en cada una de ellas.



Artículo 15.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente las pautas de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación institucional. 

 

Dichas pautas sólo podrán considerar los siguientes aspectos, y no se podrán exigir requisitos adicionales:

 

1.- La institución debe contar con políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad referidos a las funciones que le son propias, implementarlas sistemáticamente y aplicar los resultados en su desarrollo institucional. Para estos efectos:

 

a) Debe contar con propósitos y fines institucionales claros que orienten adecuadamente su desarrollo y con políticas y mecanismos formales y eficientes que velen por el cumplimiento de los propósitos declarados en su misión institucional.

 

b) Debe demostrar que sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad se aplican sistemáticamente en los diversos niveles institucionales de manera eficiente y eficaz.

 

c) Debe evidenciar resultados concordantes con los propósitos institucionales declarados y cautelados mediante las políticas y mecanismos de autorregulación.

 

d) Debe demostrar que tiene capacidad para efectuar los ajustes y cambios necesarios para mejorar su calidad y avanzar consistentemente hacia el logro de sus propósitos declarados.

 

2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los propósitos institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones planificadas. La gestión estratégica debe considerar, a lo menos, los siguientes aspectos:

 

a) Diagnóstico estratégico de la institución, tomando en consideración elementos internos y externos.

 

b) Establecimiento de prioridades institucionales a mediano y largo plazo.

 

c) Traducción de esas prioridades a la formulación y puesta en práctica de planes de desarrollo.

 

d) Verificación del grado de avance hacia las metas establecidas.

 

e) Utilización de los resultados de la verificación para ajustar metas, acciones y recursos. 

 

f) Capacidad de análisis institucional y de manejo de información para la gestión.

 

3.- La gestión de la docencia de pregrado debe realizarse mediante políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados. 

 

Adicionalmente, la institución podrá acreditar también que cuenta con políticas y mecanismos para asegurar el cumplimiento de sus propósitos en otras funciones institucionales, tales como la investigación, el postgrado, la vinculación con el medio o la infraestructura y recursos, entre otras. Para tales efectos, debe garantizar que cuenta con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y, finalmente, demostrar que el desarrollo de las funciones sometidas a la acreditación conducen a resultados de calidad.

 

Artículo 16.- El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 13, inciso primero, letra b), será realizado por comités de pares evaluadores personas naturales o por entidades probadamente idóneas, en adelante agencias de evaluación institucional, que se designarán en conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.

 

Los comités de pares evaluadores serán integrados por personas naturales inscritas en un registro público que la comisión llevará a ese efecto. La incorporación a dicho registro se realizará por medio de la presentación de antecedentes ante la comisión, la que deberá efectuar llamados públicos con tal propósito a lo menos una vez cada dos años. Por acuerdo de la comisión se podrán efectuar concursos con una frecuencia mayor.

 

Asimismo, la comisión abrirá un registro de agencias de evaluación institucional, siguiendo un procedimiento igual al indicado en el inciso anterior.

 

Los pares evaluadores personas naturales que opten por inscribirse en el registro señalado deberán tener a lo menos diez años de ejercicio académico o profesional en el país o en el extranjero y poseer una trayectoria reconocida en su área de especialidad. Las agencias de evaluación institucional, por su parte, deberán ser entidades probadamente idóneas, constituidas en Chile o en el extranjero con el objeto de realizar estudios, investigaciones o servicios de consultoría sobre temas educacionales, certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en tales actividades y acompañar la nómina de pares evaluadores por medio de los cuales cumplirá su cometido, los que deberán tener, a lo menos, diez años de ejercicio académico o profesional y gozar de reconocimiento en su área de especialidad.
 

Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros.



Las entidades probadamente idóneas a que se refiere el presente artículo podrán acreditar la experiencia exigida en el inciso anterior, cuando sean conformadas, a lo menos, por tres académicos o profesionales que demuestren cumplir con las exigencias establecidas para los pares evaluadores personas naturales.

 

La institución que se acredita designará a las personas naturales o jurídicas que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquéllas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.



En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiesen tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.



Tratándose de pares evaluadores que sean entidades probadamente idóneas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluadas, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias. 



Artículo 17.- La acreditación institucional se otorgará por un plazo de siete años a la institución de educación superior evaluada que, considerando el informe emitido por los pares evaluadores, cumpla sustancialmente con los criterios de evaluación establecidos en los artículos 12 a 15 de esta ley. 



Si la institución evaluada no cumple íntegramente con dichos criterios, pero presenta un nivel de cumplimiento bueno o muy bueno, la Comisión podrá acreditarla por un período inferior, de acuerdo al grado de adecuación a los criterios de evaluación que, a su juicio, ésta presente.



En los casos indicados en el inciso anterior, la Comisión formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación, las que deberán ser subsanadas por la institución de educación superior respectiva, antes del término del período de acreditación otorgado. El cumplimiento de lo dispuesto en este inciso será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación. 


 
Artículo 18.- En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los comités de pares evaluadores o agencias de acreditación institucional, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 15 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por comités de pares evaluadores o agencias de acreditación institucional distintos, designados en conformidad con lo establecido en el articulo 18. Si el informe emanado de esta segunda revisión recomendare la acreditación de la institución, éste deberá ser acogido por la Comisión.



Artículo 19.- Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la Comisión no otorgará la acreditación y formulará las observaciones pertinentes. El siguiente proceso de evaluación considerará especialmente dichas observaciones y las medidas adoptadas por la institución para subsanarlas. 



En todo caso, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 20, la institución no podrá someterse a un nuevo proceso de acreditación antes del plazo de dos años, contado desde el pronunciamiento negativo de la Comisión.

 

Artículo 20.- La institución de educación superior afectada por las decisiones que la Comisión adopte en conformidad con lo establecido en los dos artículos precedentes, podrá apelar ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles. Lo anterior, no obstará a la interposición del correspondiente reclamo ante la misma Comisión.



Admitida la apelación a tramitación, el Consejo solicitará informe a la Comisión la que deberá evacuarlo en un plazo de 10 días hábiles.   



El Consejo Superior de Educación se pronunciará por resolución fundada sobre la apelación dentro del plazo de treinta días hábiles, contado desde la presentación del recurso.



Artículo 21.- Durante la vigencia de la acreditación, las instituciones deberán informar a la Comisión, acompañando un informe de autoevaluación, respecto de los cambios significativos que se produzcan en su estructura o funcionamiento, tales como apertura de carreras en nuevas áreas del conocimiento, establecimiento de nuevas  sedes institucionales, desarrollo de nuevas modalidades de enseñanza, y cambios sustanciales en la propiedad, dirección o administración de una institución.

TÍTULO III

De la acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado

Párrafo 1º 

Del objeto de la acreditación


Artículo 22.- La acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del presente título.



Dicha acreditación tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte y los estándares nacionales e internacionales de cada profesión o disciplina y en función del respectivo proyecto de desarrollo académico.



La opción por los procesos de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado será voluntaria y, en el desarrollo de los mismos, las agencias autorizadas y la Comisión deberán cautelar la autonomía de cada institución.



Artículo 23.- Sin perjuicio de lo anterior, las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo. En el caso de las carreras y programas indicados, la acreditación se aplicará siempre desde el primer año de funcionamiento de la respectiva carrera o programa.



Las carreras y programas actualmente vigentes deberán someterse al proceso de acreditación en un plazo no superior a dos años contados desde la fecha de publicación de esta ley.



Las carreras y programas de los señalados en el inciso primero que no cumplan con lo dispuesto en este artículo, sea porque no se presentan al proceso de acreditación o porque no logran ser acreditadas, no podrán acceder a ningún tipo de recursos otorgados directamente por el Estado o que cuenten con su garantía, para el financiamiento de los estudios de sus nuevos alumnos.”.

 

Artículo 24.- El proceso de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se realizará, sobre la base de dos parámetros de evaluación:

 

a) El perfil de egreso de la respectiva carrera o programa. 

 

La definición del perfil de egreso deberá considerar, por una parte, el estado de desarrollo y actualización de los fundamentos científicos, disciplinarios o tecnológicos que subyacen a la formación que se propone entregar y, por la otra, las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de misión y los propósitos y fines de la institución.

 

b) El conjunto de recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respectiva carrera o programa. De esta forma, la estructura curricular, los recursos humanos, los elementos de apoyo  a la enseñanza y el aprendizaje, la modalidad de enseñanza y los aspectos pedagógicos, la infraestructura y los recursos físicos deben ordenarse en función del logro de dicho perfil.



Artículo 25.- Las instituciones de educación superior podrán apelar a la Comisión de las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas. Esta apelación deberá presentarse dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de comunicación de la decisión de acreditación recurrida. La Comisión se pronunciará, por resolución fundada, dentro de un plazo de 30 días contados desde la fecha de presentación del recurso.

 

Artículo 26.- La acreditación de programas o carreras de pregrado y postgrado estará precedida de una autoevaluación que la institución solicitante pondrá a disposición de la agencia acreditadora antes de que ésta inicie su labor.



Artículo 27.- La acreditación en la que no tenga participación la Comisión, no comprometerá la responsabilidad de la misma.

Párrafo 2º

De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación

 

Artículo 28.- Corresponderá a la Comisión autorizar y supervisar el adecuado funcionamiento de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado, sobre la base de los requisitos y condiciones de operación que fije, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de pregrado y postgrado. Tales requisitos y condiciones de operación considerarán, al menos, los siguientes elementos:

 

a) La definición explícita por parte de la agencia de sus objetivos, en consideración al contexto cultural e histórico en que se desempeña. El aseguramiento de la calidad debe ser una  actividad central de la agencia, y sus propósitos deben expresarse en políticas claras y en un plan de gestión definido.

 

b) La existencia y aplicación de mecanismos apropiados para garantizar la independencia de sus juicios y la de los evaluadores con los que trabaja.

 

c) La idoneidad de sus recursos, tanto humanos como financieros, de acuerdo a las tareas que realiza.

 

d) La existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que defina la Comisión.

 

e) La existencia y aplicación de procedimientos que sean replicables y verificables, y que contemplen, a lo menos, una instancia de auto evaluación y otra de evaluación externa.

 

f) Mecanismos de publicidad y transparencia de los criterios y procedimientos de evaluación, los cuales deberán ser conocidos por las instituciones y garantizar un trato no discriminatorio.

 

g) La existencia y aplicación de mecanismos tendientes a garantizar que los evaluadores externos que contrata se constituyan en equipos de evaluación apropiados a los requerimientos de las carreras evaluadas, que no presentan conflictos de interés, que han sido apropiadamente capacitados y que actuarán con independencia.

 

h) La existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones.

 

i) La existencia de mecanismos de revisión periódica de su funcionamiento.

 

j) La existencia de mecanismos de colaboración con otras agencias de aseguramiento de la calidad y de actualización de sus funciones, considerando el medio nacional e internacional.”



Artículo 29.- El proceso de evaluación de solicitudes de autorización considerará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo anterior. La evaluación considerará, además, el conjunto de observaciones, recomendaciones o indicaciones que la Comisión haya formulado a la agencia, en el marco de anteriores procesos de autorización o supervisión, si estos existieran. 



Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de autorización de agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado.



Artículo 30.- La Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado que cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación respectivos. La autorización se extenderá por un plazo de 5 años.



En los casos en que la agencia de acreditación no cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación , la Comisión formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por la entidad de manera previa a su autorización.



Artículo 31.- La autorización que se otorgue a las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se extenderá exclusivamente a aquellas áreas disciplinarias que la Comisión señale en cada caso, conforme al contenido de cada solicitud y los antecedentes de la evaluación.



Artículo 32.- Para efectos de la supervisión de las agencias acreditadoras, la Comisión realizará evaluaciones  selectivas, determinadas aleatoriamente, y requerirá las informaciones pertinentes. 



Las agencias acreditadoras deberán presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades, entregar los informes que den cuenta de los procesos de acreditación realizados e informar de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación.

Párrafo 3°

De las obligaciones y sanciones



Artículo 33.- Las agencias acreditadoras, una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:


a) Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina la Comisión, conforme a lo prevenido en el artículo 31;


b) Desarrollar los procesos de acreditación de las carreras y programas de pregrado y postgrado que así se los soliciten, conforme a los criterios y procedimientos de evaluación que se les autoricen;


c) Proporcionar a la Comisión los antecedentes que ésta les solicite, en el marco del proceso de supervisión;


d) Subsanar las observaciones que les formule la Comisión;


e) Informar a la Comisión de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación, y


f) Presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades.



Artículo 34.- Las infracciones al artículo precedente serán sancionadas por la Comisión con alguna de las siguientes medidas:



a) Amonestación por escrito;



b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales;



c) Suspensión de la autorización, y 



d) Término anticipado de la autorización.



Artículo 35.- Para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones establecidas en el artículo 33.



Se aplicará la medida de amonestación por escrito en los casos en que las agencias de acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c), e) y f) del artículo 33.



Se aplicará la medida de multa a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que sustentan su autorización, o no apliquen a cabalidad los procedimientos y criterios de evaluación que les han sido aprobados para el desarrollo de los procesos de acreditación de carreras y programas. En este caso, la Comisión formulará las observaciones que deben ser subsanadas por la agencia, indicando los plazos establecidos para ello. 



Se aplicará la medida de suspensión de la autorización a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en alguna de las causales precedentes, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas.  En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos que ésta determine, como condición para levantar la suspensión aplicada. Subsanados los problemas que la causaron, la suspensión será levantada de inmediato por la Comisión.



Se aplicará la medida de término anticipado de la autorización en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión constate que la agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos.

 

Artículo 36.- En forma previa a la aplicación de la sanción, se notificará a la afectada de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos.

 

De la resolución que imponga una sanción, se podrá apelar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de treinta días para resolver. La parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.

 

Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio de la sancionada, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.



Artículo 37.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el notificado tenga registrado en la Comisión. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día hábil de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará la Comisión.

TÍTULO IV

De la acreditación de programas de postgrado



Artículo 38.- La acreditación de programas de postgrado correspondientes a magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación, tendrá por objeto certificar la calidad de los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparta y los criterios o estándares establecidos para este fin por la comunidad científica o disciplinaria correspondiente.



La acreditación de programas de postgrado será voluntaria. 



Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de programas de postgrado.



Artículo 39.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para la acreditación de programas de postgrado, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de postgrado.

 

Artículo 40.- La acreditación de programas de postgrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III. En todo caso, si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.



En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación, pero presente, a juicio de la agencia o Comisión, según sea el caso, un nivel de cumplimiento aceptable de los mismos, podrá acreditársele bajo condición de que dé cumplimiento a las observaciones que surjan del proceso, dentro de los plazos que la agencia o Comisión fije. Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es bueno, la agencia o Comisión no acreditará el respectivo programa.




La acreditación de programas de magíster se extenderá por un plazo de 6 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.

 

Por su parte, la acreditación de programas de postgrado se extenderá por un plazo de 10 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.

 

Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de postgrado, apelar ante el Consejo Superior de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles a contar de la fecha de la notificación de la decisión recurrida. El Consejo tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver. Lo anterior, será sin perjuicio de la interposición del recurso de reposición ante la misma Comisión.

TÍTULO V

De las medidas de publicidad de las decisiones



Artículo 41.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado; y la acreditación de programas de postgrado.



Deberá la Comisión, además, hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen las agencias acreditadoras y los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones.


 
Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado y los programas de especialidad en el área de salud, acreditados en conformidad con esta ley.



Artículo 42.- Todas las instituciones de educación superior estarán obligadas a incorporar en su publicidad información que dé cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional. Para estos efectos deberán indicar, a lo menos:



a) Si se encuentran participando en el proceso de acreditación. 



b) Áreas en las que postuló a la acreditación.



c) Resultado del proceso de acreditación.



La Comisión Nacional de Acreditación emitirá el instructivo que regulará la forma en que debe entregarse esta información.

CAPÍTULO III
Del Sistema Nacional de Información de la Educación Superior



Artículo 43.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de su División de Educación Superior, desarrollar y mantener un Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, que contenga los antecedentes necesarios para la adecuada aplicación de las políticas públicas destinadas al sector de educación superior, para la gestión institucional y para la información pública de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior.



Artículo 44.- Para estos efectos, las instituciones de educación superior deberán recoger y proporcionar a la División de Educación Superior el conjunto básico de información que ésta determine, la que considerará, a lo menos, datos estadísticos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado, y a la individualización de sus socios y directivos.



Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la información específica que se requerirá, así como las especificaciones técnicas de la misma.



Artículo 45.- Corresponderá a la División de Educación Superior recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.



Artículo 46.- La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma, serán sancionadas por el Ministerio de Educación con alguna de las siguientes medidas:



a) Amonestación por escrito, y



b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá duplicar la multa.



Artículo 47.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan  en su contra, para que presente sus descargos al Ministerio de Educación dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.



Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.



Artículo 48.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio legal de la respectiva institución de educación superior. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará el Ministerio de Educación.

CAPÍTULO FINAL
 

Artículo 49.- Modifícase la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:

 

1.- Reemplázase, en el epígrafe del Párrafo 2º, del Título III, la expresión “Sistema de Acreditación”, por "Sistema de Licenciamiento". 

 

2.- Sustitúyese la palabra “acreditación” por “licenciamiento”, que se utiliza en los artículos 37, letras b), c) y d); 41, inciso tercero; 42, incisos primero y segundo; 43, inciso primero; 69, incisos segundo, tercero y cuarto; 82, incisos primero y segundo; 2º transitorio, inciso primero; y 3º transitorio, incisos primero y segundo. 

 

3.- Reemplázase en el artículo 37 letra a) la vocal “e” ubicada entre las palabras “universidades” e “institutos profesionales” por una coma, y agrégase a continuación de la expresión “institutos profesionales” la frase “ y centros de formación técnica".

 

4.- Sustitúyese la expresión "la acreditación" por "el licenciamiento" que se utiliza en los artículos 38, inciso primero; 39, incisos primero y segundo; y 2º transitorio, inciso segundo. 

 

5.- Elimínase en el inciso primero del artículo 39, la palabra “profesionales”. 

 

6.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 42, la expresión “universidades e institutos profesionales” por la frase “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica”.

 

7.- Agrégase en el artículo 43 a continuación de la palabra “profesionales” la expresión “ o técnicos de nivel superior”.

 

8.- Reemplázase en el artículo 53 la expresión “informe” por el  vocablo “acuerdo”.

 

9.- Agrégase el siguiente inciso nuevo en el artículo 53:

 

Será responsabilidad del Ministerio velar por el adecuado resguardo de la información acerca de los procesos iniciados en virtud de este artículo hasta que se haya dictado la resolución definitiva  y no queden recursos pendientes por parte de la entidad afectada.”.

 

10.- Reemplázase en el artículo 63 la expresión “informe” por el  vocablo “acuerdo”.

 

11.- Reemplázase en la última frase de la letra d) del inciso segundo del artículo 64, la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Consejo Superior de Educación”.

 

12.- Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 65:

 

a) Intercálase en su inciso primero entre las expresiones “instrumento constitutivo” y “debidamente autorizado”, la frase “de la persona jurídica organizadora” y elimínase la oración final que figura a continuación de la expresión “debidamente autorizado”, agregándose un punto aparte después de la palabra “autorizado”.

 

b) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de la expresión “las modificaciones” y la coma (,), la frase “al instrumento constitutivo”.

 

c) Elimínase en el inciso cuarto la expresión “y del proyecto institucional y sus reformas”. 

 

13.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 66:

 

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “y como asimismo formular observaciones al proyecto institucional”, reemplazándose la coma que le antecede por punto aparte.

 

b) Elimínase en el inciso segundo la expresión “y su proyecto institucional” y reemplázase la palabra “noventa” por “sesenta”.

 

14.- Reemplázase el artículo 67, por el siguiente:

 

Artículo 67. Las modificaciones del instrumento constitutivo deberán entregarse al Ministerio de Educación Pública para su registro dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura pública de modificación respectiva, aplicándose en lo demás lo que sea pertinente de los artículos 65 y 66 de la presente ley orgánica.”.

 

15.- Reemplázase el artículo 68 por el siguiente:

 

Artículo 68. Los centros de formación técnica se entenderán reconocidos oficialmente una vez que hubieren cumplido los siguientes requisitos:

 

a) Estar inscritos en el Registro de Centros de Formación Técnica según lo establece el artículo 65;

 

b) Contar con los recursos docentes, didácticos, económicos, financieros y físicos necesarios para cumplir sus funciones, debidamente certificado por el Consejo Superior de Educación, y 

 

c) Contar con el certificado del Consejo Superior de Educación en que conste que dicho organismo ha aprobado el respectivo proyecto institucional y los correspondientes programas y que llevará a efecto la verificación progresiva de su desarrollo institucional.”.

 

16.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:

 

“Artículo 69. El Ministerio de Educación Pública deberá, en un plazo de treinta días contados desde la recepción de los antecedentes requeridos, dictar el decreto de reconocimiento oficial o de rechazo. Si no lo hiciere se entenderá que el centro se encuentra reconocido oficialmente. 

 

Los centros de formación técnica sólo podrán iniciar sus actividades docentes una vez obtenido su reconocimiento oficial.”.

 

17.- Intercálase en el inciso primero del artículo 70, a continuación de la expresión “del Ministerio de Educación Pública,” la frase “previo acuerdo del Consejo Superior de Educación y”, y suprímese la letra b), modificándose la correlación literal subsiguiente.



Artículo 50.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II de la presente ley, será financiado con cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 13, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículos transitorios


Artículo 1°.- La primera designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación indicados en las letras a), b), c), d), e) y f), del inciso primero del artículo 4º, deberá efectuarse dentro del plazo máximo de 30 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.



Artículo 2°.- Los pronunciamientos sobre la acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado, y sobre la acreditación de programas de postgrado emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, y la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado de Universidades Autónomas, creada por el decreto N° 225, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán pleno valor por todo el tiempo para el que fueron acordadas y se entenderán equivalentes a la acreditación establecida por esta ley.

 

Artículo 3°.- Los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y Postgrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia por todo el tiempo para el que fueron otorgadas, que los pronunciamientos de acreditación que adopten la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta ley.”.

 

Artículo 4°.- Sin perjuicio de la facultad de la Comisión Nacional de Acreditación para constituir los Comités Técnicos a que se refiere esta ley, ella podrá aprobar y dar continuidad a las pautas de evaluación en actual aplicación, aprobadas por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.

 

Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina las pautas de evaluación de los programas de postgrado, a que se refiere el artículo 43, ellas corresponderán a aquéllas definidas por la Comisión de Evaluación de la Calidad de los Programas de Postgrado de las Universidades Autónomas



Artículo 5°.- Los centros de formación técnica creados de acuerdo al decreto con fuerza de ley Nº 24, de 1981, del Ministerio de Educación, que a la fecha de la dictación de esta ley no hubieran optado por sujetarse al sistema de acreditación regulado por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza podrán, en cualquier momento, someterse a la acreditación ante el Consejo Superior de Educación, o mantenerse en el sistema de supervisión ante el Ministerio de Educación.



Los centros de formación técnica que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentran en proceso de acreditación ante el Ministerio de Educación, deberán presentar, en un plazo máximo de dos años contado desde la publicación de esta ley, su proyecto institucional al Consejo Superior de Educación para que este organismo continúe el mencionado proceso de acreditación. 



En todo caso, mantendrán vigencia ante el Consejo Superior de Educación todas las resoluciones adoptadas por el Ministerio de Educación en relación con los Centros de Formación Técnica en acreditación, debiendo dicho Consejo continuar el proceso de acreditación por el plazo legal que le restare a cada centro.”.

_____________

_____________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

SESION 59ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 18 DE ENERO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Romero.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Cantero, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Relaciones Exteriores (S), don Cristián Barros y el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff. 



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se da por aprobada el acta de la sesión quincuagésima sexta, ordinaria, de 4 de enero de 2006, que no ha sido observada.



Asimismo, el acta de la sesión quincuagésima séptima, especial, de 6 de enero de 2006, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (Boletín Nº 2.943-13), y



2) Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, sobre pueblos indígenas (Boletín N° 4.069-07).



-- Se tiene presente las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de reforma constitucional sobre pueblos indígenas (Boletín N° 4.069-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación, con la excepción que indica, a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas (Boletín N° 4.044-09), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Obras Públicas para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el tercero, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11), con las enmiendas que indica.



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Dos del señor Ministro de Agricultura:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre las medidas adoptadas para impedir la presencia de plagas que dañan los árboles y arbustos de la XI Región.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre las medidas que el Gobierno adoptará para enfrentar la temporada triguera 2005-2006.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Comunicaciones



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento:



Con el primero, solicita recabar el acuerdo de la Sala para archivar el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Fernández, relativo al hurto falta, correspondiente al Boletín N° 3.969-07, en atención a que sus disposiciones fueron incorporadas al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, correspondiente a los Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos, cuyo segundo informe se encuentra en tabla para la presente sesión.



-- Se accede a lo solicitado.



Con el segundo, solicita autorización de la Sala para discutir en general y en particular el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece normas especiales para el enjuiciamiento de los delitos que indica (Boletín N° 4.026-07), con ocasión de su nuevo primer informe.



-- Se accede a lo solicitado.



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, por medio de la cual informa que en sesión celebrada el día de ayer ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Vásquez, en reemplazo del Honorable Senador señor Ávila.



-- Se toma conocimiento.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Islandia para la promoción y protección recíproca de las inversiones”, suscrito en Kristiansand, Noruega, el 26 de junio de 2003 (Boletín N° 3.761-10).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola (Boletín Nº 3.770-01).



-- Quedan para tabla. 

Moción



De los Honorables Senadores señores Chadwick y Stange, con la que inician un proyecto de ley que modifica el procedimiento sobre control de identidad que corresponde realizar a los funcionarios policiales (Boletín N° 4.079-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de Acuerdo



De los Honorables Senadores señores Gazmuri y Romero, mediante el cual introducen modificaciones al Reglamento del Personal del Senado en las materias que indica (Boletín N° S 841-09).



-- Pasa a la Comisión de Régimen Interior.

o o o



Durante la Sesión, se agrega a la Cuenta el siguiente asunto:



Oficio del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 42 de la ley N° 17.997, comunica al Senado, y al Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que el día de ayer acogió a tramitación un requerimiento formulado por más de la cuarta parte de los señores Senadores en ejercicio, en la tramitación del proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral.



-- Se toma conocimiento.

_________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami; señora Frei (doña Carmen) y señores Ruiz-Esquide y Páez, y de los ex Senadores señores Díaz y Hormazábal, en primer trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami; señora Frei (doña Carmen) y señores Ruiz-Esquide y Páez, y de los ex Senadores señores Díaz y Hormazábal, en primer trámite constitucional, que establece la obligatoriedad de la educación parvularia en su segundo nivel de transición, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 3.682-07 y 1.737-07.



Previene el señor Secretario General que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que el artículo único de la iniciativa, por incidir en el Capítulo III de la Constitución Política de la República, debe ser aprobado por los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 127 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Comisión discutió solamente en general este proyecto de reforma constitucional, no obstante de tratarse de aquéllos de artículo único.



Los antecedentes relativos al proyecto de reforma constitucional y a su discusión en general se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006.



El señor Secretario General manifiesta que en sesión 56ª, ordinaria, de 4 de enero de 2006, el Comité Partido Radical Socialdemócrata solicitó segunda discusión para esta iniciativa.



En discusión en general el proyecto de reforma constitucional, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín, Naranjo, Chadwick, Zaldívar (don Andrés), Ominami, Sabag y Viera-Gallo.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto de reforma constitucional, es aprobado por 34 votos a favor, de un total de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Aburto, Arancibia, Boeninger, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 15 de marzo, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es del siguiente tenor

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:



“Artículo único.- Antepónese, en el párrafo quinto del número 10° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, la expresión: “La educación parvularia en su segundo nivel de transición”, seguida de una coma (,), reemplazándose la letra “L” mayúscula del artículo “La” con el que se inicia el referido párrafo, por una letra “l” minúscula.”.

______________

Solicitud de S. E. el Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el número 6) del artículo 53 de la Carta Fundamental, para ausentarse del país durante el día 22 de enero en curso para asistir a la transmisión de mando presidencial en la ciudad de La Paz, República de Bolivia, con 

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la Solicitud de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de la Solicitud de S. E. el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 6) del artículo 53 de la Carta Fundamental, para ausentarse del país durante el día 22 de enero en curso para asistir a la transmisión de mando presidencial en la ciudad de La Paz, República de Bolivia, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores concordó, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz Barra y Pizarro, que el Senado debe otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse del país, en los últimos noventa días de su período, con motivo de la transmisión del mando presidencial en la ciudad de La Paz, República de Bolivia, que acaecerá el día 22 de enero de 2006.



El señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Arancibia, Muñoz Barra, Pizarro, Orpis y Larraín.

- - -



El Honorable Senador señor Coloma, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, durante su intervención deja constancia de dos materias relacionadas con la autorización requerida por Su Excelencia el Presidente de la República, cuyo tenor literal es el siguiente:



“En primer lugar, la constancia de la inconveniencia de que el Presidente de la República, por segunda vez, señale que va a concurrir o va a realizar un acto sin previamente estar habilitado para ello por el Senado. Eso ocurrió con el envío de tropas a Haití y sucedió nuevamente en esta fecha, donde muchos de los Parlamentarios nos enteramos como un hecho cierto, en circunstancia de que esto tenía que pasar por el Senado.



Esa prevención –que la planteé yo personalmente- fue adicionada de otras prevenciones de otros señores Senadores, que hicieron la misma extensión respecto de tanto otros Senadores y dirigente políticos que del mismo modo habían ratificado la segura aprobación del Senado antes de que esta institución o esta Sala lo explicitará, cosa que nos pareció que a la idéntica razón, la misma disposición. Y, por tanto, también acordamos dejar constancia de la inconveniencia de estas anticipaciones de resultados que respecto de la Sala podía ocurrir.”.



Seguidamente, el señor Presidente pone en votación la Solicitud de S.E. el Presidente de la República, la que resulta aprobada por 35 votos a favor y una abstención del Honorable Senador señor Arancibia.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Aburto, Boeninger, Canessa, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Páez, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vásquez, Viera-Gallo, Zaldívar (don Andrés) y Zurita.

____________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien le sugiere tratar, a continuación, los proyectos de ley, en segundo trámite constitucional, sobre complementación de la ley Nº 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuera el valor de la cosa hurtada y relativo al establecimiento de un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones, correspondientes a los Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos, y 2.950-07, respectivamente.



El señor Presidente señala que el señor Ministro de Justicia le había manifestado su interés de estar presente al momento de la discusión de los mencionados proyectos de ley, pero el señor Ministro Secretario General de la Presidencia ha expresado que no tiene inconveniente en que sean tratados en esta sesión.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés).



Inmediatamente, el señor Presidente consulta a la Sala respecto de la posibilidad de tratar, de inmediato, las referidas iniciativas de ley.



La Corporación así lo acuerda.

____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que complementa la ley Nº 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuera el valor de la cosa hurtada, con segundo informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley Nº 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuera el valor de la cosa hurtada, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó una modificación al proyecto aprobado en general, la que fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick y Espina.



El señor Secretario General expresa que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que el artículo único del proyecto fue objeto de dos indicaciones, las que se aprobaron con modificaciones.



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con la siguiente modificación:

Artículo Único



- Sustituirlo por el siguiente:



“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 494 bis del Código Penal por el siguiente:



“Art. 494 bis. Los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada no pasa de media unidad tributaria mensual.



La falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si se encuentra en grado de tentativa o frustrada.



En los casos en que participen en el hurto individuos mayores de dieciocho años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentadas en un grado, si éstos se han prevalido de los menores en la perpetración de la falta.



En caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo. Se entenderá que hay reincidencia cuando el responsable haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento. No obstante, si el responsable ha reincidido dos o más veces se aumentará la pena en un grado.



La agravante regulada en el inciso precedente prescribirá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 104. Tratándose de faltas, el término de la prescripción será de seis meses.”.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votará sin debate la enmienda despachada por unanimidad, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de discutir la proposición de la Comisión.



Puesta en votación la referida enmienda, es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 494 bis del Código Penal por el siguiente:



“Art. 494 bis. Los autores de hurto serán castigados con prisión en su grado mínimo a medio y multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si el valor de la cosa hurtada no pasa de media unidad tributaria mensual.



La falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, si se encuentra en grado de tentativa o frustrada.



En los casos en que participen en el hurto individuos mayores de dieciocho años y menores de esa edad, se aplicará a los mayores la pena que les habría correspondido sin esa circunstancia, aumentadas en un grado, si éstos se han prevalido de los menores en la perpetración de la falta.



En caso de reincidencia, se aplicará la pena de prisión en grado máximo. Se entenderá que hay reincidencia cuando el responsable haya sido condenado previamente por delito de la misma especie, cualquiera haya sido la pena impuesta y su estado de cumplimiento. No obstante, si el responsable ha reincidido dos o más veces se aumentará la pena en un grado.



La agravante regulada en el inciso precedente prescribirá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 104. Tratándose de faltas, el término de la prescripción será de seis meses.”.”.

_________

_________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés), quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala para tratar de inmediato el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, relativo a la aprobación del “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, correspondiente al Boletín Nº 3.908-10.



Consultada la Corporación, así se acuerda.

_________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, suscrito el 17 de febrero de 2004, con informes de la Comisión de Relaciones Exteriores y de la 

Comisión de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, suscrito el 17 de febrero de 2004, con informes de la Comisión de Relaciones Exteriores y de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 3.908-10.



Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Relaciones Exteriores acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó en general y en particular a la vez este proyecto de acuerdo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Martínez, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General indica que, por su parte, la Comisión de Hacienda, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami, aprobó el proyecto de acuerdo en los mismos térmionos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y la República de Bolivia sobre Controles Integrados de Frontera”, suscrito el 17 de febrero de 2004.”.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, no habiendo oposición, unánimemente es aprobado en general y en particular a la vez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito.

________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión 

de Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión de Hacienda, correspondiente al Boletín Nº 2.950-07.



Previene el señor Secretario General que el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del artículo 1º y los artículos primero y segundo transitorios deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento también deja constancia que en la discusión en particular del proyecto de ley se introdujeron enmiendas que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, que no habían sido conocidas por la Corte Suprema, por lo que se remitió la iniciativa al Máximo Tribunal, en cumplimiento de lo preceptuado por los artículos 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



El señor Secretario General expresa que las modificaciones efectuadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto aprobado en general, fueron acordadas por unanimidad, con excepción de la eliminación de la oración final del inciso cuarto del artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, que se sustituye, que fue aprobada por 2 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Aburto y Viera-Gallo, y uno en contra del Honorable Senador señor Prokurica, y de la supresión del párrafo final del inciso quinto del mismo artículo, que fue aprobada con idéntica votación.



El señor Secretario General manifiesta que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 2° y 3° permanentes, y primero y segundo transitorios.



2.- Indicaciones aprobadas: números 1, 2, 6, 7 y 8.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 5.



4.- Indicaciones rechazadas: número 3.



5.- Indicaciones retiradas: no hay.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: número 4.

- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

Número 1)

Letra b)



Suprimir la frase final “que permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida” y la coma (,) que la precede. 

Número 2)

Letra a), nueva



Incorporar como tal  la siguiente, pasando las actuales letras a) y b) a ser b) y c), respectivamente:



 “a) Suprímese, en el inciso primero, el vocablo “anualmente”.”. 

Número 3)

Letra a), nueva



Incorporar la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a) y b) a ser b) y c), respectivamente:



 “a) Suprímese, en el inciso primero, el vocablo “anualmente”.”. 

Número 4

Letra b)



Sustituirla por la siguiente:



 “b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:



 “Las ternas para abogados integrantes de las Cortes de Apelaciones serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre del año respectivo, enviarán a la Corte Suprema las respectivas Cortes de Apelaciones. En esta lista deberán figurar abogados que tengan su residencia en la ciudad que sirve de asiento al tribunal respectivo, que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria. En casos calificados, cuando los méritos del interesado lo hagan recomendable, podrá designarse abogado integrante a una persona que, cumpliendo con los demás requisitos legales, tenga 75 o más años de edad”. 
Letra c)



Eliminar su oración final, que comienza con la expresión “No podrán participar…”. 

Letra d)



Reemplazarla por la siguiente:



 “d) Sustitúyese su inciso quinto por el siguiente:



 “Las ternas para abogados integrantes de la Corte Suprema serán formadas tomando los nombres de una lista que, en el mes de diciembre en que termina el quinquenio respectivo, formará la misma Corte. Esta lista contendrá el número exacto de nombres que sea necesario para la elaboración de las ternas, e incluirá sólo abogados que reúnan las condiciones requeridas para ejercer los cargos de ministros y que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria. En casos calificados, cuando los méritos del interesado lo hagan recomendable, podrá designarse abogado integrante a una persona que, cumpliendo con los demás requisitos legales, tenga 75 o más años de edad. A los efectos de esta lista, la Corte Suprema llamará a concurso público de antecedentes, mediante un aviso en el Diario Oficial y otro en un diario de circulación nacional, en el mes de septiembre del año respectivo, fijando en el llamado las normas administrativas por las que se regirá el concurso.”.

- - -



El señor Secretario General manifiesta que, por su parte, la Comisión de Hacienda, para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia que, del análisis por ella realizada, no hubo indicaciones aprobadas, indicaciones aprobadas con modificaciones e indicaciones rechazadas.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Hacienda, conociendo de los artículos de su competencia, les dio aprobación en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Esta resolución la adoptó por 2 votos a favor de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami, y la abstención del Honorable Senador señor García.



A continuación, el señor Presidente, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento de la Corporación, anuncia que dará por aprobados las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y en el informe de la Comisión de Hacienda, esto es, los artículos 2º y 3º permanentes y los artículos primero y segundo transitorios del proyecto de ley, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los señores Senadores presentes, solicite someter a discusión y votación dichos preceptos.



El señor Secretario General señala que los artículos primero y segundo transitorios tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Quedan, en consecuencia, aprobadas las referidas disposiciones, con el voto conforme de 27 señores Senadores, de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Luego, el señor Presidente, en aplicación de lo preceptuado en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que se renovara una indicación o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión. Los números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 del artículo 1º tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Puestas en votación las referidas disposiciones y, en la medida en que no sean objeto de una indicación renovada o de solicitud de discusión por separado, presentadas antes de discutir el precepto correspondiente, resultan aprobadas, dejándose constancia, respecto de las disposiciones con carácter orgánico constitucional, que contaron con el voto favorable de 27 señores Senadores, de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Seguidamente, el señor Secretario General expresa que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento respecto de la letra c) del número 4 del artículo 1º del proyecto, en cuanto a la eliminación de su oración final, propuesta que fue aprobada por 2 votos a favor y un voto en contra.



En discusión la referida proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica, Viera-Gallo, Espina, Zaldívar (don Andrés) y Parra, la Honorable Senadora señora Matthei, los Honorables Senadores señores Fernández y Larraín.

- - -



El Honorable Senador señor Parra, durante su intervención, deja constancia que rechazar la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cuanto a eliminar la oración final del inciso cuarto propuesta para el artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, estaría transgrediendo los principios de igualdad ante la ley y de igualdad en el acceso a las funciones públicas, garantizados en los números 2º y 17º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

- - -



El señor Presidente sugiere a la Sala dejar pendiente la discusión y votación de la proposición de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para la próxima sesión ordinaria.



Queda pendiente la discusión en particular de esta iniciativa.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Parra, quien, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el concepto de accidente del trabajo contemplado en la ley Nº 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, correspondiente al Boletín Nº 4.009-13, solicita segunda discusión a su respecto.



El señor Presidente manifiesta que la referida iniciativa de ley queda para segunda discusión.

- - -

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo propuesto por diversos señores Senadores en que solicitan a S.E. el Presidente de la República adoptar las medidas necesarias para crear una instancia bilateral con la República Argentina para solucionar los problemas que enfrentan los transportistas 

chilenos en su tránsito por ella



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Cantero, Coloma, Cordero, Fernández, García, Gazmuri, Horvath, Muñoz Barra, Novoa, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Sabag y Vega, correspondiente al Boletín Nº S 840-12, es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:



Considerando



1.- Que la asociación entre Chile y el MERCOSUR tiene como punto de partida el Acuerdo de 1996 y su Protocolo sobre integración física, los que junto con el Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre, ATIT, constituyen los instrumentos fundamentales en las relaciones comerciales entre los países del Conosur.



2.- Que la participación de nuestro país, en el MERCOSUR y en instancias como la Iniciativa de Integración Regional Sudamericana (IIRSA), ofrecen una oportunidad de hacer efectiva la oferta del Estado de Chile a los demás países del Cono Sur, en orden a transformarse en plataforma logística para la salida de sus productos a través de los puertos chilenos.



3.- Que en este contexto resulta relevante la actividad desarrollada por el transporte internacional terrestre.



4.- Que no obstante lo anterior, y pese a que históricamente la participación de los transportistas chilenos en el mercado del transporte internacional siempre fue relevante, durante los últimos años, se puede observar un progresivo deterioro de su participación en dicho mercado, en beneficio de transportistas extranjeros, principalmente argentinos y brasileros. Producto de las asimetrías introducidas por Argentina, hoy los transportistas chilenos sólo realizan un 2,5% del intercambio global de mercaderías dentro del MERCOSUR, lo que los sitúa en una posición desmejorada.



5.- Que, en el último tiempo, los transportistas chilenos han enfrentado diversas dificultades para llevar carga a través de Argentina, dificultades motivadas principalmente por la no renovación u otorgamiento de los permisos complementarios de tránsito hacia terceros países a empresas chilenas, que se traduce en que 600 equipos se encuentran detenidos sin poder trabajar.



6.- Que la situación descrita se agrava si consideramos diversos hechos que afectan la competitividad de nuestros transportistas, tales como las prácticas logísticas no autorizadas, principalmente el intercambio de tracción, que permite que los tractos permisionados, intercambien semiremolque con un tracto no incluido en los permisos, con lo que se aumenta la capacidad de movilización de carga (número de viajes) y de esa manera disminuye la participación chilena en el tráfico; la aplicación de subsidios a los combustibles y a los peajes que precisamente durante los últimos años les ha permitido ofrecer fletes más baratos y en consecuencia, absorber una mayor participación en el mercado, pero de una manera artificial, en la medida que este menor valor no está asociado a una mayor eficiencia; la inseguridad de las rutas argentinas, que en términos concretos ha significado que un número importante de transportistas han sido asaltados por bandas organizadas, quedando expuestos a la pérdida, no sólo de la carga, sino también de sus camiones, sin dejar de mencionar que pese a ser las víctimas de estos hechos están obligados a pagar los aranceles aduaneros y multas, además de decretarse el secuestro (retención) de los mismos camiones una vez que son encontrados.



7.- Que conforme a lo anterior, se hace necesario abordar los siguientes puntos:



i.- Reanudación en el otorgamiento de los permisos complementarios de tránsito por parte de las autoridades de transporte de Argentina.



ii.- Resolver las asimetrías que distorsionan el mercado en favor de las empresas argentinas, con la devolución del 21% de IVA por los gastos efectuados por los transportistas chilenos en Argentina;



iii.- Terminar con la política de la aduana argentina con relación a los casos de robos y asaltos, de cobrar los derechos de aduana y los impuestos a los transportistas afectados;



iv.- Terminar con el cobro arbitrario de las multas contempladas en el Protocolo Adicional del Convenio A.T.I.T., por parte de la Gendarmería Argentina.



v.- Terminar con el hostigamiento y amenazas a los transportistas chilenos que realizan el tráfico Chile / Chile en la XI y XII Regiones de nuestro país;



vi.- Aplicar correctamente el principio de reciprocidad, en lo que dice relación con la fiscalización en fronteras y en las rutas. Por ejemplo: en Argentina, Gendarmería por fiscalizar en ruta a un camión chileno, cobra un cargo por depósito y custodia, mientras realiza la fiscalización, además de la eventual infracción. En Chile Carabineros nunca ha cobrado;



vii.- Establecer las bases para ir hacia una integración y libertad de transporte en el MERCOSUR, que permita mejores condiciones de competencia para las empresas chilenas, y



viii.- Modificar el Convenio ATIT, para establecer un mecanismo de solución de controversias del cual carece.



En virtud de lo anteriormente expuesto, el Senado acuerda solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en su calidad de organismo de aplicación del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre (A.T.I.T.), a fin de que adopte todas las medidas necesarias y conducentes a restablecer las condiciones necesarias para la prestación del servicio de transporte por parte de las empresas nacionales, promoviendo las bases de una integración de mercado y libertad de transporte en el Conosur”.

- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________

Proyecto de acuerdo propuesto por diversos señores Senadores en que solicitan a S. E. el Presidente de la República disponer un Estudio de Impacto Ambiental y de los efectos en los servicios que presta la aviación comercial, que no pueden ser resueltos por el Aeropuerto de Pudahuel, en forma previa al cierre y cambio de 

uso del Aeropuerto de Cerrillos



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Cantero, Cordero, Frei (don Eduardo), Horvath, Orpis, Prokurica, Vásquez y Vega, correspondiente al Boletín Nº S 839-12, es del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:



1.- Que la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente establece en sus artículos 9º, 10 y 11 lo siguiente:



 “Artículo 9°.- El titular de todo proyecto o actividad comprendido en el artículo 10 deberá presentar una Declaración de Impacto Ambiental o elaborar un Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda. Aquéllos no comprendidos en dicho artículo podrán acogerse voluntariamente al sistema previsto en este Párrafo.



Las Declaraciones de Impacto Ambiental o los Estudios de Impacto Ambiental se presentarán, para obtener las autorizaciones correspondientes, ante la Comisión Regional del Medio Ambiente de la Región en que se realizarán las obras materiales que contemple el proyecto o actividad, con anterioridad a su ejecución.



En los casos en que la actividad o proyecto pueda causar impactos ambientales en zonas situadas en distintas regiones, las Declaraciones o los Estudios de Impacto Ambiental deberán presentarse ante la Dirección Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.



En caso de dudas corresponderá a esta Dirección determinar si el proyecto o actividad afecta zonas situadas en distintas regiones, de oficio o a petición de una o más Comisiones Regionales del Medio Ambiente o del titular del proyecto o actividad.



El proceso de revisión de las Declaraciones de Impacto Ambiental y de calificación de los Estudios de Impacto Ambiental considerará la opinión fundada de los organismos con competencia ambiental, en las materias relativas al respectivo proyecto o actividad, para lo cual la Comisión Regional o Nacional del Medio Ambiente, en su caso, requerirá los informes correspondientes.



Artículo 10.- Los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases, que deberán someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, son los siguientes:



a) Acueductos, embalses o tranques y sifones que deban someterse a la autorización establecida en el artículo 294 del Código de Aguas, presas, drenaje, desecación, dragado, defensa o alteración, significativos, de cuerpos o cursos naturales de aguas;



b) Líneas de transmisión eléctrica de alto voltaje y sus subestaciones;



c) Centrales generadoras de energía mayores a 3 MW;



d) Reactores y establecimientos nucleares e instalaciones relacionadas;



e) Aeropuertos, terminales de buses, camiones y ferrocarriles, vías férreas, estaciones de servicio, autopistas y los caminos públicos que puedan afectar áreas protegidas;



f) Puertos, vías de navegación, astilleros y terminales marítimos;



g) Proyectos de desarrollo urbano o turístico, en zonas no comprendidas en alguno de los planes a que alude la letra siguiente;



h) Planes regionales de desarrollo urbano, planes intercomunales, planes reguladores comunales, planes seccionales, proyectos industriales o inmobiliarios que los modifiquen o que se ejecuten en zonas declaradas latentes o saturadas;



i) Proyectos de desarrollo minero, incluidos los de carbón, petróleo y gas comprendiendo las prospecciones, explotaciones, plantas procesadoras y disposición de residuos y estériles, así como la extracción industrial de áridos, turba o greda;



j) Oleoductos, gasoductos, ductos mineros u otros análogos;



k) Instalaciones fabriles, tales como metalúrgicas, químicas, textiles, productoras de materiales para la construcción, de equipos y productos metálicos y curtiembres, de dimensiones industriales;



l) Agroindustrias, mataderos, planteles y establos de crianza, lechería y engorda de animales, de dimensiones industriales;



m) Proyectos de desarrollo o explotación forestal en suelos frágiles, en terrenos cubiertos de bosque nativo, industrias de celulosa, pasta de papel y papel, plantas astilladoras, elaboradoras de madera y aserraderos, todos de dimensiones industriales;



n) Proyectos de explotación intensiva, cultivo, y plantas procesadoras de recursos hidrobiológicos;



ñ) Producción, almacenamiento, transporte, disposición o reutilización habituales de sustancias tóxicas, explosivas, radioactivas, inflamables, corrosivas o reactivas;



o) Proyectos de saneamiento ambiental, tales como sistemas de alcantarillado y agua potable, plantas de tratamiento de aguas o de residuos sólidos de origen domiciliario, rellenos sanitarios, emisarios submarinos, sistemas de tratamiento y disposición de residuos industriales líquidos o sólidos;



p) Ejecución de obras, programas o actividades en parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, parques marinos, reservas marinas o en cualesquiera otras áreas colocadas bajo protección oficial, en los casos en que la legislación respectiva lo permita, y



q) Aplicación masiva de productos químicos en áreas urbanas o zonas rurales próximas a centros poblados o a cursos o masas de agua que puedan ser afectadas.



Artículo 11.- Los proyectos o actividades enumerados en el artículo precedente requerirán la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental, si generan o presentan a lo menos uno de los siguientes efectos, características o circunstancias:



a) Riesgo para la salud de la población, debido a la cantidad y calidad de efluentes, emisiones o residuos;



b) Efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales renovables, incluidos el suelo, agua y aire;



c) Reasentamiento de comunidades humanas, o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos;



d) Localización próxima a población, recursos y áreas protegidas susceptibles de ser afectados, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar;



e) Alteración significativa, en términos de magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona, y



f) Alteración de monumentos, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los pertenecientes al patrimonio cultural.



Para los efectos de evaluar el riesgo indicado en la letra a) y los efectos adversos señalados en la letra b), se considerará lo establecido en las normas de calidad ambiental y de emisión vigentes. A falta de tales normas, se utilizarán como referencia las vigentes en los Estados que señale el reglamento.”.



2.- Que los terrenos correspondientes al Aeropuerto de Cerrillos han sido utilizados desde el año 1929, para fines civiles, comerciales, deportivos y militares. Por lo anterior, en el área hay residuos de combustibles y elementos bélicos que revisten riesgos para la salud de las personas y para la calidad del medio ambiente.



3.- Que en sectores similares en que se han almacenado combustibles, como es el caso de Las Salinas, en Viña del Mar, se han debido desarrollar acuciosos estudios para proyectos que aseguren la prevención de riesgos de posterior uso habitacional o comercial.



4.- Que una Declaración de Impacto Ambiental no resulta suficiente, no da garantías ni cumple con los requisitos que exige la ley.



5.- Que hay numerosos otros impactos si se cerrara el aeropuerto y se destinaran sus terrenos para usos habitacionales, como:



a) La necesidad de contar con un aeropuerto alternativo al de Pudahuel y para otros servicios civiles, deportivos, de capacitación, emergencias y para atender a las regiones del país.



b) El que hay otras áreas que revitalizadas se prestan para fines habitacionales.



c) El que la transformación y cambio de uso de suelo aceleraría el proceso de expansión urbana, provocaría la pérdida de áreas verdes que mejoran las condiciones atmosféricas de la ciudad de Santiago.



Por lo anterior, se acuerda solicitar a S. E. el Presidente de la República que disponga la realización de un Estudio de Impacto Ambiental previo al cierre y cambio de uso de suelo del Aeropuerto de Cerrillos, que incluya todos los efectos al medio ambiente, para la salud de las personas y su calidad de vida, así como los efectos que produciría en los servicios que presta a la aviación y que no pueden ser resueltos por la segunda pista de Pudahuel, además del aceleramiento de la expansión urbana.”.

- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--De los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Canessa, Cantero, Cariola, Coloma, Cordero, Chadwick, Espina, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Orpis, Prokurica, Stange y Vega, al señor Contralor General de la República, sobre los funcionarios de los servicios públicos que han recibido viáticos y horas extraordinarias en el período que va desde agosto de 2005 hasta la fecha.



--Del Honorable Senador señor Espina: 

 

1) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales respecto de las siguientes materias:



a) Otorgamiento de escrituras públicas a vecinos de la Villa Captrén, comuna de Curacautín, y



b) Adquisición de terrenos Club Deportivo Pillanlelbún, comuna de Lautaro.



2) Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, sobre el cierre de camino Quillén-El Sol, comuna de Perquenco.



3) Al señor Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Victoria, acerca del otorgamiento de títulos de dominio a vecinos del Pasaje Lynch, comuna de Victoria.



4) Al señor Director Regional de Vialidad de la Novena Región, reiterando oficio número 26.044, de 21 de octubre de 2005.



5) Al señor Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Novena Región, reiterando oficio número 26.145, de 8 de noviembre de 2005.



--Del Honorable Senador señor García:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, sobre el estado de ejecución de diversos proyectos de mejoramiento de caminos en la comuna de Carahue.



2) Al señor Contralor General de la República, respecto de las siguientes materias:



a) Mala calidad e insuficiencia de materiales en la ejecución de diversos proyecto de mejoramiento de caminos, de la comuna de Carahue.



b) Uso de buses contratados por la Intendencia de La Araucanía en elección presidencial, en la comuna de Pitrufquén, y



c) Propaganda electoral en acto del SERVIU IX Región, con asistencia del Intendente Regional.



3) Al señor Subsecretario de Transportes, reiterando oficio Nº 26.010 de 12 de octubre de 2005.



4) A la señora Subsecretaria de Previsión Social, acerca de la base legal que ampara la aplicación diferenciada del IPC proporcionado por el INE, mediante ajustes decretados por el Ministerio de Hacienda desde 1997, a la fecha.



5) A los señores Alcaldes de las Ilustres Municipalidades de Nueva Imperial y de Cholchol, y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Novena Región respecto del o los propietarios del terreno donde se ubica la sede del Club de Adulto Mayor Renacer de Cholchol.



6) Al señor Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, sobre anomalías en el servicio de transporte de pasajeros Temuco-Puerto Montt, de la Empresa de Ferrocarriles del Estado.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A la señora Ministra de Educación, al señor Ministro Presidente del Consejo de la Cultura y las Artes, y a la señora Subsecretaria de Bienes Nacionales, en cuanto a la declaración como Monumento Histórico de diversas construcciones que actualmente ocupa la Escuela Agrícola de la Patagonia.



2) Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, a la Subsecretaria de Previsión Social, al señor Director Regional del Instituto de Normalización Previsional de la Undécima Región y al señor Subgerente Regional del Banco Estado de la Undécima Región, respecto del retraso en el pago de las pensiones asistenciales y subsidios familiares en Puerto Aguirre y Caleta Andrade, Región de Aysén.



3) Al señor Ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, acerca de la falta de acceso de los habitantes de la comunidad de Puerto Gala, Región de Aysén, a los Canales de Televisión abierta y a la comunicación telefónica con otras zonas de la Región y del país.



4) Al señor Subsecretario de Pesca, sobre programa de apoyo para fomentar el desarrollo pesquero en el sector de la Caleta Tortel, Región de Aysén.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien se refiere a las expresiones del señor Hermógenes Pérez de Arce en el diario El Mercurio de Santiago del día de hoy.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Zaldívar (don Andrés) manifiesta que adhiere a las palabras del Honorable Senador señor Viera-Gallo.

_________________

_____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 2, Institucionales 1, Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Socialdemócrata, Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA OTORGAR LA GARANTÍA DEL ESTADO AL FINANCIAMIENTO DE LA OBRA PÚBLICA “PUENTE BICENTENARIO DE CHILOÉ”

(4102-05)


Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que autoriza al Presidente de la República para otorgar la Garantía del Estado al financiamiento de la obra pública por concesión “Puente Bicentenario de Chiloé”.

Fundamentos de la Iniciativa.

Antecedentes Generales.

La Isla Grande de Chiloé se comunica con el territorio continental mediante un servicio de transbordadores que opera durante todo el año. Dicho servicio implica un tiempo de transporte no menor a los 40 minutos que, ocasionalmente, se ve interrumpido debido a condiciones climáticas adversas que impiden realizar de manera segura las maniobras tanto de atraque de las naves como de carga y descarga de los vehículos.

La construcción de un puente sobre el Canal de Chacao permitirá dotar a los 154.000 habitantes de la isla con una conexión vial permanente, rápida y segura, incorporando con ello 980.000 hectáreas de superficie al territorio continental, con el consiguiente impacto en las diferentes actividades industriales y turísticas de la isla y su entorno. 

Es por ello que, mediante el Decreto Supremo MOP N° 274 del 27 de Abril de 2005, se adjudicó a la Sociedad Concesionaria “Puente Chiloé S.A.” el contrato de concesión de la obra pública fiscal “Puente Bicentenario de Chiloé” y que corresponde a la construcción, operación y mantención de un puente sobre el Canal de Chacao y sus accesos, otorgándole así plena conectividad a la Ruta 5. 

El Puente sobre el Canal de Chacao consiste en una estructura colgante continua de aproximadamente  2.600 m de longitud, convirtiéndose esta obra en una de las 10 más grandes del mundo en su tipo y la primera de Sudamérica.

La concesión, se divide en una Etapa de Construcción y una Etapa de Explotación. A su vez, la Etapa de Construcción contempla una Fase de Ingeniería y una Fase de Construcción. 

Debido a que la construcción del Puente sobre el Canal de Chacao es una obra de alta complejidad técnica, tanto por sus dimensiones como por su emplazamiento, es necesario incorporar una herramienta adicional para el financiamiento de dicha fase y que es materia del  proyecto de ley que presento al H. Senado.

Descripción de la garantía que  se otorga.

Mediante el proyecto de ley se autoriza al Presidente de la República para que el Estado garantice el cumplimiento de las obligaciones financieras que adquiera la Sociedad Concesionaria para financiar la Fase de Construcción de las obras del proyecto de concesión. 

Una vez completada la Etapa de Construcción y estructurado el financiamiento de largo plazo, el  cumplimiento de las obligaciones financieras queda resguardado por las garantías establecidas en el contrato de concesión.

El monto de la garantía, materia del proyecto de ley, será el que se determine en la Fase de Ingeniería. Sin embargo, ésta no podrá superar en ningún caso las 18.000.000 de Unidades de Fomento, monto que incluye gastos financieros e intereses.

La garantía se otorgará en forma efectiva sólo si se autoriza el  inicio de la Fase de Construcción de las obras y solo si la Sociedad Concesionaria logra estructurar el financiamiento de las mismas.

Las características particulares de la garantía, condiciones, vigencia, modalidades y demás requisitos se establecerán en un decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda y que llevará, además, la firma del Ministro de Obras Públicas. Esta flexibilidad es necesaria pues los términos de la garantía deberán adecuarse a las condiciones definitivas del proyecto, de los mercados financieros al momento de su otorgamiento y del interés fiscal comprometido.

CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto de ley autoriza al Presidente de la República para otorgar la garantía del Estado al financiamiento para la Fase de Construcción de la obra pública fiscal denominada “Puente Bicentenario de Chiloé” y el  monto de la garantía será el que se establezca de acuerdo a los procedimientos establecidos en las Bases de Licitación que son parte del contrato de concesión y cuyo límite máximo es de 18.000.000 de Unidades de Fomento.

La autorización que se otorga al Presidente de la República, será ejercida mediante un Decreto Supremo emitido a través del Ministerio de Hacienda, en el cual se especificarán las condiciones particulares de la garantía otorgada.

También se señala que la garantía se otorgará sólo en caso que el Director General de Obras Públicas autorice la Fase de Construcción mediante resolución y una vez que emita la resolución con los Parámetros Referenciales para la Garantía de Refinanciamiento de largo plazo.

Adicionalmente, en este proyecto de ley se deroga la ley N° 17.591, vigente desde el año 1972, en la que se faculta al Presidente de la República a contratar empréstitos por las sumas que sean necesarias para el financiamiento y construcción del puente sobre el Canal de Chacao, cuyo objetivo es plenamente cumplido mediante el presente proyecto de ley. 

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.–
Autorízase al Presidente de la República para otorgar la garantía del Estado al financiamiento de la construcción del Puente Bicentenario de Chiloé, entregado en concesión de obra pública, mediante el Decreto Supremo N° 274, de 27 de abril de 2005, del Ministerio de Obras Públicas.


El monto de la garantía será el definido como máximo en las respectivas Bases de Licitación, el cual en ningún caso podrá superar 18.000.000 de Unidades de Fomento o su equivalente en otras monedas o moneda nacional, incluidos intereses y gastos propios de la estructura de financiamiento.


La autorización que se otorga al Presidente de la República, será ejercida mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, el que llevará también la firma del Ministro de Obras Públicas, en el cual se identificarán las condiciones, vigencia, modalidades y demás estipulaciones específicas de la garantía otorgada, incluido el eventual pago por su otorgamiento.


La garantía se otorgará sólo en caso que el Director General de Obras Públicas autorice la Fase de Construcción mediante resolución de acuerdo a lo señalado en las respectivas Bases de Licitación y una vez que emita la Resolución con los Parámetros Referenciales para la Garantía de Refinanciamiento señalada en dicho documento. 

Artículo 2.-
Derógase la ley N°17.591.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.):RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República.-
NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda, JAIME ESTÉVEZ VALENCIA, Ministro de Obras Públicas

2

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.419, EN MATERIAS RELATIVAS A PUBLICIDAD Y CONSUMO DE TABACO

(3825-11)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que ese H. Senado desechó parcialmente las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, en materias relativas a la publicidad y consumo del tabaco, boletín N° 3825-11.


En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta:


- Don Enrique Accorsi Opazo

- Don Patricio Melero Abaroa


- Don Carlos Olivares Zepeda


- Don Osvaldo Palma Flores


- Don Alberto Robles Pantoja

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 26.376, de 7 de marzo de 2006.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN

(3974-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase la “Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción”, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas, en Nueva York, el 31 de octubre de 2003, y firmada por Chile el 11 de diciembre del mismo año.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y ALEMANIA SOBRE COOPERACIÓN FINANCIERA

(4010-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre Cooperación Financiera”, suscrito en Santiago, el 4 de julio de 2005.".

******

Hago presente a V.E. que este acuerdo fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 92 Diputados presentes, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

5

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 2º TRANSITORIO DE LA LEY 20.026, QUE ESTABLECE UN IMPUESTO ESPECÍFICO A LA RENTA DE LA ACTIVIDAD MINERA, Y AGREGA UN NUEVO ARTÍCULO TRANSITORIO

(4095-05)


Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.-        Modifícase la ley N° 20.026, de la siguiente forma:

                                                             
1) Agréganse en el artículo 2° transitorio, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:

                                                      
 
“En los casos en que participen en el capital de una empresa explotadora minera receptora de inversión extranjera, socios que gocen de los derechos de invariabilidad contenidos en los artículos 7° u 11 bis, numerales 1 y 2, del decreto ley N° 600, de 1974, y otros socios, nacionales o extranjeros, que no gocen de ninguno de dichos derechos o que, habiendo renunciado a la garantía de invariabilidad tributaria establecida en el artículo 7° y, en consecuencia, a la garantía establecida en el artículo 11 bis N° 1, gocen únicamente de la invariabilidad de normas del número 2 del artículo 11 bis, los socios que gocen del beneficio de invariabilidad tributaria tendrán derecho a un crédito contra el Impuesto Adicional establecido en el artículo 60 de la Ley sobre Impuesto a la Renta por el impuesto específico a la actividad minera pagado por la empresa receptora de su inversión. Este crédito será equivalente a la proporción que la participación que el respectivo inversionista extranjero tenga en las utilidades de la empresa minera  represente en el total del impuesto establecido en el artículo 64 bis de la ley señalada, devengado por dicha empresa en el mismo ejercicio que corresponda a las rentas afectas al Impuesto Adicional respectivo. Para este efecto, dicho impuesto deberá reajustarse según la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquél en que se hubiera devengado el impuesto específico establecido en el artículo 64 bis de la misma ley y el mes anterior a aquél en que deba imputarse como crédito contra el Impuesto Adicional que afecte al inversionista extranjero. La empresa deberá calcular y llevar el registro del crédito que se establece en este artículo en conformidad con las instrucciones que emitirá el Servicio de Impuestos Internos.

                                                      
Al crédito establecido en el inciso anterior, se le deducirá la cantidad que resulte de aplicar la tasa del Impuesto de Primera Categoría que corresponda sobre el monto del impuesto del artículo 64 bis de la referida Ley sobre Impuesto a la Renta que se dedujo como gasto en la determinación de la renta liquida imponible del Impuesto de Primera Categoría, en la proporción de la participación que el respectivo inversionista extranjero tenga en las utilidades de la empresa minera.

                                                      
Si producto de la imputación establecida en los incisos anteriores resulta un excedente en favor del inversionista extranjero, éste se devolverá como pago provisional en la forma prevista en la Ley sobre Impuesto a la Renta, en lo que corresponda.".

                                                      
2) Agrégase el siguiente artículo 8° transitorio:

                                                      
"Artículo 8° transitorio.- Aquellos inversionistas extranjeros que se hayan acogido a lo dispuesto en el artículo 3° transitorio precedente y sean titulares de los derechos otorgados por el numeral 2 del artículo 11 bis del decreto ley N° 600, de 1974, en lo referente al tratamiento de la depreciación acelerada de activos, y aquellos inversionistas que mantengan vigentes contratos de inversión extranjera en virtud de los cuales gocen de dicho derecho, podrán acogerse a lo dispuesto en el artículo 3° transitorio de la presente ley, en las mismas condiciones y por el plazo establecido en el N°3 de dicho artículo, con las siguientes modificaciones:

                                                      
1) Podrán descontar de la renta imponible operacional establecida en el artículo 64 bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, los intereses pagados o devengados sobre cantidades adeudadas, dentro del año a que se refiere dicho impuesto;

                                                      
2) No podrán descontarse de la renta imponible operacional los intereses pagados o adeudados a entidades o personas relacionadas con el explotador minero en aquella parte que, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 59 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sean consideradas exceso de endeudamiento; 

                                                      
3) La empresa receptora de la inversión y los inversionistas extranjeros deberán renunciar expresa e irrevocablemente a los derechos a que se refiere el numeral 2 del artículo 3° transitorio precedente, y

                                                      
4) La solicitud al Comité de Inversiones Extranjeras manifestando la voluntad de acogerse a las normas del presente artículo y la renuncia a que se refiere el número precedente deberán presentarse a más tardar el día 30 de junio de 2006.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

6

NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y DE LA ADOLESCENCIA

(3792-07)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República.





A las sesión en que se llevó a cabo la discusión particular de las disposiciones de la iniciativa que motivaron la emisión de este nuevo segundo informe, asistió el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado.





Cabe dejar constancia de que los artículos 12 (que pasó a ser 10), 13 (que pasó a ser 11), 20 (que pasó a ser 17), 22 (que pasó a ser 19), 52 (que pasó a ser 48) y 56 (que pasó a ser 52), deben aprobarse con quórum orgánico constitucional, en conformidad a los artículos 38, 77 y 118, en relación con el artículo 66, todos ellos de la Constitución Política de la República.





Asimismo, debe hacerse presente que por haberse introducido en este trámite reglamentario modificaciones al artículo 20, que pasó a ser 17, que dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales, éste se remitió nuevamente a la Excma. Corte Suprema, para los efectos previstos por los artículos 77 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - - - - -

ANTECEDENTES





En sesión del Senado de fecha 3 de enero en curso, se dio cuenta del segundo informe recaído sobre el proyecto de ley en estudio.





Luego, en sesión del día 4 del mismo mes, se inició la discusión particular del mismo, acogiéndose aquellas disposiciones que no requerían un quórum especial para su aprobación.





Enseguida, con fecha 17 de enero, por la unanimidad de sus miembros presentes, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento resolvió solicitar al Senado retirar de la tabla el proyecto de ley en estudio y enviarlo nuevamente a ella, con el objeto de profundizar el análisis de algunos aspectos constitucionales vinculados al recurso de protección de los derechos de los niños y adolescentes, contemplado en los artículos 17 y siguientes de la iniciativa. Dicho acuerdo se materializó mediante oficio N° L/05/06, de la misma fecha.





En sesión de ese mismo día, la Sala acogió la petición formulada por la Comisión.





Es útil recordar que el Título IV del proyecto contempla las acciones de protección especial ante los tribunales de justicia. El Párrafo I de dicho Título aborda la acción especial de protección de derechos de la infancia y la adolescencia.





Al estudiar el referido Párrafo, la Comisión escuchó los planteamientos de la señora Directora del Servicio Nacional de Menores y del profesor señor Raúl Tavolari. Con ellos, se analizaron aspectos como el objetivo perseguido por el mencionado recurso, el tribunal competente para conocerlo y la sustanciación del mismo.





En esa oportunidad, la Comisión reparó también en la amplitud de derechos que esta nueva acción de protección estaría destinada a cautelar y ponderó también la conveniencia de este mecanismo y las dificultades que podría representar en la práctica. Del mismo modo, sopesó la posibilidad de no innovar en esta materia, manteniendo únicamente el recurso de protección consagrado por la Constitución Política. Igualmente, hubo preocupación por el aumento del volumen de causas que este recurso podría significar para los Tribunales de Familia, los cuales, se advirtió, ya acusan una sobrecarga de trabajo.





De todo ello se dio cuenta detalladamente en el segundo informe de la Comisión.





En definitiva, la Comisión adoptó dos criterios centrales en esta materia.





Por una parte, concluyó que la acción en estudio viene a cumplir una finalidad importante en el ámbito de la protección de derechos de los menores, razón por la cual acordó acogerla, concibiéndola como una vía nueva y especial, que coexistirá con el recurso de protección ya consagrado por la Carta Fundamental.





Enseguida, en cuanto a los derechos que tal recurso estará destinado a cautelar, resolvió que éste amparará las mismas garantías mencionadas por el artículo 20 de la Constitución Política. Se precisó, además, que la acción en estudio no procederá en aquellos casos concernientes a las materias a que se refiere el artículo 8° de la ley Nº 19.968, sobre Tribunales de Familia.





Alcanzado el consenso sobre estos aspectos, el Ejecutivo presentó una nueva indicación, signada con el número 2, contenida en el oficio N° 480-353, de 21 de diciembre de 2005, del Presidente de la República, que sustituyó el Párrafo I en estudio en su integridad.





Es dable hacer presente que las nuevas redacciones que dicha indicación propuso para las normas de este Párrafo fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.





De este modo, el artículo 20, que pasó a ser 17, quedó como sigue:





“Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en el artículo 20 de la Constitución Política de la República.





Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.”.





Iniciada la discusión particular en la Sala del Senado, la Comisión, como se ha señalado, estimó pertinente reconsiderar esta disposición, con el objetivo de ponderar si la acción que ella establece no entraría de algún modo en pugna con el recurso de protección de garantías constitucionales contemplado por el artículo 20 de la Carta Fundamental y evaluar las posibles dificultades que esta duplicidad de acciones podría implicar.

- - -

DEBATE DE LA COMISIÓN





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, manifestó que la acción consagrada por el proyecto en estudio ha quedado entregada a los Tribunales de Familia, de modo tal que se producirá una duplicidad de tribunales competentes para conocer de acciones de protección de los derechos de los niños y adolescentes, en razón de que la Constitución Política confía este recurso a las Cortes de Apelaciones en relación a la protección de los derechos de todas las personas, sin distingos de edad.





Por esta razón, explicó que era necesario que la Comisión reconsiderara este aspecto del proyecto, a fin de dilucidar si dicha situación acarreará dificultades en la práctica.





El HonorableSenador señor Chadwick coincidió con la necesidad de efectuar este nuevo análisis sobre la base de las consideraciones hechas presentes por el Presidente de la Comisión.





El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que, en esta materia, es conveniente tener presente que los Tribunales de Familia, pese a haber iniciado su funcionamiento hace pocos meses, se encuentran virtualmente colapsados. Recordó que el Servicio Nacional de Menores puso especial énfasis en la conveniencia de establecer la acción de protección en estudio. Aun así, expresó, si su aplicación va a resultar problemática, todavía sería oportuno considerar la posibilidad de eliminarla de la iniciativa.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, coincidió con la pertinencia de analizar esta última solución.





El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, expresó que aun cuando la fórmula ya aprobada por la Comisión puede perfeccionarse, estimaba necesario mantener la referida acción. Ella, dijo, representa una fórmula de protección de derechos mucho más cercana y expedita para las personas que la acción contemplada en la Constitución Política. Lo comprueba el solo hecho de que ante los Tribunales de Familia se puede comparecer personalmente; no así ante las Cortes de Apelaciones, en que se normalmente se actúa a través de un abogado. Enfatizó que en esta materia es importante contar con un recurso fácil de poner en práctica, que, además, quede entregado a tribunales especializados como son los de Familia.





Por otra parte, señaló no advertir inconveniente en que los menores cuenten con dos acciones de protección diferentes para cautelar sus derechos. Informó que una situación semejante se produce en torno a la garantía de la libertad personal, cautelada en la forma prevista por el artículo 21 de la Carta Fundamental y por la acción contemplada por el artículo 95 del Código Procesal Penal, sin que ello signifique ninguna suerte de dificultad.





Explicó que este último precepto dispone que toda persona privada de libertad tendrá derecho a ser conducida sin demora ante un juez de garantía, con el objeto de que éste examine la legalidad de la privación de libertad y las condiciones en que se encuentra y ordene su libertad o adopte las medidas procedentes. Destacó que el inciso segundo de esta norma prescribe que “Con todo, si la privación de libertad hubiere sido ordenada por resolución judicial, su legalidad sólo podrá impugnarse por los medios procesales que correspondan ante el tribunal que la hubiere dictado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución Política de la República.”.





Tal situación, agregó, no provoca dificultad alguna desde el punto de vista del titular de estas acciones ni de la competencia de los respectivos tribunales. Afirmó que igual cosa ocurriría en el caso en estudio.





El Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, opinó que la acción en estudio no vulnera en forma alguna las atribuciones de las Cortes de Apelaciones para conocer los recursos de protección previstos por la Constitución Política, por cuanto el artículo 17 del proyecto establece que el menor que ha sufrido una vulneración de sus derechos “podrá” solicitar la protección del Tribunal de Familia. En consecuencia, señaló, no se excluye ni se entorpece de ningún modo la competencia de dichas Cortes ni el ejercicio del recurso previsto por la Carta Fundamental.





El Honorable Senador señor Chadwick manifestó compartir estos razonamientos. Propuso, en consecuencia, adecuar la redacción del artículo 17 de modo que se aclare que ambos recursos coexistirán y que el niño o el adolescente elegirá cuál de ellos impetrará.





En definitiva, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés, la Comisión acordó iniciar el inciso primero del artículo 17 con la frase “Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 20 de la Constitución Política,”.





De esta forma, se dijo, se evita cualquier duda y queda claro que coexistirán los mencionados recursos, cada uno a cargo del respectivo tribunal competente.





En virtud de la enmienda aprobada, el mencionado precepto quedó como sigue:





“Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 20 de la Constitución Política de la República, todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en la disposición constitucional antes citada.





Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.”.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS





Como consecuencia del acuerdo antes consignado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar la siguiente enmienda:

Artículo 20





Pasa a ser artículo 17 reemplazado por el siguiente:





“Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 20 de la Constitución Política de la República, todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en la disposición constitucional antes citada.





Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.”. (Indicación número 2, Oficio N° 480-353, del Presidente de la República, de 21 de diciembre de 2005, e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 4 x 0).

- - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO





Como consecuencia de las modificaciones propuestas tanto en el segundo informe cuanto en este nuevo segundo informe, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES





Artículo 1°.- Objetivo de la ley. La presente ley tiene por objetivo garantizar la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y normar la situación de los menores de catorce años infractores de la ley penal.





Para ello, regula los mecanismos especiales que deberán desarrollar los órganos de la Administración del Estado, los tribunales de justicia y, en general, las entidades públicas y privadas, con el fin de prevenir las situaciones de vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes y proteger y promover el ejercicio de los mismos.





En su interpretación se tendrán especialmente en cuenta las disposiciones de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y su interés superior.





Artículo 2°.- Definición de niño, niña y adolescente. Para los efectos de esta ley, se considera niño o niña a toda persona que no ha cumplido los catorce años de edad, y adolescente, desde los catorce años hasta que cumpla los dieciocho años de edad.





En caso de duda acerca de si una persona es menor o mayor de dieciocho años, se le presumirá adolescente.




Artículo 3°.- Los niños como sujetos de derecho. Todos los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derecho con autonomía progresiva para ejercerlos y asumir sus responsabilidades.





Artículo 4°.- Responsabilidad de los padres. Los padres son responsables de la crianza y cuidado de sus hijos e hijas, así como de orientarlos en el ejercicio progresivo de sus derechos y responsabilidades.





Artículo 5°.- Rol de la familia y la comunidad. La familia y la comunidad deberán promover y velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.





Artículo 6°.- Principio de igualdad y no discriminación. Corresponde preferentemente al Estado adoptar las medidas necesarias para asegurar que todo niño, niña y adolescente sea protegido contra cualquier forma de discriminación arbitraria, de acuerdo a la Constitución y a la ley.





Artículo 7°.- Decisiones relativas a la crianza de los niños. Ninguna de las disposiciones de la presente ley autorizará a la comunidad a intervenir en las decisiones de los padres y de los representantes legales, relativas a la crianza de los niños.





Artículo 8°.- Cuenta de las actividades de la autoridad. Anualmente, la autoridad correspondiente rendirá cuenta de sus actividades en audiencia pública.





En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado.





El Presidente de la República, mediante decreto supremo, reglamentará la forma en que se dará cumplimiento a esta obligación.





Artículo 9°.- Derecho del niño a ser oído. En todos los asuntos que les afecten, los niños, niñas y adolescentes gozarán del derecho a expresar su opinión libremente, la que deberá tenerse en cuenta, en función de su edad y madurez. Para ello, tendrán la oportunidad de ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que los afecte.

TÍTULO II

ACTUACIONES DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO Y MUNICIPALIDADES EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA





Artículo 10.- Protección administrativa general. Los órganos de la administración del Estado y las municipalidades deberán velar por el respeto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes y adoptar todas las medidas tendientes a prevenir o superar las situaciones de vulneración de sus derechos, dentro del ámbito de sus competencias y siempre que cuenten con recursos financieros para tal efecto.





Artículo 11.- Solicitudes y reclamaciones. Todo niño, niña o adolescente que sufra cualquier vulneración en el ejercicio de sus derechos con ocasión de actuaciones de órganos de la administración del Estado, de sus autoridades o funcionarios, podrá, personalmente o a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar, por sí, solicitudes o reclamos, de conformidad con lo establecido en la ley Nº 19.880.





Si la vulneración fuera imputable a entidades privadas que se encuentren bajo la dependencia o supervisión de órganos de la administración del Estado o municipalidades, el niño, niña o adolescente, podrá, personalmente, a través de su representante legal o de cualquier persona a su nombre, presentar solicitudes y reclamaciones ante la entidad pública respectiva. Requerida su intervención, la entidad pública respectiva, dentro de sus facultades, adoptará de inmediato todas las medidas necesarias para superar la vulneración de derechos, y dará respuesta por escrito dentro de un plazo que no excederá de 15 días.

TÍTULO III

ACTUACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA





Artículo 12.- Protección administrativa especial. En conformidad a la misión y funciones que la ley le asigna, corresponderá al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia realizar las acciones destinadas a la prevención de situaciones de vulneración, protección integral y promoción de los derechos de los niños, niñas y adolescentes a que se refiere el artículo 2° del Decreto Ley N° 2.465.





Artículo 13.- Oferta y proyectos del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia. Para los efectos de lo previsto en el artículo anterior, el Servicio dispondrá de una oferta de proyectos ejecutados directamente o a través de colaboradores acreditados. En especial, esta oferta consistirá en:





a) Oficinas de Protección de los Derechos de niños, niñas y adolescentes (OPD), en el ámbito local, destinadas a realizar acciones encaminadas a otorgar protección integral de sus derechos cuando se encuentren en una situación de exclusión social o de vulneración de los mismos. La organización de estas oficinas podrá ser comunal o intercomunal, de acuerdo a las necesidades y características de la población infantil y adolescente de cada comuna.





b) Programas dirigidos a ofrecer al niño, niña o adolescente la atención ambulatoria especializada necesaria para la adecuada protección, reparación o restitución de sus derechos. En los casos en que la intervención técnica lo amerite, podrán desarrollarse conjuntamente con una modalidad residencial.





c) Programas dirigidos a prevenir situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña o adolescente que afecten su integración familiar, escolar o comunitaria.





d) Programas destinados a promover los derechos del niño, niña y adolescente.





e) Programas dirigidos a proporcionar al niño, niña o adolescente vulnerado en sus derechos, un medio familiar donde residir, a través de familias de acogida.





f) Programas de adopción de niños, niñas y adolescentes, conforme a la ley N° 19.620.





g) La elaboración de diagnósticos solicitados por el tribunal competente u otras instancias públicas o privadas que digan relación con una situación de vulneración de derechos que afecte a un niño, niña o adolescente.





h) Centros residenciales para la atención de los niños, niñas y adolescentes privados de su medio familiar.





Artículo 14.- Conocimiento y calificación de las situaciones de vulneración de derechos. Las Direcciones Regionales del Servicio y las Oficinas de Protección de Derechos del niño, niña o adolescente recibirán las denuncias o solicitudes formuladas a favor de los mismos.





Recibida una denuncia o solicitud de intervención o tomado conocimiento de una situación de vulneración de derechos, las Oficinas de Protección de Derechos y las Direcciones Regionales, por sí o con la colaboración de proyectos especializados, calificarán el caso con el objeto de orientar su actuación.





La calificación deberá realizarse en el menor plazo posible y preferentemente de manera ambulatoria. Con todo, si para realizar la calificación a que se refiere el presente artículo fuere indispensable la separación del niño de su medio familiar, deberá solicitarse una medida cautelar a su favor ante el Juzgado de Familia competente.





Artículo 15.- Acciones posteriores a la calificación. Una vez realizada la calificación o cuando ella no fuere necesaria por existir antecedentes suficientes, el Servicio, directamente o a través de sus colaboradores acreditados, prestará orientación y asistencia, propiciará acuerdos con los padres o quienes tengan el cuidado personal del niño, niña o adolescente para su ingreso a un proyecto, se coordinará con diversos actores tanto del ámbito público como privado para potenciar los recursos disponibles y, en general, realizará todas las acciones que estime pertinentes, de conformidad a sus atribuciones legales, con el objeto de superar la situación de vulneración de derechos.





Para el ingreso de un niño, niña o adolescente a la oferta programática no residencial se requerirá de la voluntad de los padres o personas que tienen legalmente su cuidado, sin perjuicio de lo cual la opinión de aquellos será escuchada y considerada, en función de su edad y madurez.





Cuando no concurra la voluntad de las personas indicadas en el inciso precedente o el caso así lo amerite, el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia recurrirá a los Juzgados de Familia a fin que se adopte la medida de protección pertinente. Éstos podrán adoptar todas aquellas contempladas en los artículos 71 de la ley N° 19.968 y 34 y 35 de esta ley. Del mismo modo, deberá solicitar la intervención judicial cuando se trate de materias de su exclusiva competencia.





Artículo 16.- Registro. El Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia deberá llevar un registro de las acciones, intervenciones, derivaciones y egresos de los casos de los que tome conocimiento de acuerdo a los artículos anteriores. Los colaboradores acreditados que participen de dichas intervenciones deberán proporcionar la información respectiva al registro.





El registro del Servicio y los que pudieren desarrollar los colaboradores acreditados se someterán a lo dispuesto en la ley Nº 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.

TÍTULO IV

ACCIONES DE PROTECCIÓN ESPECIAL ANTE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

PÁRRAFO I

DE LA ACCIÓN ESPECIAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LA INFANCIA Y ADOLESCENCIA





Artículo 17.- Acción especial de protección de derechos. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 20 de la Constitución Política de la República, todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en la disposición constitucional antes citada.





Esta acción no procederá en aquellos casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8° de la Ley Nº 19.968.





Artículo 18.- Legitimación activa. Se aplicará a esta acción lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la Ley Nº 19.968.





Artículo 19.- Tribunal competente y plazo. La acción a que alude el presente párrafo deberá interponerse ante el Juzgado de Familia en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitraria o ilegal que ocasione privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos del niño, niña o adolescente, dentro del plazo fatal de 15 días corridos contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o conocimiento cierto de los mismos, lo que se hará constar en el proceso.





Artículo 20.- Interposición. La acción especial de protección se interpondrá por escrito, por cualquier medio, sin formalidad alguna, pudiendo incluso presentarse verbalmente, en cuyo caso se levantará el acta respectiva.





En la acción deberá constar el nombre completo y el domicilio del solicitante; la persona a favor de quien se interpone, con su nombre, apellido y domicilio si se conociere; la identificación de la persona o entidad que ha incurrido en la acción u omisión, si fuere posible; la relación de los hechos que motivan la acción y los fundamentos jurídicos en que ésta se apoya, y las peticiones concretas que se formulan al Tribunal.





Además, el actor acompañará a la solicitud, si procediere, los antecedentes pertinentes, individualizará aquellos de los cuales tiene conocimiento pero no dispone, con la indicación de la persona o lugar en que se encuentran, y podrá solicitar el ejercicio de las facultades previstas en el artículo 22 de la ley N° 19.968.





Artículo 21.- Admisibilidad. Presentada la acción, el Tribunal examinará si ha sido interpuesta en tiempo y si tiene fundamentos suficientes para acogerla a tramitación. Si su presentación ha sido extemporánea, adolece de manifiesta falta de fundamento o se refiere a materias previstas el artículo 8° de la ley Nº 19.869, la declarará inadmisible desde luego por resolución someramente fundada, la que no será susceptible de recurso alguno, salvo el de reposición ante el mismo Tribunal, el que deberá interponerse dentro de tercero día.





Artículo 22.- Error u omisión. Cuando se haya omitido alguno de los antecedentes señalados en el inciso segundo del artículo 20 o se haya incurrido en un error manifiesto respecto a ellos, el Tribunal los subsanará de oficio. De no ser posible, ordenará subsanar dichos errores u omisiones dentro de un término no inferior a cinco ni superior de diez días, siempre que sean imprescindibles para su conocimiento y resolución.





Vencido el plazo indicado en el inciso anterior sin haberse subsanado, el Tribunal declarará inadmisible la acción de plano.





Artículo 23.- Acumulación de autos. Si respecto de un mismo acto u omisión se dedujeren dos o más acciones, aún por distintos niños, niñas o adolescentes afectados, se acumularán todas las acciones en el Juzgado de Familia al que hubiere ingresado la primera de ellas, para ser resueltas en una misma sentencia.





Artículo 24.- Conocimiento preferente. La acción especial de protección se substanciará en forma preferente a cualquier otro asunto, con excepción de las medidas que se adopten en el ejercicio de la potestad a que alude el Párrafo II del presente Título.





Artículo 25.- Potestad cautelar. Para el ejercicio de la potestad cautelar será aplicable lo dispuesto en el artículo 22 de la ley N° 19.968.





Artículo 26.- Informe. Cuando se admitiere a tramitación la acción especial de protección, el Tribunal ordenará que informen, por la vía que estime más rápida y efectiva, la persona o personas, funcionarios o autoridad que según la acción o en concepto del Tribunal, sean los causantes del acto u omisión arbitraria o ilegal que haya podido producir privación, perturbación o amenaza del libre ejercicio de los derechos que se solicita proteger, fijando un plazo breve y perentorio para emitir el informe y señalando que conjuntamente con éste, el obligado a evacuarlo remitirá todos los antecedentes que existan en su poder sobre el motivo de la acción.





La referida solicitud y el informe requerido deberán despacharse por escrito, por el medio más rápido posible.





Si el informe no fuere evacuado dentro del plazo determinado, se resolverá la acción sin más trámite, salvo que el Tribunal estime conveniente y necesario practicar alguna medida para mejor resolver, la que deberá cumplirse en un plazo no superior a cinco días.





Artículo 27.- Facultad de hacerse parte. La autoridad, funcionario o persona requerida para informar, junto con presentar su informe y acompañar los antecedentes solicitados, podrá hacerse parte en el proceso.





Cualquier otra persona que tenga un interés legítimo en el resultado de la acción, podrá hacerse parte hasta antes del vencimiento del plazo para presentar el informe.





Artículo 28.- Audiencia. Si del o los informes evacuados el Tribunal pudiere concluir la efectividad de la amenaza, privación o perturbación del derecho reclamado en los términos dispuestos en el artículo 17 y no se hubiere planteado controversia en los hechos o el derecho, acogerá la acción especial de protección de derechos, en cuyo caso procederá conforme los artículos siguientes.





En caso contrario, dictará una resolución citando a las partes a audiencia, la que deberá realizarse en el más breve plazo posible, y a la que éstas deberán concurrir con todos sus medios de prueba.





La audiencia tendrá por objeto oír a las partes, recibir antecedentes adicionales y resolver la acción. Se llevará a efecto en un solo acto, pudiendo prorrogarse en sesiones sucesivas si fuere necesario.





Artículo 29.- Facultades del Tribunal que acoge la solicitud de protección. Si el Tribunal accede a la solicitud, podrá adoptar todas las medidas que juzgue necesarias para asegurar la debida protección del afectado.





Artículo 30.- Sanciones por incumplimiento de la resolución judicial. Si la persona, el funcionario o el representante o jefe del órgano del Estado, tenga éste la calidad de titular, interino, suplente o subrogante o cualquiera otra, no evacuare los informes o no diere cumplimiento a las diligencias, resoluciones o sentencias dentro de los plazos que el Juez determine conforme a lo establecido en los artículos precedentes, podrá imponer al renuente, oyéndolo o en su rebeldía, alguna o algunas de las siguientes medidas:





a) Amonestación privada;





b) Censura por escrito;





c) Multa a beneficio fiscal que no sea inferior a una ni exceda de cinco unidades tributarias mensuales, y

                                               d) Suspensión de funciones hasta por cuatro meses, tiempo en el cual el funcionario gozará de medio sueldo. Todo ello además de la responsabilidad penal en que pudieren incurrir dichas personas.





Artículo 31.- Supletoriedad. En todo lo no regulado por este párrafo, serán aplicables las disposiciones contenidas en el Título III de la ley Nº 19.968.

PÁRRAFO II

DE LA APLICACIÓN JUDICIAL DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES





Artículo 32.- Procedencia. Las medidas de protección a favor de un niño, niña o adolescente procederán cuando concurra alguna de las causales señaladas en el artículo siguiente, en conformidad a lo previsto en el párrafo I del Título IV de la ley Nº 19.968, que crea los Juzgados de Familia.





Artículo 33.- Causales. Las medidas contempladas en este párrafo se adoptarán ante situaciones de vulneración de los derechos del niño, niña y adolescente causadas por:





a) Ausencia de los padres o las personas responsables de su cuidado personal;





b) Incapacidad o imposibilidad, transitoria o permanente, de los padres o de las personas responsables para ejercer su cuidado personal, en lo que se refiere al ejercicio de sus derechos, deberes y obligaciones;





c) Incumplimiento voluntario o negligente de las obligaciones de protección de padres o personas responsables de su cuidado personal, cuando ello comprometa su vida, integridad física o psíquica;





d) Ser víctima de maltrato, abuso o explotación sexual, y





e) La necesidad urgente de proporcionarle atención de salud para proteger su vida e integridad física, en caso de adicciones extremas.





Artículo 34.- Medidas de protección. Concluido el procedimiento respectivo, el Juez podrá adoptar, mediante resolución fundada, las siguientes medidas de protección o alguna de las contempladas en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, a favor de los niños, niñas o adolescentes:





a) Mantenerlo bajo el cuidado de sus padres, guardadores o personas a cuyo cargo estuviere, instándolos a tener una mayor preocupación sobre la conducta del niño o adolescente y advirtiéndoles que la reiteración de hechos que pongan en peligro la vida, integridad física o psíquica del propio niño, niña o adolescente o de terceros o los bienes de éstos podría motivar la aplicación de medidas más severas;





b) Asistencia a programas o servicios de apoyo, orientación, intervención o reparación ofrecidos por entidades públicas o privadas;





c) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;





d) Confiarlo al cuidado de un familiar o de un tercero;





e) Ingreso a programa de familias de acogida, y





f) Ingreso a un centro residencial.





El Juez podrá decretar una o varias de las medidas establecidas en el presente artículo. Para resolver, se deberá tomar en cuenta la gravedad de los hechos que ameriten su aplicación, el grado de autonomía y capacidad del niño, niña o adolescente, la presencia de redes de apoyo y la posibilidad del adecuado ejercicio de los roles protectores por parte de los adultos responsables de su cuidado.





Estas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, no superior a un año, y podrán renovarse por períodos iguales, mediante resolución fundada, sin perjuicio de las normas especiales contenidas en este párrafo. En todo caso, el Tribunal escuchará, en cualquier tiempo, al niño, niña o adolescente, a sus padres y a quienes sean responsables de la ejecución de la medida y podrá suspender, modificar o dejar sin efecto tal medida conforme a las reglas de los incidentes.





El Tribunal, las instituciones y centros o programas encargados de dar cumplimiento a la medida decretada deberán informar al niño, niña o adolescente a lo menos acerca de la naturaleza y extensión de la medida tomada a su respecto.





El Tribunal sólo podrá aplicar a un niño, niña o adolescente una medida de internamiento obligatorio en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado de rehabilitación de la adicción a las drogas, al alcohol u otras de igual gravedad, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud. Esta medida se impondrá sólo por el plazo estrictamente necesario para superar la situación de amenaza y no podrá exceder de 90 días. Concluido este plazo, la medida podrá prorrogarse, incidentalmente, por resolución fundada.





Artículo 35.- Medidas aplicables a los padres o personas a cargo del cuidado personal. El Juez podrá adoptar las siguientes medidas respecto de los padres, personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente o que convivan con él:





a) Asistencia a programas o servicios ambulatorios de apoyo u orientación ofrecidos o financiados por organismos públicos o privados;





b) Tratamiento médico, psiquiátrico o psicológico;





c) Obligación de matricular al niño, niña o adolescente en un establecimiento educacional y velar por su asistencia;





d) Obligación de impedir que el menor realice trabajos prohibidos por la ley y de precaver cualquier explotación laboral por terceros;





e) Prohibición de mantener relaciones directas o regulares con el niño, niña o adolescente por tiempo determinado, y





f) Expulsión del agresor o agresora de la vivienda común en casos de maltrato grave, abuso o explotación sexual.





Dichas medidas deberán decretarse por un plazo determinado, que no podrá exceder de un año, que podrá renovarse por períodos iguales mediante resolución fundada pronunciada en procedimiento incidental. El Tribunal podrá decretar una o más de ellas simultáneamente y en conjunto con las previstas en el artículo anterior.





En el caso de las medidas establecidas en las letras a) y b) precedentes, se deberá contar con el consentimiento del afectado. De no contar con este consentimiento, el Juez podrá decretar todas las medidas contempladas en la ley.





Artículo 36.- Confiar el cuidado a un familiar o tercero. Confiar el cuidado a un familiar o tercero es aquella medida de protección transitoria decretada por el Juez, que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente con el objeto de procurarle un núcleo de convivencia familiar.





Procederá la entrega del cuidado transitorio siempre que la causal que lo justifique sea temporal o cuando de los antecedentes del proceso se concluya que el niño, niña o adolescente podrá retornar, una vez vencido el plazo decretado por el Tribunal, a su entorno familiar.





El Tribunal también podrá confiar este cuidado a personas que no tengan un vínculo de parentesco con el niño, niña o adolescente, con las que éstos tengan una relación de afecto y confianza. En este caso, el Tribunal siempre deberá requerir una evaluación especializada del niño, niña o adolescente y de las personas que soliciten o se propongan para asumir su cuidado.





El Tribunal podrá renovar esta medida por una sola vez y hasta por un año, cuando las circunstancias que dieron lugar a ésta se mantengan.





Cuando hubieren transcurrido los plazos anteriores y no fuere posible que el niño, niña o adolescente vuelva al cuidado de sus padres, el Tribunal podrá adoptar, de acuerdo al procedimiento especial para la aplicación judicial de medidas de protección dispuestas para los niños, niñas y adolescentes en la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, una medida de entrega de cuidado personal indefinido, que dará a las personas a quienes se haya entregado el cuidado del niño, las facultades del cuidado personal a que se refiere el Código Civil.





Tratándose del cuidado personal con fines adoptivos, sólo procederá en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19 de la ley Nº 19.620 y bajo ninguna circunstancia podrá decretarse en el ámbito proteccional.





Artículo 37.- Ingreso a programa de familias de acogida. El ingreso a un programa de familias de acogida es aquella medida de protección transitoria decretada por el Juez, que consiste en la entrega del cuidado de un niño, niña o adolescente a un programa desarrollado por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia o a través de los organismos acreditados ante él, que proporcionará a éste un núcleo de convivencia familiar.





Renovada la medida por dos períodos y siempre que la situación que motivó a decretarla no hubiere sido superada, el Tribunal podrá mantenerla y renovarla cada vez, en lo sucesivo, hasta por dos años.





El Director del programa o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la Dirección Regional respectiva del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620, para que se inicien los procedimientos que correspondan, sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 13 de la misma ley.





Artículo 38.- Ingreso a centro residencial. La medida de ingreso a un centro residencial es aquella consistente en el ingreso y permanencia de un niño, niña o adolescente en los establecimientos calificados como tales por el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia, que procederá como medida de último recurso y cuando su cuidado no pueda ser confiado a un familiar.





Al adoptar esta medida, siempre se deberá privilegiar el derecho del niño, niña o adolescente a vivir en una residencia cercana a su familia y comunidad, salvo su interés superior.





Para decretar la renovación de esta medida y sin perjuicio de la obligación de informar periódicamente que deberán cumplir los establecimientos residenciales, el Tribunal llamará a una audiencia de seguimiento de la misma. A dicha audiencia deberán concurrir los padres, si fueren habidos, y el director del establecimiento o quien éste designe. El niño, niña o adolescente siempre deberá ser oído, en la misma audiencia, por separado, y su opinión será considerada en función de su edad y madurez.





En el caso que la medida hubiere sido ya renovada por dos períodos, la audiencia de seguimiento se podrá realizar en lo sucesivo cada dos años.





El Director del Centro Residencial o el Tribunal, si aquél no lo hubiere informado, deberá comunicar a la respectiva Dirección Regional del Servicio la medida decretada cuando se hubieren cumplido los plazos y configurado las causales establecidas en los números 1 y 2 del artículo 12 de la ley Nº 19.620.





Artículo 39.- Derechos y obligaciones de los padres. Cuando se decreten las medidas contempladas en las letras d), e) y f) del artículo 34, los padres siempre conservarán el derecho y el deber establecido en el artículo 229 del Código Civil, salvo que en la misma resolución se hubiere adoptado expresamente alguna de las medidas previstas en las letras e) y f) del artículo 35. En todo caso, siempre conservará el deber de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos e hijas.





Artículo 40.- Rol del Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia en la protección jurisdiccional de derechos. En este ámbito, al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia le corresponderá el cumplimiento de las resoluciones judiciales que disponen la aplicación de medidas de protección en alguno de los proyectos de su red de organismos acreditados y la obligación de mantener a disposición de los tribunales la información actualizada acerca de la oferta de atención existente en las distintas jurisdicciones del país.

TÍTULO V

ACTUACIÓN DE LA POLICÍA EN EL ÁMBITO DE LA PROTECCIÓN DE DERECHOS





Artículo 41.- Asistencia inmediata a víctimas de delitos o frente a vulneraciones de derechos. Carabineros de Chile deberá otorgar en forma inmediata la asistencia que requiera todo niño, niña o adolescente víctima de una falta, crimen o simple delito, o que esté expuesto a una vulneración de sus derechos o a una amenaza de la misma.





La acción de Carabineros se orientará a repeler el delito y poner fin a la vulneración de sus derechos, otorgándole para estos fines la asistencia indispensable.





Para ello, deberá otorgar protección inmediata a un niño, niña o adolescente que se encuentre en situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física, para lo cual podrá ingresar a un lugar cerrado y retirar al niño, niña o adolescente, debiendo en todo caso poner de inmediato los hechos en conocimiento del Juez de Familia o del Fiscal del Ministerio Público, según corresponda. En lo demás, procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.





En casos de urgencia, deberá conducir al niño, niña o adolescente a un centro de salud para que reciba la atención médica correspondiente.





Del mismo modo, Carabineros deberá denunciar ante el Juez de Familia correspondiente el que una niña, un niño o adolescente no esté matriculado en un establecimiento educacional o el que haya sido sorprendido realizando trabajos prohibidos o indebidos por orden y en beneficio de terceros.





Artículo 42.- Obligación de entregar al niño, niña o adolescente a sus padres. Una vez repelido el delito o superada la vulneración de derechos, el niño o niña será entregado en forma directa e inmediata a cualquiera de sus padres o a la persona responsable de su cuidado personal.





Tratándose de adolescentes, Carabineros procederá de conformidad al inciso anterior cuando éstos se encuentren en una situación de peligro grave, directo e inminente para su vida o integridad física. En los demás casos, éstos podrán solicitar a Carabineros asistencia para reunirse con sus padres o con quienes tienen su cuidado personal. En ambos casos, Carabineros deberá informar a los padres o personas responsables de su cuidado personal de las actuaciones realizadas al efecto.





Respecto de un niño, niña o adolescente  perdido sobre el cual hubiere una solicitud de búsqueda vigente, a consecuencia de su desaparición, Carabineros procederá conforme a lo dispuesto en el presente Título, informando al Tribunal que hubiere formulado la solicitud o al Ministerio Público, en su caso.





Artículo 43.- Excepciones a la obligación de entrega a los padres. En los casos en que los padres o la persona responsable hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza o hayan sido imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que fue víctima el niño, niña o adolescente, y, en general, cuando por otras circunstancias no sea posible o conveniente entregarlo directamente a esas personas, Carabineros lo pondrá bajo la responsabilidad del tribunal competente.





Si el procedimiento se adoptare fuera del horario de funcionamiento de los tribunales, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a los establecimientos que, para estos efectos, determine el Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia por resolución de su Director Nacional, e informará de los hechos a primera audiencia al Juzgado de Familia y de inmediato al Ministerio Público, si procediere.





En todo caso, el director de un establecimiento de los que alude el inciso anterior, podrá entregar directamente al niño, niña o adolescente a sus padres o personas responsables de su cuidado personal, siempre que no hayan sido los causantes directos de la vulneración o amenaza, o imputados por su supuesta participación en el crimen, simple delito o falta de que se trate. Verificada la entrega, informará al Juzgado de Familia competente.





Artículo 44.- Conducción y permanencia en unidades policiales. En el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos anteriores, Carabineros podrá conducir al niño, niña o adolescente a la unidad policial correspondiente. En ningún caso dicho traslado se efectuará en condiciones similares a las de una persona detenida.





El tiempo de permanencia en dichas unidades será el menor posible, exceptuándose de esta limitación aquellas unidades especializadas y habilitadas para la atención residencial de niños, niñas o adolescentes y, en todo caso, hasta que sea posible la entrega a sus padres o responsables de su cuidado, al tribunal competente o al establecimiento a que alude el inciso segundo del artículo anterior, según corresponda.





En ningún caso los niños, niñas o adolescentes conducidos a las unidades policiales podrán permanecer en las mismas dependencias o tomar contacto con detenidos.




Artículo 45.- Respeto por la dignidad e intimidad en el cumplimiento de sus obligaciones. En el cumplimiento de sus obligaciones, Carabineros actuará respetando la intimidad y dignidad de los niños, niñas y adolescentes, privilegiando la intervención de funcionarios o profesionales capacitados para la atención de los mismos.





Artículo 46.- Policía de Investigaciones de Chile. Las disposiciones del presente título serán aplicables a la Policía de Investigaciones de Chile.

TÍTULO VI

MALTRATO DE NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES, FUERA DEL ÁMBITO FAMILIAR




Artículo 47.- Maltrato. Todo maltrato que afecte a un niño, niña o adolescente, que no sea constitutivo de delito, cometido por una persona que no tenga respecto del ofendido alguna de las calidades señaladas por el artículo 1° de la ley Nº 19.325, será sancionado con alguna de las siguientes medidas:





a) Multa, a beneficio municipal, del equivalente de uno a diez días de ingreso diario del condenado calculado en la forma señalada en el artículo 4º de esa ley; y





b) Realización de trabajos en beneficio de la comunidad con acuerdo del ofensor. La resolución que aplique esta sanción deberá señalar expresamente el tipo de trabajo, el lugar donde deba realizarse, su duración y la persona o institución encargada de controlar su cumplimiento. En caso de incumplimiento de la sanción en la forma dispuesta por la sentencia, se dejará sin efecto la medida decretada debiendo imponerse en su lugar el máximo de la multa señalada en la letra anterior.





Artículo 48.- Competencia. Conocerá de la materia señalada en el artículo anterior el Juzgado de Familia del territorio jurisdiccional en que tenga residencia o domicilio el afectado.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES VARIAS





Artículo 49.- Modificaciones al Código Civil. Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:





1) Agrégase al artículo 226 el siguiente inciso, nuevo:





“Para los efectos de este artículo, se entenderá que uno o ambos padres se encuentran inhabilitados física o moralmente cuando:





1° Sufrieren de alguna discapacidad mental grave, judicialmente declarada.





2° Padecieren de consumo dependiente de drogas o alcohol, circunstancia diagnosticada por, a lo menos, dos facultativos.





3° Hubieren sido condenados por secuestro o abandono de menores.





4° Maltrataren al hijo vulnerando gravemente su derecho a la vida, integridad física o psíquica.





5° Incumplieren sus obligaciones de protección, cuando con ello comprometan gravemente su integridad física o psíquica o su vida.”.





2) Derógase el artículo 234.





3) Reemplázase el artículo 240 por el siguiente:





"Artículo 240. Si el hijo abandonado por sus padres hubiere sido alimentado y criado por otra persona y quisieren éstos recuperar el cuidado personal, deberán ser autorizados por el juez para hacerlo, el que en su resolución determinará la forma y plazo en que se producirá la entrega.





La persona que lo hubiere alimentado o criado podrá solicitar al juez, en el mismo procedimiento, la tasación y reintegro de los gastos de crianza y educación en que hubiere incurrido. El no pago de dichos gastos, en ningún caso, impedirá la entrega del niño a sus padres.





El solo hecho de haber confiado el cuidado del menor de edad a terceros no constituye abandono para los efectos de lo dispuesto en este artículo.”.





4) Incorpórase el siguiente artículo 274:





"Artículo 274. La pérdida o suspensión del ejercicio de la patria potestad deja subsistente la obligación de los padres de contribuir a los gastos de educación, crianza y establecimiento de sus hijos.".





Artículo 50.- Modificaciones al Decreto Ley N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores. Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores:





1) Sustitúyese la denominación del Servicio creado por esta ley de “Servicio Nacional de Menores” a “Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia”.





Todas las referencias efectuadas por otras leyes y reglamentos al Servicio Nacional de Menores, deberán ser entendidas al Servicio Nacional de la Infancia y Adolescencia.





2) Incorpórase al artículo 22 un inciso segundo nuevo del siguiente tenor:





"Asimismo, serán consideradas como establecimientos de beneficencia para los efectos del artículo 1056 del Código Civil.”.





Artículo 51.- Modificación a la ley N° 14.908, sobre de abandono de familia y pago de pensiones alimenticias. Agrégase el siguiente artículo 16 nuevo a la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias:





"Artículo 16. El juez podrá ordenar, durante la tramitación del juicio de alimentos y sujeto a las disposiciones anteriores, que el padre, madre o la persona obligada a proporcionar alimentos al menor de edad, pague la respectiva pensión al centro, establecimiento o persona que lo tenga a su cargo, la que se destinará íntegra y directamente al menor de edad.





Si los menores de edad que se encontraren en la situación descrita en el inciso anterior tuvieren bienes propios, su representante legal deberá destinar, de las rentas provenientes de dichos bienes, las cantidades que sean necesarias para su cuidado y educación, de acuerdo con el monto y plazo fijados por el juez.”.





Artículo 52.- Derógase la ley N° 16.618, de Menores.”.

- - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 18 de enero de 2006, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.





Sala de la Comisión, a 19 de enero de 2006.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA SISTEMA DE NOMBRAMIENTO Y CALIFICACIONES DE MINISTROS, JUECES, AUXILIARES DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y EMPLEADOS DEL PODER JUDICIAL

(3788-07)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República. 



A la sesión en que se estudió esta iniciativa, asistió, además de los miembros de la Comisión, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado.

 

Cabe dejar constancia que los distintos numerales que integran el artículo único del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por tratar materias relacionadas con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de acuerdo a lo prescrito por el artículo 77 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. En consecuencia, deben aprobarse con el voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

 
Igualmente, es dable señalar que al haberse introducido en este trámite enmiendas que no han sido conocidas por la Corte Suprema, se ha hecho necesario remitir nuevamente la iniciativa al Máximo Tribunal, en cumplimiento de lo preceptuado por los ya mencionados artículos 77 de la Constitución Política y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - - - - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:



1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo único, números 2, letra a) y 5.



2.-
Indicaciones aprobadas: no hay.



3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: la número 1.



4.-
Indicaciones rechazadas: no hay.



5.-
Indicaciones retiradas: no hay.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.


En virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó introducir un conjunto de modificaciones formales al texto del proyecto aprobado en general.

- - - - - -

DISCUSION EN PARTICULAR



Se efectúa, a continuación, una relación de la única indicación presentada, explicándose su contenido, así como la disposición del proyecto en la que incide. Del mismo modo, se consigna el acuerdo adoptado por la Comisión en relación a ella. Se señalan, asimismo, los numerales del artículo único del proyecto que fueron objeto de enmiendas formales.

Artículo único

Números 1, 2 letras b), c) y d), 3, 4, 6, 7, 8, 9 y 10


Como se indicó precedentemente, con el objetivo de perfeccionar el texto del proyecto de ley en estudio, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó introducir a estos numerales algunas enmiendas de índole puramente formal. Ellas se consignan en el capítulo que este informe dedica a las modificaciones que se proponen a la Sala.

Número 11



Este numeral introduce el siguiente artículo 291 bis, nuevo, al Código Orgánico de Tribunales: 



“Artículo 291 bis.- En los nombramientos de ministros de Corte Suprema y de su Fiscal Judicial, el Presidente de la República tendrá un plazo de noventa días para designar, de la quina respectiva, al candidato que se someterá a la aprobación del Senado, según lo establecido en el artículo 49 N° 9 de la Constitución Política de la República.



Dicho plazo será de sesenta días para la designación de jueces y ministros de Cortes de Apelaciones, y de cuarenta y cinco, para la designación de los auxiliares de la administración de justicia.



El plazo se entenderá cumplido con la dictación del correspondiente decreto.”.


Este artículo fue objeto de una indicación del Honorable Senador señor Parra, para reemplazarlo por el siguiente:


“11) Introdúcese el siguiente artículo 291 bis, nuevo:



“Artículo 291 bis.- En los nombramientos de los ministros de la Corte Suprema y de Fiscal Judicial de ese tribunal, el Presidente de la República deberá proponer, para su aprobación por el Senado, según lo establecido en el artículo 53 número 9 de la Constitución Política de la República, el nombre de uno de los integrantes de la quina en el plazo de 90 días desde que ella le fuera comunicada. Transcurrido el plazo sin que se hubiera hecho proposición, se tendrá por propuesto el nombre de quien encabece la quina.



Las demás designaciones que, conforme a la Constitución Política de la República, a este Código u otras leyes, deban ser hechas por el Presidente de la República se efectuarán en el plazo de 60 días contados desde que le sean comunicadas las ternas respectivas. Si no se efectuare designación en dicho plazo, se entenderá que ésta recae en la persona que encabece la terna.



Los plazos a que se refiere este artículo se entienden cumplidos con el oficio que formula la proposición o con la dictación del decreto correspondiente.”.”.


 


El señor Francisco Maldonado, Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, recordó que el proyecto de ley aprobado en general contempla el establecimiento de plazos perentorios para las actuaciones de los órganos que intervienen en la generación de los órganos jurisdiccionales y de los auxiliares de la administración de justicia, a objeto de hacer más expedita su tramitación, según la complejidad que cada nombramiento tenga.


Añadió que, para estos efectos, la iniciativa fija un plazo de noventa días para que el Presidente de la República proceda al nombramiento de los ministros de la Corte Suprema y de su Fiscal Judicial; de sesenta días para la designación de jueces y ministros de Cortes de Apelaciones, y de cuarenta y cinco días para la designación de los auxiliares de la administración de justicia. 


Hizo notar que la indicación recientemente transcrita, además de ocuparse de estos plazos, contempla un efecto determinado para el caso en que el Presidente de la República deje transcurrir el lapso para efectuar la proposición o la designación sin realizarla.


Este efecto, acotó, consiste en establecer que, ocurrido lo anterior, se tendrá por propuesto o designado a quien encabece la quina o la terna respectiva. De esta manera, añadió, se completaría, en subsidio de un pronunciamiento expreso por parte del Primer Mandatario, el trámite de proposición o de nombramiento, según sea el caso.



Los miembros de la Comisión analizaron tanto la norma aprobada en general como la mencionada indicación.


Tuvieron presente que la fijación de plazos propuesta por el Ejecutivo para el ejercicio de la atribución que el artículo 78 de la Constitución Política le otorga al Jefe de Estado para para designar ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema viene a perfeccionar lo dispuesto por dicho precepto, pues otorga una mayor eficacia a la regla sobre designaciones allí contemplada.


Advirtieron que en esta misma línea, la indicación presentada viene a complementar este mecanismo de nombramiento, intentando asegurar un resultado que, además de ser efectivo, responde a un criterio lógico pues propone que se favorezca a quien encabeza la quina o la terna, respectivamente. Se destacó que estas personas son, naturalmente, las que han obtenido la mejor votación al constituirse tales quinas o ternas.


Por estas consideraciones, la Comisión estimó que resulta pertinente regular la facultad que la citada disposición constitucional confiere al Presidente de la República, pues, de lo contrario, puede correrse el riesgo de que tal atribución se torne ineficiente.


Por lo expuesto, hubo coincidencia en relación a la conveniencia de regular esta facultad en dos aspectos: el plazo para ejercerla, por una parte, y el efecto para el caso de no hacerlo dentro de ese lapso, por otra. Esto último, se dijo, lo justifica también la circunstancia de que en nuestro medio la sola fijación de un plazo para que una autoridad u órgano público cumpla una atribución de esta naturaleza, no asegura que ésta realmente se lleve a efecto.


Por otra parte, se añadió que más allá de las implicancias políticas que puedan atribuirse a la designación de un magistrado por parte del Primer Mandatario, el correspondiente nombramiento se materializa mediante un acto administrativo, que consiste en la dictación de un decreto supremo. Desde este punto de vista, se connotó que tratándose de un acto administrativo, la idea de asignar un efecto determinado al silencio de la autoridad llamada a realizarlo resulta acorde con las regulaciones que nuestro ordenamiento jurídico ha establecido para el denominado “silencio administrativo”.



Sobre este particular, se recordó que la interpretación del silencio administrativo está consagrada en la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. Dicha ley, en su artículo 64, contempla la figura del silencio positivo, estableciendo que transcurrido el plazo legal para resolver acerca de una solicitud que haya originado un procedimiento sin que la Administración se pronuncie sobre ella, el interesado podrá denunciar el incumplimiento de dicho plazo ante la autoridad que debía resolver el asunto, requiriéndole una decisión acerca de su solicitud. La norma agrega que dicha autoridad deberá otorgar recibo de la denuncia, con expresión de su fecha, y elevar copia de ella a su superior jerárquico dentro del plazo de 24 horas.





El inciso segundo del indicado precepto establece que si la autoridad que debía resolver el asunto no se pronuncia en el plazo de cinco días contados desde la recepción de la denuncia, la solicitud del interesado se entenderá aceptada.


Desde otro punto de vista, se señaló que tanto la fijación de un plazo para efectuar la designación como la regulación de un resultado para el caso de no efectuarse, propenden a cautelar que el Máximo Tribunal funcione el menor tiempo posible sin la totalidad de sus integrantes, considerando que esta entidad conforma un órgano colegiado cuyas salas se constituyen y sus decisiones deben ser adoptadas por un número determinado de miembros.



Complementando este análisis, el Honorable Senador señor Zaldívar, don Andrés, manifestó su acuerdo con los criterios de la indicación presentada y estimó conveniente otorgar una determinada interpretación al silencio de la autoridad llamada a hacer la proposición o el nombramiento respectivo, en el caso de que no ejerza tal atribución dentro de los plazos que se establezcan.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo adhirió al planteamiento reseñado, sugiriendo, además, mantener los plazos propuestos por el Ejecutivo, esto es, de 60 días para el caso de los ministros de la Corte Suprema y del Fiscal Judicial del mismo tribunal; y de 45 días para los demás nombramientos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Espina, propuso modificar el efecto del no ejercicio de la atribución de nombramiento por parte del Presidente de la República dentro de los plazos legales consignados en la indicación del Honorable Senador señor Parra, que dispone para este caso, tener por propuesto al ministro que encabece la quina respectiva. Su propuesta consistió en disponer que en el caso del nombramiento de ministros de la Corte Suprema y del Fiscal Judicial de la misma, la respectiva proposición recaiga en el ministro más votado de la quina, y si se produjere empate de votos entre ellos, se prefiera al más antiguo. Sugirió, además, aplicar este mismo criterio para los restantes nombramientos que debe hacer el Jefe de Estado en el ámbito judicial, dando por nombrado, en estos casos, al que tenga más votación dentro de la respectiva terna o, en caso de empate, al más antiguo.


En definitiva, la unanimidad de los miembros de la Comisión estuvo de acuerdo en incorporar las modificaciones recientemente señaladas. Para estos efectos, se acordó proponer la incorporación del siguiente artículo 291 bis, nuevo, al Código Orgánico de Tribunales:


“Artículo 291 bis. En los nombramientos de los Ministros de la Corte Suprema y del Fiscal Judicial de ese tribunal, el Presidente de la República deberá proponer, para su aprobación por el Senado, según lo establecido en el artículo 53, número 9, de la Constitución Política de la República, el nombre de uno de los integrantes de la quina en el plazo de 60 días desde que ella le fuera comunicada. 


Transcurrido el plazo sin que se hubiere hecho proposición, se tendrá por propuesto el nombre de quien hubiere recibido la mayor votación para integrar la quina y, en caso de igualdad de votos, se preferirá de entre ellos al más antiguo.


Las demás designaciones que, conforme a la Constitución Política, a este Código o a otras leyes, deban ser hechas por el Presidente de la República, se efectuarán en el plazo de 45 días contados desde que le sean comunicadas las ternas respectivas. Si no se efectuare la designación en dicho plazo, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente. 

 
Los plazos a que se refiere este artículo se entenderán cumplidos con el oficio que formula la proposición o con la dictación del decreto correspondiente.”.


En definitiva, la Comisión aprobó con modificaciones la indicación número 1. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Aburto, Espina, Chadwick, Viera-Gallo y Zaldívar, don Andrés.

Números 12, 13, 14, 15 y 16


Al igual que en los casos anteriormente señalados, estos numerales también fueron objeto de modificaciones de carácter formal, que la unanimidad de los miembros de la Comisión resolvió introducirles.

- - - - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley acogido en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

Número 1)


Anteponer, en el inciso primero, la expresión “Artículo 263.”.


Iniciar con mayúsculas las siguientes expresiones:


En el inciso primero: “escalafón primario” y “escalafón secundario”.


En el inciso segundo: “escalafón secundario”, “tercera serie”, “escalafón del personal de empleados” y “sexta serie”. 


(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 2)

Letra b)


Reemplazar la forma verbal “pasará” por “pasa”.


Acentuar la palabra “periodo”.


Agregar una coma (,) en su segunda oración, luego de la frase “En el caso de los jueces”.


Intercalar una coma (,) después del vocablo “Además”.


Añadir un punto (.) antes del cierre de comillas. 

Letras c) y d)


Reemplazar la expresión “del actual inciso cuarto” por “del inciso cuarto, que pasa a ser quinto,”.



(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 3)

Letra a)


Agregar un punto final (.).(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Letra b)


Consignar entre comas la palabra “además” y agregar un punto final (.). (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 4)


Agregar dos puntos (:) luego de la expresión “la siguiente frase”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 6)


Suprimir la expresión “ministros visitadores” y la coma (,) que la precede. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 7)

Inciso segundo


Intercalar la expresión “se” entre las palabras “cual” y “detallarán”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 8)

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Agrégase, en el inciso primero, luego de la expresión “Presidente de la República” la frase “o al Presidente de la Corte respectiva, según corresponda”;”.

Letra b)


Eliminar los dos puntos (:) luego de la palabra “frase” y agregar un punto final (.).

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 9)


En el encabezado, eliminar el punto (.), luego de la expresión “bis”.
Letra a)


Reemplazar la expresión “Sustitúyese” por “Agrégase”.

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:


“b) Agrégase, al final del inciso quinto, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,), la frase “por el Presidente de dicha Corte.”.


(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 10)


Agregar una coma (,) luego del número “291”; reemplazar el infinitivo “agregar” por el imperativo“agrégase”, seguido de una coma (,), y agregar un punto final. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 11)



Sustituir el texto del artículo 291 bis, nuevo, que se propone incorporar, por el siguiente:


“Artículo 291 bis. En los nombramientos de los Ministros de la Corte Suprema y del Fiscal Judicial de ese tribunal, el Presidente de la República deberá proponer, para su aprobación por el Senado, según lo establecido en el artículo 53, número 9, de la Constitución Política de la República, el nombre de uno de los integrantes de la quina en el plazo de 60 días desde que ella le fuera comunicada. 


Transcurrido el plazo sin que se hubiere hecho proposición, se tendrá por propuesto el nombre de quien hubiere recibido la mayor votación para integrar la quina y, en caso de igualdad de votos, se preferirá de entre ellos al más antiguo.


Las demás designaciones que, conforme a la Constitución Política, a este Código o a otras leyes, deban ser hechas por el Presidente de la República, se efectuarán en el plazo de 45 días contados desde que le sean comunicadas las ternas respectivas. Si no se efectuare la designación en dicho plazo, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente. 

 
Los plazos a que se refiere este artículo se entenderán cumplidos con el oficio que formula la proposición o con la dictación del decreto correspondiente.”. (Indicación número 1). (5x0).
Número 12)

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará” por la siguiente, precedida de una coma (,): “en calidad de interinos y de suplentes en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la respectiva Corte,”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Letra b)


Intercalar el sustantivo “permiso” entre los términos “por” y “pre y post natal”.


Sustituir el numeral “2°” por el cardinal  “segundo” y agregar una coma (,) después del número “340”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 13)

Letra a)


Sustituir las palabras “las expresiones” por “la expresión”, y agregar un punto final (.).
Letra b)


Reemplazar los vocablos “Sustitúyense” por “Sustitúyese”; “las expresiones” por “la expresión”, y “las siguientes” por “la siguiente”, y agregar un punto final (.).


(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 14)

Letra a)


Reemplazar la coma (,) ubicada entre las expresiones “los conservadores” y “los archiveros” por una conjunción copulativa “y”.

Letra b)


Sustituir los vocablos “al final” por “a continuación”; agregar una coma (,) luego de las palabras “aparte” y “seguido”; consignar con mayúsculas las palabras “tercera”, “sexta”, “serie”, “escalafón” y “secundario”, y agregar un punto final (.).(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 15


Agregar una coma (,) después del sustantivo “nombramiento”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

Número 16


Reemplazar la frase “Corte Suprema de una terna formada por la propia Corte” por “Corte Suprema, de una terna formada por la propia Corte;”. (Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). (5x0).

- - - - -

TEXTO PROPUESTO AL SENADO


De aprobarse las modificaciones propuestas, el texto del proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales:



1)
Sustitúyese el artículo 263 por el siguiente:



“Artículo 263. Los jueces de letras, los Ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, los demás funcionarios del Escalafón Primario y de la Segunda Serie del Escalafón Secundario, serán nombrados por el Presidente de la República, con sujeción a las normas que se indican en los artículos siguientes.



El nombramiento de los restantes funcionarios del Escalafón Secundario, con excepción de los de Tercera Serie, y del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la Corte de Apelaciones de que dependan o por el Presidente de la Corte Suprema en su caso. Tratándose de la Sexta Serie, se aplicará lo dispuesto en el artículo 289 bis.”.



2)
En el artículo 273, introdúcense las siguientes modificaciones:



a)
Agrégase un inciso segundo, nuevo, del tenor siguiente: “El órgano calificador estará compuesto por el pleno de la Corte respectiva, salvo que el tribunal esté integrado por siete o más ministros, en cuyo caso la comisión se compondrá de cinco de ellos designados anualmente al efecto.”.



b)
Reemplázase el inciso segundo, que pasa a ser tercero, por el siguiente: “La calificación comprenderá un período de doce meses de desempeño funcionario contados desde el 1° de noviembre de cada año, y se basará, principalmente, en los informes semestrales sobre comportamiento funcionario que para ese efecto emitirá el superior jerárquico del evaluado. En el caso de los jueces, dicho informe se emitirá por el Visitador. Además podrán considerarse antecedentes adicionales, como los antecedentes de la hoja de vida e informes de gestión, entre otros.”.



c)
Sustitúyese, en la letra a) del inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la frase “La Corte Suprema, en pleno” por “La Comisión Calificadora de la Corte Suprema”.



d)
Sustitúyese, en la letra b) del inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la frase “Las Cortes de Apelaciones, en pleno” por “Las comisiones de las Cortes de Apelaciones,”.



3)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 274:



a)
En la letra a), agrégase a continuación de la frase “las hojas de vida, con los antecedentes agregados” la siguiente oración: “y los informes semestrales de que trata el artículo anterior”.


b)
Agrégase al final de la letra c), pasando el punto y coma a ser punto seguido, la siguiente frase “En los casos en que la Corte tuviese siete o más integrantes, deberá dejar constancia, además, de los nombres de los ministros que integraron la Comisión.”.


4)
Agrégase, en el artículo 275, al final de su inciso primero, pasando el punto aparte a ser punto seguido, la siguiente frase: “Serán recibidas especialmente las opiniones de las asociaciones gremiales de abogados.”.



5)
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 276:



a)
Agrégase, al final de su inciso quinto, la siguiente frase: “Dicho recurso será conocido y fallado por la comisión calificadora del superior jerárquico de aquel que haya calificado en primera instancia.”.



b)
Sustitúyese en su letra a), la frase “Al pleno” por “A la comisión calificadora”.



c)
Sustitúyese en su letra c), la frase “Al pleno” por “A la comisión calificadora”.



6)
Suprímese en el inciso cuarto del artículo 277, la expresión “ministros visitadores” y la coma (,) que la precede.



7)
Reemplázase el actual artículo 277 bis por el siguiente: 



“Artículo 277 bis. La calificación deberá fundarse en antecedentes objetivos y considerará, especialmente, los informes semestrales de calificación. 



Los parámetros de evaluación serán establecidos por el máximo tribunal mediante auto acordado, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el cual se detallarán los diferentes aspectos a evaluar en cada una de las funciones, según su naturaleza.



La revisión y actualización de tales criterios se realizará, por el máximo tribunal, bianualmente.”.



8)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 279:



a) Agrégase, en el inciso primero, luego de la expresión “Presidente de la República” la frase “o al Presidente de la Corte respectiva, según corresponda”;”.



b)
En el inciso cuarto, agrégase a continuación de la expresión “se limitará a los funcionarios” la frase “con requisitos para ser titulares”.


9)
Introdúcense, en el artículo 285 bis, las siguientes modificaciones:



a)
Agrégase, en el inciso primero, luego de la frase “se hará”, la frase “por el Presidente de la Corte”.



b)
Agrégase, al final del inciso quinto, pasando el punto aparte (.) a ser coma (,), la frase “por el Presidente de dicha Corte.”.



10)
En el artículo 291, agrégase, a continuación de la expresión “Ministerio de Justicia” la siguiente: “o al Presidente de la Corte respectiva,”.

11) Introdúcese el siguiente artículo 291 bis, nuevo:


“Artículo 291 bis. En los nombramientos de los Ministros de la Corte Suprema y del Fiscal Judicial de ese tribunal, el Presidente de la República deberá proponer, para su aprobación por el Senado, según lo establecido en el artículo 53, número 9, de la Constitución Política de la República, el nombre de uno de los integrantes de la quina en el plazo de 60 días desde que ella le fuera comunicada. 


Transcurrido el plazo sin que se hubiere hecho proposición, se tendrá por propuesto el nombre de quien hubiere recibido la mayor votación para integrar la quina y, en caso de igualdad de votos, se preferirá de entre ellos al más antiguo.


Las demás designaciones que, conforme a la Constitución Política, a este Código o a otras leyes, deban ser hechas por el Presidente de la República, se efectuarán en el plazo de 45 días contados desde que le sean comunicadas las ternas respectivas. Si no se efectuare la designación en dicho plazo, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente. 


Los plazos a que se refiere este artículo se entenderán cumplidos con el oficio que formula la proposición o con la dictación del decreto correspondiente.”.



12)
En el artículo 294, introdúcense las siguientes modificaciones: 



a) Sustitúyese la frase “en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará” por la frase precedida de una coma (,), “en calidad de interinos y de suplentes en cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se hará por el Presidente de la respectiva Corte,”.



b)
Introdúcese un inciso decimosexto, nuevo, pasando los actuales incisos decimosexto, decimoséptimo y decimoctavo a ser decimoséptimo, decimoctavo y decimonoveno, respectivamente, del tenor siguiente: 



“El plazo establecido en el inciso anterior no será aplicable a todos aquellos casos en que la suplencia se produzca por enfermedad o salud irrecuperable, por permiso pre y post natal, aquellas otorgadas en virtud del artículo 340, inciso segundo, y las originadas en comisiones de servicios para concurrir a los cursos que imparte la Academia Judicial.”.



13)
 Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso tercero del artículo 458:



a)
Suprímese la expresión “del defensor público”.


b)
Sustitúyese la expresión “de los dos primeros” por la siguiente: “del primero”.



14)
Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso primero del artículo 459:



a)
Sustitúyense las expresiones “los defensores, los relatores y los demás auxiliares de la Administración de Justicia” por las siguientes: “los relatores, los secretarios, los notarios, los conservadores y los archiveros”;



b)
Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo nuevo: “Los demás auxiliares de la administración de justicia, con excepción de los contenidos en la Tercera y Sexta Serie del Escalafón Secundario, serán nombrados por el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva o por el Presidente de la Corte Suprema, en su caso, a propuesta de la Corte correspondiente.”.


15)
En el inciso primero del artículo 493, agrégase a continuación de las expresiones “Presidente de la República” la siguiente frase “o el Presidente de la Corte de que dependa, según sea el origen de su nombramiento,”.



16)
Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 498, la frase “República, a propuesta de la Corte Suprema;” por la siguiente: “Corte Suprema, de una terna formada por la propia Corte;”.”.

- - - - -


Acordado en sesión celebrada el 18 de enero de 2006, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2006.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.913, QUE CREÓ LA UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO 

(3626-07)

Honorable Senado:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar sobre el proyecto de ley de la suma, iniciado por moción de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes, Carlos Montes Cisternas, José Miguel Ortiz Novoa, Edgardo Riveros Marín, Eduardo Saffirio Suárez. Rodolfo Seguel Molina y Exequiel Silva Ortiz.


Es dable señalar que el proyecto se encuentra en segundo trámite constitucional y primero reglamentario y que en esta ocasión fue discutido en general.

- - - - - -


A las sesiones en que la Comisión analizó el proyecto concurrió, en representación del Ejecutivo, el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil. 


Del Ministerio Público, asistieron, el Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena Richards y el Director de la Unidad Especializada de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado, señor Mauricio Fernández Montalbán.


Concurrieron, asimismo, el Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Víctor Ossa Frugone y el Fiscal de dicha entidad, señor Álvaro del Barrio Reyna.


También asistieron, del Ministerio de Hacienda, el abogado señor Adrián Fuentes Campos y las asesoras señoras Tamara Agnic Martínez y Gladys Román Guggisberg.

- - - - - -


Asimismo, la Comisión recibió colaboraciones por escrito sobre el tema en análisis, por parte del Ministerio Público y de la Biblioteca del Congreso Nacional. Ambos trabajos se agregan a este informe como anexo, en ejemplar único.


El primero de dichos documentos, presentado por el Ministerio Público, titulado “Levantamiento del secreto bancario en investigaciones por lavado de dinero”, aborda temas tales como las normas especiales vigentes sobre levantamiento de secreto bancario entre los años 1995 y 2005 (leyes Nos 19.366 y 20.000); la normativa actualmente aplicable a toda investigación criminal; una revisión de las normas del presente proyecto de ley y, finalmente, contiene un comparado entre las diversas normas relativas al secreto bancario.


Asimismo, contiene tres anexos, en los que se trata, respectivamente, la historia de la ley Nº 19.366 y sus modificaciones; la normativa general sobre levantamiento del secreto bancario; otras leyes y fallos del Tribunal Constitucional relativos a dicha materia, y una evaluación de las dificultades del levantamiento del secreto bancario con la normativa general, desde la reforma procesal penal.


El segundo de los referidos documentos, preparado para la Comisión por la Biblioteca del Congreso Nacional, relativo a los “Fundamentos constitucionales contra el crimen organizado en la legislación comparada”, se ocupa de materias tales como definición y características del crimen organizado; regulación legal; derecho a la intimidad y secreto bancario, y el secreto bancario en la legislación comparada (Francia, Suiza y Estados Unidos).

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que son normas de quórum orgánico constitucional, las siguientes: el párrafo segundo de la letra b) que el proyecto agrega al artículo 2º de la ley Nº 19.913, y el artículo 23 nuevo que la iniciativa incorpora al citado cuerpo legal. 


Lo anterior, en virtud de lo dispuesto por el artículo 77 de la Constitución Política de la República por cuanto, en ambos casos, se trata de conceder nuevas atribuciones a los tribunales de justicia.


En efecto, la primera de dichas disposiciones exige la autorización previa, otorgada por un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, para requerir antecedentes secretos o reservados, o para recabar información de personas que no sean las indicadas en el artículo 3º de la ley Nº 19.913 (operadores del sector financiero, mercado de valores, cambios, tarjetas de crédito, bolsas de comercio, seguros, zonas francas, casinos, agencias de aduana, casas de remate, gestión inmobiliaria, notarios, conservadores de bienes raíces, Administradoras de Fondos de Pensiones y sociedades anónimas deportivas).


La segunda disposición instaura y regula un reclamo ante la Corte de Apelaciones, que podrán deducir los afectados por resoluciones sancionatorias de la Unidad de Análisis Financiero.

- - - - - -


Es dable señalar que el Senado, por oficio 
Nº 25.826, de 30 de agosto de 2005, remitió a la Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 18.918 y en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.

El Máximo Tribunal respondió por oficio Nº 126, de 11 de octubre de 2005, informando favorablemente el proyecto.

La Corte emitió su parecer sólo respecto de los artículos 2º y 3º, porque sobre los numerales del artículo 1º se remitió a lo ya informado a la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, en el sentido de considerar necesario y atinado lo relativo a la solicitud de antecedentes secretos o reservados y al procedimiento contencioso administrativo en caso de sanciones aplicadas por la Unidad de Análisis Financiero.


Respecto a los artículos 2º y 3º, expresó que son aplicación del principio general de autorización judicial previa contemplado en el artículo 9º del Código Procesal Penal. Sin embargo, añadió que esas normas podrían vulnerar las garantías del imputado, pues otorgan al Ministerio Público amplias facultades discrecionales y no fijan pautas objetivas de investigación.

ANTECEDENTES

1.- Objetivo fundamental de la iniciativa

El proyecto en análisis tiene por finalidad reponer las atribuciones de imperio de la  Unidad de Análisis Financiero, consistentes en exigir perentoriamente de las personas la información que estime necesaria, incluida la de carácter secreto o reservado, y en aplicarles sanciones de amonestación y multa, en caso de infracción de la obligación de proporcionarla o de hacerlo contraviniendo las instrucciones de la mencionada Unidad.

2.- Moción

Los autores de la moción, al fundamentarla, señalan que mediante la ley Nº 19.913, publicada en el Diario Oficial con fecha 18 de diciembre de 2003, se creó la denominada Unidad de Análisis Financiero y se modificaron diversas disposiciones en materia de lavado de dinero y blanqueo de activos.


Explican, asimismo, que la mencionada Unidad es un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios que se relaciona con el Presidente de la República por medio del Ministerio de Hacienda.


Su establecimiento respondió a la necesidad ineludible de crear instrumentos jurídicos destinados a combatir de mejor manera el denominado lavado o reciclaje de dinero o blanqueo de capitales, entendiéndose por estos fenómenos delictuales la ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el movimiento o la verdadera propiedad de bienes o de derechos relativos a tales bienes, a sabiendas que provienen, directa o indirectamente, de la perpetración de determinados ilícitos que la propia ley tipifica.


La ausencia de un instrumento jurídico para luchar contra uno de los fenómenos más complejos del crimen organizado -lavado de dinero- ponía a nuestro país en una situación de franco desmedro ante el avance que diversas naciones presentan desde hace más de una década en este tipo de instituciones jurídicas que hacen frente al tráfico de drogas, la financiación del terrorismo o la corrupción.


Así las cosas, agrega la moción, fue un acierto indiscutido que el Ejecutivo y el Parlamento, por amplia mayoría, hayan dado vida jurídica a la ley Nº 19.913, norma que, en su Título II, permitió, además, mejorar la tipificación del lavado de dinero en sus diversas hipótesis y, asimismo, el delito de asociación ilícita para el lavado de dinero.


Sin embargo, y como era de rigor, el respectivo proyecto fue sometido al conocimiento del Tribunal Constitucional, cuyo fallo fue determinante en el texto definitivo de dicha ley
. 


En efecto, explica enseguida la moción, en sentencia de mayoría pronunciada con fecha 28 de octubre de 2003, dicho Tribunal declaró que, de las normas sujetas a su control, eran inconstitucionales los preceptos contemplados en los artículos 2º, inciso primero, letra b), y 8º del proyecto remitido, debiendo eliminarse de su texto. Lo mismo sancionó para las letras g) y j), ambas del inciso primero del artículo 2º, y algunas frases de los artículos 6º y 7º, en cuanto hacían referencia a normas declaradas como contrarias a la Constitución.


El Tribunal declaró la inconstitucionalidad de estas normas del referido proyecto, siguiendo la misma línea jurisprudencial contenida en una sentencia anterior, de fecha 17 de junio de 2003, dictada en relación con el proyecto de ley sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.


A continuación, la moción cita algunos de los considerandos del fallo de 28 de octubre de 2003, a fin de ilustrar las motivaciones de tal declaración, entre ellos:


“TRIGESIMOTERCERO.- Que tal análisis de las disposiciones transcritas en el considerando anterior, se desprende que no se contempla en ellas procedimiento alguno que permita al afectado una adecuada defensa de sus derechos, en sede administrativa, en forma previa a la imposición de alguna de las sanciones que el artículo 8º establece.


TRIGESIMOCUARTO.- Que, resulta evidente, por lo tanto, que el Legislador ha dejado de cumplir con la obligación que el Poder Constituyente le impone, de dictar las normas tendientes a asegurar la protección y defensa jurídica de los derechos fundamentales de quienes se encuentren comprendidos en las situaciones que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8º, determinan la imposición de una sanción.


Más aún, ello puede traer como consecuencia el lesionar el ejercicio de los derechos comprometidos, circunstancia que pugna con las garantías que, en los incisos primero y segundo del numeral tercero del artículo 19, la Carta Fundamental consagra para resguardarlos.


TRIGESIMOQUINTO.- Que, atendido lo que se termina de señalar, debe concluirse que las normas comprendidas en el artículo 8º del proyecto remitido y, consecuencialmente en el artículo 2º inciso primero letra j) del mismo, vulneran lo dispuesto en el artículo 19 Nº 3º incisos primero y segundo de la Constitución.


TRIGESIMOSEXTO.- Que, no obsta a lo anteriormente expuesto, el que el propio artículo 8º, en su inciso tercero, señale que el afectado puede deducir recurso de reposición ante el Director de la Unidad y que, en caso que dicho recurso sea denegado, tiene la facultad de reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva.


Ello no altera la inconstitucionalidad de las normas en estudio, en atención a que no subsana el hecho de que antes de la aplicación de la sanción por la autoridad administrativa, el afectado carece del derecho a defensa jurídica que el artículo 19, Nº 3º, inciso segundo, en armonía con el inciso primero del mismo precepto de la Carta Fundamental, le reconocen. Este derecho a defenderse debe poder ejercerse, en plenitud, en todos y cada uno de los estadios en que se desarrolla el procedimiento, a través de los cuales se pueden ir consolidando situaciones jurídicas muchas veces irreversibles.


A lo que es necesario agregar, que resulta evidente que el poder recurrir ante la Corte de Apelaciones respectiva no es suficiente para entender que, por esa circunstancia, se ha convalidado una situación administrativa constitucionalmente objetable.”.


Continúa la moción afirmando que, más allá de lo opinable que pudieran resultar algunas de las consideraciones en que el Tribunal funda su declaratoria de inconstitucionalidad, lo cierto es que su fallo no admite otra actitud que el acatamiento.


La ley entonces nació a la vida del derecho sin las citadas normas, por las señaladas consideraciones de orden constitucional.


Señala asimismo que, atendida la naturaleza de las normas impugnadas, resulta obvio que el ente público ha quedado notablemente disminuido en su capacidades. Así, una unidad de estas características, que busca prevenir el lavado de dinero como consecuencia directa del crimen organizado, pero sin imperio para obligar a informar o a exhibir o entregar documentación relevante, tiene muy poco que hacer en la enorme tarea que se le ha encomendado.


Por consiguiente, la presente moción, según ella misma precisa, persigue recuperar aquellas atribuciones esenciales que habilitan al servicio público en análisis para cumplir con su relevante cometido, subsanando los vicios de constitucionalidad señalados por la magistratura especializada.


Por lo anterior, concluye, el proyecto de ley que se propone, en lo fundamental, establece un procedimiento administrativo que contempla el derecho a la defensa jurídica conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de la República. Asimismo, limita y constriñe las atribuciones del Director de la entidad en estudio, en cuanto a solicitar sólo aquellos antecedentes indispensables, esto es, esenciales, para complementar el análisis de una operación sospechosa ya reportada, requerimiento que, por lo demás, sólo puede efectuarse respecto de aquellas personas indicadas en el artículo 3º de la ley cuya modificación se trata.

3.- Patrocinio del Ejecutivo e indicación sustitutiva

Con fecha 9 de diciembre de 2004, el Presidente de la República confirió patrocinio al proyecto de ley en análisis y presentó una indicación sustitutiva de su articulado, con la finalidad de complementar las modificaciones propuestas en la iniciativa original, la que sirvió de base a la discusión del proyecto en la Comisión y en la Sala de la Cámara de Diputados.

4.- Normas relacionadas con el proyecto de ley
4.1.- Constitucionales

- Los artículos 1º y 5º, que estipulan que el Estado está al servicio de la persona humana y debe contribuir al pleno respeto de sus derechos esenciales, los cuales son, al mismo tiempo, un límite al ejercicio de la soberanía.


- El artículo 8º, en lo que respecta al principio de publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, de sus fundamentos y de los procedimientos utilizados.


- El artículo 19 Nº 3º, que garantiza a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos, especialmente el derecho a la defensa jurídica.


- El artículo 77, en cuanto a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


- Los artículos 83 y 84, en lo relativo a la organización y atribuciones del Ministerio Público.

4.2.- Legales:


- La ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero.


El objetivo de dicha ley fue proporcionar un soporte jurídico a la prevención y el combate del lavado de dinero proveniente del crimen organizado, especialmente del tráfico de drogas, del financiamiento del terrorismo y de la corrupción.


- El decreto con fuerza de ley Nº 707, del Ministerio de Justicia, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques. 


- El decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos.


- El Código Procesal Penal, específicamente sus artículos 167 y 303.


La primera de dichas normas se refiere a la facultad del Ministerio Público para disponer el archivo provisional de investigaciones en las que no aparezcan antecedentes que permitan desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos, mientras no haya intervenido en el procedimiento el juez de garantía.


La segunda disposición citada se refiere a la facultad de los testigos de abstenerse de declarar por razones de secreto.


- La ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.


- La ley Nº 19.880, en particular su artículo 59, sobre recurso de reposición en el procedimiento administrativo.


- El decreto ley Nº 830, de 1974, Código Tributario, artículos 57 y 58, sobre reajustes e intereses en el pago e imputación de obligaciones tributarias.

5.- Estructura del proyecto

El proyecto de ley en estudio consta de tres artículos permanentes, que modifican los siguientes cuerpos legales:


- La ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero.


- El decreto con fuerza de ley Nº 707, del Ministerio de Justicia, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, y


- El decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Comisión, al comenzar la discusión de la idea de legislar en la materia, escuchó al Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena, quien, en primer término, se refirió a la evolución que ha experimentado la legislación chilena en materia de secreto bancario.


Al respecto, indicó que la regulación legal del tema comenzó con la ley Nº 19.366, que sancionó el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas y que fue publicada en el Diario Oficial con fecha 30 de enero de 1995. Explicó que, en el proyecto que dio origen a dicha ley, se otorgó al Consejo de Defensa del Estado la facultad de iniciar la investigación por lavado de dinero habilitándolo, a su vez, para pedir, durante la investigación preliminar, medidas restrictivas de los derechos de las personas, como el levantamiento del secreto bancario. Lo anterior, sin embargo, fue objetado por el Tribunal Constitucional, por estimar que el Consejo de Defensa del Estado es un órgano de carácter administrativo y no judicial.


Con motivo de lo anterior, agregó el señor Fiscal, posteriormente se dictó la ley Nº 19.393, publicada en el Diario Oficial de fecha 22 de junio de 1995 y que modificó la ley Nº 19.366, con el objeto de dotar al Consejo de Defensa del Estado de nuevas facultades legales.


Sobre el tema que nos ocupa, precisó, la ley 
Nº 19.393 estableció como requisito para que el Consejo de Defensa del Estado accediera al secreto bancario, la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, designado por el Presidente de ésta. Ello fue declarado constitucional por el Tribunal del ramo y, conforme a esta norma, dicha entidad ha operado en este ámbito todos estos años.

Con posterioridad, en el año 2002, se dictó la ley Nº 19.806, sobre normas adecuatorias del sistema legal chileno a la reforma procesal penal, la cual otorgó la referida facultad del Consejo de Defensa del Estado al Ministerio Público, respecto de los procesos en que le corresponda intervenir y mediando la autorización del juez de garantía. Esta norma también superó el examen del Tribunal Constitucional.


Seguidamente, el señor Piedrabuena recordó que estas facultades estaban, hasta ese momento, circunscritas al ámbito de las investigaciones por lavado de activos.


Sin embargo, continuó, el año 2005 se dictó la ley Nº 20.000, que sustituyó la ley Nº 19.366 sobre tráfico de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


Esta ley, explicó, amplió la normativa vigente, por cuanto hizo aplicable este sistema de autorización previa por parte del juez de garantía al Ministerio Público para levantar el secreto bancario, no sólo a los casos referidos al lavado de dinero, sino también a todos los ilícitos contemplados en la ley de drogas.


El Tribunal Constitucional, en el examen de rigor, declaró inconstitucional esta norma, pero sólo en lo relativo al secreto bancario, no obstante tratarse de una disposición idéntica a la que existía en esta materia desde 1995.


Dicho fallo, indicó el señor Fiscal, sostiene que la norma vulnera las garantías del debido proceso y que no contempla parámetros objetivos para determinar cuándo el Ministerio Público hará uso de tal facultad.


El actual proyecto, agregó, restringe las referidas facultades para levantar el secreto bancario sólo a las causas sobre lavado de dinero, quedando así excluidas otras derivadas del tráfico de drogas.


Enseguida, el señor Piedrabuena se refirió a la opinión emitida por la Corte Suprema, en su último informe, respecto de esta nueva normativa propuesta. Señaló que, si bien el Máximo Tribunal se manifestó conteste con la iniciativa legal, advirtió que “es conveniente consignar que el artículo 2º del proyecto, no obstante exigir autorización del juez de garantía para requerir los antecedentes, no fija pautas objetivas de investigación, otorgando amplias facultades discrecionales al Ministerio Público, lo que podría vulnerar las garantías del imputado.”.


Sobre el particular, el señor Piedrabuena enfatizó que el Ministerio Público siempre actúa sobre la base de criterios objetivos y que ése es uno de sus principios fundamentales, consagrados en su propia ley orgánica. Recordó que, por ejemplo, su accionar es objetivo cada vez que solicita una autorización judicial para practicar un allanamiento o para interceptar comunicaciones telefónicas, situaciones en las cuales nunca se ha puesto en duda la acción de la Fiscalía. Además, el juez de garantía, en cada caso, analiza los antecedentes y determina qué es lo que se requerirá para acceder a la respectiva petición. En consecuencia, añadió, no existen motivos para estimar que las facultades se ejercerán discrecionalmente. Sin embargo, puntualizó, se insiste en una cierta reserva o reticencia tratándose del secreto bancario, donde siempre se teme, infundadamente, la vulneración de los derechos del imputado.


A mayor abundamiento, explicó, se produce una lamentable contradicción, por cuanto si es el Consejo de Defensa del Estado el que solicita antecedentes que levantan el secreto bancario, siempre le es proporcionada la información por las respectivas entidades, sin mayor cuestionamiento ni demora. Sin embargo, la misma información requerida por el Ministerio Público, no recibe igual respuesta ni tampoco en forma oportuna.


Al respecto, el Director de la Unidad Especializada de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, ejemplificó lo señalado por el Fiscal con un caso donde el Ministerio Público formalizó la investigación en contra de una organización dedicada al tráfico de drogas y al lavado de dinero en Arica. Paralelamente, el Consejo de Defensa del Estado presentó, en Santiago, una querella criminal contra la misma organización por hechos acontecidos con anterioridad al 16 de junio de 2005, proceso en el cual el tribunal se declaró incompetente, pasando los antecedentes al Ministerio Público.


Señaló que, de la revisión de tales antecedentes, es posible advertir la radical diferencia en el tratamiento que recibe un mismo requerimiento, dependiendo de si éste proviene del Ministerio Público o del Consejo de Defensa del Estado. En efecto, precisó, en la misma investigación desarrollada contra unos mismos sujetos, la institución bancaria requerida respondió negativamente a la petición del Ministerio Público, en tanto que frente a idéntica solicitud del Consejo de Defensa del Estado, proporcionó toda la información pedida, acompañando los estados de situación y sus documentos de respaldo. 


El Fiscal Nacional, señor Piedrabuena, agregó que nuestra normativa legal se encuentra atrasada en esta materia, y no sólo respecto a la legislación comparada, sino también en relación a los convenios internacionales que Chile ha suscrito.


Pero, además, existe el problema de que en nuestro país no hay conciencia aún de la real importancia de los ilícitos vinculados al lavado de activos y, prueba de ello, es la actitud reticente que las instituciones bancarias mantienen en torno al secreto bancario, en virtud de la cual no proporcionan la información necesaria para las investigaciones o lo hacen en forma muy tardía.


Enfatizó que, entonces, el proyecto de ley que se estudia reconoce la relevancia de este tema.


En otro orden de ideas, advirtió que este proyecto contiene sólo algunas normas de rango orgánico constitucional, entre las cuales, en todo caso, no se comprenden aquellas que modifican la ley de cuentas corrientes bancarias y cheques ni las que enmiendan la ley general de bancos.


Por último, se refirió a la excepción que el proyecto contempla al artículo 167 del Código Procesal Penal, el cual dispone que, en tanto no se haya producido la intervención del juez de garantía en el procedimiento, el Ministerio Público podrá archivar provisionalmente aquellas investigaciones en las que no aparezcan antecedentes que permitan desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos.


Fundamentó dicha excepción en la circunstancia de que, aún cuando la investigación preliminar exige a veces la adopción de medidas de tipo “invasivo”, como la interceptación de comunicaciones telefónicas o el levantamiento del secreto bancario, no siempre el caso llega a “judicializarse”, por falta de antecedentes que así lo justifiquen, es decir, por no haber mérito para formalizar la investigación. En ese evento, resulta atinente el archivo de los antecedentes, a pesar de que el juez de garantía ya haya intervenido con ocasión del otorgamiento de la respectiva autorización para la ejecución de tales medidas.


A continuación, hizo uso de la palabra el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil, quien destacó la necesidad de un proyecto de esta naturaleza. Recordó la aprobación sin disidencias en el Congreso Nacional de la actual ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero.


Agregó que, en esta oportunidad, se trata de reponer dos instrumentos fundamentales para la Unidad, como son la facultad para levantar el secreto bancario y la de establecer sanciones, cuidando de no vulnerar las normas constitucionales. Precisó que, efectivamente, el actual proyecto salva las observaciones y reparos del Tribunal Constitucional sobre la materia.


En efecto, explicó, el hecho de que el levantamiento del secreto bancario proceda sólo respecto de operaciones ya declaradas sospechosas, unido a la exigencia de autorización judicial previa, constituye un mecanismo de resguardo suficiente que permite concluir que la norma subsana las objeciones constitucionales.


Por otra parte, calificó como esencial la facultad de aplicar sanciones, por cuanto se trata de un organismo cuya labor es investigar y para ello necesita obtener información; si no tiene facultad de imperio para hacerlo, resulta totalmente inoficiosa su acción, por cuanto queda expuesta al simple arbitrio de las entidades requeridas.


Por lo demás, añadió, estas sanciones están en la misma línea de otras normas que ya han sido aceptadas por el Tribunal Constitucional como garantía suficiente de un debido proceso administrativo.


Concluidas las intervenciones anteriores, se dio lugar a una ronda de opiniones y consultas, las que se reseñan a continuación.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo consultó en qué forma se han salvado en esta iniciativa legal las objeciones planteadas por el Tribunal Constitucional al estudiar el proyecto que dio lugar a la ley Nº 19.913.


El Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Víctor Ossa, indicó que la diferencia fundamental de este proyecto respecto de los artículos que reparó el Tribunal Constitucional, está en que las normas objetadas otorgaban a la Unidad de Análisis amplias facultades para requerir información respecto de cualquier persona y sin mayor exigencia. En cambio, el actual proyecto ha restringido tal facultad ya que sólo es posible solicitar antecedentes en la medida que éstos sean estrictamente necesarios para complementar la investigación en un caso ya denunciado, sea por parte de las instituciones obligadas a reportarlos o de los que la Unidad haya tomado conocimiento en el cumplimiento de sus funciones.


El Honorable Senador señor Prokuriça preguntó si ese procedimiento es similar al que se contempla respecto de la Agencia Nacional de Inteligencia.


El Director de la Unidad Especializada de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, explicó que en el caso de la Agencia Nacional de Inteligencia, el Tribunal Constitucional declaró inconstitucionales las facultades para obtener información bancaria, aun con autorización judicial. En lo demás, se mantuvieron las atribuciones de la Agencia, las que ejerce con un procedimiento efectivamente similar al que aquí se analiza, basado en un sistema de autorización judicial previa.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo expresó estar de acuerdo con el fondo del asunto, sin embargo, manifestó su preocupación por la efectiva solución a las objeciones del Tribunal Constitucional.


Señaló que, si bien no comparte necesariamente lo resuelto por el Tribunal Constitucional en esta materia, no es menos cierto que los reparos deben ser subsanados.


Al efecto, citó el Considerando 25º del referido fallo, conforme al cual “…se observa la habilitación irrestricta que el inciso primero de la letra b) otorga al órgano administrativo correspondiente para recabar, con cualidad imperativa, toda clase de antecedentes, sin que aparezca limitación alguna que constriña tal competencia al ámbito estricto y acotado en que podría hallar justificación.


Es más, dicha habilitación se confiere sin trazar en la ley las pautas o parámetros, objetivos y controlables, que garanticen que el órgano administrativo pertinente se ha circunscrito a ellos, asumiendo la responsabilidad consecuente cuando los ha transgredido.


Los razonamientos anteriores resultan también aplicables a los antecedentes secretos o reservados a que se refiere el inciso tercero de la letra b) en examen, puesto que para requerirlos, basta sólo que lo autorice el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, sin audiencia del afectado ni de terceros, tramitándose la solicitud de la autoridad administrativa en forma secreta, y debiendo aquel magistrado devolver los antecedentes del caso a ese órgano administrativo, lo que resulta absolutamente insuficiente.”.


Seguidamente, el Honorable Senador señor Viera-Gallo citó la norma objetada, a cuyo tenor la Unidad de Análisis Financiero podrá “b) Solicitar los antecedentes que estime necesarios, sean informes, documentos o de otra naturaleza a personas naturales y jurídicas, las cuales estarán obligadas a proporcionarlos en el término que se les fije.” y, continuó, “En el caso de que los antecedentes estén amparados por el secreto o reserva, corresponderá autorizar esta solicitud al Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago. El Presidente resolverá dentro del plazo de veinticuatro horas, sin audiencia ni intervención de terceros. La resolución que rechace la solicitud será someramente fundada, pudiendo la Unidad de Análisis Financiero apelar de ella.”.

Señaló el Senador que, al tenor de las funciones encargadas por la ley a la Unidad de Análisis Financiero, el requerimiento de antecedentes debe responder a la necesidad de prevenir e impedir la utilización del sistema financiero y de otros sectores de la actividad económica para la comisión de delitos. Por tanto, precisó, ésa siempre ha sido la norma base que explica la actuación de la Unidad, lo cual no fue objetado por el Tribunal Constitucional, sino que lo fue la facultad a ésta otorgada, en los términos antes descritos.


Entonces, insistió, el actual proyecto debería subsanar las objeciones del Tribunal Constitucional, sin embargo, advirtió, la iniciativa en análisis establece prácticamente la misma atribución, en términos que no difieren sustancialmente de la norma reparada, por cuanto habla de “Solicitar a cualquiera de las personas naturales o jurídicas contempladas en el artículo 3° de esta ley, los antecedentes que con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación…”.


Consultó entonces el señor Senador, si los parámetros, controles o criterios objetivos a que alude el Tribunal Constitucional, resultan verdaderamente satisfechos con la nueva norma propuesta, en la que, insistió, no observa un cambio sustantivo respecto de la disposición objetada.


El Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa, indicó que en la norma contenida en este proyecto se observan dos cambios fundamentales respecto de la normativa antes rechazada. 


El primero, se vincula al hecho de que, antes, la Unidad de Análisis quedaba facultada para requerir antecedentes a partir de los cuales iniciaría una investigación para finalmente llegar a una operación sospechosa. Es decir, podría actuar sin antecedente o mérito previo. En cambio, en el actual proyecto, para acceder a cierta información, se exige que previamente se esté investigando una operación ya reportada como sospechosa y que esa información solicitada sea necesaria para complementar la investigación.


El segundo cambio dice relación con el parámetro objetivo exigido, el cual resulta de la autorización judicial previa que deberá obtenerse para acceder a la información. Para tales efectos, la Corte de Apelaciones examinará la petición a fin de determinar si la información requerida es efectivamente necesaria y conducente para completar la investigación que se está desarrollando.


El Honorable Senador señor Prokuriça advirtió que ello no resuelve el problema de fondo pues las exigencias del Tribunal Constitucional son otras.


El Subsecretario, señor Correa, indicó que dicho Tribunal ha reparado que no hay elementos objetivos de examen, y esos elementos son, por un lado, que se actúe en el marco de la investigación de una operación reportada como sospechosa y, por el otro, que los antecedentes solicitados sean necesarios y conducentes para complementar esa investigación.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo apuntó que, lo más grave y delicado es que las objeciones del Tribunal Constitucional también son aplicables a los antecedentes secretos o reservados. Citando nuevamente el fallo, indicó que, para requerir tales antecedentes “basta sólo que lo autorice el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, sin audiencia del afectado ni de terceros, tramitándose la solicitud de la autoridad administrativa en forma secreta, y debiendo aquel magistrado devolver los antecedentes del caso a ese órgano administrativo”, todo lo cual, reiteró, el Tribunal calificó de insuficiente.


Bajo ese entendido, insistió, debe buscarse una solución que no pugne con el ordenamiento constitucional, porque de lo contrario resulta inoficioso el despacho de un proyecto de ley que podría recibir los mismos reparos de inconstitucionalidad que el anterior.


El Fiscal Nacional, señor Piedrabuena, refutó el argumento relativo a que estas medidas se llevan a cabo sin conocimiento del afectado, lo que podría vulnerar el principio de bilateralidad de la audiencia. Indicó que son muchos los casos contemplados en nuestra legislación en que se admite la ejecución de actuaciones sin previa notificación o conocimiento del afectado, como por ejemplo, las medidas precautorias o la interceptación de llamadas telefónicas, casos en los cuales, por lo demás, no se priva al afectado de su posterior derecho a reclamar de la medida.


Advirtió que, por ejemplo, si el examen de una cuenta corriente se efectúa con previa noticia del afectado, se podría frustrar el resultado de la investigación, sobre todo si estamos en presencia de una organización criminal.


Indicó que si no se estima suficiente la propuesta del proyecto, pueden buscarse otras formas para precisar aún más las atribuciones que se otorguen en la materia, como por ejemplo, establecer una calificación previa de la denuncia por lavado de dinero o una ponderación de la misma por la Fiscalía Nacional, o exigir que se demuestre la estrecha vinculación entre la autorización solicitada y el objetivo de la investigación.


El Honorable Senador señor Aburto expresó que habría sido conveniente solicitar al Tribunal alguna aclaración de lo resuelto en esta materia, a fin de precisar las observaciones efectuadas. Asimismo, habría sido pertinente recurrir a la Corte Suprema, atendida la dualidad en que se ha incurrido, en cuanto la solicitud de antecedentes e información reservada recibe oportuna y completa respuesta cuando la formula el Consejo de Defensa del Estado, pero no así cuando el requirente es el Ministerio Público. Sin embargo, advirtió, esa posibilidad ya no existe.


El Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa, señaló que la aprobación de este proyecto podría significar la manifestación de una voluntad parlamentaria en orden a legislar en esta materia y, con ello, la expresión de una mayoría política en favor de una determinada idea, respecto de la cual existe, además, el convencimiento de que no contraviene la Carta Fundamental.


Agregó que, si bien pueden revisarse nuevamente los requisitos que serán necesarios para cumplir con los parámetros objetivos a que alude el Tribunal Constitucional, el límite de tal revisión está dado por la bilateralidad de la audiencia, porque de lo que aquí se trata es de establecer las herramientas para que, en una etapa preliminar, se pueda determinar que existe una operación sospechosa que posteriormente será investigada judicialmente. Si en esa etapa preliminar, añadió, el afectado toma conocimiento de lo que se está haciendo, claramente se burlará el resultado de la investigación.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo advirtió que el levantamiento del secreto bancario es un tema muy sensible en nuestra sociedad, sobre todo frente a la posibilidad de la inocencia del afectado. Indicó que quizás una solución sería promover una reforma constitucional sobre la materia, que permita levantar el secreto o reserva bancarios tratándose de los casos de crimen organizado, sin incurrir en contravenciones a la Carta Fundamental, por cuanto la base de la objeción del Tribunal Constitucional está en la vulneración de garantía de la privacidad.


El Subsecretario, señor Correa, hizo presente que en la Constitución Política está garantizada la privacidad y no el secreto bancario, por lo que introducir una reforma tan específica que se refiera particularmente a este tema pudiera dar lugar a una Constitución excesivamente reglamentaria.


El Fiscal Nacional, señor Piedrabuena, agregó que, a su parecer, la solución podría darse incorporando, por la vía de la indicación, algunos parámetros objetivos o requisitos que deban cumplirse frente a este tipo de medidas invasivas de la privacidad; así, por ejemplo, si el afectado no tuvo conocimiento de la diligencia, concederle un plazo para que pueda reclamar en contra de la medida, con lo cual se salvaría toda objeción por la eventual vulneración de la garantía relativa al debido proceso.


En subsidio de lo anterior, y sólo para el caso de que ello no fuera suficiente, se podría estudiar la posibilidad de promover una reforma constitucional, pero no sin antes hacer un último esfuerzo en torno al proyecto ya en curso.


El Honorable Senador señor Aburto señaló que, para salvar este enfrentamiento entre las normas legales y las constitucionales respecto de la protección de los derechos de las personas, debe considerarse que se trata de una situación excepcional. En efecto, el lavado de dinero y la investigación que éste exige, es absolutamente excepcional y, como tal, hay normas que forzosamente deben dictarse para facilitar esa investigación y que muchas veces riñen con la constitucionalidad. De esta manera, no resulta extraña la posibilidad de introducir una reforma constitucional que aborde esta materia en particular, sobre todo porque de alguna manera hay que luchar contra el crimen organizado. Recordó que en muchos países ya se han dictado normas de carácter excepcional para enfrentar este problema, y no ve la razón para que en Chile no se pueda hacer lo mismo.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo hizo presente que, conforme a la última reforma constitucional, cualquier persona podrá reclamar en juicio la inconstitucionalidad de una norma legal. En razón de ello, insistió, la posibilidad de una reforma constitucional sobre la materia surge como una alternativa viable y efectiva para salvar el problema.


El Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Víctor Ossa, señaló que es difícil anticipar cual será el pronunciamiento de los miembros del Tribunal Constitucional, sin embargo, estimó que hay una diferencia bastante sustancial entre este proyecto y la ley que originalmente aprobó el Congreso y que fue objetada por ese Tribunal.


Recordó que en la ley original las facultades de la Unidad para solicitar información eran prácticamente ilimitadas, por cuanto no se exigía fundamentación alguna para dicho requerimiento, en cambio, en este proyecto, se ha acotado dicha facultad y, así, la Unidad podrá requerir antecedentes solamente cuando sea necesario para complementar el análisis de una operación que ha sido previamente reportada por otro sujeto obligado a hacerlo o de la que ha tomado conocimiento con motivo de la información que llega por registros de operaciones en efectivo o por alguno de los otros mecanismos de información. Vale decir, agregó, la referida atribución ha sido restringida para cuando el requerimiento sea estrictamente indispensable para finalizar el análisis de una operación previamente reportada y, por tanto, no podrá solicitarse tal información de oficio.


Acerca del otro punto en conflicto, cual es la posibilidad de imponer una sanción, señaló que el proyecto soluciona el problema incorporando un procedimiento para que el afectado pueda hacer efectiva una defensa en sede administrativa.


El Subsecretario del Interior, señor Correa, abogó por la aprobación en general del proyecto. Agregó que hay dos ideas matrices en el mismo: la primera consiste en la posibilidad de aplicar sanciones, respecto de la cual entiende que al haber sido ya parte de un debate será, al menos, aprobada en general. Sobre la segunda idea, relativa al secreto bancario, indicó que las aprensiones reveladas no dicen relación con la idea de legislar, sino más bien con la posibilidad de que con la fórmula o solución propuesta por el proyecto puedan salvarse o no las objeciones del Tribunal Constitucional.


En su opinión, y suponiendo que en esta Comisión hay consenso porque ya se discutió la idea de que el secreto bancario puede ser levantado bajo ciertas condiciones, el análisis pormenorizado de si cabe o no agregar algún otro requisito o de si esta fórmula del proyecto cumple o no con los criterios establecidos por el Tribunal Constitucional, sería más bien propio de la discusión en particular de la norma, no en razón de los objetivos perseguidos -los que concitan acuerdo-, sino de la redacción precisa.


Por ello, reiteró su solicitud de una pronta aprobación en general, sin perjuicio de que el Ejecutivo y los señores Senadores tengan la oportunidad, en una segunda discusión, de examinar en detalle el texto, incluso, si es necesario, invitando a constitucionalistas para dar su opinión.


El Honorable Senador señor Chadwick indicó que no tiene objeciones a la aprobación en general del proyecto, sin perjuicio de la necesidad de discutirlo luego en particular más detalladamente porque, en su opinión, a esta fórmula le podrían faltar algunos requisitos a efectos de salvar las objeciones del Tribunal Constitucional.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente sobre este punto que el proyecto pretende dar a la Unidad de Análisis Financiero atribuciones limitadas para requerir información, debiendo recurrir siempre a un ministro de Corte de Apelaciones, tratándose de investigaciones en curso y cuando ello sea necesario para complementar antecedentes que permitan probar acciones de lavado de dinero.


El Honorable Senador señor Chadwick coincidió en que ése es uno de los temas de fondo, pero agregó que hay otro, cual es que quien tiene la atribución de solicitar al tribunal antecedentes que están bajo reserva o secreto, por mandato constitucional, es el fiscal de la causa.


El Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Víctor Ossa, explicó que dicha entidad tiene un doble objetivo. Por una parte, poner en conocimiento de la autoridad competente, en este caso el Ministerio Público, aquellas operaciones en que hay indicios de “lavado de dinero”. Pero, también, la Unidad tiene como misión desarticular aquellas operaciones que le hayan sido reportadas por un banco u otra institución que no encontró una justificación económica o jurídica aparente de dicha operación, evento en el cual la entidad bancaria o financiera tiene la obligación legal de informar el caso a la Unidad, aunque no exista sospecha de un delito. Es decir, precisó, recibidos estos reportes se debe determinar si hay indicios de lavado, pero también se debe desarticular las operaciones reportadas en que el banco no tuvo la información suficiente para explicarlas. Insistió en que la falta de explicación respecto de una transacción no significa necesariamente que ella encubra un delito.


Agregó que toda esta labor de verificar si hay indicios de lavado de activos o de archivar el asunto provisionalmente porque no los hay -lo cual es una etapa muy previa a la actuación del Ministerio Público-, se hace más difícil en la medida en que no se puede acceder a la información. 


Explicó que la ley vigente, con las supresiones que sufrió en el Tribunal Constitucional, quedó desarticulada y hoy día no sólo no es posible consultar a un banco respecto de información protegida por secreto bancario, sino que no se puede consultar prácticamente sobre nada. A vía de ejemplo, señaló que si un banco les reporta una operación y del análisis se colige que hay transacciones que se cruzan con otra institución financiera, no es factible preguntar a esta última ni siquiera si esa persona es o no su cliente, es decir, no sólo no es posible consultar antecedentes que estén protegidos por secreto bancario, sino que no es posible hacerlo respecto de ningún tipo de dato, más aún, ni siquiera se les puede advertir que se está investigando a esa persona.


Concluyó, entonces, que la Unidad está hoy muy restringida respecto de las herramientas que tiene para desarrollar el trabajo de discriminar qué operaciones deben pasar al Ministerio Público y cuales no.


Consultado por el Honorable Senador señor Espina acerca de si todos los antecedentes que reciben en la Unidad necesariamente tienen que ser enviados al Ministerio Público, el Director, señor Ossa, señaló que lo hacen sólo cuando detectan indicios de lavado de activos, pero, insistió, determinar eso constituye de por sí una tarea de gran complejidad y, con la ley actual, es doblemente complejo.


Complementando lo anterior, el Fiscal de la Unidad de Análisis Financiero, señor Álvaro del Barrio, señaló que, para graficar la remisión de antecedentes que la Unidad hace al Ministerio Público, se han revisado las cifras de los organismos pares de esta Unidad en otros países; el porcentaje de operaciones que dichas unidades entregan a los ministerios públicos o a la justicia, en su caso, siempre es menor al 10%, es decir, más del 90% es desestimado por la misma Unidad.


Ante la pregunta del Honorable Senador señor Espina, acerca de si deben los bancos reportar cualquier operación sobre cierto monto, el Director, señor Ossa, contestó que no, por cuanto sólo se reportan aquéllas transacciones respecto de las cuales no se encuentra una justificación jurídica o económica que las respalde. 



Explicando lo anterior, citó como ejemplo un depósito cuantioso que el banco no logra explicarse, sea porque el cliente no ha vendido bienes por un monto similar o no ha tenido ingresos equivalentes a dicha transacción. En tal caso, el mismo banco debe preguntarle a sus clientes de dónde obtuvieron los fondos y comprobarlo y, si alguno de ellos se niega a informar, entonces debe reportarlo a la Unidad.


Señaló que la base de este sistema es lo que los norteamericanos llaman “conozca a su cliente”, en el cual lo primero que hace la institución financiera es revisar con su cliente si el movimiento tiene o no justificación y, si no se logra explicar, sea porque el cliente no quiere informar o porque no encuentran la respectiva justificación, sólo entonces debe reportarlo. Ello, reiteró, es independiente de si efectivamente hay o no un delito detrás.


El Honorable Senador señor Chadwick precisó que, por lo general, el banco tiene una cartera de clientes y conoce la trayectoria de cada uno y los movimientos normales de sus empresas o negocios.


El Subsecretario del Interior, señor Correa, agregó que, por definición, la operación sospechosa es aquella que sale claramente de los parámetros normales.


El Fiscal de la Unidad, señor del Barrio, hizo presente que, a mayor abundamiento, lo que en un banco “sale de los parámetros normales”, muchas veces tiene una explicación muy concreta en otra institución financiera porque, por ejemplo, en dicha entidad se produjo la liquidación de un depósito a plazo, lo que aclara de inmediato la operación. Sin embargo, añadió, eso es precisamente lo que la Unidad actualmente no puede saber.


El Subsecretario del Interior, señor Correa, advirtió que el riesgo que se corre actualmente con esta situación, es que en definitiva no se cumplan las funciones que la ley le encarga a la Unidad de Análisis Financiero, con la consiguiente recarga de trabajo para el Ministerio Público si se le remiten, sin más, todos los casos y antecedentes investigados.


Antes de pronunciarse sobre la idea de legislar, la Comisión acordó solicitar opiniones de algunos académicos en torno al contenido del proyecto en aquellos aspectos que se relacionan con los reparos que en su día el Tribunal Constitucional formuló a determinadas disposiciones de la iniciativa que se convirtió en ley Nº 19.913 y a los que se ha hecho referencia más arriba.


Por su especial gravitación en la decisión que adoptó la Comisión, se resume enseguida la intervención del profesor de derecho constitucional, señor Francisco Cumplido, quien propuso diversas enmiendas a fin de salvar las mencionadas objeciones del Tribunal Constitucional.


El profesor señor Cumplido manifestó que en la Actas de la Comisión de Estudio para la Nueva Constitución se hizo la distinción entre “intimidad” y “privacidad”, entendiéndose que el primer concepto se refiere al espacio íntimo donde se desarrollan los aspectos más personales del ser humano, constituyéndose, por tanto, en la zona más profunda y sensible de la privacidad (Sesión 129). 


Agregó que el Consejo de Ética de los Medios de Comunicación ha entendido que la vida privada es el núcleo de la vida personal que el sujeto no comparte con nadie o sólo con sus más íntimos. 


Por su parte, el Tribunal Constitucional considera, en la sentencia Rol Nº 389 del año 2003, que sólo es lícito penetrar en el ámbito de la vida privada con el consentimiento del afectado o mediante una decisión de la autoridad, fundada en una ley dictada con sujeción a la Constitución Política de la República.


A su juicio, la situación económica personal del individuo también queda comprendida dentro de la garantía de la protección a la vida privada de las personas y, por tanto, sólo puede ser revelada con el consentimiento del afectado o, excepcionalmente, en virtud de una ley que lo autorice, siempre y cuando ella se base en que la no revelación cause grave daño a terceros, al bien común o al interés general. 


En relación con los límites de esta excepción, el profesor Cumplido indicó que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19, 
Nº 26, de la Constitución Política de la República, no se puede afectar la esencia del derecho ni limitar su libre ejercicio. 


Por otra parte, los pactos internacionales de los cuales Chile es parte -como el “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” y la “Convención Americana de Derechos Humanos”-, prohíben las injerencias arbitrarias o abusivas en la vida privada, y sólo permiten limitar este derecho teniendo en consideración los derechos de los demás, la seguridad de todos y las justas exigencias del bien común en una sociedad democrática.


En relación con el texto del proyecto, el profesor Cumplido hizo las siguientes proposiciones:


- Agregar, en el párrafo primero del literal b) del 
Nº 1 del artículo 1º, lo siguiente: "por resolución fundada en hechos graves de los que se dejará expresa constancia en ella, la que será archivada para permitir su posterior fiscalización.”.


- En el párrafo segundo del mismo literal, establecer que la resolución del Ministro de la Corte deberá ser fundada en hechos graves y pertinentes de los que se dejará expresa constancia en ella.


- Hacer igual agregado en la letra i) del Nº 2 del artículo 1º.


- Suprimir, en el artículo 22 contenido en el Nº 8 del artículo 1º, la expresión “de ilegalidad" y agregar, en el artículo 23, las palabras “a los hechos", antes de la expresión “a la ley”. Con ello se abre el recurso no sólo al caso de infracción de ley, sino también a los fundamentos o cuestiones de hecho que sean discutidos.


- En el artículo 2º, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 707, del Ministerio de Justicia, de 1992, agregar que la autorización del juez de garantía sea "otorgada por resolución fundada, dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal.".


- En al artículo 3º, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, agregar la misma frase propuesta para el artículo anterior.


A continuación, el Honorable Senador señor 
Viera-Gallo consultó si con estas enmiendas que se proponen, se salvan efectivamente las objeciones planteadas por el Tribunal Constitucional, en particular la exigencia contemplada en el Considerando 25º del ya citado fallo rol Nº 389, que exige al legislador fijar pautas objetivas y controlables que delimiten las atribuciones de la Unidad de Análisis Financiero en esta materia.


El profesor señor Cumplido indicó que, en primer término hay que recordar que lo resuelto por el Tribunal Constitucional en dicho fallo importó un cambio radical en la jurisprudencia previa emanada de dicho tribunal en esta materia, por cuanto declaró inconstitucional lo que antes no estimó reñido con la Constitución. 


Agregó que el citado fallo consideró parcialmente lo dispuesto por el artículo 1º de la Carta Fundamental, teniendo a la vista sólo su inciso primero, que dispone que “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.”. Sin embargo, no estimó los siguientes incisos de dicha norma, que, junto con lo anterior, establecen que el Estado está al servicio de la persona humana, que su finalidad es promover el bien común y que de ese objetivo superior se derivan para él una serie de deberes enunciados en el mismo artículo.


Indicó, asimismo, que con las modificaciones que propone, efectivamente se salvarían los reparos del Tribunal Constitucional, por cuanto se agregarían al proyecto los parámetros objetivos y controlables a los que alude el fallo. Tales pautas o parámetros, reiteró, serían la exigencia de resolución fundada en hechos graves, susceptible de fiscalización y el registro para control.


Explicó que se trata de evitar toda arbitrariedad y abuso, y la forma de hacerlo es estableciendo criterios objetivos que hagan racional y justo el procedimiento. Con ello, además, se cumplirán las obligaciones que nuestro país ha asumido a través de las convenciones internacionales de las que es parte, las cuales, como límite, establecen que las medidas restrictivas de los derechos de las personas no pueden ser arbitrarias ni abusivas.


Sin embargo, enfatizó, junto a lo anterior, existe también el desafío de garantizar que las medidas sean, al mismo tiempo, eficaces en la obtención de su cometido, dado el interés general que está en juego.


En consecuencia, la exigencia de una resolución fundada en hechos graves, de los que cuales se deje expresa constancia, y susceptible de fiscalización y control por la autoridad, son las pautas que otorgan el equilibrio que debe reponerse en el proyecto.


El Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Víctor Ossa, aclaró que el actual proyecto contempla una facultad restringida para dicha Unidad, sumamente diferente de la que se había contemplado originalmente, en la medida en que ella sólo podrá solicitar información secreta o reservada respecto de operaciones que previamente le hayan sido reportadas como sospechosas por las entidades obligadas a hacerlo o de las que haya tomado conocimiento en el ejercicio de sus funciones. En tanto, en el proyecto original que dio lugar a la ley Nº 19.913, se contemplaba esta facultad sin limitación alguna, pudiendo ejercerla en forma discrecional respecto de cualquier persona y con ocasión de cualquier operación o transacción en análisis.


Recordó que, para estos efectos, una operación se entiende sospechosa cuando no tiene justificación jurídica o económica que la respalde y que, frente a ella, la Unidad tiene la doble misión de, por una parte remitir al Ministerio Público los antecedentes pertinentes y, por la otra, desarticular la referida operación para evitar que ésta llegue a su fin. Precisó que la Unidad actúa como un verdadero filtro de los antecedentes que son investigados, por cuanto no más de un 5% de los casos es finalmente enviado al Ministerio Público, lo que también importa dar, a su vez, la debida protección a las personas investigadas.


El Fiscal de la Unidad de Análisis Financiero, señor Álvaro del Barrio, enfatizó que, si bien una investigación financiera puede intervenir en la vida privada de las personas, no es menos cierto que existe también una obligación de secreto respecto de dicha investigación, que precisamente resguarda a los afectados. En ese entendido, indicó, ello también apunta a salvar las objeciones del Tribunal Constitucional.


El Director de la Unidad Especializada en Lavado de Dinero del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, sobre el punto agregó que el Ministerio Público ha sido especialmente cauteloso en estas materias y ha dado un irrestricto cumplimiento al deber de secreto que existe en torno a ellas.


El profesor señor Cumplido coincidió en que tal obligación contribuye a la protección de los derechos de las personas y al resguardo del secreto. Agregó que con su propuesta de enmienda al proyecto, lo que se pretende es, además, equiparar el tratamiento dado al derecho a la vida privada con el consagrado para el derecho a la libertad. Explicó que, así como para privar de libertad a una persona se necesita que existan “fundadas sospechas” de su participación en hechos constitutivos de delitos, también debería exigirse que existan, a lo menos, las mismas sospechas fundadas para irrumpir en su privacidad.


El Honorable Senador señor Espina advirtió que el artículo 3º, inciso segundo, de la ley Nº 19.913, que define las operaciones sospechosas, está redactado en términos tan amplios que, precisamente, podrían motivar la inquietud del Tribunal Constitucional.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo consultó cómo ha funcionado la aplicación de dicha norma en la práctica.


El Director de la Unidad, señor Víctor Ossa, señaló que, en la actualidad, nuestro país tiene una muy baja tasa de operaciones reportadas como sospechosas, en comparación con otros países, como Colombia, que tienen un porcentaje enormemente superior ante un mercado muy similar al nuestro.


Finalmente, la Comisión estuvo de acuerdo con que las propuestas del profesor Cumplido responden a las exigencias del Tribunal Constitucional, en cuanto a establecer en la ley pautas o parámetros objetivos y controlables que limiten las facultades discrecionales de la administración en la intervención en la vida privada de las personas y establezcan un justo y racional procedimiento para efectuar dicha intervención.


En este entendimiento dio acogida a la idea de legislar, dejando constancia de que en la discusión en particular deberán plasmarse en indicaciones las propuestas de enmienda que han sido descritas.


- Sometido a votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.

- - - - - -


En mérito del acuerdo anterior, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone aprobar en general el proyecto de ley que se consigna a continuación:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero:


1.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 2°, la siguiente letra b), pasando las actuales letras b) a g), a ser letras c) a h), respectivamente:


“b) Solicitar a cualquiera de las personas naturales o jurídicas contempladas en el artículo 3° de esta ley, los antecedentes que con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación y los que deba recabar de conformidad con la letra g) del presente artículo. Las personas requeridas estarán obligadas a proporcionar la información solicitada, en el término que se les fije.


Si los antecedentes a que se refiere este literal estuvieren amparados por el secreto o reserva, o deban requerirse a una persona no contemplada en el artículo 3° de esta ley, la solicitud deberá ser autorizada previamente por el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá de inmediato, sin audiencia ni intervención de terceros. La resolución que rechace la solicitud será someramente fundada y la Unidad de Análisis Financiero podrá apelar de ella. La apelación será conocida en cuenta y sin más trámite por la sala de cuentas de la mencionada Corte, tan pronto se reciban los antecedentes. El expediente se tramitará en forma secreta y será devuelto íntegramente a la Unidad, fallado que sea el recurso.


El otorgamiento de los antecedentes requeridos de conformidad a esta letra será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.


No quedarán sometidas a lo dispuesto en el presente literal, las personas que no están obligadas a declarar por razones de secreto, únicamente en aquello que se refiera a éste, en los términos que señala el artículo 303 del Código Procesal Penal.”.


2.- Agréganse, en el inciso primero del artículo 2º, los siguientes literales i) y j):


“i) Acceder, en la forma en que se convenga con el jefe superior de la entidad respectiva, a las informaciones y antecedentes existentes en las bases de datos de los organismos públicos que, con ocasión de la revisión de una operación sospechosa previamente reportada a la Unidad o detectada por ésta en ejercicio de sus atribuciones, resulten necesarios y conducentes para desarrollar o completar el análisis de dicha operación y a los que deba recabar de conformidad con la letra g) de este artículo. En el caso que algún antecedente se encuentre amparado por el secreto o reserva, se aplicará lo dispuesto en segundo párrafo del literal b) de este artículo.


j) Imponer las sanciones administrativas que establece esta ley.”.


3.- Modifícase el inciso primero del artículo 3°, del siguiente modo:


a) Reemplázase la expresión “los representantes legales de zonas francas”, por “las sociedades administradoras y los usuarios de zonas francas”.


b) Suprímese la palabra “generales” entre las expresiones “los agentes” y “de aduana”.


c) Sustitúyese la conjunción “y” que separa las expresiones “los notarios” y “los conservadores” por un punto y coma (;), e intercálese a continuación de esta última expresión, la frase “las administradoras de fondos de pensiones, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley N° 20.019”.


4.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 4°, entre las expresiones “al portador,” y “hacia el país”, las palabras “desde y”; y sustitúyese en el mismo inciso, la expresión “las cuatrocientas cincuenta unidades de fomento” por “los diez mil dólares de los Estados Unidos de América”.


5.- Modifícase el artículo 6º, en el siguiente sentido:


a) Introdúcese, a continuación de la palabra “empleados” la siguiente oración: “o personas que presten servicios a cualquier título”.


b) Agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:


“Igual prohibición regirá para quienes sean requeridos en conformidad al artículo 2°, letra b), de esta ley.”.


6.- Agrégase, en el artículo 7°, el siguiente inciso segundo:


“La misma pena se aplicará a quienes, estando obligados de conformidad a esta ley a proporcionar información a la Unidad, destruyan, alteren u oculten los antecedentes o documentos que deban entregar, o entreguen antecedentes o documentos falsos.”.


7.- Incorpórase, en el artículo 13, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y siguientes, a ser tercero y siguientes:


“Lo previsto en el inciso anterior no obsta a la facultad del Director para dar a conocer o proporcionar información global y no personalizada, para fines exclusivamente estadísticos o de gestión.”.


8.- Intercálase, a continuación del artículo 18, el siguiente Título II, pasando el actual a ser Título III, corrigiéndose, según corresponda, la numeración de sus artículos:

“TITULO II

De las infracciones y sanciones


Artículo 19.- Sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiera corresponderles, las personas naturales o jurídicas que no cumplan con el deber de informar contemplado en el artículo 3°, aquellas que infrinjan las obligaciones establecidas en los artículos 4° y 5°, quienes se nieguen a proporcionar la información solicitada en conformidad al artículo 2º, letra b), y aquellas que contravengan lo instruido por la Unidad para el cumplimiento de cualquiera de estas obligaciones, serán sancionadas por el Director de la Unidad con alguna de las siguientes medidas:


1) Amonestación.


2) Multa a beneficio fiscal hasta por un monto equivalente a 5.000 Unidades de Fomento. En el caso de tratarse de infracciones reiteradas, podrá aplicarse una multa de hasta dos veces el monto máximo señalado.


Para la determinación de la  sanción y del monto de la multa, en su caso, se considerarán la gravedad y las consecuencias del hecho u omisión y la capacidad económica del infractor.


Se entenderá que hay reiteración, cuando se cometan dos o más infracciones de la misma naturaleza entre las cuales no medie un período superior a doce meses.


Artículo 20.- En el caso que la infracción haya sido cometida por una persona jurídica, las sanciones señaladas en el artículo precedente podrán, además, ser aplicadas a sus directores, administradores y a toda persona que haya participado en el acto u omisión respectiva.


Artículo 21.- Los procedimientos administrativos para la aplicación de las sanciones administrativas previstas en este Título, se sujetarán a las siguientes reglas:


a) El procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y la disposición que establece la infracción, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.


b) Las notificaciones se harán por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del requerido registrado en la Unidad o en aquel que ejerza su profesión o industria. Las notificaciones se entenderán practicadas a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda.


c) El requerido tendrá un plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación, para contestar los cargos.


d) Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, se abrirá un término probatorio de ocho días.


La Unidad dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el requerido en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.


e) Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


f) La resolución que ponga fin al procedimiento sancionatorio será fundada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente, pronunciándose sobre cada una de las alegaciones y defensas del imputado, y contendrá la declaración de la sanción que se imponga al infractor o su absolución. Esta resolución deberá dictarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.


g) La resolución que aplique sanciones deberá indicar los recursos administrativos y judiciales que procedan contra ella en conformidad con esta ley, los órganos ante los que deban presentarse y el plazo para interponerlos.


Artículo 22.- En contra de las resoluciones de la Unidad que apliquen sanciones, se podrá interponer el recurso de reposición establecido en el artículo 59 de la ley N° 19.880, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la sanción. La Unidad dispondrá de diez días para resolver. 


La interposición de este recurso suspenderá el plazo para deducir el reclamo de ilegalidad a que se hace referencia en el artículo siguiente.


Artículo 23.- Los afectados por resoluciones de la Unidad que se originen en el procedimiento sancionatorio reglado en esta ley, que estimen que éstas no se ajustan a la ley, al reglamento o demás disposiciones que corresponda aplicar, podrán deducir reclamo en contra de las mismas, dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación del acto, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio de la Unidad.


Las sanciones que impongan multa serán siempre reclamables y no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta.


Para interponer la reclamación contra una multa deberá acompañarse boleta de consignación a la orden de la Corte, por el 10% del monto de la misma.


Una vez acogida a tramitación, la Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación a la Unidad, otorgándole un plazo de diez días para formular sus observaciones, contado desde que se notifique la reclamación interpuesta.


Evacuado el traslado por la Unidad, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 


La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y deberá escuchar los alegatos de las partes si una de éstas los pide.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días.


Contra la resolución de la Corte de Apelaciones se podrá apelar ante la Corte Suprema, dentro del plazo de diez días, la que conocerá en la forma prevista en los incisos anteriores. 


En caso de no acogerse el reclamo, el monto de la consignación se entenderá abonado al pago de la multa y, en caso de acogerse, se ordenará su devolución por la Tesorería General de la República, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.


Artículo 24.- La Unidad comunicará la aplicación de las sanciones una vez ejecutoriadas, al organismo que tenga la superintendencia de las entidades infractoras, si lo hubiere.


Artículo 25.- Los plazos administrativos establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.”.


9.- Reemplázase, en los artículos 1º, 2º, 13, 23, 24, 25 y 27 de la ley Nº 19.913, la referencia a los artículos “19” y “20” por los guarismos “26” y “27”, según corresponda.


10.- Reemplázase el artículo 26, que pasa a ser 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 32, cuando en la investigación de los delitos contemplados en los artículos 26 y 27 de esta ley, tuviere lugar la entrega de los antecedentes o copias de documentos sujetos a secreto o reserva y no aparecieren antecedentes que permitieren desarrollar actividades conducentes al esclarecimiento de los hechos, no obstante lo previsto en el artículo 167 del Código Procesal Penal, el fiscal podrá archivar provisionalmente la investigación hasta que aparezcan mejores y nuevos antecedentes.”.


Artículo 2º.- Agrégase, en el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido(.), el siguiente párrafo:


“Asimismo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 26 y 27 de la ley N° 19.913, el Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado directa o indirectamente con cuentas corrientes bancarias, incluidos entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas naturales o jurídicas, de comunidades, o de cualquier otro tipo de entidades o asociaciones de hecho, que sean objeto de la investigación.”.


Artículo 3º.- Agrégase, el siguiente inciso final, en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos:


“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 26 y 27 de la ley N° 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas naturales o jurídicas, de comunidades, o de cualquier otro tipo de entidades o asociaciones de hecho, que sean objeto de investigación.”.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 13 de diciembre de 2005, 3 de enero y 7 de marzo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente) (Baldo Prokuriça Prokuriça), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, 7 de marzo de 2006.


(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,




Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE COMPETENCIA DESLEAL

(3356-03)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Saffirio, don Eduardo; Bustos, don Juan; Tuma, don Eugenio; Galilea, don José Antonio; Burgos, don Jorge; Luksic, don Zarko; Silva, don Exequiel, y Meza, don Fernando.


A las sesiones en que la Comisión estudió este asunto asistieron, especialmente invitados por la Comisión, los abogados señores Enrique Barros Bourie y Mauricio Tapia Rodríguez.


Asimismo, a una o más sesiones asistieron, invitados por la Comisión, en representación de Sky Airline,  el Gerente Comercial, señor Sergio Briceño Hofer, y el Asesor Legal, señor José Manuel Rebolledo; y de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile F.G, el Presidente de la Comisión de Comercio Interno, señor Juan Eduardo Palma, y la Fiscal, señora Paula Silva Barroilhet.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: Artículo 13° , que pasó a ser artículo 8° .


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 1 ,17 y 18.


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 4, 5, 8, 9, 10, 14, 16, 20 y 21.


IV.- Indicaciones rechazadas: 12 y 22.


  V.- Indicaciones retiradas: N°s 2, 3, 6, 7, 11, 13, 15 y 24.


 VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 19 y 23.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Se deja constancia que el artículo 13° del proyecto, que pasó a ser artículo 8°, contiene una norma de carácter orgánico constitucional, por incidir en materias relacionadas con las atribuciones y competencia de los tribunales de justicia. Por lo anteriormente señalado, debe ser aprobada por las cuatro séptimas partes de los Honorables Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.


Se hace presente que la Honorable Cámara de Diputados remitió a la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, en atención a que, como se indicó, el proyecto dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de conformidad al artículo 77, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. La Excelentísima Corte Suprema, por oficio N°2.080, de fecha 08 de octubre de 2003, comunicó su opinión respecto del proyecto del ley.

- - -


Asimismo, se deja constancia que, durante la discusión particular del proyecto, atendido la unidad de criterio y el consenso que se logró entre los integrantes de la Comisión, en relación al proyecto en estudio, los Honorables Senadores señores Gazmuri y Vásquez adhirieron a las indicaciones presentadas por los Honorables Senadores señores  Cariola, García y Orpis, por lo que la Comisión acordó considerarlas presentadas por todos sus integrantes.  

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

CAPITULO I

Normas Generales

ARTÍCULO 1º


El tenor de la disposición aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto sancionar los actos de competencia desleal relativos a bienes y servicios que se transan en el mercado nacional, realizados por cualquier agente que opere en él, en calidad de prestador de servicios o de productor, distribuidor o proveedor de bienes.”.


Respecto del artículo 1° se presentaron las indicaciones signadas con los N°s. 1 y 2.

La indicación N° 1, de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, es para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.”.


Los autores de la indicación señalaron que el artículo 1° es una norma introductoria, que tiene por propósito describir el objeto de la ley. Considerando que el artículo 3° define la noción de “competencia desleal”, resulta conveniente que esta primera disposición se limite a enunciar las personas protegidas por sus disposiciones.


Agregaron que, tal como se expuso en la discusión general de este proyecto, existe un consenso actualmente en el derecho comparado en el sentido de que los protegidos por las leyes que sancionan la competencia desleal no son sólo los competidores. La represión de la competencia desleal se justifica en la cautela de diversos bienes jurídicos: la protección del consumidor y del competidor frente a malas prácticas comerciales; la cautela de la propiedad intelectual e industrial; la libre competencia que puede ser afectada de manera refleja por actos de competencia desleal. 


Se trata de una visión de la competencia desleal menos corporativista y más universal, que, en general, recoge el proyecto, lo que se refleja en otras normas, tales como las que consagran la titularidad activa de las acciones que pueden ejercerse contra un acto de competencia desleal.


En discusión, el Honorable Senador señor Vásquez indicó que, si bien en términos generales adhiere a la norma propuesta, los actos de competencia desleal señalados en el artículo 1° del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, no se contemplarían en el artículo 3°, por lo que es partidario de consagrarlos en dicha norma, incorporando la frase propuesta en la indicación N°2 que presentó con el Honorable Senador señor Parra, pues serían precisamente estos actos jurídicos, los constitutivos de competencia desleal.


El señor Mauricio Tapia señaló que, en su opinión, los actos de competencia desleal son mas bien conductas y no actos jurídicos en el sentido técnico, y por ende resultan comprendidos en la voz “conductas”, que se utiliza en la nueva redacción propuesta para el artículo 3°.


El Honorable Senador señor Gazmuri, por su parte, se manifestó de acuerdo con la redacción propuesta, pues define claramente el objetivo de la ley. En efecto, el artículo aprobado por la Cámara de Diputados indica que la ley tiene por objeto ”sancionar los actos de competencia desleal”, y lo que en su parecer no es correcto, ya que la sanción es una consecuencia de las conductas atentatorias a la protección que consagra la ley.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°1, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 


La indicación N° 2, de los Honorables Senadores señores Parra y Vásquez, propone intercalar, a continuación de la expresión “relativos a”, la frase “la producción, provisión, suministro, comercialización y distribución de”.


Esta indicación fue retirada por sus autores.

ARTÍCULO 2º


El texto de la norma aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 2º.- Esta ley se aplicará a los casos de competencia desleal que estén fuera del ámbito de actuación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, contemplado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, o de la aplicación de la ley Nº 19.496, que establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.”.


Respecto del artículo 2° se presentaron las indicaciones N°s. 3 y 4.

La indicación N° 3, de los Honorables Senadores señores Parra y Vásquez, postula reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Esta ley se aplicará a las conductas, hechos y casos constitutivos de competencia desleal.”.


Esta indicación fue retirada por sus autores.


La indicación N° 4, por su parte, de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, es para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Esta ley no es aplicable:


a) Si el acto de competencia desleal se pretende calificar como un acto contrario a la libre competencia, según las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, de 1973.


b) Si el afectado ejerce alguna de las acciones contempladas en la ley Nº 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.


c) Si el afectado ejerce alguna de las acciones contempladas en la ley Nº 17.336 sobre propiedad intelectual o en la ley Nº 19.039 sobre propiedad industrial.”.


Los autores de la indicación señalaron que el objeto del artículo 2°, es delimitar los ilícitos contra la competencia desleal, contra la libre competencia y contra los derechos de los consumidores, buscando circunscribir el ámbito del ilícito de competencia desleal como un ilícito con fisonomía propia. El proyecto se funda aquí en dos supuestos: por una parte, que los actos de competencia desleal que tienen efectos en materia de libre competencia deben ser conocidos privativamente por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, de conformidad con la norma del artículo 3º letra c) del Decreto Ley N°211; y, por otra, que los ilícitos contra los derechos de los consumidores son exclusivamente conocidos por los tribunales y siguiendo los procedimientos de la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores. 


Sin embargo, continuaron, la actual redacción de este artículo 2° amenaza con crear permanentes e innecesarios conflictos respecto del tribunal competente, porque, tal como se expuso, usualmente los actos de competencia desleal vulneran simultáneamente varios bienes jurídicos protegidos, por tanto es perfectamente posible que el ilícito de competencia desleal concurra con ilícitos que vulneren ordenamientos afines. Por ejemplo, un acto de competencia desleal puede tener además efectos monopólicos, y su conocimiento en este caso debería quedar exclusivamente entregado al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Nada debe obstar a que en la jurisdicción competente para conocer de la competencia desleal, se entablen acciones que directamente se siguen del ilícito contra la competencia leal, suspensión del acto abusivo, por ejemplo, sin que para ello sea necesario analizar la estructura del respectivo mercado, como debe hacerlo el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. 


Algo semejante puede ocurrir con las reglas de la ley de protección al consumidor. Un mismo acto de competencia desleal puede tener efectos nocivos respecto de los consumidores y de los competidores, como ocurre, por ejemplo, con la propaganda comparativa engañosa. De la circunstancia que la propaganda engañosa esté regulada en la ley de protección al consumidor no puede seguirse, sin embargo, que el competidor afectado no pueda invocar la ley sobre competencia desleal y recurrir a los tribunales competentes para sancionar estas conductas. 


Finalmente, lo mismo puede suceder en hipótesis de atentados contra la propiedad intelectual o industrial, que también pueden significar la comisión de un acto de competencia desleal, como la explotación de secretos industriales obtenidos por medios ilícitos.


Así, parece inevitable que los actos de competencia desleal generen concursos de acciones.


Señalaron, finalmente que, para evitar las dificultades relativas a la determinación del tribunal competente y de la legislación aplicable, parece conveniente redactar este artículo como una disposición que entrega una opción a los afectados por un acto de competencia desleal.


En discusión, el Honorable Senador señor Vásquez señaló que, en su entender, la redacción  propuesta por la indicación en comento, consagra un carácter residual de este proyecto de ley. Por otra parte, que en el evento de “zonas nebulosas o fronterizas”, en las que no resulta claro cual es el ordenamiento vulnerado, sería quien tiene la legitimación activa el que debe optar, pero una vez ejercida su opción, llevado el asunto a una de las jurisdicciones, las restantes quedan excluidas. En este punto manifestó su preocupación respecto a que ocurre con el mandato de “non bis in idem”, de no considerarse excluyentes estos procedimientos, y propuso al respecto que en el caso de concurso, se aplique sólo la sanción mayor, dejando a salvo la indemnización de perjuicios a favor del afectado, es decir, se prohíba expresamente la aplicación de dos o más sanciones, por dos o más Tribunales, en consideración a un mismo hecho, pero sustanciado en conformidad a leyes distintas, con la salvedad hecha.


No obstante, el abogado señor Barros precisó que no se trata de un ordenamiento residual, se trata de un ordenamiento concurrente con los otros, aún mas, con la norma propuesta se intenta salvar la imprecisión técnica del artículo aprobado por la Cámara de Diputados, que precisamente daba a entender que si del ilícito nacía acción, por ejemplo, para ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, no había acción de competencia desleal . Ello no es así, destacó, y puso un ejemplo: una marca internacional reconocida es registrada en Chile por un competidor, para evitar la competencia; acá se presenta un problema marcario, que se resolverá en la sede correspondiente, conforme a la ley de propiedad intelectual e industrial; puede ser un ilícito de libre competencia, pues puede ser una acto dirigido a evitar que ingrese el competidor, y en esa parte deberá ser resuelto por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia; si usa la marca ajena como si fuera propia puede además constituir un ilícito de competencia desleal. El mismo hecho puede ser conocido por distintas jurisdicciones, en la medida que constituye ilícitos distintos; lo que no puede ocurrir, prosiguió, es que, por ejemplo, los ilícitos de libre competencia se sujeten al procedimiento de este proyecto de ley que sanciona la competencia desleal.


El señor Mauricio Tapia, por su parte, agregó que, en su opinión, de existir conflictos de legitimación activa, o inconvenientes en relación a ello, la sede para resolverlos es el Decreto Ley N°211. El Tribunal de Defensa de Libre Competencia, desde su creación, ha resuelto ya dos casos, en la sentencia N°9 y la sentencia N°31, y para ello ha analizado el poder de mercado, y ha establecido algunas reglas específicas.


El Honorable Senador señor Orpis resaltó la necesidad que el artículo 2° resuelva el problema de los concursos.


La Comisión estimó que la finalidad de la norma no resulta clara con la redacción propuesta, por lo que se acordó estudiar una nueva redacción que resulte más clara.


En una nueva sesión, la Comisión se abocó al estudio de una nueva redacción del artículo 2°, que recoge las inquietudes planteadas, del siguiente tenor:


“Artículo 2°.- Esta ley no es aplicable:


a) Si el acto de competencia desleal se pretende calificar como un acto contrario a la libre competencia, según las disposiciones del decreto con fuerza de ley N°1 de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°211, de 1973.


b) Si el afectado ejerce alguna de las acciones contempladas en la ley N°17.336 sobre propiedad intelectual o en la ley N°19.039 sobre propiedad industrial.


Una conducta podrá ser calificada conforme a las disposiciones de esta ley como un acto de competencia desleal, aunque resulten procedentes respecto a esa misma conducta, y ante las instancias competentes, una o más de las acciones mencionada sen el inciso anterior”.


El señor Barros indicó que la redacción propuesta clarifica el sentido de la norma: si un ilícito es tipificable bajo la ley de defensa de la libre competencia, que se juzgue conforme a esas normas, si es tipificable conforme a la ley sobre propiedad industrial, que se juzgue conforme a la misma, si es tipificable bajo la ley del consumidor, que se juzgue conforme a dicha ley y serán los consumidores los actores. Pero las referidas circunstancias no impiden que el mismo hecho pueda ser tipificable desde el punto de vista de la competencia desleal, siendo el titular de la acción el competidor que es objeto de la competencia desleal, no el consumidor, ni el Fiscal Nacional Económico, ni el propietario de la marca eventualmente.


El Honorable Senador señor Vásquez planteó si respecto de un acto calificado como atentatorio de la libre competencia, el afectado tendrá que dirigirse a sede civil a fin de obtener la indemnización de perjuicios.


El señor Barros indicó que si el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia establece un ilícito como atentatorio a la libre competencia, ese juicio condenatorio produce cosa juzgada en materia civil, de manera que en el juicio civil sólo deberán probarse los perjuicios. Los perjuicios del competidor eventualmente van a ser los mismos que pueden producirse por aplicación de las normas de la competencia desleal, y este es un problema de concurso de indemnizaciones, que se resolverá de acuerdo a las normas generales del derecho civil, no se puede obtener una doble indemnización de los mismos perjuicios. Por otra parte, puede ocurrir que a ese competidor solicite la medida precautoria que se regula en el proyecto, de suspensión del acto de competencia desleal, ya que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia se demora bastante en resolver, y que el fallo de dicho tribunal sirva de base para reclamar la indemnización de perjuicios. En definitiva, ambos ordenamientos pueden funcionar de una manera coherente.


La Comisión estimó que, desde el punto de vista lógico, la redacción propuesta primero excluye, para luego incluir. Los Honorables Senadores estimaron más adecuado que la norma se redacte en términos positivos.


En consecuencia, en una nueva sesión de la Comisión, se propuso la siguiente redacción:


“Artículo 2°.- Una conducta podrá ser calificada como un acto de competencia desleal conforme a las disposiciones de esta ley aunque resulten procedentes respecto de esa misma conducta, y ante los tribunales competentes, una o más de las siguientes acciones:


a) Las reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sobre libre competencia.


b) Las reguladas en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.


c) Las reguladas en la ley N° 17.336 sobre propiedad intelectual o en la ley N° 19.039 sobre propiedad industrial.”.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°4, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 

CAPÍTULO II

De la Competencia Desleal
ARTÍCULO 3º


El tenor de la disposición aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 3º.- Se considera acto de competencia desleal toda conducta contraria a la buena fe comercial, a las sanas costumbres mercantiles o a la práctica honesta en materia industrial o comercial, que tenga por objeto desviar clientela de la actividad, prestaciones mercantiles o establecimientos ajenos.”.


Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones N°s 5 a 7.


La indicación N° 5, de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.- En general, es acto de competencia desleal toda conducta contraria a las buenas costumbres comerciales que por medios ilegítimos persiga desviar clientela de un agente del mercado.”.


Según se señala en los fundamentos de la indicación, este artículo define la competencia desleal sobre la base de estándares generales, pues la experiencia comparada muestra que es ineludible recurrir a una regla general ante la dificultad de definir ex ante todos los ilícitos. La regla propuesta es muy comprensiva porque incluye referencias a la buena fe, a las sanas costumbres y a la práctica comercial honesta, esto es, recurre a conceptos normativos del derecho patrimonial (buena fe, buenas costumbres y culpa contra las prácticas aceptables). 


En este sentido, señalan sus autores, resultan necesarias tres precisiones. La primera es que parece prudente conservar al menos algunos de estos criterios generales. Debe tenerse presente que el Convenio de París para la protección de la propiedad industrial,  de 20 de marzo de 1983, aprobado por el Congreso Nacional en 1991 y promulgado por Decreto Supremo N° 425 de 1991, obliga a los Estados partes a asegurar una protección eficaz contra la competencia desleal, que es definida como todo acto contrario a los usos honestos en materia industrial o comercial (art. 10° bis 2). En la experiencia comparada la noción de buenas costumbres, como límite a la actuación de las personas, ha tendido a centrarse en el control de las malas prácticas comerciales. Pareciera así conveniente conservar al menos esta noción de buenas costumbres comerciales, que es utilizada en el derecho comparado para reprimir situaciones de abusos cometidas por los actores del mercado. Resulta preferible en esta materia evitar conceptos morales generales de difícil concreción jurídica, como la noción de “honestidad”, o que tienen una connotación más bien corporativista, como las “prácticas” de los comerciantes, que no necesariamente incluyen un estándar de buena conducta comercial. 


La segunda precisión contenida en los fundamentos de la indicación, se refiere a la conveniencia de efectuar alguna referencia que oriente a los jueces en el sentido de que la competencia desleal no puede ser un instrumento que entrabe la competencia fuerte, pero legítima. La competencia dura es perfectamente lícita e incluso estimulada en el derecho nacional. Por esto, parece adecuado conservar una referencia al propósito del acto de competencia desleal objeto de represión, esto es, desviar ilícitamente la clientela de terceros. Aunque la mención de la vulneración de las buenas costumbres comerciales envuelve una referencia a la ilicitud, podría hacerse una reiteración de esta idea para excluir la hipótesis de que la ley contra la competencia desleal pueda ser usada para fines contrarios a la competencia lícita
. 


Por último, destacan que el adjetivo “desleal” lleva implícito un elemento intencional o de mala fe, pero sería conveniente dejarlo expresamente establecido para evitar que una simple conducta meramente descuidada pueda ser impugnada según las disposiciones de esta ley. También por este medio se reduce el riesgo de que la interposición abusiva de las acciones de esta ley se transforme en un nuevo mecanismo de competencia desleal.


En discusión, el Honorable Senador señor Orpis estimó que la norma propuesta es bastante amplia, particularmente por la referencia a las “buenas costumbres comerciales”, lo que en su entender podría resultar contraproducente. Señaló que el énfasis debiera estar puesto en la prohibición de utilizar  “medios ilegítimos” para desviar clientela, que serán objeto de prueba, más que en un concepto subjetivo como el señalado.


El Honorable Senador señor Gazmuri, por su parte, luego de destacar la dificultad que envuelve el consignar una definición de carácter general, un concepto de competencia desleal, señaló que en su parecer hay tres presupuestos básicos, a saber, que el acto realizado: vaya contra una especie de “código implícito” de buenas prácticas comerciales, en segundo lugar que sea ilegítimo, y por último lo relativo al desvío de clientela. 


El Honorable Senador señor Vásquez, en relación a la indicación en estudio, manifestó que le preocupa el término “buenas costumbres comerciales”, atendido que la costumbre comercial es un término definido en el Código de Comercio, y respecto del cual el legislador señaló expresamente los medios para probarla.  Lo anterior podría subsanarse, dando a la norma amplitud con la introducción de la voz “usos”.


Al respecto, el señor Mauricio Tapia precisó que si bien la costumbre mercantil se define en el Código de Comercio, el término empleado en el artículo 3°, esto es, buenas costumbres comerciales, hace referencia mas bien a las buenas costumbres que contempla la legislación civil, como límite de la autonomía de la voluntad y los actos jurídicos, agregando el adjetivo ”comercial” para explicitar que no apunta a la moral privada del siglo XIX, sino al ámbito de los negocios. Lo anterior sin perjuicio de la posibilidad de utilizar otros términos, como por ejemplo, “usos honestos en materia industrial o comercial”, que es la expresión que utiliza el Convenio de París, u otra.


La Comisión, atendido lo expuesto precedentemente, acordó sustituir la expresión “las buenas costumbres comerciales” , que contempla la indicación N°5, por la siguiente:  “los buenos usos o costumbres en materia comercial, ”, aprobando en consecuencia la indicación N°5, con la citada modificación, por el  voto a favor de la mayoría de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García, Gazmuri y Vásquez, y la abstención del Honorable Senador señor Orpis.

Reabierto el debate, el Honorable Senador señor Vásquez planteó a la Comisión que el proyecto, al referirse a los buenos usos comerciales, dejaría fuera de las normas de competencia desleal las actividades de la agricultura, la pesca y la minería, sectores en los que si se pueden llevar a efecto este tipo de actos. Vale más hablar de “empresarial” que de “comercial”, indicó.


Al respecto, el señor Enrique Barros señaló que el artículo 1° define competencia desleal, con independencia del agente que interviene en el acto, y por tanto es la conducta de competencia desleal y no el tipo de actividad, la que determina la aplicación de la ley. No obstante, compartió la idea que algunos podrían interpretar las expresiones del artículo 3° de forma restrictiva.


El Honorable Senador señor Orpis, por su parte, hizo presente su abstención a la aprobación de la redacción acordada para este artículo en una sesión anterior. Señaló que algunos autores estiman que el concepto de “buenas costumbres”, no tiene una interpretación sistemática y homogénea a través del tiempo, y planteó que podría existir mayor certeza si se utiliza el concepto de “buena fe”.


El señor Barros indicó que, en su opinión, se prefirió no hablar de “buena fe”, pues se trata de un concepto se ha desarrollado básicamente en el ámbito de la doctrina del contrato. El concepto de buenas costumbres, en cambio, si bien está está en el ámbito del contrato, tiene un valor expansivo.


La Comisión estimó que las expresiones “ la buena fe o las buenas costumbres”, recoge adecuadamente el espíritu de la norma.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°5, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 


La indicación N° 6, de los Honorables Senadores señores Parra y Vásquez, es para intercalar, a continuación de “conducta”, las palabras “directa o indirecta”.


La indicación N° 7, de los Honorables Senadores señores Parra y Vásquez, postula reemplazar el punto final (.) por coma (,), agregando las siguientes frases: “u obtener ventajas o beneficios económicos o financieros, mediante mecanismos destinados a lograr financiamiento o posición de mercado, utilizando o no su posición dominante, a través de incumplimiento de sus obligaciones, presiones para variar las estipulaciones contractuales originales y otros medios similares, respecto de sus proveedores, compradores, clientes, mandantes o mandatarios.”.


En cuanto a estas indicaciones, el Honorable Senador señor Vásquez señaló que, al presentarlas, se tuvo presente la circunstancia, largamente estudiada a propósito del artículo 2°, que una conducta de competencia desleal puede enmarcarse dentro del ámbito de aplicación de dos o más legislaciones, e intentando evitar que se produzcan “nichos vacíos” a raíz de esta concurrencia de normas aplicables. No obstante, estimó que el tema quedó resuelto atendido el tenor del artículo 2° aprobado por la Comisión precedentemente. 


Las indicaciones N°s 6 y 7 fueron retiradas por sus autores.

ARTÍCULO 4º

El texto de la norma aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 4º.- Se considera desleal toda conducta que tenga como finalidad inducir al público a error sobre la actividad, prestaciones, productos o establecimientos ajenos.


En especial, se consideran desleales las conductas que consistan en la utilización o la difusión de indicaciones o aseveraciones incorrectas o falsas y cualquier tipo de práctica que, de acuerdo con las circunstancias en que tenga lugar, induzca a error a las personas a quienes se dirija o alcance, respecto de la naturaleza, modo de fabricación o distribución, características, aptitud para el uso, calidad o cantidad y, en general, a las ventajas realmente ofrecidas por los productos o prestaciones.”.


Respecto del articulo 4° se presentó una indicación, signada con el N° 8, de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 4º.- Se considera acto de competencia desleal toda conducta que aproveche indebidamente la reputación ajena confundiendo los propios bienes, servicios, actividades, signos distintivos o establecimientos con los de un tercero.


Asimismo, es acto de competencia desleal el uso de signos o la difusión de hechos o aseveraciones incorrectos o falsos que induzcan a error sobre la naturaleza, proveniencia, componentes, características, precio, modo de producción, marca, idoneidad para los fines que pretende satisfacer, calidad o cantidad y, en general, sobre las ventajas realmente proporcionadas por los bienes o servicios ofrecidos.”.


De acuerdo a los fundamentos de la indicación, sus autores señalan que en esta materia se debe considerar que el Convenio de París dispone que los Estados partes deben prohibir, en particular, las conductas de competencia desleal consistentes en actos de confusión, actos de engaño y actos de denigración  (art. 10° bis 3).

Dentro del señalado contexto, hicieron presente que el artículo 4° del proyecto aprobado en general por el Senado establece dos de estas hipótesis especiales de competencia desleal: los actos de confusión y actos de engaño. Ambas disposiciones están directamente inspiradas en la ley española de competencia desleal, en la que constan en artículos separados, a saber, los artículos 6° y 7°, respectivamente. Hipótesis cercanas se encuentran también sancionadas por la ley de protección de los consumidores, en los artículos 28 y 28A, que limita la titularidad activa sólo a estos últimos. Por ello, parece pertinente que se contemplen también en el proyecto.


El inciso 1° se refiere a los actos de confusión. El Convenio de París dispone que deberá prohibirse “cualquier acto capaz de crear confusión, por cualquier medio que sea, respecto del establecimiento de los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor” (art. 10 bis 3.1). 


Estas conductas desleales intentan confundir al cliente con el propósito de que no pueda distinguir entre los productos o servicios del autor del ilícito y aquellos provenientes de un competidor. Su propósito es desviar ilícitamente clientela valiéndose de la reputación ajena y, por esto, son comprensivos también de los casos previstos en el actual inciso 2° del artículo 7° del proyecto que, en su opinión, deberían reconducirse a este artículo. Su redacción puede mejorarse para precisar de mejor forma la conducta que se intenta sancionar, haciéndola también consistente con el artículo 28 A  de la ley N° 19.496, según la modificación de la ley N° 19.955.


El inciso 2° se refiere a los actos de engaño. El Convenio de París dispone que deberán prohibirse “las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo, en el ejercicio del comercio, pudieran inducir al público a error sobre la naturaleza, el modo de fabricación, las características, la aptitud en el empleo o la cantidad de los productos” (art. 10° bis 3.3). 


Estas conductas intentan falsear la realidad con el propósito de incitar al cliente a adquirir un determinado producto o a abstenerse de hacerlo. Se induce voluntariamente a error al cliente sobre las características del propio producto o servicio, para aumentar su venta, o sobre las características de bienes o servicios de terceros, para disminuir su demanda (son hipótesis de publicidad engañosa que desde el punto de vista de los consumidores están sancionadas por el artículo 28 de la ley N° 19.496). Su redacción puede también mejorarse para precisar esta hipótesis que se intenta sancionar y hacerla consistente con los términos previstos en la legislación nacional (por ejemplo, utilizar los conceptos de “bienes y servicios”).


En todo caso, se señala la conveniencia de recoger estas dos hipótesis en artículos separados, pues constituyen dos tipos específicos diferentes de competencia desleal.


En discusión, los Honorables Senadores notaron que a partir de este artículo 4° se contemplan los ilícitos particulares de competencia desleal. 


Asimismo, se hizo presente la conveniencia de contemplar todos estos ilícitos en un solo artículo, separado en diversas letras, artículo que especifique que no se trata de una enumeración taxativa.


En referencia a las hipótesis contempladas en la indicación N°8,  el Honorable Senador señor Vásquez señaló que, en su entender, parece más adecuada la redacción del inciso primero del artículo 4° aprobado en general por el Senado, por cuanto es más general. Habría una relación de género a especie con el inciso primero de la norma propuesta. 


Al respecto, el señor Mauricio Tapia indicó que la redacción propuesta resulta coherente con el Convenio de Paris y la legislación nacional vigente. Por otra parte, si una conducta no resulta tipificada en esta norma, siempre se puede recurrir a la regla general del artículo 3°, precisó.


El Honorable Senador señor García señaló que, en su opinión, efectivamente el inciso primero del artículo 4° aprobado en general por el Senado, resulta comprendido en el artículo 3°.


En relación a este inciso primero, el señor Barros señaló que, en su entender, resulta más adecuado tipificar el ilícito por la acción, y no por el resultado, que es la confusión. 


La Comisión estuvo de acuerdo con lo anterior, y resolvió sustituir la voz “confundiendo”, por “induciendo a confundir”.

El Honorable Senador señor Gazmuri, por su parte, se refirió al inciso segundo de la norma propuesta, en cuanto a si contempla la posibilidad de “engaño”, en los términos señalados, no sólo referido a bienes o servicios ajenos, sino también a los propios. En esta última hipótesis, quienes podrían reclamar serían tanto los consumidores, como los competidores; los primeros ya están cubiertos por la Ley del Consumidor (publicidad engañosa), pero en el caso de un competidor, carece de titularidad activa de acuerdo a dicho cuerpo legal. 


La Comisión estuvo de acuerdo en que el inciso segundo contempla ambas hipótesis, y a fin de dejarlo claramente establecido se resolvió agregar, al final del inciso, la expresión “propios o ajenos”. Se efectuaron asimismo algunas correcciones de orden gramatical, que aclaran el sentido de la norma.


Conforme lo expuesto, la Comisión acordó contemplar en este artículo 4° los ilícitos particulares de competencia desleal, en los siguientes términos.


- Incorporar un inciso primero, del siguiente tenor: “ En particular, y sin que la enumeración sea taxativa, se considerarán actos de competencia desleal los siguientes:”.


-  Reubicar como letra a) de este artículo 4°, el inciso primero del artículo 4° propuesto por la Indicación N°8, con las modificaciones señaladas.


- Reubicar como letra b) de este artículo 4°, el inciso segundo del artículo 4° propuesto por la Indicación N°8, con las modificaciones señaladas.


-- En votación la Comisión acordó incorporar el señalado inciso primero, en el artículo 4° por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0) (Artículo 121 del Reglamento del Senado). Asimismo, la Comisión aprobó la indicación N°8, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 
ARTÍCULO 5º

El tenor de la disposición aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 5º.- Se considera desleal la realización o la difusión de manifestaciones falsas sobre la actividad, las prestaciones, el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero, que sean aptas para menoscabar su credibilidad o fama en el mercado.


En especial, se estiman como desleales las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, creencias, ideologías, la vida privada o cualquier otra circunstancia propia del afectado y que no tenga relación con la calidad del producto o del servicio prestado.”.


Respecto del artículo 5°, se presentó una indicación, correspondiente a la N° 9, de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 5º.- Se considera acto de competencia desleal todas las informaciones o aseveraciones incorrectas o falsas sobre los bienes, servicios, actividad, signos distintivos, establecimiento o relaciones comerciales de un tercero, que sean susceptibles de menoscabar su reputación en el mercado. Son también ilícitas las expresiones dirigidas a desacreditarlos o ridiculizarlos sin referencia objetiva.


En particular, se estiman como actos de competencia desleal las manifestaciones agraviantes que versen sobre las creencias, ideologías, vida privada o cualquier otra circunstancia personal del tercero afectado y que no tenga relación directa con la calidad del bien o servicio prestado.”.


En los fundamentos de la indicación, se señala que este artículo contempla actos de denigración de competidores. El Convenio de París dispone que los Estados partes están obligados a prohibir “las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de desacreditar el establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor” (art. 3.2). 


En cuanto a la norma propuesta, se indica que los dos incisos contienen dos actos de denigración de diferente gravedad, pues en los previstos en el inciso segundo no se acepta la excusa de ser verdaderas las imputaciones. 


En discusión, el Honorable Senador señor Vásquez señaló que este es un método indirecto de competencia desleal, y para delimitar su ámbito, no confundir con el delito de injurias o calumnias u otra conducta denigratoria de esa naturaleza, cabe establecer que ese acto debe perseguir el objetivo propio de la competencia desleal.


Al respecto, el señor Mauricio Tapia señaló que la competencia desleal está regulada sobre la base de los principios de la responsabilidad civil, por lo que el competidor, para poder accionar en virtud de esta norma, debe haber sufrido un perjuicio, pues sin interés no hay acción. Ahora bien, si ese acto es tipificable, por ejemplo, como delito de injurias, será el afectado quien decidirá que vía utilizará.


El Honorable Senador señor Gazmuri hizo notar que entre las manifestaciones agraviantes no se encuentra enumerada la nacionalidad, por lo que propuso incorporarla, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo. Se efectuaron asimismo algunas correcciones gramaticales.


Por otra parte, y atendido el acuerdo de comprender los ilícitos particulares de competencia desleal en el artículo 4°, la Comisión acordó incorporar el inciso primero de la indicación N°9, como letra c) del artículo 4°, y el inciso 2° como letra d) de la misma norma.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°9, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 

ARTÍCULO 6º


El texto de la norma aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 6º.- Se considera desleal la comparación de la actividad, los productos, las prestaciones o el establecimiento propio o ajeno con los de un tercero, cuando no sea veraz, objetiva y demostrable.”.


Respecto del artículo 6°, se presentó una indicación, signada con el  N° 10, de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 6º.- La publicidad comparativa es lícita. Sin embargo, se considera acto de competencia desleal toda conducta de comparación de los bienes, servicios, actividad o establecimiento propios o ajenos con los de un tercero, cuando no sea veraz, objetiva y demostrable, o cuando de cualquiera otra forma infrinja las normas de esta ley.”.


Al fundamentar su indicación, sus autores señalaron que el artículo 6° sanciona la publicidad comparativa. Es así como la norma contempla una regla extraída de la jurisprudencia de las antiguas comisiones antimonopolios y probada suficientemente en la práctica.


 En principio, la publicidad comparativa es lícita y conveniente, porque agrega información a los consumidores. No lo es en la medida que no sea veraz, objetiva y demostrable, prosiguen. 


Por lo anteriormente señalado, conviene acentuar el carácter excepcional de la represión de la publicidad comparativa, al mismo tiempo que ajustar su redacción a las modificaciones propuestas anteriormente. Por ello se propone establecer un principio en la materia y algunos casos de aplicación, que siguen en la ley alemana.


En discusión, el Honorable Senador señor Vásquez se mostró de acuerdo con el tenor de la norma, por cuanto resuelve adecuadamente el tema de la publicidad comparativa, que ha sido siempre uno de los puntos más debatidos.


El Honorable Senador señor Cariola destacó que, efectivamente, para ciertas legislaciones de derecho comparado la publicidad comparativa no es lícita.


El Honorable Senador señor García, por su parte, estimó que la redacción propuesta perfecciona la norma en el sentido correcto.


El  Honorable Senador señor Orpis, preguntó respecto del fundamento de la frase “o cuando de cualquiera otra forma infrinja las normas de esta ley”.


El señor Mauricio Tapia explicó que la norma propuesta es similar a la legislación alemana, donde a continuación se tipifican una serie de ilícitos de publicidad comparativa que, en definitiva,  se corresponden con otros ilícitos de competencia desleal, ya que la publicidad comparativa puede ser un vehículo a través del cual se cometen los otros ilícitos, como confusión, engaño, etc. Esa es la razón de la frase genérica en comento.


Asimismo, y atendido el acuerdo de comprender los ilícitos particulares de competencia desleal en el artículo 4°, la Comisión acordó incorporar la indicación N°10, como letra e) del artículo 4°, eliminando su primera oración, precisamente atendido que el artículo 4° contempla sólo actos ilícitos y no los lícitos, como es el caso, en principio, de la publicidad comparativa.


En votación, la Comisión aprobó la indicación N°10, con la modificación señalada, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 


Reabierto el debate en una sesión posterior, con el acuerdo de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez, se discutió en relación a la frase de la letra e) que tipifica como uno de los elementos para que la publicidad comparativa sea ilícita, el que la comparación no sea “veraz, objetiva y demostrable”.


El señor Mauricio Tapia planteó que esta formula se recoge de la jurisprudencia de las antiguas Comisiones Antimonopolio.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que se trata de requisitos copulativos. 


El Honorable Senador señor Orpis indicó que, en su opinión, la referencia a la “objetividad” no es adecuada, lo relevante es que sea veraz y que ello se pueda demostrar.


El señor Enrique Barros coincidió con lo anterior, por cuanto en la propaganda comparativa, hacer juicios de valor forma parte de la naturaleza de la misma, del modo que lo manifestó el Honorable Senador señor Gazmuri. 


En consideración a lo anterior, la Comisión acordó eliminar la referencia a la objetividad, y entendiendo que los juicios de valor son inherentes a la publicidad comparativa, y son considerados legítimos, resolvió que en la norma la exigencia de veracidad y demostrabilidad se efectúe respecto de algún antecedente concreto.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°10, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 

ARTÍCULO 7º


El tenor de la disposición aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 7º.- La imitación de iniciativas y prestaciones mercantiles ajenas es libre, salvo que su exclusividad se encuentre amparada por la ley.


Se considera desleal la imitación de prestaciones e iniciativas de un tercero, cuando ellas generen confusión acerca de la procedencia de la prestación o producto, o comporten un aprovechamiento indebido de la reputación ajena.


Los actos que constituyan infracción de la legislación de propiedad intelectual o industrial se regirán por ellas.”.


En relación al artículo 7°, se presentó una indicación, correspondiente a la N° 11, de e los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- La imitación de bienes, servicios o iniciativas ajenos es libre, salvo que su exclusividad se encuentre amparada legalmente por la propiedad intelectual o industrial. Los actos que constituyan infracción a las leyes de propiedad intelectual o industrial se regirán por ellas, sin perjuicio de las acciones que puedan entablarse de conformidad con esta ley.”.


Esta indicación fue retirada por sus autores.


A continuación, la Comisión se pronunció respecto del texto del artículo 7° aprobado en general por el Senado.


En discusión, el Honorable Senador señor García señaló que, en su opinión la norma en estudio es innecesaria, y su inclusión tiene un mero valor simbólico, pues la materia se encuentra protegida y regulada por la legislación especial.


El señor Mauricio Tapia estuvo de acuerdo con lo anterior, en estricto rigor la norma está demás, y precisó que se estimó que, sólo en el caso que la Comisión decidiera mantener la norma, se podría mejorar su redacción.


--En votación, la Comisión rechazó el artículo 7° aprobado en general por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 

º º º º


Luego, la Comisión consideró una indicación, del Honorable Senador señor Espina, signada con el N° 12, para intercalar, a continuación del artículo 7º, el siguiente:


“Artículo...- No obstante, constituirá acto de competencia desleal toda acción que signifique abuso monopólico por parte de titulares de privilegios industriales reconocidos según ley Nº 19.039 ó Nº 19.996, según corresponda, o de sus representantes, que excedan los derechos que les han sido reconocidos por el Estado de Chile, cuando tal acto o acción tenga como propósito inhibir indebidamente las actividades de sus competidores directos o indirectos, limitar injustificadamente la transferencia de tecnología o afectar la disponibilidad de productos para los consumidores.


Dentro de este tipo de actos desleales se considerarán acciones tales como:


-Amenazas o advertencias no sustentadas en infracciones probadas y demostradas según lo dispuesto en ley Nº 19.039 ó Nº 19.996, realizadas a competidores, proveedores y/o consumidores, con el objeto de inhibir indebidamente la competencia.


-Presiones indebidas a autoridades u órganos fiscalizadores orientadas a inhibir competencia de productos, sin que existan infracciones dictaminadas por órganos jurisdiccionales competentes.


-Toda acción orientada a limitar el normal establecimiento de productos protegidos por privilegios industriales, especialmente aquellos relativos a alimentos y medicamentos.”.


En los fundamentos de la indicación presentada, su autor señala que una  de las materias que no ha sido suficientemente abordada en el proyecto en estudio, son las actuaciones de los titulares  de privilegios industriales (marcas y patentes, entre otros), que pudieren implicar conductas calificadas como de competencia desleal.


A continuación se refiere al Acuerdo TRIPs (ADPIC) de la Organización Mundial de Comercio  (OMC), que es el Capítulo que regula el tema de la propiedad Intelectual en el marco del Acuerdo de Marrakech, firmado por nuestro país, que establece en su artículo 8, número 2, lo siguiente:“Podrá ser necesario aplicar medidas apropiadas, siempre que sean compatibles con lo dispuesto en el presente Acuerdo, para prevenir el abuso de los derechos de propiedad intelectual por sus titulares o el recurso o prácticas que limiten de manera  injustificable el comercio o redunden en detrimento de la transferencia internacional de tecnología”.


Por su parte, el Tratado de Libre Comercio de Chile con los Estados  Unidos de Norteamérica, señala en el Capítulo 17, que es el apartado que  regula la Propiedad Intelectual en dicho Tratado Bilateral, artículo 17.1.13,  lo siguiente:“Ninguna disposición de este Capítulo impedirá a una Parte que adopte medidas necesarias para prevenir prácticas anticompetitivas que pudieran resultar del abuso de los derechos de propiedad intelectual contemplados en este Capítulo”.


De acuerdo al autor, lo anterior nos indica que en ambos Tratados se estimó que podría ser necesario poner ciertos límites a los privilegios de la Propiedad Industrial, cuando ellos sean usados con un sentido distinto a aquel para el cual fueron reconocidos, como podría ser, acciones reñidas con principios de sana y leal competencia.


En el  caso de marcas comerciales, las acciones anticompetitivas están más relacionadas con terceros que, maliciosamente, pretenden gozar de la buena fama de un signo marcario ya inscrito o creado o acuñado por una  empresa o persona que ha destinado tiempo y recursos para posicionar un signo identificatorio de sus bienes y/o servicios y, dada la característica de este tipo de privilegio, atribuye a una determinada persona o empresa sólo la posibilidad de usar la marca inscrita o reconocida, pero no evita la posibilidad de comercializar un mismo tipo de producto, pero con otra  identificación marcaria distintiva y novedosa.


Por tanto, continúa señalando, con toda razón se deben reforzar los derechos de los titulares  de marcas comerciales, con el objeto que su  propiedad no se vea amagada o  afectada y, por ende, su posición competitiva lealmente ganada tampoco se vea dañada.


En el caso de las patentes de invención, por su naturaleza más monopólica, si  requiere una atención más directa, en el sentido que al dueño o titular de  los derechos de una patente reconocida por el Estado, le sean protegidos  exactamente lo que le fue reconocido como invención y no represente una detención en el proceso de libre competencia que se debe dar en una  economía abierta y competitiva, como es la chilena.


Los fundamentos señalan que no resulta poco frecuente que titulares de patentes de invención, normalmente grandes empresas transnacionales, amenacen o adviertan a terceros competidores, normalmente pequeñas y medianas empresas productoras nacionales, acerca de eventuales infracciones respecto de los  derechos que le asisten sobre un determinado privilegio reconocido, lo cual inhibe a sus competidores a ingresar a competir en el mercado, de tal manera de evitar futuros juicios largos y costosos que pudieren afectar su subsistencia o continuidad.


También es muy recurrente que empresas transnacionales planteen persistentemente  a organismos reguladores, como es el Instituto de Salud Pública, en la aprobación de registros sanitarios de medicamentos, la exigencia de no reconocer dichos permisos sanitarios a productos que, eventualmente, pudieren estar afectando los derechos de determinada patente de invención reconocida, lo cual es un hecho ya dictaminado por la Contraloría General de la República y la Corte Suprema de Justicia, que los reclamos por infracciones a patentes de invención son materia de competencia exclusiva y excluyente de los Tribunales de Justicia.


Así como las recién señaladas, existen otras actuaciones de titulares de Patentes de Invención que sólo apuntan a inhibir o evitar competencia en el mercado, utilizando subterfugios que exceden totalmente los derechos que le han sido reconocidos en el Pliego de reivindicaciones de su privilegio concedido y que significan conductas contrarias a las normas y principios de sana competencia, en una economía que se precie de llevar el calificativo de Social de Mercado.


Asimismo indica que lo anteriormente descrito es de común ocurrencia en el mercado farmacéutico, en el que grandes compañías internacionales farmacéuticas amenazan a pequeños y medianos laboratorios farmacéuticos nacionales  respecto de imaginarias infracciones respecto de pseudo patentes cuyos derechos son limitados y específicos, logrando así inhibir mayor competencia y afectando, en definitiva, a los consumidores de este importante tipo de bienes de primerísima necesidad.


Los últimos cambios introducidos a las normas chilenas sobre Propiedad  Industrial y específicamente a las patentes de invención de medicamentos, tanto en la ley 19.039 de 1991, así como los insertados en la ley 19.996, publicada en el mes de marzo del año 2005, han reforzado notoriamente los derechos de  los titulares de este tipo de privilegio industrial, dándole un poder que en ningún país de Sudamérica poseen, los cuales se ven mucho más  fortalecidos con las normas acordadas en el Capítulo 17 del TLC de Chile con los Estados Unidos de Norteamérica.


Concluye que por ello es que se hace imprescindible establecer ciertos límites a las patentes de invención, particularmente cuando se observen conductas que  apunten a establecer monopolios que limiten la competencia leal y la transferencia de tecnología tan necesaria para nuestro entorno científico, tecnológico y comercial.


En discusión la indicación presentada, y consultado por la Comisión, el señor Mauricio Tapia informó que la referida indicación contempla ilícitos propios del ámbito de competencia del  Decreto Ley N°211, sobre libre competencia.


El Honorable Senador señor Vásquez coincidió con lo anterior, haciendo hincapié en los términos utilizados, esto es, al “abuso monopólico”.


En razón a lo anterior, y solo con el fin de no reiterar ilícitos contemplados en otras leyes, relacionadas con el proyecto en estudio, la Comisión acordó rechazar la indicación N°12.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N°12, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 

º º º º

ARTÍCULO 8º

El texto de la norma aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 8º.- Se considera desleal la divulgación o la explotación, sin que medie la autorización del titular, de secretos industriales o de cualquier otra especie de secretos empresariales a los que se haya tenido acceso legítimamente, con deber de reserva.”.


Respecto de este artículo, los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, presentaron una indicación, correspondiente a la N° 13, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 8º.- Se considera acto de competencia desleal toda explotación, sin que medie la autorización del titular, de secretos industriales o de cualquiera otra especie de secretos empresariales a los que se haya accedido ilegítimamente, o de manera lícita pero con deber de reserva.”.


El señor Mauricio Tapia, analizando la redacción de la norma aprobada en general por el Senado, señaló que tiene su origen en la legislación española y colombiana en la materia. En la redacción propuesta, en cambio, se intenta comprender exclusivamente aquello que queda excluido de la Ley sobre Propiedad Industrial; es una hipótesis muy reducida, de carácter casi académico, como la que contempla la legislación alemana, esto es, la explotación comercial de un secreto al cual se accedió por medio ilegítimo(espionaje), y que no está amparado por la propiedad industrial, podría dar lugar a una figura de competencia desleal. 


La Comisión estimó que, en ese sentido, resulta más conveniente incorporar la figura en la Ley sobre Propiedad Industrial.


En razón de lo anterior, los autores de la indicación resolvieron retirarla.


Esta indicación fue retirada por sus autores.


A continuación, la Comisión se pronunció respecto del artículo 8° del texto aprobado en general por el Senado. 


--En votación, la Comisión rechazó el artículo 8° del texto aprobado en general por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 

ARTÍCULO 9º

El tenor de la disposición aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 9º.- Se considera desleal la conducta que tenga por objeto o como efecto intervenir ilícitamente en la organización o desempeño de la empresa, las prestaciones mercantiles o el establecimiento ajeno.”.


Respecto del artículo 9° se presentaron las indicaciones signadas con los N°s. 14 y 15.

La indicación N° 14, corresponde a los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, y propone reemplazar el artículo por el siguiente:


“Artículo 9º.- Se considera acto de competencia desleal toda conducta que persiga inducir a trabajadores, proveedores, clientes u otros contratantes a infringir los deberes contractuales contraídos con un competidor.”.


Los autores de la indicación señalaron que el artículo 9° aprobado en general por el Senado pretende evitar que la competencia se realice mediante prácticas que suponen dificultar la actividad empresarial de competidores. 


Con todo, su redacción es equívoca, con una enorme extensión y vaguedad. Resulta de especial interés sería establecer una regla sobre inducción al incumplimiento de contratos como medio de competencia desleal, que constituye la más típica y clara hipótesis de intervención en la actividad de competidores. 


Agregaron que esta cuestión es importante, como lo demuestra la circunstancia que su sanción se contemple de manera generalizada en el derecho comparado. Por lo demás, resulta preferible definir el ilícito con alguna precisión para evitar una jurisprudencia carente de orientaciones. De lo contrario, el riesgo es que bajo el pretexto de cautelar la competencia leal, se establezcan límites injustificados a la libertad de emprender y competir.


El señor Enrique Barros señaló que el ilícito en estudio ha sido objeto de una larga discusión en el derecho comparado en el siglo XX, y corresponde a lo que se denomina “Intervención en un Contrato Ajeno”, bajo que circunstancias es lícito, y bajo cuales ilícito, intervenir en un contrato ajeno para efectos de competencia.


En relación a este ilícito existen dos grandes tendencias. La primera es más dura, y sanciona interferencia bajo ciertas circunstancias, incluso meramente culpable. La segunda exige no la mera interferencia, sino la inducción a que alguien incumpla un contrato con fines de competencia desleal.


La indicación en estudio, prosiguió, concibe al ilícito orientado hacia los actos de inducción, ante lo que el Honorable Senador señor Gazmuri manifestó su preocupación por una utilización arbitraria de la norma, y se mostró partidario de especificar que se debe entender por inducción.


El Honorable Senador señor García, por su parte, indicó que en definitiva va a ser un problema de prueba.


Habiendo oído al señor Barros, la Comisión debatió especialmente respecto de la inclusión de los “trabajadores”, en esta norma, de forma tal que ella no obste a la legítima competencia entre las empresas por los mejores profesionales, y la posibilidad de hacer una oferta de trabajo, eventualmente “tentadora”, a un empleado de otra empresa. Cabe preguntarse que ocurre con esta figura, si se considera inducción a incumplimiento contractual.


Al respecto, el Honorable Senador señor Vásquez manifestó que no resulta conveniente incluirlos en esta norma.


El Honorable Senador señor Cariola, por su parte, precisó que la mayoría de los trabajadores no quedarían incluidos en la norma, pues en caso de “emigrar” hacia otra empresa, bastaría con desahuciar el contrato con treinta días de anticipación, lo que no sería incumplimiento contractual. El problema se presentaría en el caso de trabajadores en los que se permite un contrato a plazo fijo. Por otra parte, recordó que está contemplado un ilícito genérico de competencia desleal.


El Honorable Senador señor Gazmuri se mostró partidario de excluir a los trabajadores de la norma en comento, puesto que de otra forma, se podría afectar por esta vía indirecta, la libertad de trabajo.


En consecuencia, la Comisión acordó eliminar de la norma propuesta la voz “trabajadores”. Por otra parte, y atendido el acuerdo de comprender los ilícitos particulares de competencia desleal en el artículo 4°, la Comisión acordó incorporar la indicación N°14, como letra f) del artículo 4°.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°14, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). 


La indicación N° 15, es de los Honorables Senadores señores Parra y Vásquez, y postula sustituir el punto final (.) por coma (,), agregando las siguientes frases: “así como la imposición de condiciones o cláusulas de contratación en la adquisición, compra, venta, mandato y otros actos o contratos propios del giro o actividad del infractor, sean éstos relativos a bienes o servicios.”.


La indicación N°15  fue retirada por sus autores.

º º º º


Luego, los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, presentaron una indicación, signada con el N° 16, para intercalar, a continuación del artículo 9º, el siguiente, nuevo:


“Artículo...- Se considera acto de competencia desleal el ejercicio manifiestamente abusivo de acciones judiciales con la finalidad de entorpecer la operación de un agente del mercado.”.


El fundamento de esta indicación radica en la conveniencia de considerar en el proyecto un artículo que sancione una hipótesis conocida de competencia desleal, y que puede verse incrementada una vez que el proyecto en estudio se convierta en ley de la República, esto es, el entorpecimiento de un competidor mediante el abuso de acciones judiciales.

En discusión, el Honorable Senador señor García consultó respecto de quien es el encargado de calificar el ejercicio como manifiestamente abusivo, ante lo que el señor Barros explicitó que esa es tarea del juez.


La Comisión se mostró de acuerdo con la norma propuesta. Atendido el acuerdo de comprender los ilícitos particulares de competencia desleal en el artículo 4°, la Comisión acordó incorporar la indicación N°16, como letra g) del artículo 4°.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°16, con la modificación señalada, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri y Orpis (Unanimidad) (4x0). 

º º º º

CAPÍTULO III

De las Acciones, Procedimiento, Tribunal Competente y Sanciones

ARTÍCULO 10

El texto de la norma aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 10.- Contra los actos de competencia desleal, podrán ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:


a) Acción de cesación del acto, o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.


b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.


c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto de competencia desleal.


d) Publicación de la sentencia condenatoria, a costa del infractor.


e) Acción de resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el acto, si hubiere intervenido dolo o culpa del agente.”.


Este artículo fue objeto de una indicación, signada con el N° 17, de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 10.- Contra los actos de competencia desleal pueden ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:


a) Acción de cesación del acto o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.


b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.


c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto, mediante la publicación de la sentencia condenatoria o de una rectificación a costa del autor del ilícito u otro medio idóneo.


d) Acción de indemnización de los perjuicios ocasionados por el acto, sujeta a las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.”.


Lo autores de la indicación señalaron que el conjunto de acciones que establece el artículo 10° del texto aprobado en general por el Senado, es completamente consistente con los desarrollos contemporáneos del derecho de la responsabilidad civil, que tiende a reconocer acciones de reparación en naturaleza, además de las indemnizatorias. 


Sólo cabe observar que la letra d) del mismo, esto es, la publicación de la sentencia, trata de un tipo especial de reparación en naturaleza, que forma parte de una acción más general, que debiera incluir, por ejemplo, un anuncio en un periódico que puede ser enmendado insertando un desmentido en el mismo periódico. 


Por lo anteriormente señalado, continúan señalando en los fundamentos de la indicación, parece más pertinente regular la publicación de la sentencia accesoriamente como una forma de “remoción de los efectos” del acto de competencia desleal previsto en la letra c).  


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°17, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri y Orpis (Unanimidad) (4x0). 

ARTÍCULO 11

El tenor de la disposición aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 11.- Cualquier persona que resulte directamente perjudicada o amenazada en su interés económico por un acto de competencia desleal, podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.


La acción establecida en la letra e) sólo puede ser ejercida por el directamente perjudicado.”.


Respecto del artículo 11 se presentaron las indicaciones signadas con los N°s. 18 y 19.

La indicación N° 18, fue presentada por los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, para sustituir el artículo por el siguiente:


“Artículo 11.- Cualquiera que resulte directa y personalmente amenazado o perjudicado en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.”.


Al fundamentar su indicación, sus autores señalaron que la titularidad activa amplia del artículo 11° resulta equívoca, puesto que  la acción siempre requerirá un interés personal de quien la ejerza, de modo que no parece conveniente establecer una regla especial para la acción indemnizatoria. Debiera entenderse que en ningún caso hay una especie de acción popular.

Por lo anteriormente señalado, proponen sustituir el artículo 11 por el que señalan.


En discusión, la Comisión se manifestó de acuerdo con el tenor de la norma propuesta.


Por otra parte, se acordó incorporar un nuevo inciso, del siguiente tenor: “Con todo, no habrá lugar a indemnización de perjuicios de acuerdo con esta ley si el demandado ya hubiese sido condenado a reparar el mismo daño de conformidad con otro ordenamiento legal.”.


El señor Barros explicitó la razón de incorporar un inciso como el señalado, que es explicitar que el cúmulo de acciones que consagra el artículo 2° del proyecto en comento, no significa que exista la posibilidad de cúmulo de indemnizaciones, puesto que el mismo daño no puede ser indemnizado más de una vez, aún cuando concurran distintos ilícitos.


El Honorable Senador señor García señaló que, en consecuencia, un acto puede tener doble sanción, pero no doble indemnización.


Asimismo, a proposición del Honorable Senador señor Vásquez, se estimó procedente incorporar al artículo un inciso, que consagre una acción colectiva en materia de competencia desleal.


En efecto, hubo acuerdo en relación al siguiente texto: “Las asociaciones gremiales que tengan por función efectiva la defensa de los intereses de agentes del mercado podrán interponer, en interés de sus miembros lesionados por un acto de competencia desleal, las acciones contempladas en las letras a) a c) del artículo anterior”.


El Honorable Senador señor Vásquez manifestó que el inciso acordado recoge sólo en parte su proposición, por cuanto su idea se acerca más a la posibilidad de contemplar una acción pública en la materia, y que un agente pueda accionar no sólo en su favor sino también a favor de los restantes afectados por el acto, y que la sentencia que en el caso se dicte aproveche a todos ellos, una acción similar a la que se contempla en la ley de protección al consumidor. Lo anterior sólo referido a la reparación en naturaleza, excluyendo una eventual indemnización.


El señor Enrique Barros explicó que, a diferencia de lo que ocurre en el caso de los consumidores, los posibles afectados constituyen un grupo mucho más restringido, y respecto de ellos el Código Civil contempla la posibilidad de un litis consorcio activo. Por otra parte, en general los efectos de la remoción del acto, por su propia naturaleza, alcanzan a todos los afectados.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°18, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri Orpis y Vásquez (Unanimidad) (5x0). Asimismo, acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, Orpis y Vásquez,  incorporar los incisos segundo y tercero a la norma propuesta, en los términos señalados. (Unanimidad) (5X0) ( Artículo 121 Reglamento del Senado).


La indicación N° 19, del Honorable Senador señor Vásquez, es para intercalar, como inciso segundo, el siguiente:


“También podrá accionar en favor de dos o más proveedores afectados la Fiscalía Nacional Económica y/o Asociación Gremial que proteja los intereses del giro de los afectados. La Fiscalía Nacional Económica podrá, alternativamente, interponer requerimiento por dichos hechos ante el Tribunal de la Defensa de la Libre Competencia, cuando estimara que tales conductas son constitutivas de la figura contemplada en la letra b) del artículo 3º del Decreto Ley Nº 211 de 1973.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, resolvió declarar inadmisible esta indicación, por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.


Esta indicación fue declarada inadmisible.

ARTÍCULO 12

El texto de la norma aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 12.- Las acciones de competencia desleal prescriben en el plazo de dos años, contados desde la fecha en que finaliza la realización del acto o conducta que origina la competencia desleal.”.


El artículo fue objeto de una indicación de los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, signada con el número 20, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12.- Las acciones de competencia desleal previstas en las letras a) a c) del artículo 10 prescriben en el plazo de dos años contados desde la fecha en que finaliza la realización del acto de competencia desleal o desde que se conoció su ocurrencia si esto último sucede con posterioridad. La acción de indemnización de perjuicios prevista en la letra d) del artículo 10 prescribe en el plazo de cuatro años contados desde la fecha en que finaliza la realización del acto de competencia desleal o desde que se conoció su ocurrencia si esto último sucede con posterioridad. El ejercicio de alguna de las acciones previstas en las letras a) a c) del artículo 10 interrumpirá el plazo de prescripción de la acción de indemnización de perjuicios prevista en la letra d) de ese mismo artículo.”.


En sus fundamentos, los autores de la indicación señalaron que es sensato establecer un plazo breve de prescripción de las acciones, para evitar que la amenaza de entablarlas pueda entrabar la competencia. 


El proyecto aprobado en general por el Senado establece un plazo de dos años. 


La ley alemana de 2004, continúan, establece un plazo de seis meses para las acciones que persiguen una reparación en naturaleza, contado desde que nace la acción o desde que se toma conocimiento del ilícito, si ocurre con posterioridad. Asimismo, en Alemania, en cuanto a la acción indemnizatoria, se establece que la prescripción de acciones de responsabilidad civil se sujeta a las reglas generales, que en el derecho chileno es de 4 años. 


Por lo anteriormente señalado, estiman que resulta pertinente hacer consistente la prescripción de esta acción de responsabilidad con las reglas del derecho común. 


También indican que conviene también señalar que el ejercicio de las otras acciones indicadas en las letras a) a c) interrumpe el plazo de prescripción de la acción indemnizatoria. Asimismo, mencionar que los plazos de prescripción comienzan a correr a contar del conocimiento del acto de competencia desleal, si esto sucedió ulteriormente, pues tratándose de plazos cortos de prescripción, tal circunstancia puede privar a las víctimas de la acción si el acto de competencia desleal es mantenido en reserva por un tiempo.


El señor Barros explicó que las acciones de reparación en naturaleza tienen por objeto poner término a un acto de competencia desleal, por lo que resulta razonable que se contemple respecto de las mismas un plazo de prescripción más breve. En cuanto a las acciones de indemnización de perjuicios, además de considerar que el plazo de 4 años es el general que se contempla respecto de ellas en el Código Civil chileno, cabe señalar que es probable que los perjuicios se manifiesten y puedan ser probados con posterioridad.


No obstante, sugirió algunas modificaciones de carácter formal, con lo que la Comisión estuvo de acuerdo.


En discusión, el Honorable Senador señor García manifestó que, por razones de certeza jurídica, pareciera conveniente reducir el plazo de dos años de las acciones de reparación en naturaleza.


El señor Barros señaló que resulta razonable. Se trata, prosiguió, de un plazo prudencial, que en el caso de la ley alemana es de 6 meses.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°20, con modificaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri, y Orpis (Unanimidad) (4x0). 

ARTÍCULO 13

El tenor de la disposición aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 13.- Será competente para conocer de las causas de esta ley el juzgado de letras en lo civil del domicilio del demandado o del actor, a elección  de este último.”.


Este artículo no fue objeto de indicaciones.

ARTÍCULO 14

El texto de la norma aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 14.- Las acciones que se deduzcan se tramitarán de acuerdo con las normas del Procedimiento Sumario, contempladas en el título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681.


Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.”.


Los Honorables Senadores señores Cariola, García y Orpis, presentaron una indicación, signada con el N° 21, para sustituir el artículo por el siguiente:


“Artículo 14.- Las acciones que se deduzcan se tramitarán de acuerdo con las normas del procedimiento sumario, contempladas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681. Si se ejercen las acciones referidas en las letras a) a c) del artículo 10 y luego la acción indemnizatoria en juicio separado, los hechos establecidos en juicio entre las mismas partes respecto de aquéllas se tendrán por probados en el juicio en que se haga valer esta última.


Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.


Si existe un indicio grave y preciso de amenaza o de ejecución de un acto de competencia desleal, el tribunal, a solicitud de parte, podrá ordenar su suspensión inmediata y las demás medidas precautorias previstas en Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.”.


Los autores de la indicación señalaron que el artículo aprobado en general por el Senado merece tres observaciones. 


La primera, de orden práctico, en el sentido que esta disposición se verá necesariamente afectada por los resultados de la reforma procesal civil que se encuentra actualmente en estudio encargado a la Universidad de Chile y que se estima transformará radicalmente el procedimiento previsto para estos juicios. Entretanto, el juicio sumario parece la alternativa más razonable. 


En segundo lugar, continúan señalando sus fundamentos, en la medida que el proyecto asume que la acción indemnizatoria puede ser entablada con posterioridad a las otras a que puede dar lugar el ilícito, se extiende el principio reconocido por la ley Nº 19.911, que introdujo el actual artículo 30 del decreto ley N° 211 sobre libre competencia, en cuya virtud los hechos establecidos en procesos donde se han ejercido las acciones de reparación en naturaleza pueden también hacerse valer en el juicio indemnizatorio. 


Una última observación se refiere a la conveniencia de señalar expresamente medidas cautelares que permitan obtener la suspensión de los actos de competencia desleal cuando la demanda tenga fundamento plausible.

Por las razones anteriormente expuestas, proponen sustituir el artículo por el que señalan.


En discusión, el Honorable Senador señor García propuso agregar, en el inciso primero, donde dice “respecto de aquellas”, el sustantivo “acciones”, para dejar claramente especificado que los hechos se dan por establecidos respecto de las acciones, y no de las partes, idea que fue acogida por los miembros presentes de la Comisión.


El Honorable Senador señor Gazmuri especificó que la referencia a “esta última”, está hecha a la acción indemnizatoria.


--En votación, la Comisión aprobó la indicación N°21, con la modificación señalada, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri y Orpis (Unanimidad) (4x0). 

ARTÍCULO 15

El tenor de la disposición aprobada en general por el Senado es el siguiente:


“Artículo 15.- Sin perjuicio de las medidas que adopte el tribunal, en atención a la naturaleza de las acciones deducidas, por la sola declaración de haberse producido un acto o conducta de competencia desleal, podrá el tribunal imponer las siguientes sanciones, las que se aplicarán conforme al daño provocado y al beneficio que se hubiere reportado por la acción sancionada:


a) Multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales, si se declara que se ha realizado una conducta de las definidas en el artículo tercero. 


b) Multa de 5 a 20 unidades tributarias mensuales y/o clausura por un día, si se reiterare la conducta por la cual se impuso la multa de la letra precedente.


c) Multa de 20 a 80 unidades tributarias mensuales y/o clausura por tres días, si la conducta se refiere a las tipificadas en los artículos 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º, o bien, se tratare de una nueva reiteración, respecto de la cual ya se hubiere aplicado la sanción de la letra precedente.


d) Multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales y/o clausura de cinco días a suspensión definitiva de la actividad, si se tratare de hechos reiterados, respecto de los cuales se hubieren impuesto las sanciones de la letra anterior.


El o los días de clausura serán fijados discrecionalmente por el tribunal, y deberán ser días corridos. Las multas serán de beneficio fiscal y deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República. No será admisible recurso alguno, salvo los de reposición y de queja, si no se hubiere abonado el 50 % de la multa. En este último caso ésta será depositada transitoriamente en la cuenta corriente del tribunal competente.”.


El Honorable Senador señor Vásquez presentó una indicación, correspondiente a la N° 22, para agregar la siguiente letra nueva:


“e) En la sentencia el juez declarará que no darán derecho a crédito fiscal, los impuestos recargados o retenidos en facturas que no cumplan con  los requisitos legales para tener mérito ejecutivo, de acuerdo a la ley Nº 19.983, en razón de las conductas de competencia desleal descritas en el párrafo final de los artículos 3º y 9º de la presente ley.”.


En discusión, la Comisión estimó que si bien la materia que incorpora la indicación es importante, no resulta éste proyecto la instancia adecuada para su inclusión. Ello en particular pues, como señaló el Honorable Senador señor Orpis, implicaría en cierta forma una restricción de su ámbito, al exigir que se cumplieran los requisitos propios del ilícito de competencia desleal, contemplados en el artículo 3°


Conforme a lo expuesto, la Comisión resolvió rechazar la indicación, sin perjuicio de estudiar la posibilidad de presentar una moción parlamentaria que incorporara la materia en la ley de factoring.


--En votación, la Comisión rechazó la indicación N°22, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri y Orpis (Unanimidad) (4x0). 


A continuación, correspondió a la Comisión pronunciarse en relación al artículo 15° aprobado en general por el Senado.


En discusión, la Honorable Senador señor Orpis manifestó que ciertos actores del ámbito comercial han manifestado que son partidarios de conservar esta norma que consagra multas, por cuanto en ciertas oportunidades, entablar un juicio de indemnización de perjuicios, para muchos resultaba muy engorroso, existe un problema de prueba, por lo que los efectos de la ley podrían diluirse si se eliminaban.


El Honorable Senador señor Cariola señaló que, atendido que el proyecto en estudio se refiere a actos de competencia desleal entre actores de la misma naturaleza, competidores, que ocasionan un perjuicio a uno de ellos, lo razonable es que sean esos perjuicios los que sean indemnizados. Recordó asimismo las acciones de reparación en naturaleza.


El señor Barros agregó que se presenta una dificultad adicional, ya que no hay contemplado un agente que proteja la competencia leal entre estos competidores. El juicio sancionatorio lo va a tener que promover una de las partes, cuya finalidad naturalmente no es la multa, sino que se le indemnicen sus perjuicios.


El señor Barros recordó asimismo una prevención en relación a esta norma, efectuada por el Honorable Senador señor Vásquez en una sesión anterior de la Comisión, y que se refiere a la regla del “non bis in idem”.


--En votación, la Comisión rechazó el artículo 15° aprobado en general por el Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cariola, García (Presidente), Gazmuri y Orpis (Unanimidad) (4x0). 

º º º º


La indicación N° 23, del Honorable Senador señor Parra, es para agregar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo...- Agrégase al artículo 23 del decreto ley Nº 825 de 1974 el siguiente número 7.-): “No darán derecho a crédito los impuestos recargados o retenidos en facturas que no cumplan con los requisitos legales para tener mérito ejecutivo, de acuerdo a la ley Nº 19.983.”.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor García, resolvió declarar inadmisible esta indicación, por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, de acuerdo a lo establecido en el N°1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.


Esta indicación fue declarada inadmisible.


La indicación N° 24, del Honorable Senador señor Vásquez, propone agregar el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo...- Agrégase el siguiente párrafo a la letra b) del inciso segundo del artículo 3º del decreto ley Nº 211 de 1973, cambiando el punto (.) por una coma (,) para insertar: “y las conductas de competencia desleal a que se refiere el párrafo final de los artículos 3º y 9º de la presente ley.”.”.


Esta indicación fue retirada por su autor.

- - - - - - - -

MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°


--Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.”. (Indicación N° 1) (Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 2°

--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Una conducta podrá ser calificada como un acto de competencia desleal conforme a las disposiciones de esta ley aunque resulten procedentes respecto de esa misma conducta, y ante los tribunales competentes, una o más de las siguientes acciones:


a) Las reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sobre libre competencia.


b) Las reguladas en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.


c) Las reguladas en la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual, o en la ley N° 19.039, sobre propiedad industrial.”. (Indicación N° 4, con modificaciones) (Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 3°

--Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3º.-  En general, es acto de competencia desleal toda conducta contraria a la buena fe o a las buenas costumbres, que por medios ilegítimos persiga desviar clientela de un agente del mercado.”. (Indicación N° 5, con modificaciones) (Unanimidad 5x0).
ARTÍCULO 4°

--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 4º.-  En particular, y sin que la enumeración sea taxativa, se considerarán actos de competencia desleal los siguientes:


a) Toda conducta que aproveche indebidamente la reputación ajena, induciendo a confundir los propios bienes, servicios, actividades, signos distintivos o establecimientos con los de un tercero.


b) El uso de signos o la difusión de hechos o aseveraciones, incorrectos o falsos, que induzcan a error sobre la naturaleza, proveniencia, componentes, características, precio, modo de producción, marca, idoneidad para los fines que pretende satisfacer, calidad o cantidad y, en general, sobre las ventajas realmente proporcionadas por los bienes o servicios ofrecidos, propios o ajenos.


c) Todas las informaciones o aseveraciones incorrectas o falsas sobre los bienes, servicios, actividades, signos distintivos, establecimientos o relaciones comerciales de un tercero, que sean susceptibles de menoscabar su reputación en el mercado.  Son también ilícitas las expresiones dirigidas a desacreditarlos o ridiculizarlos sin referencia objetiva.


d) Las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, las creencias, ideologías, vida privada o cualquier otra circunstancia personal del tercero afectado y que no tenga relación directa con la calidad del bien o servicio prestado.


e) Toda comparación de los bienes, servicios, actividades o establecimientos propios o ajenos con los de un tercero, cuando se funde en algún antecedente que no sea veraz y demostrable, o, cuando de cualquiera otra forma infrinja las normas de esta ley.


f) Toda conducta que persiga inducir a proveedores, clientes u otros contratantes a infringir los deberes contractuales contraídos con un competidor.


g) El ejercicio manifiestamente abusivo de acciones judiciales con la finalidad de entorpecer la operación de un agente del mercado.”.   (Artículo 121 del Reglamento del Senado en lo referente al inciso primero, e indicaciones N°s 8; 9; 10; 14 y 16, con modificaciones, en lo referente a las letras a) a g)). (Unanimidad 5x0, con excepción de la indicación N° 16, que fue aprobada por unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 5°

Ha pasado a ser las letra c) y d) del artículo 4°. (Indicación N° 9, con modificaciones) (Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 6°

Ha pasado a ser la letra e) del artículo 4°. (Indicación N° 10, con modificaciones) (Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 7°

--Rechazarlo. (Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 8°

--Rechazarlo. (Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 9°

Ha pasado a ser la letra f) del artículo 4°. (Indicación N° 14, con modificaciones) (Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 10

Ha pasado a ser artículo 5°.


--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 5º.- Contra los actos de competencia desleal pueden ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:


a) Acción de cesación del acto o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.


b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.


c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto, mediante la publicación de la sentencia condenatoria o de una rectificación a costa del autor del ilícito u otro medio idóneo.


d) Acción de indemnización de los perjuicios ocasionados por el acto, sujeta a las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.”. (Indicación N° 17). (Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 11

Ha pasado a ser artículo 6°


--Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 6º.- Cualquiera que resulte directa y personalmente amenazado o perjudicado en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.


Con todo, no habrá lugar a indemnización de perjuicios de acuerdo con esta ley si el demandado ya hubiese sido condenado a reparar el mismo daño de conformidad con otro ordenamiento legal.


Las asociaciones gremiales que tengan por función efectiva la defensa de los intereses de agentes del mercado podrán interponer, en interés de sus miembros lesionados por un acto de competencia desleal, las acciones contempladas en las letras a) a c) del artículo anterior.”. (Indicación N° 18 y artículo 121 del Reglamento del Senado, en lo relativo a la incorporación de los incisos segundo y tercero). (Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 12

Ha pasado a ser artículo 7°.


--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- Las acciones de competencia desleal previstas en las letras a) a c) del artículo 5° prescriben en el plazo de un año contado desde la fecha en que finaliza la realización del acto de competencia desleal, o desde que fue conocido, si ello ocurrió con posterioridad. La acción de indemnización de perjuicios prevista en la letra d) del artículo 5° prescribe en el plazo de cuatro años contado del mismo modo. El ejercicio de alguna de las acciones previstas en las letras a) a c) del artículo 5° interrumpirá el plazo de prescripción de la acción de indemnización de perjuicios.”. (Indicación N° 20, con modificaciones). (Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 14

Ha pasado a ser artículo 9°.


--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 9º.- Las acciones conferidas por esta ley se tramitarán de acuerdo con las normas del procedimiento sumario, contempladas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681. Si se ejercen las acciones referidas en las letras a) a c) del artículo 5° y luego la acción indemnizatoria en juicio separado, los hechos establecidos en juicio entre las mismas partes respecto de aquéllas acciones se tendrán por probados en el juicio en que se haga valer esta última.


Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.


Si existe un indicio grave y preciso de amenaza o de ejecución de un acto de competencia desleal, el tribunal, a solicitud de parte, podrá ordenar su suspensión inmediata, sin perjuicio de las demás medidas precautorias previstas en Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.”. (Indicación N° 21, con modificaciones). (Unanimidad 4x0).
ARTÍCULO 15

--Rechazarlo. (Unanimidad 4x0).

- - - - - - - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:

“CAPITULO I

Normas Generales


Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.


Artículo 2°.- Una conducta podrá ser calificada como un acto de competencia desleal conforme a las disposiciones de esta ley aunque resulten procedentes respecto de esa misma conducta, y ante los tribunales competentes, una o más de las siguientes acciones:


a) Las reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sobre libre competencia.


b) Las reguladas en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.


c) Las reguladas en la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual, o en la ley N° 19.039, sobre propiedad industrial.

CAPITULO II

De la Competencia Desleal


Artículo 3º.-  En general, es acto de competencia desleal toda conducta contraria a la buena fe o a las buenas costumbres, que por medios ilegítimos persiga desviar clientela de un agente del mercado.


Artículo 4º.-  En particular, y sin que la enumeración sea taxativa, se considerarán actos de competencia desleal los siguientes:


a) Toda conducta que aproveche indebidamente la reputación ajena, induciendo a confundir los propios bienes, servicios, actividades, signos distintivos o establecimientos con los de un tercero.


b) El uso de signos o la difusión de hechos o aseveraciones, incorrectos o falsos, que induzcan a error sobre la naturaleza, proveniencia, componentes, características, precio, modo de producción, marca, idoneidad para los fines que pretende satisfacer, calidad o cantidad y, en general, sobre las ventajas realmente proporcionadas por los bienes o servicios ofrecidos, propios o ajenos.


c) Todas las informaciones o aseveraciones incorrectas o falsas sobre los bienes, servicios, actividades, signos distintivos, establecimientos o relaciones comerciales de un tercero, que sean susceptibles de menoscabar su reputación en el mercado.  Son también ilícitas las expresiones dirigidas a desacreditarlos o ridiculizarlos sin referencia objetiva.


d) Las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, las creencias, ideologías, vida privada o cualquier otra circunstancia personal del tercero afectado y que no tenga relación directa con la calidad del bien o servicio prestado.


e) Toda comparación de los bienes, servicios, actividades o establecimientos propios o ajenos con los de un tercero, cuando se funde en algún antecedente que no sea veraz y demostrable, o, cuando de cualquiera otra forma infrinja las normas de esta ley.


f) Toda conducta que persiga inducir a proveedores, clientes u otros contratantes a infringir los deberes contractuales contraídos con un competidor.


g) El ejercicio manifiestamente abusivo de acciones judiciales con la finalidad de entorpecer la operación de un agente del mercado.

CAPITULO III

De las Acciones, Procedimiento, Tribunal Competente y Sanciones


Artículo 5º.- Contra los actos de competencia desleal pueden ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:


a) Acción de cesación del acto o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.


b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.


c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto, mediante la publicación de la sentencia condenatoria o de una rectificación a costa del autor del ilícito u otro medio idóneo.


d) Acción de indemnización de los perjuicios ocasionados por el acto, sujeta a las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.


Artículo 6º.- Cualquiera que resulte directa y personalmente amenazado o perjudicado en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.


Con todo, no habrá lugar a indemnización de perjuicios de acuerdo con esta ley si el demandado ya hubiese sido condenado a reparar el mismo daño de conformidad con otro ordenamiento legal.


Las asociaciones gremiales que tengan por función efectiva la defensa de los intereses de agentes del mercado podrán interponer, en interés de sus miembros lesionados por un acto de competencia desleal, las acciones contempladas en las letras a) a c) del artículo anterior.


Artículo 7º.- Las acciones de competencia desleal previstas en las letras a) a c) del artículo 5° prescriben en el plazo de un año contado desde la fecha en que finaliza la realización del acto de competencia desleal, o desde que fue conocido, si ello ocurrió con posterioridad. La acción de indemnización de perjuicios prevista en la letra d) del artículo 5° prescribe en el plazo de cuatro años contado del mismo modo. El ejercicio de alguna de las acciones previstas en las letras a) a c) del artículo 5° interrumpirá el plazo de prescripción de la acción de indemnización de perjuicios.


Artículo 8º.- Será competente para conocer de las causas de esta ley el juzgado de letras en lo civil del domicilio del demandado o del actor, a elección  de este último.

Artículo 9º.- Las acciones conferidas por esta ley se tramitarán de acuerdo con las normas del procedimiento sumario, contempladas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681. Si se ejercen las acciones referidas en las letras a) a c) del artículo 5° y luego la acción indemnizatoria en juicio separado, los hechos establecidos en juicio entre las mismas partes respecto de aquéllas acciones se tendrán por probados en el juicio en que se haga valer esta última.


Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.


Si existe un indicio grave y preciso de amenaza o de ejecución de un acto de competencia desleal, el tribunal, a solicitud de parte, podrá ordenar su suspensión inmediata, sin perjuicio de las demás medidas precautorias previstas en Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 8 de noviembre y 27 de diciembre de 2005, y 17 y 19 de enero, y 7 de marzo de 2006, con la asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Honorables Senadores señor Marco Cariola Barroilhet, señor Jaime Gazmuri Mujica, señor Jaime Orpis Bouchon y señor Guillermo Vásquez Ubeda. 


Sala de la Comisión, a.8 de marzo de 2006.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ

Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN LA OBSERVACIÓN DEL EJECUTIVO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, AL PROYECTO DE LEY SOBRE INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA EN EL SER HUMANO, SU GENOMA, Y PROHÍBE LA CLONACIÓN HUMANA

(1993-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informaros respecto de la observación formulada por Su Excelencia el Vicepresidente de la República, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley individualizado en el rubro, en uso de la facultad que le confiere el inciso primero del articulo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


A una o más de las sesiones en que se consideró esta materia asistieron, además de sus integrantes, el señor Ministro de Salud, don Pedro García, y la señora Ministra subrogante del ramo, doña Cecilia Villavicencio.


Asimismo asistieron, especialmente invitados por la Comisión, del Ministerio de Salud, el doctor Rodrigo Salinas, y el Asesor Jurídico, señor Mauricio Funes.

- - -


Su Excelencia el Vicepresidente de la República formuló una única observación al proyecto de la referencia, del siguiente tenor:


Para sustituir el artículo 1°, por el siguiente:


"Articulo 1º.- Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.


Sin embargo, sus disposiciones no se aplicarán respecto de los procedimientos y técnicas cuyo único propósito sea lograr la reproducción asistida de los seres humanos, ni respecto de los mecanismos de anticoncepción.".


El artículo 1° del texto sancionado por el Congreso Nacional dispone, a la letra:


“Artículo 1°.- Esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción, su integridad física y psíquica, así como su diversidad e identidad genética, en relación con la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas.”.


En la primera sesión en que la Comisión se abocó al estudio de la observación formulada, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Viera-Gallo, comenzó refiriéndose a los fundamentos de la moción que dio origen al proyecto materia de este informe, y señaló que éstos son muy importantes para determinar las ideas matrices de una iniciativa legal.


Sobre el particular, llamó la atención respecto del párrafo final de los fundamentos de la moción, que estimó clave para la determinación de las ideas matrices del proyecto de ley. El referido párrafo señala, textualmente, lo siguiente:


“En el ánimo de dar un marco legislativo en nuestro país a estos principios éticos en la investigación en seres humanos y legislar sobre dos temas emergentes como son el genoma humano y la clonación, venimos en presentar la siguiente moción parlamentaria….”.


En suma, la moción tiene tres ideas matrices según sus autores, a saber: la investigación en seres humanos, lo relativo al genoma humano y lo relativo a la clonación.


Continuó señalando que la referencia a las ideas matrices del proyecto resulta relevante al momento de considerar la admisibilidad o no de la observación formulada, según se consigna más adelante en el presente informe. Cabe preguntarse, por tanto, si la observación formulada por S.E. el Vicepresidente de la República se comprende dentro de las ideas matrices del proyecto, y en caso que la respuesta sea negativa, eventualmente declarar su inadmisibilidad, facultad que le compete exclusivamente al Presidente del Senado.


Por otra parte, en un aspecto formal, el Presidente de la Comisión señaló que el veto presentado tiene el carácter de aditivo, lo que implica que, en el evento de ser rechazado, se mantiene la norma sancionada por el Congreso Nacional. Lo anterior, no obstante su tenor literal conforme al cual pareciera tratarse de un veto sustitutivo.


Ahora bien, en cuanto al fondo del asunto planteado por la observación de S.E. el Vicepresidente de la República, el Honorable Senador señor Viera-Gallo puso a disposición de la Comisión una serie de documentos relativos a la materia, a saber: la Resolución 2000-02306 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de San José de Costa Rica ; el Informe N°25/04 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; el ensayo “La aplicabilidad del derecho a la vida al embrión o feto en la jurisprudencia internacional durante 2004”, de doña Patricia Palacios Zuloaga; y las sentencias N°s 53/1985, 212/1996 y 116/1999, del Tribunal Constitucional español. Los referidos documentos se encuentran a disposición del los Honorables señores Senadores, en la Secretaria de la Comisión.


En referencia al  fallo de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Costa Rica, señaló que su importancia, en relación a la materia en estudio, radica en resolver el primer caso presentado en el sistema interamericano, en el cual un grupo de personas sostiene que la fertilización asistida es contraria al Pacto de San José de Costa Rica. Dicha sentencia concluye que la fertilización asistida es contraria al referido Pacto, y la prohíbe en toda Costa Rica.


Hizo presente que su relación con el proyecto despachado por el Congreso Nacional, es que éste sigue la línea del Pacto de San José, no obstante los términos utilizados en uno y otro caso no son los mismos.


En contra de tal fallo, prosiguió, hubo quienes, teniendo una posición contraria, recurrieron a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la que declaró admisible el reclamo, según consta en  el señalado informe, tenido a la vista. Ese es el estado de tramitación actual, y eventualmente y luego de deliberar, dicha Comisión puede remitir los antecedentes a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en San José, quien fallará en definitiva. Tal decisión será vinculante para todos los países que han ratificado el Pacto de San José de Costa Rica.


Luego se refirió al  artículo de la abogada señora Patricia Palacios Zuloaga, titulado “La Aplicabilibilidad del Derecho a la Vida al Embrión o Feto en la Jurisprudencia Internacional durante 2004.”, el que aborda el caso de San José de Costa Rica aludido y también un caso conocido por la Corte Europea de Derechos Humanos. Este último fue planteado por una mujer francesa de origen vietnamita con 20 a 21 semanas de embarazo, que fue sometida a un aborto terapéutico por razones de salud luego de que, por causa de la acción negligente de un médico, se determinó que su embarazo no podía continuar. Respecto de este último caso, el señor Presidente destacó el siguiente párrafo del fallo: “….la Corte está convencida que, tal como están las cosas, no resulta deseable ni posible siquiera responder de manera abstracta la pregunta de si el niño no-nato es persona para efectos del artículo 2° del Convenio (“personne” en el texto francés). En el presente caso considera innecesario examinar si es que el término repentino del embarazo de la postulante cae dentro de la esfera del artículo 2° dado que, aun si la disposición fuera aplicable, el Estado parte cumplió con las exigencia relativas a la preservación de la vida en el ámbito de la salud pública.”.


El Tribunal  Constitucional español ha fallado en un sentido diverso al expuesto, según consta en los fallos indicados precedentemente en este informe
.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Boeninger, quien señaló no tener duda respecto de la necesidad y conveniencia de la existencia de técnicas de reproducción asistida y de mecanismos de anticoncepción. Si la materia no es resuelta por el presente proyecto, prosiguió, serán los tribunales de justicia los encargados de hacerlo.


Al respecto, el señor Presidente de la Comisión indicó que, en su opinión, la posibilidad de acceder a los tribunales de justicia planteando el asunto no varía en razón de la aprobación del proyecto de ley de la referencia. La circunstancia que el artículo 1° prescriba que  “esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos, desde el momento de la concepción” no abre la puerta para impugnar las técnicas de fertilización asistida. El único camino para hacerlo seguirá siendo invocar el  artículo 4° N°1 del Pacto de San José de Costa Rica, del modo que ocurrió en Costa Rica.


Intervino a continuación el señor Ministro de Salud, don Pedro García, quien manifestó las razones que tuvo el Ejecutivo para formular el veto objeto del análisis de la Comisión. Al respecto señaló que se persigue resguardar que, tanto los procedimientos y técnicas de reproducción asistida y los mecanismos de anticoncepción en uso actualmente en nuestro país, no se vean afectados por interpretaciones al artículo 1° del proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, sancionado por el Congreso Nacional, atendiendo lo ocurrido en otros países, como el caso de Costa Rica. De acogerse una interpretación en ese sentido, en nuestro país, significaría que muchas personas, que aspiran a tener un hijo ayudados con las técnicas de reproducción asistida, se vean impedido de hacerlo, e incluso, más grave aún, métodos de anticoncepción actualmente en uso eventualmente podrían quedar proscritos. 


Finalizó señalando que, en síntesis, lo que se persigue es acotar el alcance de la ley.


El señor Presidente de la Comisión destacó nuevamente que, desde un punto de vista jurídico, aún en la hipótesis que el veto sea acogido, de presentarse una controversia prima lo dispuesto en el Pacto de San José y la interpretación que hagan los Tribunales de Justicia de sus normas, en atención a lo dispuesto de el artículo 5° de la Constitución Política de la República. 


En cuanto a la materia que aborda el veto, esto es, las técnicas de reproducción asistida, manifestó que se encuentra a favor de las mismas.


La Honorable Senadora señora Matthei, por su parte, señaló que no ve razón para generar controversia sobre la materia, en circunstancias que jurídicamente prima el Pacto de San José de Costa Rica, independientemente del texto que sancione el Congreso Nacional. En cuanto a las técnicas de reproducción asistida, se mostró partidaria de mantener la situación actual, esto es, que se continúe con las prácticas actuales, fecundación in vitro y GIFT, las que hasta ahora no han sido cuestionadas, e insistió que estima muy poco probable que los tribunales de justicia y la Corte Suprema vayan a prohibirlas u objetarlas, atendido el texto de la ley.


En una nueva sesión que la Comisión celebró a fin de estudiar y pronunciarse respecto de la observación formulada por S.E. el Vicepresidente de la República al proyecto de ley de la referencia, el Honorable Senador señor Viera-Gallo presentó a la Comisión un documento que contiene su posición al respecto, y solicitó la lectura del mismo, a fin de que los otros integrantes de la Comisión manifestaran su parecer, y eventualmente adhirieran a lo expresado en él.


El referido texto comienza señalando, como primer punto a analizar, que el veto formulado podría ser estimado inadmisible por apartarse de las ideas matrices del proyecto. Como ha sostenido el Tribunal Constitucional chileno, en fallo de 26 de octubre de 1972,  éstas quedan fijadas por el propósito central de los autores del proyecto, en este caso, la moción que busca legislar sobre la clonación, regular la investigación científica en seres humanos y los diversos aspectos relativos al genoma humano.  Ese es el ámbito conceptual que marcó desde sus inicios la discusión parlamentaria del proyecto en cuestión.


Nunca estuvo entre esas ideas, continúa, referirse a la fertilización asistida o a la anticoncepción.  Para la primera de ellas existe otra moción presentada en el Senado, y para la segunda, ha habido una clara sentencia de la Corte Suprema afirmando que la llamada píldora del día después no es abortiva.  Cuando se analizó la conveniencia de crear una Comisión Nacional de Bioética que asesore al Estado y oriente a la sociedad frente a las implicancias que trae consigo el avance de la ciencia, se partió de la base que éste va a ir cambiando aceleradamente la  forma en que el hombre se relaciona con su propia vida y reproducción y que, por tanto, resultaba conveniente que existiera una instancia donde se debatieran todas las implicancias sociales de esos cambios.  El proyecto los considera como un dato de la realidad y busca orientar su aplicación, no frenarlos o detenerlos.


Puede considerarse que hubo una referencia tangencial a la fertilización asistida cuando se prohíben las prácticas eugenésicas, pero ese principio es válido para cualquier relación con la vida humana.  También el proyecto prohíbe la extracción de células madres de embriones  para realizar diversas terapias, lo cual presupone la existencia de embriones fuera del útero materno; más bien lo que hace es regular un aspecto de la fertilización asistida.


De acuerdo al indicado documento, resultaría impropio colegir de ello que las ideas matrices del proyecto se habrían extendido  a todo lo referente a la bioética.


En segundo lugar, afirma que el hecho que en el transcurso de la discusión parlamentaria se haya introducido un cambio en la disposición de carácter general relativa a la protección de la vida humana, no altera la situación señalada, ya que la modificación del artículo 1º, primer inciso, como lo señalaron varios Honorables Senadores y Diputados durante el debate, no hizo más que reiterar un concepto ya consagrado en nuestro ordenamiento jurídico.  El artículo 19 Nº 1, inciso 2º, de la Constitución Política de la República prescribe, a la letra, lo siguiente: “la ley protege la vida del que está por nacer”, recogiendo principios que ya se encontraban en nuestra legislación civil y penal.


El problema no consiste en saber desde cuando debe ser protegida la vida humana. Obviamente es desde que se inicia, o sea, desde su concepción, como señala el Pacto de San José de Costa Rica. La cuestión es concordar acerca de la forma en que el Estado debe brindar esa protección en las diversas etapas de su desarrollo, con qué instrumentos y qué sanciones aplicar a quienes atenten en contra suya o de su normal desarrollo.  Así lo ha señalado en diversas sentencias, desde la década del 80, el Tribunal Constitucional español.


Prosigue señalando que, del estudio de la discusión sobre el establecimiento del mencionado precepto constitucional en la Constitución Política de la República, se desprende que los comisionados no tuvieron como propósito prohibir en forma absoluta cualquier intervención sobre el embrión, sino entregar una orientación al legislador, con la sola salvedad de no permitir una “legalización excesiva” del aborto
. Un raciocinio análogo se puede hacer respecto al establecimiento del artículo 4º del Pacto de San José y de ello da cuenta cabal la jurisprudencia a que ha dado lugar.


Por tanto, la modificación al artículo 1º del proyecto no supone ningún cambio respecto a lo ya existente en nuestro sistema normativo.


Como tercer punto, plantea que se puede considerar que el veto de S.E. el Vicepresidente de la República introduciendo un inciso  2º al artículo 1º, que obviamente tiene la naturaleza de veto aditivo, o bien se refiere a una materia no abordada por el proyecto, en cuyo caso podría ser considerado inadmisible, o bien constituye una  simple precisión que no resulta imprescindible desde el punto de vista jurídico. Es natural que S.E. el Vicepresidente de la República quiera dejar establecido en el trámite legislativo que el inciso 1º del artículo 1º no puede ser interpretado en un sentido tan amplio como para  llevar a sostener que los métodos anticonceptivos y la fertilización asistida quedarían proscritos. Seguramente al hacerlo, señala, ha tenido en consideración un fallo del Tribunal Constitucional de Costa Rica que ha prohibido la fertilización asistida amparándose en el  artículo 4º del Pacto de San José, el cual se encuentra actualmente objetado ante la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de Estado Americanos, que admitió a tramitación el reclamo.


Si el constituyente ha facultado al legislador para que se interrumpa el embarazo en casos calificados y por motivos graves, provocando de hecho la muerte del embrión, con mayor  razón habrá que entender que existe la posibilidad de realizar prácticas destinadas a favorecer el surgimiento de la vida humana y la consiguiente formación del embrión gracias a los adelantos científicos.


Finaliza consignado que, por mandato de la ley N°18.918,  Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, no compete a la Comisión que preside pronunciarse sobre la posible inadmisibilidad del veto, facultad privativa del Presidente del Senado, por lo cual sólo cabe dejar constancia de la discusión habida en su seno y del parecer de los diversos Honorables Senadores que la integran.


Habiendo tomado conocimiento del contenido del documento, los Honorables Senadores señores Boeninger y Ruiz-Esquide manifestaron compartir plenamente las ideas en él vertidas, y en razón de lo anterior hicieron suyas las ideas que en él se consignan.


Asimismo, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei, y señores Viera-Gallo, Boeninger y Ruiz-Esquide acordaron dejar constancia expresa que la Comisión de Salud que integran comparte el criterio del Vicepresidente de la República sobre el tema, lo que no le impide formular las consideraciones anteriormente expuestas sobre la admisibilidad del veto y sobre su alcance.  Incluso estima que si éste fuere declarado inadmisible o rechazado por el Senado o la Cámara de Diputados, en nada se afectaría el estatuto legal actual que permite las políticas de anticoncepción y la fertilización asistida.


Finalizada la discusión, el Presidente de la Comisión puso en votación la observación formulada por S.E. el Vicepresidente de la República, al proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, y cada uno de los Honorables Senadores complementó lo ya expuesto, fundamentando brevemente su voto.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló, en primer término, que considera importante el pronto despacho del proyecto de ley de la referencia, cuya tramitación se ha prolongado más allá de lo conveniente, y ha generado un debate que excede la intención que motivó la presentación de la moción que le dio origen, que no fue más que avanzar en los tres temas ya señalados, y delimitar las ideas macro en los mismos, lo que estimó muy importante, especialmente considerando la larga data de la moción. Solicitó a los Honorables Senadores presentes su adhesión a esta afirmación, en el sentido de no retrasar aún más la promulgación de este proyecto.


En segundo lugar, reiteró una vez más que comparte las ideas contenidas en el documento elaborado por el Presidente de la Comisión, y reiteró que el texto sancionado por el Congreso Nacional no agrega elementos nuevos a la discusión sobre el comienzo de la vida, que naturalmente es en el momento de la concepción. Distinto hubiese sido, prosiguió, si en el proyecto o en el veto formulado al mismo se precisara cual es el momento de la concepción, tema enormemente debatido.


En ese sentido, manifestó que el veto no agrega elemento nuevo alguno. 


Anunció luego su voto favorable al veto, fundamentalmente con el ánimo de no retrasar innecesariamente la promulgación de este proyecto como ley, dejando establecido que comparte y acepta la idea de que sea posible que sea declarado inadmisible.


El Honorable Senador señor Boeninger, por su parte, señaló que una ley no puede prescribir, pues existen visiones muy distintas en la sociedad, cuando comienza la vida, ni cuando esa vida comienza a ser persona. Reiteró que es partidario de la mayor libertad  de investigación para crear vida, y evitar embarazos no deseados, a fin que no prolifere el aborto.


Anunció  su voto favorable al veto. 

La Honorable Senadora señora Matthei, comenzó señalando que es partidaria de los métodos de anticoncepción y de las prácticas de reproducción asistida, aspecto que desea dejar claramente consignado.


Estimó que el veto planteado por S.E. el Vicepresidente de la República sólo genera problemas. El proyecto de ley sancionado por el Congreso Nacional, en su artículo 1° señala expresamente  que esta ley tiene por finalidad proteger la vida de los seres humanos desde el momento de la concepción, en relación con los aspectos que allí se señalan, esto es, la investigación científica biomédica y sus aplicaciones clínicas, que sólo se refería a ese ámbito.


Explicó que, en su opinión, cualquiera sea el destino final del veto, podrá generar interpretaciones erradas en el futuro. Así, si se llegase a declarar inadmisible, alguien podría señalar que el veto era necesario para establecer que las fertilización asistida y los métodos anticonceptivos no resultaban afectados, y al declararse inadmisible, cabe hacer una interpretación a contrario sensu. Lo mismo podría ocurrir en caso que el veto fuese en definitiva rechazado. La presentación de la referida observación fue, en su opinión, un error.


En segundo lugar, recalcó una idea que ya se planteó en el seno de la Comisión, esto es, que nuestra legislación interna tiene un rango inferior al Pacto de San José de Costa Rica, por ende, independientemente de lo que la ley en definitiva prescriba, en caso de contradicción con el referido Pacto, éste  último va a ser el que prime. Por lo tanto, con o sin veto aprobado, cualquier persona puede recurrir  invocando el Pacto de San José de Costa Rica, en los términos ya señalados.


Luego anunció su voto en contra del veto, por estimar, de acuerdo a lo expresado, que su formulación es innecesaria y sólo genera problemas. El ámbito de aplicación ya estaba claramente delimitado en el artículo 1° de la ley. Estimó preferible votar en contra del veto, antes que votar a favor, ya que podría ocurrir que por cualquier circunstancia el veto no prospere, y se señale en el futuro que la Comisión de Salud, o algunos de los Honorables Senadores que la integran, consideraban necesario exceptuar claramente de la protección de la ley las referidas técnicas, las que de otro modo resultaban afectadas, lo que, reiteró, no es efectivo. Manifestó su confianza en que los tribunales chilenos interpretarán correctamente el artículo 1° de la ley.


Por último, correspondió el turno al Honorable Senador señor Viera-Gallo, quien anunció su voto a favor del veto, en los términos consignados en el documento que se reproduce precedentemente en este informe. 


-- En votación, la Comisión aprobó la observación formulada por S.E. el Vicepresidente de la República, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Boeninger, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, y un voto en contra, de la Honorable Senadora señora Matthei. (Mayoría de los miembros presentes).  (3x1).

- - -


Acordado en sesiones de fechas 14 de diciembre de 2005 y 25 de enero de 2006, con asistencia de sus miembros Honorables  Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores José Antonio Viera-Gallo Quesney (Presidente), Edgardo Boeninger Kausel y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 7 de marzo de 2006.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE AUMENTA A UN AÑO EL PLAZO PARA REGULARIZAR DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS

(4044-09)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver la divergencia suscitada entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro.
- - - - - - -



En sesión del Senado, celebrada el día 18 de enero de 2006, se dio cuenta del Oficio Nº 5.997 de 10 de enero de 2006, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunicó que ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas introducidas por el Honorable Senado al proyecto de ley en análisis, con excepción del nuevo artículo 1º propuesto, que ha desechado. 


Asimismo, dicho Oficio dio a conocer la nómina de los integrantes de ese organismo ante la Comisión Mixta, cuya designación recayó en los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los señores Claudio Alvarado Andrade, Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel. 


En esa misma sesión, el Senado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, acordó que su representación ante la referida Comisión Mixta recayera en los señores Senadores miembros de su Comisión de Obras Públicas, Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers.


Citados los señores Senadores y Diputados miembros de ella, por orden del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley Nº 18.918, y en el artículo 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día martes 7 de marzo de 2006, en la Sala 11 de Comisiones del Senado, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel.


Luego de constituirse, la Comisión Mixta eligió como Presidente, por la unanimidad de los miembros presentes, al Honorable Senador señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle, quien lo es también de la Comisión de Obras Públicas, abocándose de inmediato a su cometido.

- - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Subdirector de la Dirección General de Aguas, señor Rodrigo Weisner.

- - - - - - 

MATERIA DE LA DIVERGENCIA

Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, a la enmienda introducida por el Honorable Senado, en su segundo trámite constitucional.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de este proyecto de ley, así como los acuerdos adoptados al respecto.

ARTÍCULO 1°


El texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, propone un artículo único que introduce dos modificaciones en la ley N° 20.017, que modifica el Código de Aguas:

- - - - - 


Hacemos presente que la idea contemplada en el numeral 2 del artículo único de la Honorable Cámara de Diputados, pasó a ser Nº 8 del artículo 1º del texto aprobado por el Honorable Senado, como se explica más adelante.

 - - -

Numeral 1


El numeral 1, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados propone ampliar de seis meses a un año después de la entrada en vigencia de la ley Nº 20.017, el plazo que se establece en su artículo 4º transitorio para presentar ante la Dirección General de Aguas las solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanentes sobre aguas subterráneas. 


El texto aprobado por el Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo único por un artículo 1° y 2° haciendo presente que el establecimiento de un nuevo plazo de seis meses para regularizar derechos de aprovechamiento sobre aguas subterráneas, es una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por incidir en la administración financiera y presupuestaria del Estado.


No obstante, a través de la norma contenida en el artículo 2°, nuevo, del Honorable Senado se establece la misma idea pero con otra redacción y con patrocinio del Ejecutivo.


Durante la discusión de esta materia se señaló que uno de los temas más importantes de la ley N° 20.017 es que permite la regularización de pequeñas captaciones de aguas subterráneas, hasta 2 litros por segundo, desde la I Región a la Región Metropolitana y hasta 4 litros por segundo de la VI Región al Sur, en aquellos lugares donde no hay más disponibilidad para constituir nuevos derechos, lo que permite que pequeños agricultores que tienen sus pozos desde hace mucho tiempo y que no han podido regularizarlos, puedan inscribir sus derechos de aprovechamiento de aguas, a través de un procedimiento rápido, fácil y expedito.


Esta norma permitía ingresar solicitudes ante la Dirección General de Aguas hasta el 16 de diciembre de 2005. El plazo anterior venció y se han presentado algunos problemas en la aplicación de esta norma, por ejemplo, algunas personas no han podido obtener ciertas autorizaciones, o no han podido acompañar los certificados necesarios, o simplemente, porque tuvieron conocimiento tardío de la ley N° 20.017 y no alcanzaron a realizar los trámites.


Para subsanar lo anterior, este proyecto de ley amplía el plazo por 6 meses más y permite que se les de curso a aquellas solicitudes que se presentaron antes de la aprobación de esta iniciativa legal.


La prórroga de seis meses del plazo anterior se justifica porque se solucionarán problemas administrativos menores que tenían las personas para acogerse a esa norma. En caso de extenderse más el plazo se creará un incentivo para que se construyan más pozos en aquellos lugares donde no es posible constituir más derechos. 


Sin embargo, Vuestra Comisión Mixta acordó ampliar el plazo en doce meses para ingresar las solicitudes que se acojan al artículo 6° transitorio de Ia ley N° 20.017, atendido el fin social que esta norma pretende lograr y las dificultades que los Comités de Agua Potable Rural han tenido para presentar solicitudes al amparo de las disposiciones transitorias en reseña.

Letra a)


Asimismo, a proposición del Ejecutivo se agregó en este numeral una letra a), que tiene por finalidad reemplazar, en el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1°, N°13 de la ley N° 20.017, la oración que viene a continuación del punto seguido, por la siguiente:


“Con relación a los derechos de aprovechamiento que no se encuentren inscritos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, no se podrá realizar respecto de ellos acto alguno ante la Dirección General de Aguas ni la Superintendencia de Servicio Sanitarios.”. 

Letra b)


Luego, también a proposición del Ejecutivo, el Honorable Senado consultó a continuación del punto aparte, que ahora pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“Los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cuyos derechos reales se encuentren en trámite de inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, podrán participar en los concursos públicos a que  llame la Comisión Nacional de Riego de acuerdo con la ley N° 18.450, que aprobó normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, pero la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, sólo podrá cursarse cuando el beneficiario haya acreditado con la exhibición de copia autorizada del registro ya indicado, que sus derechos se encuentran inscritos.”.


Durante el estudio de esta norma se explicó que el texto legal vigente obliga, actualmente, a los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas a inscribir su derecho en el Catastro Público de Aguas de la Dirección General de Aguas (DGA), antes de realizar cualquier trámite ante este servicio público, y ante la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la Comisión Nacional de Riego (CNR) del Ministerio de Agricultura. El objetivo de esa norma es la de perfeccionar el sistema de información relativa a los derechos de aprovechamiento de aguas existentes.


En la aplicación del artículo 122 se ha detectado que los agricultores que no tienen inscritos sus derechos en el Catastro Público de Aguas no han podido postular a los concursos de la ley N° 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, dejándolos fuera de este importante instrumento de subsidio estatal en estas materias. 


Para corregir este problema, se propuso esta norma que permite a los usuarios de esta ley, postular a los concursos señalados no obstante que no estén inscritos en el Catastro citado. Sin embargo, para poder obtener la orden de pago de la bonificación, el titular deberá inscribir su derecho en el Catastro Público de Aguas. Con esto se elimina la dificultad de participar en los concursos mencionados, pero manteniendo vigente la obligación de inscripción en el Catastro, cumpliéndose con ello el objetivo de mantener completa la información relativa a este tipo de derechos.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el Honorable Senado. 


Durante Ia discusión en Ia Comisión Mixta de este numeral y de estas letras ésta acordó, por Ia unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado en los mismos términos que venía formulado.
Numeral 2


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, agregó un numeral 2, que reemplaza en el inciso primero del artículo 122 bis, introducido por el artículo 1° N° 14, la frase “a que se refiere el inciso quinto del artículo 122” por “ a que se refiere el inciso cuarto del artículo 122”.


Durante el estudio de esta norma se señaló que tiene por finalidad corregir referencias legales incorrectas.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el Honorable Senado.


Durante Ia discusión en Ia Comisión Mixta de este numeral ésta acordó, por Ia unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado en los mismos términos que venía formulado.

Numeral 3


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, agregó un numeral 3 que sustituye el inciso cuarto del artículo 131 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 17, por otro que dispone que la solicitud o extracto se comunicará, además, por medio de tres mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo. El Director General de Aguas determinará mediante resolución las radioemisoras donde deben difundirse los mensajes aludidos que deberán cubrir el sector donde se ha solicitado el derecho de aprovechamiento de aguas, además, de los días y horarios en que deben emitirse, como asimismo sus contenidos y la forma de acreditar el cumplimiento de dicha exigencia.

Durante el estudio de esta norma se recordó que en la discusión de la modificación del Código de Aguas, se incorporó en el inciso señalado del artículo 131 la obligación adicional de difundir toda solicitud que se presente ante la Dirección General de Aguas, mediante tres avisos en una “radioemisora de cobertura regional”.


Esta norma ha generado numerosos y graves problemas.


En primer lugar, no existen las denominadas “radioemisoras de cobertura regional”, lo que ha significado la imposibilidad de cumplir en forma estricta con esta disposición legal. En efecto, la Subsecretaría de Telecomunicaciones otorga concesiones del espectro radioeléctrico sólo por una potencia de emisión determinada que abarca una superficie y que, además, es variable si existen cerros que interrumpen la señal. Las concesiones radiales no se otorgan de acuerdo con la división política administrativa del país, por lo tanto, la aplicación práctica de esta norma ha sido muy difícil y ha tenido un efecto secundario y es que como es de difícil aplicación sólo algunas radios cumplen la característica de cobertura regional y son precisamente las que tienen cobertura nacional, con lo cual se encarece el costo de los avisos.


Para subsanar lo anterior, se propuso que la difusión se haga en una radio de cobertura de aquellas que la Dirección General de Aguas señale de una nómina, tratando de abarcar la mayor extensión de territorio.


La norma contenida en el Código de Aguas tiene su origen en una disposición similar de la Ley de Concesiones de Energía Geotérmica, que señala que en los lugares de difícil acceso las emisiones deben realizarse en aquellas radios que se determinen en un reglamento.


El problema que se presenta con la difusión del aviso es que las solicitudes de aprovechamiento que no cumplan con este requisito pueden incurrir en un vicio de nulidad.

Asimismo, se señaló que la norma no indica el plazo dentro del cual se deben hacer estas emisiones radiales, por lo tanto, se encarga a la autoridad administrativa la determinación de los días y los horarios en que deben emitirse los avisos, subsanando con ello graves incertidumbres que existen hoy sobre la materia.


Estas publicaciones radiales deberán tener difusión en el área donde se solicitan los derechos de aguas y se harán a costa del interesado, para evitar incluir en la nómina a todas las radios de Chile.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el Honorable Senado.


Durante Ia discusión en Ia Comisión Mixta de este numeral ésta acordó, modificar el inciso cuarto del artículo 131 del Código de Aguas, enmienda contemplada en el N° 3 del artículo 1º aprobado por el Honorable Senado, sustituyéndolo por el siguiente:


“La solicitud o extracto se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de tres mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo. El Director General de Aguas determinará, mediante resolución, las radioemisoras donde deben difundirse los mensajes aludidos que deberán cubrir el sector que involucre el punto de Ia respectiva solicitud tales como Ia ubicación de Ia bocatoma, el punto donde se desea captar el agua y el lugar donde se encuentra Ia aprobación de Ia obra hidráulica, entre otros, además, de los días y horarios en que deben emitirse, como asimismo sus contenidos y Ia forma de acreditar el cumplimiento de dicha exigencia.”.


Esta modificación se justifica en el sentido de que tiene por finalidad aclarar que el área que deba abarcar Ia difusión radial no solo se refiere a solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento de aguas sino que a todas aquellas que deba conocer y resolver Ia Dirección General de Aguas, para lo cual se enuncian algunos ejemplos con una enumeración meramente ilustrativa y en caso alguno taxativa.


Sometida a votación esta proposición fue aprobada por Ia unanimidad de los miembros presentes de Ia Comisión Mixta Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel.

Numeral 4


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó una norma que tiene por finalidad corregir referencias legales incorrectas.


Esta norma es del siguiente tenor:


“4.- Reemplázase en el artículo 148, modificado por el artículo 1º Nº 24, la frase ““inciso primero del artículo 142” por “inciso final del artículo 141”” por la expresión  ““inciso tercero del artículo 141” por “inciso primero del artículo 142”.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el Honorable Senado.


Durante Ia discusión en Ia Comisión Mixta de este numeral ésta acordó, por Ia unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado en los mismos términos que venía formulado.

Numeral 5


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó una norma que tiene por finalidad corregir referencias legales incorrectas.


Esta norma es del siguiente tenor:


5.- Sustitúyese en el N°5, del artículo 3° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el Honorable Senado.


Durante Ia discusión en Ia Comisión Mixta de este numeral ésta acordó, por Ia unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado en los mismos términos que venía formulado.

Numeral 6


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó la incorporación de los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 4° transitorio:


6.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 4° transitorio:


“No será requisito para el aprovechamiento de aguas subterráneas indicadas en el inciso primero del artículo 56 del Código de Aguas, realizar la regulación señalada en el presente artículo.


La constitución de derechos de aprovechamiento que se realice de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, respecto de captaciones construidas en inmuebles regidos por el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1995, del Ministerio de Agricultura, sólo se podrá efectuar a nombre de la respectiva comunidad agrícola. Estas normas se aplicarán a todas las solicitudes que ya hayan sido ingresadas a trámite como así también respecto de aquéllas que en el futuro se presenten.”.


Durante el estudio de esta norma se precisó que sólo deben inscribirse los pozos profundos que se construyan con fines productivos, no siendo necesaria la inscripción de las punteras ni de los pozos norias.


Cualquier puntera, noria o pozo destinado a la bebida y uso doméstico no necesita un derecho de aprovechamiento de agua. El artículo 56 del Código de Aguas, es una norma que en el derecho de aguas se conoce como “el derecho a la sed”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el Honorable Senado.


Durante Ia discusión en Ia Comisión Mixta de este numeral se acordó, por Ia unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel, aprobar el texto propuesto por el Honorable Senado, con Ia sola enmienda de sustituir Ia referencia al año “1965” por “1968”.

Numeral 7


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó una norma que tiene por finalidad corregir referencias legales incorrectas.


Esta norma es del siguiente tenor:


“7.-  Reemplázase en el Nº 4 del artículo 5º transitorio de la ley 20.017, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63”.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la enmienda introducida por el Honorable Senado.


Durante Ia discusión en Ia Comisión Mixta de este numeral ésta acordó, por Ia unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel, aprobar el texto propuesto por eI Honorable Senado en los mismos términos que venía formulado.
- - - 

Numeral 8, nuevo


Como se señaló, durante Ia discusión del artículo 1° del proyecto aprobado por el Honorable Senado, vuestra Comisión Mixta acordó contemplar Ia idea contenida en el N° 2 del artículo único aprobado por Ia Honorable Cámara de Diputados, como N° 8, de esta iniciativa legal.


En efecto, vuestra Comisión Mixta con el objetivo de resolver Ia divergencia suscitada con Ia aprobación del numeral 2, de Ia Honorable Cámara de Diputados que fuera rechazado por el Honorable Senado, que modificaba el artículo 5º transitorio, en el sentido de agregar una oración que regulaba las captaciones ubicadas en terrenos que pertenecen a una comunidad de propietarios, no haciendo exigible al peticionario acreditar el dominio exclusivo sobre el inmueble, ni presentar Ia autorización del propietario del mismo, resolvió, con Ia finalidad de flexibilizar los requisitos contemplados para los Comités de Agua Potable Rural, contemplar como número 8, nuevo, del artículo 1º de esta iniciativa legal, una modificación al artículo 6° transitorio de Ia ley N° 20.017, que consiste en agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, a dicha disposición legal.


“Para la presentación de las solicitudes que se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior.  No obstante, para los efectos de la constitución del respectivo derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, se deberán acompañar los antecedentes indicados en dicha disposición. Los antecedentes que acrediten Ia propiedad del inmueble a nombre del respectivo Comité, o Ia autorización de su dueño, o de los organismos señalados en el N° 2 del artículo anterior, deberán acompañarse a más tardar dentro del plazo de dos años, contado desde el ingreso de Ia respectiva solicitud. Si no se acompañan dentro del plazo señalado, dicha solicitud será denegada.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, si el inmueble donde se encuentra Ia obra de captación de aguas subterráneas pertenece a una comunidad de propietarios, a una municipalidad o es de propiedad indígena, para constituir el derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el N° 2 del artículo anterior.”


Se señaló que Ia ley N° 20.017 constituye un gran avance en Ia regularización de los derechos de aguas subterráneas, sin embargo, se han presentado problemas en Ia inscripción de esos derechos en los últimos meses.


Muchos de los pozos se encuentran en terrenos que pertenecen a una comunidad de propietarios o al Ministerio de Bienes Nacionales, lo que impide a los interesados presentar Ia documentación que exige el artículo transitorio para transformarse en dueños de los derechos de aguas subterráneas.


De este modo, aun cuando el texto propuesto por el Honorable Senado es un gran avance, en opinión de Ia Honorable Cámara de Diputados se debe buscar un procedimiento expedito, que no exija el dominio de los bienes raíces donde se encuentran los pozos de los servicios de agua potable rural para inscribir los derechos de aprovechamiento de agua.


Vuestra Comisión Mixta aprobó estos incisos teniendo en consideración los graves problemas que han enfrentado los Comités de Agua Potable Rural a lo largo del país con relación a Ia regularización de Ia propiedad de los inmuebles donde se ubican las captaciones de aguas subterráneas, para lo cual con Ia enmienda aprobada se permitirá a dichos Comités solicitar los derechos de aprovechamiento de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6° transitorio, sin Ia exigencia de Ia acreditación del dominio del inmueble o de las autorizaciones respectivas en su caso dejando esta última exigencia para el proceso de constitución del derecho de aprovechamiento.


Asimismo, se eliminó Ia exigencia de Ia acreditación del dominio del inmueble o las autorizaciones respectivas, que se encuentran señaladas en el N° 2 del artículo 5º transitorio, en el caso de captaciones de aguas subterráneas que se encuentran construidas en inmuebles de propiedad municipal, de comunidades de copropietarios o de propiedades indígenas, por cuanto en estas tres situaciones resulta, en los hechos, prácticamente imposible de poder cumplir con el requisito anteriormente señalado.


Finalmente, vuestra Comisión Mixta acordó enviar oficio a Ia señora Ministro de Bienes Nacionales, con Ia finalidad de que en Ia próxima Ley de Presupuestos de Ia Nación, contemple un ítem destinado a Ia regularización de los títulos de propiedad a nombre de los Comités y Cooperativas de Agua Potable Rural.


Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por Ia unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión Mixta Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel, en los términos anteriormente señalados.

ARTÍCULO 2°


El artículo 2º otorga un nuevo plazo de seis meses para Ia presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas a que se refiere el artículo 4º transitorio de Ia ley N° 20.017.


Su inciso segundo señala que este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de junio de 2006.


Vuestra Comisión Mixta acordó agregar un inciso tercero para ampliar el plazo en doce meses para ingresar las solicitudes que se acojan al artículo 6° transitorio de Ia ley N° 20.017, atendido el fin social que esta norma pretende lograr y las dificultades que los Comités de Agua Potable Rural han tenido para presentar solicitudes al amparo de las disposiciones transitorias en reseña.


En mérito a lo anterior acordó, agregar un inciso tercero, del siguiente tenor:


“Tratándose de las solicitudes a que se refiere el artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, otórgase un nuevo plazo de doce meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas.  Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de diciembre de 2006.”.


Sometida a votación esta proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión Mixta Honorables Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel, en los términos anteriormente señalados.

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver la diferencia suscitada entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley en estudio, que prestéis vuestra aprobación a la siguiente proposición, sobre la materia de esta controversia:

ARTÍCULO 1°

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 20.017, que modifica el Código de Aguas:

1.- Modifícase el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 13 de la siguiente forma: 


a) Reemplázase la oración que viene a continuación del punto seguido, por la siguiente: “Con relación a los derechos de aprovechamiento que no se encuentren inscritos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, no se podrá realizar respecto de ellos acto alguno ante la Dirección General de Aguas ni la Superintendencia de Servicios Sanitarios.”.


b) Agrégase, a continuación del punto aparte (.), que ha pasado a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cuyos derechos reales se encuentren en trámite de inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, podrán participar en los concursos públicos a que llame la Comisión Nacional de Riego de acuerdo con la ley N° 18.450, que aprobó normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, pero la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, sólo podrá cursarse cuando el beneficiario haya acreditado con la exhibición de copia autorizada del registro ya indicado, que sus derechos se encuentran inscritos.”.


2.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 122 bis, introducido por el artículo 1° N° 14, la frase “a que se refiere el inciso quinto del artículo 122” por “a que se refiere el inciso cuarto del artículo 122”.


3.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 131 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 17, por el siguiente:


“La solicitud o extracto se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de tres mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo. El Director General de Aguas determinará, mediante resolución, las radioemisoras donde deben difundirse los mensajes aludidos que deberán cubrir el sector que involucre el punto de la respectiva solicitud tales como la ubicación de la bocatoma, el punto donde se desea captar el agua y el lugar donde se encuentra la aprobación de la obra hidráulica, entre otros, además, de los días y horarios en que deben emitirse, como asimismo sus contenidos y la forma de acreditar el cumplimiento de dicha exigencia.”.


4.- Reemplázase en el artículo 148, modificado por el artículo 1° N° 24, la frase ““inciso primero del artículo 142” por “inciso final del artículo 141”” por la expresión ““inciso tercero del artículo 141” por “inciso primero del artículo 142””.


5.- Sustitúyese en el N° 5 del artículo 3° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63”.

6.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 4º transitorio:


“No será requisito para el aprovechamiento de aguas subterráneas indicadas en el inciso primero del artículo 56 del Código de Aguas, realizar la regulación señalada en el presente artículo.


La constitución de derechos de aprovechamiento que se realice de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, respecto de captaciones construidas en inmuebles regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1968, del Ministerio de Agricultura, sólo se podrá efectuar a nombre de la respectiva comunidad agrícola. Estas normas se aplicarán a todas las solicitudes que ya hayan sido ingresadas a trámite como así también respecto de aquéllas que en el futuro se presenten.”.

7.- Reemplázase en el N° 4 del artículo 5° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63.”.


8.- Agréganse, como incisos segundo y tercero del artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, los siguientes:


“Para la presentación de las solicitudes que se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior. No obstante, para los efectos de la constitución del respectivo derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, se deberán acompañar los antecedentes indicados en dicha disposición.  Los antecedentes que acrediten la propiedad del inmueble a nombre del respectivo Comité, o la autorización de su dueño, o de los organismos señalados en el Nº 2 del artículo anterior, deberán acompañarse a más tardar dentro del plazo de dos años, contado desde el ingreso de la respectiva solicitud.  Si no se acompañan dentro del plazo señalado, dicha solicitud será denegada.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, si el inmueble donde se encuentra la obra de captación de aguas subterráneas pertenece a una comunidad de propietarios, a una municipalidad o es de propiedad indígena, para constituir el derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior.”.

ARTÍCULO 2°


Artículo 2º.- Otórgase un nuevo plazo de seis meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas a que se refiere el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017.


Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de junio de 2006.


Tratándose de las solicitudes a que se refiere el artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, otórgase un nuevo plazo de doce meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas. Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de diciembre de 2006.”.

- - - - - - - -


A continuación y, a título meramente informativo, se inserta el texto final del proyecto de ley que aumenta a un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 20.017, que modifica el Código de Aguas:

1.- Modifícase el inciso séptimo del artículo 122 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 13 de la siguiente forma: 


a) Reemplázase la oración que viene a continuación del punto seguido, por la siguiente: “Con relación a los derechos de aprovechamiento que no se encuentren inscritos en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, no se podrá realizar respecto de ellos acto alguno ante la Dirección General de Aguas ni la Superintendencia de Servicios Sanitarios.”.


b) Agrégase, a continuación del punto aparte (.), que ha pasado a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas, cuyos derechos reales se encuentren en trámite de inscripción en el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, podrán participar en los concursos públicos a que llame la Comisión Nacional de Riego de acuerdo con la ley N° 18.450, que aprobó normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, pero la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje, sólo podrá cursarse cuando el beneficiario haya acreditado con la exhibición de copia autorizada del registro ya indicado, que sus derechos se encuentran inscritos.”.


2.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 122 bis, introducido por el artículo 1° N° 14, la frase “a que se refiere el inciso quinto del artículo 122” por “a que se refiere el inciso cuarto del artículo 122”.


3.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 131 del Código de Aguas, agregado por el artículo 1° N° 17, por el siguiente:


“La solicitud o extracto se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de tres mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo. El Director General de Aguas determinará, mediante resolución, las radioemisoras donde deben difundirse los mensajes aludidos que deberán cubrir el sector que involucre el punto de la respectiva solicitud tales como la ubicación de la bocatoma, el punto donde se desea captar el agua y el lugar donde se encuentra la aprobación de la obra hidráulica, entre otros, además, de los días y horarios en que deben emitirse, como asimismo sus contenidos y la forma de acreditar el cumplimiento de dicha exigencia.”.


4.- Reemplázase en el artículo 148, modificado por el artículo 1° N° 24, la frase ““inciso primero del artículo 142” por “inciso final del artículo 141”” por la expresión ““inciso tercero del artículo 141” por “inciso primero del artículo 142””.


5.- Sustitúyese en el N° 5 del artículo 3° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63”.

6.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 4º transitorio:


“No será requisito para el aprovechamiento de aguas subterráneas indicadas en el inciso primero del artículo 56 del Código de Aguas, realizar la regulación señalada en el presente artículo.


La constitución de derechos de aprovechamiento que se realice de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, respecto de captaciones construidas en inmuebles regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1968, del Ministerio de Agricultura, sólo se podrá efectuar a nombre de la respectiva comunidad agrícola. Estas normas se aplicarán a todas las solicitudes que ya hayan sido ingresadas a trámite como así también respecto de aquéllas que en el futuro se presenten.”.

7.- Reemplázase en el N° 4 del artículo 5° transitorio, la expresión “inciso segundo del artículo 63” por “inciso tercero del artículo 63.”.


8.- Agréganse, como incisos segundo y tercero del artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, los siguientes:


“Para la presentación de las solicitudes que se efectúen de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior. No obstante, para los efectos de la constitución del respectivo derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, se deberán acompañar los antecedentes indicados en dicha disposición.  Los antecedentes que acrediten la propiedad del inmueble a nombre del respectivo Comité, o la autorización de su dueño, o de los organismos señalados en el Nº 2 del artículo anterior, deberán acompañarse a más tardar dentro del plazo de dos años, contado desde el ingreso de la respectiva solicitud.  Si no se acompañan dentro del plazo señalado, dicha solicitud será denegada.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, si el inmueble donde se encuentra la obra de captación de aguas subterráneas pertenece a una comunidad de propietarios, a una municipalidad o es de propiedad indígena, para constituir el derecho de aprovechamiento a nombre del Comité de Agua Potable Rural, no se requerirá cumplir con el requisito señalado en el Nº 2 del artículo anterior.”.


Artículo 2º.- Otórgase un nuevo plazo de seis meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas a que se refiere el artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017.


Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de junio de 2006.


Tratándose de las solicitudes a que se refiere el artículo 6º transitorio de la ley Nº 20.017, otórgase un nuevo plazo de doce meses para la presentación de solicitudes de constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas.  Este plazo comenzará a regir el 17 de diciembre de 2005 y expirará el 16 de diciembre de 2006.”.

- - - - - - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día de hoy 7 de marzo de 2006, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Fernando Cordero Rusque, Antonio Horvath Kiss, Hosain Sabag Castillo y Rodolfo Stange Oelckers, y de los  Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Orbenes y de los señores Guillermo Ceroni Fuentes, René Manuel García García y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión Mixta, a 7 de marzo de 2006.

(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,

Abogado Secretario de la Comisión.
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CERTIFICADO DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y MINERÍA Y ENERGÍA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 2º TRANSITORIO DE LA LEY 20.026, QUE ESTABLECE UN IMPUESTO ESPECÍFICO A LA RENTA DE LA ACTIVIDAD MINERA, Y AGREGA UN NUEVO ARTÍCULO TRANSITORIO

(4095-05)

Honorable Senado:





Certifico que el día de hoy sesionaron las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al artículo 2° de la ley N° 20.026, que establece un impuesto específico a la renta de la actividad minera, y agrega un nuevo artículo transitorio, Boletín Nº 4095-05, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que las Comisiones unidas se ocuparon de este asunto asistieron los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Núñez, Ominami, Orpis, Páez y Prokuriça.


Concurrieron, además, el Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, y los asesores del Ministerio de Hacienda, señora Jacqueline Saintard, y señores Marcelo Tockman y Juan Francisco Galli.

- - -


Sometido a votación en general el proyecto, la idea de legislar resultó aprobada por unanimidad. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Núñez, Ominami, Orpis, Páez y Prokurica.


En particular la iniciativa fue aprobada con la misma votación ya consignada.

- - -


El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, del 7 de marzo de 2006, señala que el proyecto, en relación al otorgamiento de un crédito tributario, no hace incurrir en gasto fiscal alguno. En relación con el régimen transitorio alternativo que se establece para aquellos extranjeros que mantengan los derechos del N° 2 del artículo 11 del D.L. N° 600, en lo referente al tratamiento de la depreciación acelerada, implicaría el siguiente gasto fiscal para el período señalado:

	Año 
	Cifra en MM US$

	2006
	1,5

	2007
	1,5

	2008
	2,6

	2009
	2,7

	2010 en adelante
	2,9



En consecuencia, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, unidas, tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos en que fue aprobado por la Honorable Cámara de Diputados.

- - - 





Valparaíso, 8 de marzo de 2006

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.419, EN MATERIAS RELATIVAS A PUBLICIDAD Y CONSUMO DE TABACO

(3825-11)

(Pendiente)
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ROMERO, GAZMURI Y ZALDÍVAR (DON ADOLFO), CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE ACUERDO QUE MODIFICA EL ESTATUTO DEL PERSONAL DE LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

Honorable Senado:

(Pendiente)
� El proyecto de ley que creó la Unidad de Análisis Financiero, correspondiente al Boletín �Nº 2.975-07, dio lugar a la causa rol Nº 389 en el Tribunal Constitucional, el cual, en fallo de mayoría, de fecha 28 de octubre de 2003, declaró inconstitucionales algunas disposiciones de la que sería la ley Nº 19.913, por estimar que afectaban en su esencia el derecho a la vida privada y la protección de las comunicaciones privadas, en vista de la facultad irrestricta otorgada a la referida Unidad para recabar de cualquier persona toda clase de antecedentes, sin que la ley indicara pautas o parámetros objetivos y controlables.





Asimismo, el Tribunal impugnó otras normas por ser contrarias a la garantía del artículo 19 Nº 3º de la Constitución Política de la República, porque juzgó que no respetaban el derecho a la defensa jurídica previa a la imposición de sanciones en sede administrativa.





Finalmente, hubo disposiciones que fueron excluidas del texto por estar directamente vinculadas con las declaradas contrarias a la Carta Fundamental.


� En todos los principales sistemas jurídicos se ha tendido a sancionar no sólo los actos que tienden a desviar ilícitamente clientela ajena, sino también aquéllos que persiguen aprovecharse indebidamente de la reputación ajena (denominadas “conductas parasitarias”), aunque el tercero víctima no sea un competidor del autor del ilícito (por ejemplo, si una conocida marca de baterías es utilizada por un fabricante de automóviles). Sin embargo, pareciera que estas hipótesis se encuentran suficientemente cubiertas en el derecho nacional por las normas protectoras de la propiedad industrial y, residualmente, por las normas de la responsabilidad civil.


� SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL (53/1985)





Recurso tipo: Recurso previo de inconstitucionalidad. 


TEXTO DEL DICTAMEN





Extracto: 


…


6. La vida es un concepto indeterminado. Desde el punto de vista de la cuestión planteada se precisa:


a) Que la vida humana es un devenir, un proceso que comienza con la gestación, en el curso de la cual una realidad biológica va tomando corpórea y sensitivamente configuración humana.


b) Que la gestación ha generado un «tertium» existencialmente distinto de la madre.


c) Que, dentro de los cambios cualitativos en el desarrollo del proceso vital, tiene particular relevancia el nacimiento. Y previamente al nacimiento tiene especial trascendencia el momento a partir del cual al «nasciturus» es ya susceptible de vida independiente de la madre.


7. Los argumentos aducidos no pueden estimarse para fundamentar la tesis de que al «nasciturus» corresponda también la titularidad del derecho a la vida, pero en todo caso, y ello es lo decisivo para la cuestión objeto del presente recurso, la vida del «nasciturus» es un bien jurídico constitucionalmente protegido por el art. 15 de nuestra Norma fundamental.


8. La protección que la Constitución dispensa al «nasciturus» implica para el Estado dos obligaciones: La de abstenerse de interrumpir o de obstaculizar el proceso natural de gestación, y la de establecer un sistema legal para la defensa de la vida que suponga una protección efectiva de la misma y que, dado el carácter fundamental de la vida, incluya también, como última garantía, las normas penales. Ello no significa que dicha protección haya de revestir carácter absoluto; pues, como sucede en relación con todos los bienes y derechos constitucionalmente reconocidos, en determinados supuestos puede y aun debe estar sujeta a limitaciones.


…


14. El legislador, que ha de tener siempre presente la razonable exigibilidad de una conducta y la proporcionalidad de la pena en caso de incumplimiento, puede también renunciar a la sanción penal de una conducta que objetivamente pudiera representar una carga insoportable, sin perjuicio de que, en su caso, siga subsistiendo el deber de protección del Estado respecto del bien jurídico en otros ámbitos.





� Sesión 90a de la Comisión Constituyente,  de 25 de Noviembre de 1974, Anexo N°1 del presente informe.
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